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EDITORIAL 

La Justicia 

La Justicia, constituye uno de los más preciados y funcionales valores 
supremos del ordenamiento jurídico del Estado Español. Y como 

valor supremo no agota su benéfica energía con la solemnidad de su 
proclamación constitucional, sino informando el quehacer diario de 
todas las personas de todos los órganos de la Administración, de tal 
modo que su respectivo hacer sea justo, y cuando no lo sea, se alcance 
en su plenitud la oportuna rectificación, restitución, y de algún modo se 
prevenga lo preciso para evitar la reincidencia en el desvío. 

Este defecto proclamado, querido y deseado, se logra con la utilización 
de los medios idóneos que, como tales, se hallan subordinados, orienta­
dos y encaminados a la consecución de esta misma justicia en ideal 
generalidad y abundancia tales que en concordancia con el mismo orde­
namiento pueda afirmarse que la vida social discurre por cauces, y 
genera resultados, justos. 

Cuanto más sana y madura es una sociedad más espontáneb es el alcan­
ce, de modo general, de aquella actitud virtuosa que se conoce con el 
nombre de justicia, y salvo que las leyes sean deficientes, contrarias al 
orden natural en lo indisponible, o a la conciencia social en lo disponi­
ble, la paz social derivada de lo justo no hará necesaria una actuación 
predominante de la coercibilidad del Derecho, con paso de potencia a 
acto, y manifestación de abundante situación coactiva, y así será porque 
el mayoritario cumplimiento de la norma será espontáneo y la conculca­
ción del ordenamiento será excepcional y minoritario. 

Pero descendiendo a la realidad, en cualquier caso, tanto en situaciones 
de sociedad sana y madura dotada de leyes oportunas y justas, como 
con mayor razón en caso contrario, será necesario que una finísima y 
sana administración de justicia, con gran sensibilidad a la especialidad 
y singularidad de cada caso, con precisa, jamás inicua, determinación 
del derecho subjetivo concreto controvertido, esté dotada de hombres 
(sujetos) y medios idóneos, para conseguir esta noble finalidad perse­
guida. La figura del abogado, el luchador para la justicia en la batalla 
transaccional o en el consejo preventivo o cautelar (jurisprudencia 
cautelar), como necesarias son las mismas virtudes en los juzgadores. 

Cinco Ilustrísmos Decanos de Colegios de Abogados españoles vertie­
ron sus valiosísimas y aleccionadoras opiniones en el número anterior 
de esta revista y en este número la Excelentísima Ministra de Justicia, 
nos ofrece con su verbo preclaro concreto y preciso una transcendente 
orientación. 

A una y a otros, el profundo reconocimiento agradecido de la Revista 
por su condescendencia y por lo valiosísimo de sus opiniones. 
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NOVEDADES 

lndice de 
novedades legislativas 
Publicadas en el B.O.E. 
hasta el 15 de octubre de 1996 

MINISTERIO DE LA PRESIDENCIA 

Real Decreto 20 septiembre 1996, núm. 2103/ 
1996 
MINISTERIO PRESIDENCIA 
ASISTENCIA JURIDICA GRATUITA. 
Reglamento. 
BOE 24 septiembre 1996 (núm. 231) 

Real Decreto 6 septiembre 1996, núm. 1994/ 
1996 
MINISTERIO FOMENTO 
COMISIÓN DEL MERCADO DE LAS TELECO­
MUNICACIONES. Reglamento. 
BOE 25 septiembre 1996 (núm. 232) 

Ley 31 julio 1996, núm. 711996 
PRESIDENCIA DE LA JUNTA DE ANDALUCIA 
AN DALUCIA-PR ES U PUESTOS. Presupuestos 
de la Comunidad Autónoma para 1996. 
BOE 6 septiembre 1996 (núm. 216) 

Ley 25 junio 1996, núm. 2/1996 
PRESIDENCIA DEL PRINCIPADO DE 
ASTURIAS 
ASTURIAS-PRESUPUESTOS. Presupuestos 
Generales del Principado para 1996. 
BOE 4 octubre 1996 (núm. 240) 

Ley 12 julio 1996, núm. 4/1996 
PRESIDENCIA DE LA JUNTA DE CASTILLA Y 
LEON 
CASTILLA Y LEON-CAZA. Normas 
reguladoras. 
BOE 30 Agosto 1996 (núm. 21 O) 

Ley 16 mayo 1996, núm. 2/1996 
PRESIDENCIA DE LA COMUNIDAD AUTÓ­
NOMA DE LA REGIÓN DE MURCIA. 
REGIÓN DE MURCIA-ÓRGANOS 
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CONSULTIVOS. 
Regula los Consejos Técnicos Consultivos y 
los Comisionados Regionales. 
BOE 2 octubre 1996 (núm. 238) 

Ley 16 mayo 1996, núm. 3/1996 
PRESIDENCIA DE LA COMUNIDAD AUTÓ­
NOMA DE LA REGIÓN DE MURCIA. 
REGIÓN DE MURCIA-PUERTOS. 
Normas reguladoras. 
BOE 2 octubre 1996 (núm. 238) 

Ley Foral28 mayo 1996, núm. 7/1996 
PRESIDENCIA DEL GOBIERNO DE NAVARRA 
NAVARRA-HACIENDA. Aprueba las tarifas y 
instrucción del Impuesto sobre Actividades 
Económicas o Licencia Fiscal. 
BOE 8 octubre 1996 (núm. 243) 

Ley Foral 28 mayo 1996, núm. 811996 
PRESIDENCIA DEL GOBIERNO DE NAVARRA 
NAVARRA-TASAS, EXACCIONES 
PARAFISCALES Y PRECIOS. Modifica el 
Decreto Foral Legislativo 144/1987, de 24 
julio (RCL 1987, 2761 y LNA 1987, 2203}, 
que aprueba el texto articulado de la Ley 
Foral reguladora de las de Administración 
de la Comunidad Foral y sus organismos 
autónomos. 
BOE 8 octubre 1996 (núm. 243} 

Ley Foral 17 junio 1996, núm. 9/1996 
PRESIDENCIA DEL GOBIERNO DE NAVARRA 
NAVARRA-ESPACIOS NATURALES. 
Normas Reguladoras. 
BOE 8 octubre 1996 (núm. 243) 

Ley Foral 2 julio 1996, núm. 12/1996 
PRESIDENCIA DEL GOBIERNO DE NAVARRA 
NAVARRA-COOPERATIVAS. 
Normas reguladoras. 
BOE 1 O octubre 1996 (núm. 245) 

Real Decreto 20 septiembre 1996, 
núm. 2105/1996 
MINISTERIO ADMINISTRACIONES 
PUBLICAS 
UNION EUROPEA. Crea la Consejería para 
Asuntos Autonómicos en la Representación 
Permanente de España. 
BOE 21 septiembre 1996 (núm. 229) 

Orden 12 septiembre 1996 

6 NOVEDADES 

MINISTERIO ECONOMIA Y HACIENDA 
COMUNIDAD EUROPEA. Regula los flujos 
financieros entre la Comunidad Europea y 
la Administración General del Estado. 
BOE 25 septiembre 1996 (núm. 232) 

Real Decreto 12 julio 1996, 
núm. 1719/1996 
MINISTERIO INDUSTRIA Y ENERGIA 
MINAS. Declara las materias primas minera­
les y actividades con ellas relacionadas, 
calificadas como prioritarias a efectos de lo 
previsto en la Ley 43/1995, de 27 diciembre 
(RCL 1995, 3496 y RCL 1996, 2164}, 
reguladora de Impuesto sobre Sociedades. 
(Rectificado con arreglo al BOE del día 7}. 
BOE 3 septiembre 1996, (núm. 213) 

Resolución 3 septiembre 1996 
PRESIDENCIA DEL CONGRESO 
DE LOS DIPUTADOS 
PRESUPUESTOS DEL ESTADO-IMPUESTOS 
SOBRE EL ALCOHOL Y BEBIDAS DERIVADAS 
Y SOBRE LAS LABORES DEL TABACO. 
Convalidación del Real Decreto-Ley 12/ 
1996, de 26 julio 1996 (RCL 1996, 2238), 
que concede créditos extraordinarios 
destinados a atender obligaciones de 
ejercicios anteriores y regularizar anticipos 
de fondos y adopta medidas tributarias 
urgentes. 
BOE 7 septiembre 1996 (núm. 217) 

Resolución 19 septiembre 1996 
DEPARTAMENTO DE GESTIÓN TRIBUTARIA 
DE AGENCIA ESTATAL DE ADMINISTRA­
CIÓN TRIBUTARIA. 
IMPUESTO SOBRE LA RENTA DE LAS 
PERSONAS FÍSICAS. Aprueba los modelos 
de certificación de retenciones e ingresos a 
cuenta correspondientes a rendimientos del 
trabajo, de actividades profesionales, 
agrícolas y ganaderas, de premios y de 
notificación a los socios residentes de las 
imputaciones realizadas por las sociedades 
en régimen de transparencia! fiscal. 
BOE 26 septiembre 1996 (núm. 233) 

Convenio y Protocolo 17 enero 1994, 
ratificados por instrumento 
8 noviembre 1994 
JEFATURA DEL ESTADO 

COREA DEL SUR. Para evitar la doble 
imposición y prevenir la evasión fiscal en 
materia de impuestos sobre la renta. 
BOE S septiembre 1996 (núm. 215) 

Protocolo 20 diciembre 1990, ratificado por 
instrumento 1 septiembre 1992 
JEFATURA DE ESTADO 
TRANSPORTES INTERNACIONALES POR 
FERROCARRIL Modificación del Convenio 9 
mayo 1980 (RCL 1986, 166 y 1659), relat ivo 
a los Transportes Internacionales por 
Ferrocarril (COTIF). 
BOE 23 septiembre 1996 (núm. 230) 

Convención 20 septiembre 1994, ratificada 
por instrumento 19 junio 1995. 
JEFATURA DE ESTADO 
ENERGIA NUCLEAR. Seguridad nuclear. 
BOE 30 septiembre 1996 (núm. 236) 

Resolución 17 septiembre 1996 
BANCO DE ESPAÑA 
MERCADO HIPOTECARIO. lndices de refe­
rencia oficiales para los préstamos hipote­
carios a tipo variable destinados a la 
adquisición de vivienda. 
BOE 21 septiembre 1996 (núm. 229) 

Circular 27 septiembre 1996, núm. 9/1996 
BANCO DE ESPAÑA 
ENTIDADES DE DEPÓSITO. Modificación del 
valor mínimo del nivel de actividad exigible 
a entidades que participan como asociadas 
del Sistema Nacional de Compensación 
Electrónica. 
BOE 11 octubre 1996 (núm. 246) 

Circular monetaria 27 septiembre 1996, 
núm. 1/1996 
BANCO DE ESPAÑA 
ENTIDADES DE CREDITO. 
Coeficiente de caja. 
BOE 11 octubre 1996 (núm. 246) 

Real Decreto 13 septiembre 1996, 
núm. 2067/1996 
MINISTERIO PRESIDENCIA 
JURADO. Modifica el Real Decreto 1398/ 
1995, de 4 agosto (RCL 1995,2313), por el 
que se regula el sorteo para la formación 
de las listas de candidatos jurados. 
BOE 14 septiembre 1996 (núm. 223) 
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SUHVENCIONES 

Subvenciones 

Publicadas en el B.O.E. 
hasta el 15 de octubre de l. 996 

Resolución 6 septiembre 1996 
SUBSECRETARIA MINISTERIO FOMENTO 
VIVIENDA Y SUELO. 
Condiciones de los préstamos aún no 
convenidos en 1996 con entidades de 
crédito para la financiación de actuaciones 
protegibles. 
BOE 13 septiembre 1996 (núm. 222) 

Orden 5 septiembre 1996 
MINISTERIO ECONOMIA Y HACIENDA 
COMERCIO. 
Modifica la Orden 6 febrero 1996 (RCL 
1996, 452), por la que se regula la conce­
sión de ayudas a las actividades relaciona­
das en los programas generales del Plan 
Marco de Modernización del Comercio 
Interior. 
BOE 14 septiembre 1996 (núm. 223) 

Orden 13 septiembre 1996 
MINISTERIO PRESIDENCIA 
MELILLA-DEPORTES. 
Regula la concesión de subvenciones por el 
Delegado del Gobierno en MeJilla con 
cargo a los ingresos de las Apuestas 
Mutuas Deportivas del Estado. 
BOE 18 septiembre 1996 (núm. 226) 

Orden 19 septiembre 1996 
MINISTERIO AGRICULTURA, 
PESCA Y ALIMENTACIÓN 
GANADERIA-COMUNIDAD EUROPEA. 
Procedimiento para el pago de las ayudas 
adicionales a las primas en beneficio de los 
productores de carne de vacuno y de los 
que mantienen vacas nodrizas. 
BOE 20 septiembre 1996 (núm. 228) 

Real Decreto-Ley 20 septiembre 1996, 
núm. 13/1 996 
JEFATURA DE ESTADO 
INUNDACIONES. 
Medidas urgentes para reparar los daños 
causados por la reciente inundación en el 
término municipal de Biescas, en la provin­
cia de Huesca. 
BOE 28 septiembre 1996 (núm. 235) 

Orden 26 septiembre 1996 
MINISTERIO TRABAJO Y 
ASUNTOS SOCIALES 
PROTECCIÓN ESCOLAR. 
Becas y ayudas al estudio para alumnos 
afectados por el síndrome tóxico en curso 
1996-1997. 
BOE 11 octubre 1996 (núm. 246) 
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NOTA IMPORTANTE 

De entre las novedades legislativas y jurisprudencia les a que hacemos 
referencia en esta sección, destacamos la importante Sentencia del 
Tribunal de Conflictos Jurisdiccionales, de fecha 25 de junio de 1.996, en 
relación a la obligación de la Agencia Estatal Tributaria de remitir y 
facilitar a los Juzgados y Tribunales toda la información fiscal y tributaria 
relativa a los contribuyentes que aquéllos les soliciten (vide Sección AL 
DIA FISCAL, reseña de JURISPRUDENCIA no 1). 

Al DIA ADMINISTRATIVO 
JURISPRUDENCIA 

1. La apertura de un despacho de 
abogados no está sujeta al 
pago de la tasa por la previa 
licencia de apertura de esta­
blecimientos. 

Según la STSJ de Cantabria de fe­
cha 22 de abril de 1.996, la actividad 
profesional de abogado no es una acti­
vidad industrial ni mercantil (se citan 
las SSTS de 7 de mayo de 1.987 y de 16 
de octubre de 1.990, entre otras), y por 
tanto no debe quedar incluída en el 
ambito de los arts. 8 y 22 RSCL (Regla­
mento de Servicios de las Corporaciones 
Locales). La actuación de la Administra­
ción en esta esfera es reglada, y debe dis­
tinguirse entre servicios empresariales 
(Secc. ¡a del RDLeg. 1.175/90, de 28 de 
septiembre (Tarifas e Instrucción del 
IAE) y actividades profesionales (Sec­
ción 2• de dicha norma). 

2. Expropiación de Rumasa: 
criterios de valoración para 
determinar el justiprecio. 

La STSJ de Madrid de fecha lO de 
junio de 1.996 interpreta los ans. 4,4 
Ley 7/1.983, y 40 y 43 LEF en el senti­
do que el legislador no quiso aceptar 
como valor exclusivo a tener en cuenta 
para la determinación del justiprecio de 
la empresa expropiada, el valor conta­
ble, sino el real. Dicho valor real es el 
valor de mercado, es decir, el valor 
resultante de adicionar al valor con­
table el valor del fondo de comercio 
(goodwill). Por otro lado, se declara que 
las pérdidas no deben capitalizarse 
para calcular dicho valor real, que la 
auditoría sólo aporta el valor conta­
ble, y que el inmovilizado material debe 
revalorizarse, a efectos de justiprecio, 

conforme a los índices legales aproba­
dos con posterioridad a la expropiación 
(Ley de Presupuestos para 1.983), pues 
«negar a los expropiados un mayor va­
lor del inmovilizado material creado 
bajo su propiedad, que va a beneficiar a 
los posteriores adquirentes de la empre· 
sa, supone un enriquecimiento injus­
to para éstos. 

3. Los arquitectos técnicos no 
tienen atribuciones para elabo­
rar proyectos salvo cuando los 
mismos no impliquen una 
modificación arquitectónica de 
la estructura del inmueble. 

La Sentencia del TSJ de Madrid de 
fecha 23 de julio de l. 996 ha declarado, 
siguiendo por lo demás una reiteradaju· 
risprudencia preexistente, que las a tribu· 
dones de los arquitectos técnicos, deriva­
das de la interpretación jurisprudencia! 
flexible del art. 2, apartados l y 2 de la 
Ley 12/1.986, de 1 de abril (atribuciones 
profesionales de los arquitectos e inge­
nieros técnicos) alcanzan a la realización 
de proyectos, con la limitación de que 
los mismos no impliquen la realiza­
ción de un proyecto arquitectónico, o 
la intervención parcial en un edificio 
construído que altere la configuración 
arquitectónica del mismo. 

Al DIA CIVIL 
JURISPRUDENCIA 

1. Desahucio por falta de pago 
en arrendamiento de local de 
negocio: procede enervar 
aunque ya existiese una 
enervación realizada antes de 
entrar en vigor la nueva LAU. 
Imposición de costas al arren­
datario que enerva. 
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En contra del criterio segu ido por 
las SS. de la AP de Navarra de 17 de oc­
tubre de l. 995 y de la AP de Jaén de 24 
de noviembre de 1.995, y siguiendo el 
establecido por la SAP de Soria de fe­
cha 27 de noviembre de 1.995, la Sen­
tencia de la AP de Salamanaca de 
fecha 30 de abril de 1.996 reconoce 
eficacia enervatoria a la consignación 
realizada por un arrendatario antes del 
juicio, a pesar de haberse ya realizado 
otra, con anterioridad a la entrada en 
vigor de la nueva LAU, en base a que no 
conceder la enervación <<supondría una 
aplicación retroactiva de la norma», y a 
que el an. 1.563 LEC, en su nueva re­
dacción, «supone una limitación de Jos 
derechos de los arrendatarios al matizar 
de forma significativa s us anteriores 
posibilidades de enervación», y en con ­
secuencia «ha de ser interpretada de 
manera restrictiva, según el principi o 
odiosa sunt restringenda». 

En materia de costas, reconoce la 
Sala que existe una laguna legal, tras la 
derogación del art. 149,3 de la antigua 
LAU, pero aplicando analógicamente el 
art. 134,3 LAR, las costas se imponen al 
arrendatario que enerva, siguiendo e l 
criterio de las SS de la propia AP de 
Salamanca, de fechas 7 de abril y 24 de 
mayo de 1.995, por cuanto que a pesar 
de lo dispuesto en el art. 1.582 LEC, 
«no puede concluirse de forma automá­
tica que en supuestos como el presen­
te, de enervación de la acción ... hayan 
de imponerse las costas necesariamen­
te al demandante)), ya que si no pros­
pera la acción es «por una causa sobre­
venida en modo alguno imputable al 
demandante)), 

2. Estimación de tercería de 
dominio interpuesta por 
quien, sin tener el derecho 
real de propiedad, actúa en 
virtud de un pacto de reserva 
de dominio. 

La Sentencia de la Audiencia Pro­
vincial de Albacete de fecha 12 de ju­
nio de 1.996 estimó la acción de terce­
ría de dominio interpuesta contra la 
TGSS, en relación a l embargo trabado 
por ésta sobre un vehículo adquirido 
por el ejecutado a la tercerista. Dicha 
tercerista vendió el vehículo al ejecuta­
do con pacto de reserva de dominio, a 
modo de garantía, hasta el total pago 
del precio estipulado. El contrato se 
inscribió en el Registro de ventas a pla­
zos. Un voto p articular difiere de dicha 
solución, en base a que la tercerista no 
ostentaba el dominio, por faltar la 
traditio (art. 609 CC.) 

3. Intereses variables de una 
hipoteca: debe establecerse el 

tipo máximo garantizado por 
la hipoteca. 

Así lo ha entendido la Resolución 
de la D.G.R.N. de fecha 12 de julio de 
l. 996, que no considera suficiente la 
previsión relativa a cuántos años de de­
vengo de intereses quedarán cubiertos 
por la garantía hipotecaria (pactada con­
forme al art. 114 Ley Hipotecaria). 

4. La transacción extrajudicial 
perfeccionada por fax es válida 
y tiene plenos efectos jurídicos. 

La Sentencia del TS de fecha 30 de 
julio de l. 996, con cita de la STS de 31 
de mayo de 1.993, declara válida y efi­
caz la transacción extrajudicial acordada 
entre dos partes mediante fax, en base al 
art. 1.262 C.c., cuya refe rencia a la acep­
tación mediante carta «cabe extender a 
otros medios de comun icación aportados 
por los avances de la técnica moderna)), 

S. Las propietarias o 
concesionarias de parkings 
tienen el deber de custodiar y 
vigilar los coches aparcados. 

La Sentencia del TS de fecha 22 de 
octubre de 1.996 condena al propieta­
rio/concesionario del parking a indem­
nizar con diez millones de pesetas al 
propietario de un coche q ue desapareció 
mientras estaba estacionado en el par­
king del aeropuerto de Barcelona. Según 
la Sentencia, la seguridad «aparece 
como elemento unido al contrato de 
aparcamiento y, con ello, la necesidad 
del deber de vigilancia, según exigen la 
buena fe y los usos, conforme al art 
1.258 del Código Civil)), Según el TS, 
no existe diferencia, o cuando menos, 
no es pacífica, entre e l denominado 
contrato de garage y el contrato de 
parcamiento o parking. 

Al DIA COMUNITARIO 
JURISPRUDENCIA 

1. Tres Sentencias del Tribunal de 
Justicia de las Comunidades 
Europeas confirman el matiz 
con que ya venía interpretán­
dose la excepción a la libre 
circulación de trabajadores 
contenida en el art. 48,4 TCE, 
respecto a los funcionarios 
públicos. 

El Tribunal de Justicia de las Co­
munidades Europeas, en tres Senten­
cias de fecha 2 de julio de 1.996 (sen­
dos recursos interpuestos por la Comi­
sión contra Grecia, Bélgica y LuxembUI-

go) ha declarado la obligación de dichos 
Estados de suprimir de sus legislaciones 
la reserva a sus nacionales para el acceso 
a puestos de trabajo en determinados sec­
tores de sus respectivas administraciones. 
Siguiendo una linea jurisprudencia! ya 
existente, el TJCE interpreta el art. 48,4 
TCE en el sentido que la libre circulación 
de trabajadores no es aplicable a aquellos 
«empleos en la administración pública)) 
que efectivamente supongan el ejercicio 
del poder público y de funciones que ten­
gan como finalidad la salvaguarda de los 
intereses generales del Estado. + 

Al DIA CONSTITUCIONAL 
JURISPRUDENCIA 

1. Dos Sentencias del Tribunal de 
Conflictos de Jurisdicción 
declaran sobre la obligación de 
Hacienda de facilitar a la 
Administración de Justicia los 
datos que ésta les requiera 
relativos a los contribuyentes. 

(Vide Sección AL DIA FISCAL, 
reseña n° 1 de jurisprudencia) 

2. Constitucionalidad del art. 135 
bis i) del antiguo Código Penal 
(delito de negativa injustificada 
a cumplir el servicio militar). 

La Sentencia del TC de fecha 18 de 
julio de 1.996 (n° 216/96) declara la 
constitucionalidad del tipo indicado, 
diferenciándolo de las situaciones en 
que el agente se niega alegando motivos 
de conciencia, casos en que es el propio 
ordenamiento el que exime del deber de 
prestar el servicio militar, que es preci­
samente el bien jUiídico tutelado en el 
indicado delito (STC n° 60/1.991, de 14 
de marzo). Con ello no se vulnera la li­
bertad ideológica (art. 16 CE), ya que 
sin perjuicio de la eficacia eximente de 
la objeción de conciencia, cosa distinta 
es la oposición ideológica a las normas 
que regulan el deber de prestar el servi­
cio militar, cuyo cauce natural de desa­
rrollo, en un Estado democrático, se en­
cuentra en las libertades públicas 
constitucionalm ente proclamadas, y 
muy especialmente en las de expre­
sión, participación política y asociación. 

Al DIA FISCA~l=====~ 
LEGISLACION 

1. lnconstitucionalidad del art. 62 
de la Ley 21/1.993 (Presupuestos 
para 1.994), que modificó el art. 
9,1 e) de la Ley 18/1.991 del I.R.P.F. 
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La Sentencia del TC n° 134/1.996, 
de 22 de julio ha declarado la inconsti­
tucionalidad del art. 62 de la Ley de 21/ 
1.993, de Presupuestos Generales del 
Estado para 1.994, en la medida en que 
modifica el art. 9,1 e) de la Ley 18/1.991, 
del IRPF, en la medida en que suprime la 
exención respecto a dicho impuesto de las 
prestaciones recibidas por Funcionarios 
de las Administraciones Públicas en con­
cepto de incapacidad permanente abso­
luta, lo cual supone un trato discrimina­
torio respecto de las pensiones por inva­
lidez permanente de la Seguridad Social, 
que carece de una justificación objetiva, 
razonable y proporcionada. 

JURISPRUDENCIA 

1. Hacienda está obligada a 
facilitar los datos fiscales de los 
contribuyentes cuando se lo 
soliciten los Jueces y Tribunales. 

Dos Sentencias del Tribunal de 
Conflictos Jurisdiccionales de fecha 
25 de junio de 1.996 (ponentes, res­
pectivamente, los Sres. Pérez-Tenessa 
Hernández y Vizcaíno Márquez) han 
tratado el tema relativo a si la Adminis­
tración Tributaria está obligada, o no, a 
remitir a los Juzgados la información 
que éstos le requieran. La primera de 
ellas, afirma dicha obligación, por no 
tener la Administración de Justicia la 
condición de tercero al que se refiere el 
art. 113 de la Ley General Tributaria. La 
segunda resolución, no obstante, se li­
mita a denegar la procedencia del con­
flicto de jurisdicción planteado por la 
negativa de Hacienda a remitir informa­
ción fiscal a un Juzgado, y parece reco­
nocer en el art 113 LGT una posible ex­
cepción al art. 17.1 LOPJ, conforme al 
cual las Administraciones públicas es­
tán obligadas a prestar la colaboración 
requerida de los jueces, en cualquiera 
de sus órdenes jurisdiccionales, si bien 
remite la decisión sobre la materia a los 
órganos jurisdiccionales. Esperemos 
que no tarde en plantearse la cuestión 
al TS, y confiemos en que resuelva con 
el sentido común, pragmatismo y a la 
vez impecable argumento dogmático 
con que resuelve la cuestión la prime­
ra de las resoluciones citadas. 

2. Responsabilidad del adminis­
trador de una compañía mer­
cantil por deudas fiscales de 
ésta que resten impagadas al 
disolverse la sociedad. 

La Sentencia del TSJ de Murcia de 
fecha 26 de junio de 1.996 declara la 
posible responsabilidad de los adminis­
tradores, tras la disolución de la socie­
dad, por las deudas fiscales de la com-

pañía, en base a una presunción de ne­
gligencia en la actuación de éstos, quie­
nes de haber obrado correctamente la 
Administración Tributaria hubiera po­
dido ver realizado su crédito en proce­
dimiento de apremio instado contra la 
sociedad. No deja de ser sorprendente, 
por cuanto la misma presunción podría 
aplicarse a cualquier otro acreedor. 

3. Impuesto de Actos Jurídicos 
Documentados: no sujeción al 
mismo de la escritura de 
ejecución de un acuerdo de 
ampliación de capital. 

La Resolución del Tribunal Econó­
mico Administrativo Central de fe­
cha 29 de mayo de l. 996 declara dicha 
no sujeción, en base al carácter no 
inscribible del desembolso del capitaL 
propiamente dicho. 

AL DIA LABORAL 
JURISPRUDENCIA 

1. No es posible que los conve­
nios de empresa incluyan una 
doble escala salarial, en fun­
ción de la antigüedad de los 
trabajadores. 

Así lo ha entendido la Sala de lo 
Social del Tribunal Supremo en su 
Sentencia de fecha 22 de enero de 
1.996 al conside rar que el principio 
constitucional de igualdad no permite 
hacer distinciones entre los trabajadores 
por el hecho exclusivo de su antigüedad 
en la empresa « ... aun cuando el pacto 
obedezca a un plan de saneamiento de 
la empresa, en el que como contrapres­
tación al mantenimiento de la totalidad 
de la plantilla, se convenga la congela­
ción salarial y un salario inferior para los 
nuevos trabajadores, no puede ser la 
causa para establecer una diferencia sa­
larial». De permitirse lo contrario «se 
rompe el equilibrio de la relación 
entre la retribución y trabajo respec­
to de determinados trabajadores, 
que resultan desfavorecidos, con re­
lación a otros de la misma empresa, 
por razón de un dato tan inconsisten­
te a tal fin cual es la fecha de la con­
tratación». 

En la reciente Sentencia del TSJ de 
Cataluña, de fecha 28 de octubre de 
1.996, dicho tribunal mantiene idéntico 
criterio. No obstante, parece dejarse la 
puerta abierta a que dicha diferenciación 
se pacte a través de complementos perso­
nales, puesto que la Sala afirma que «no 
estarnos en presencia de condiciones in­
dividuales de trabajo sino colectivas». 

2. Extinción de contratos de 
trabajo por causas económicas: 
dos interpretaciones del TS que 
aparentemente difieren en 
cuanto al carácter de la crisis y 
a la medida en que deba influir 
el despido para superarla. 

La Sala de lo Social del Tribunal 
Supremo ha abierto las puertas a una 
interpretación más flexible y acorde con 
el espíritu de la última gran reforma 
operada en las causas por despido obje­
tivo, al precisar en su Sentencia de fe­
cha 24 de abril de l. 996 que lo más 
propio y característico de los supuestos 
de situación económica negativa no es 
su irreversibilidad, sino que se trata de 
situaciones no definitivas. Advierte la 
meritada Sentencia que la necesidad de 
amortizar puestos de trabajo por causas 
económicas «no se refiere tanto a que las 
extinciones acordadas produzcan forzo­
samente el saneamiento económico de la 
empresa, como a g_ue las mismas cum­
plan los requisitos que en estas normas 
se determinan, los cuales requisitos, en 
cuanto atañen a causas económicas, se 
basan esencialmente en que tales medi­
das extintivas contribuyan a mejorar la 
situación de crisis», por lo que se con­
cluye que «es lógico considerar que la 
supresión de un puesto de trabajo en 
una compañía que se encuentra en 
mala situación económica contribu­
ye directa y adecuadamente a supe­
rar tal situación» (presunción iuris 
tantum). 

Sin embargo, otra diversa, aunque a 
nuestro juicio no del todo, es la interpre­
tación que hace el TS en su Sentencia 
de fecha 14 de junio de l. 996, según 
la cual tres son los elementos integran­
tes del supuesto de despido por mo­
tivos económicos: 1) Situación eco­
nómica negativa, que puede darse en 
cuatro ámbitos (instrumentos de pro­
ducción -causas técnicas-, sistemas de 
trabajo del personal-causas organizati­
vas-, productos o servicios de la empre­
sa -causas productivas- y resultados de 
explotación -causas económicas-); 2) 
Amortización de puestos de trabajo; 
y 3) «Conexión de funcionalidad o 
instrumentalidad entre la extinción 
o extinciones de contratos de traba­
jo decididas por la empresa y la supe­
ración de la situación desfavorable 
acreditada~~. Según esta Sentencia, di­
cha conexión funcional entre la supera­
ción de la situación negativa y los des­
pidos ((ha de consistir en la adecuación 
o proporcionalidad de éstos para 
conseguir la superación de aquélla, 
en el marco del plan de recuperación 
del equilibrio empresarial expuesto 
por el empresario». Por lo tanto, pare­
ce que se pone el acento, para decidir 
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sobre su procedencia, en la funcionali­
dad de los despidos para conseguir la 
superación de la crisis, pero no se apar­
ta tanto esta linea de la sostenida en la 
Sentencia anterior, ya que e l propio TS 
señala que al proyectarse la valoración 
de dicha adecuación o proporcionalidad 
sobre hechos pasados, presentes y futu ­
ros (previsiones futuras de la empresa), 
en cuanto a estos últimos la decisión se 
basará en un criterio de razonabilidad, 
«de acuerdo con reglas d e experiencia 
reconocidas en la vida económican. 

3. Los administradores de compa­
ñías mercantiles que a la vez 
sean socios mayoritarios de las 
mismas quedan excluidos del 
Régimen General de la Seguri­
dad Social y deben darse de 
alta en el Regimen Especial de 
Trabajadores Autónomos. 

A esta solución ll ega la Sentencia 
del TS de fecha 4 de junio de l. 996, en 
base a la presunción iuris tantum esta­
blecida en el art. 2,3 del Decreto 2.530/ 
1.970, de 20 de agosto (condición de tra­
bajador por cuenta propia o autónomo 
de quien ostenta la titularidad de un es­
tablecimiento abierto al público). No 
obstante, ¿cuál es la situación de losad­
ministradores que no detenten mayoría 
en el capital, o que ni siquiera sean so­
cios, o la de los miembros del Consejo 
de Administración o la de los Conseje­
ros Delegados -socios o no, en las mis­
mas condiciones respecto a l accionaria­
do de la sociedad-? 

De la Sentencia puede deducirse 
que, bajo el régimen del art. 61,2 a) de 
la LGSS de 1.974 (los que trabajen por 
cuenta ajena en los cargos directivos de 
las Empresas excluidos de la Ley del 
Contrato de Trabajo), tanto Administra­
dores como Consejeros Delegados esta­
ban incluídos en el Régimen General de 
la Seguridad Social. y no en el RETA. 
como contrariamente había venido sos­
teniendo la TGSS (en base al carácter 
mercantil y no laboral de la relación 
entre e l Administrador y la sociedad, 
reiteradamente declarada por e l TS, y, 
sobre todo, a partir de la Circular 2-034, 
de 29 de diciembre de 1.992). Pero, nos 
volvemos a preguntar, qué sucede bajo 
la actual vigencia del art. 97,2 a) de la 
LGSS. La propia Sentencia parece apun­
tar que la posible solución debe hallar­
se en la letra h) del indicado precepto, 
es decir, una asimilación legal efectua­
da en e l futuro. 

4. Nulidad radical del despido de 
una trabajadora embarazada, 
en base a las faltas de asisten­
cia y puntualidad motivadas 
por el riesgo de aborto. 

La Sentencia n ° 136/96, de 23 de 
julio, del Tribunal Constitucional, es­
tablece que los tratos favorab les basados 
en el embarazo, al afectar exclusivamen­
te a la mujer, constituyen por tanto una 
discriminación por razón de sexo pros­
crita por el art. 14 CE. La prohibición de 
despedir por razón de embarazo com­
prende la hipótesis de las ausencias al 
trabajo debidas a una enfermedad o tras­
torno fisiológico causados por el emba­
razo y que impidan desarrollar la pres­
tación laboral convenida, las cuales, por 
tanto, no pueden justificar un despido. 

Al DIA MERCANTIL~ 
JURISPRUDENCIA 

1. Una nueva Resolución de la 
D.G.R.N. reitera la posibilidad 
de reactivación de las socieda­
des disueltas de pleno derecho 
en virtud de la D.T.6° LSA. 

La Resolución de la D.G.R.N. de 
fecha 5 de junio de 1.996 ha ratifica­
do, en prácticamente idénticos térmi­
nos, la doctrina contenida en sus reso­
luciones de fecha 5 de marzo y 29 de 
mayo de l . 996 (ya comentadas por no­
sotros en esta Sección, respectivamen­
te, en nuestros números 19 y 20). El ar­
gumento es ya sabido: la interpretación 
conjunta de los arts. 251 y 261 LSA abo­
na la tesis de que, si no ha comenzado 
el reparto del patrimonio entre los ac­
cionistas, una sociedad en liquidación 
podría reactivarse, unido a la ausencia 
en la LSA de precepto similar a l art. 106 
LSL (que prohíbe la reactivación en los 
casos de disolución de pleno derecho). 
Tan sólo notar que, al igual que en las 
anteriores resoluciones, no se prejuz­
ga la posibilidad de reactivación, 
sino que tan sólo se apunta, pero 
debe entenderse que la cuestión ha 
quedado despejada tras la entrad a en 
vigor del nuevo Reglamento del Regis­
tro MercantiL cuyo a t. 242 se dedica 
precisamente a los requisitos que d ebe 
contener la escritura de reactivación. 

2. Limitaciones a la libre trans­
misibilidad de las acciones: 
modificación estatutaria 
relativa a la forma de designar 
al experto que valore las 
acciones, que desvincula al 
accionista disconforme respec­
to del acuerdo durante el 
plazo de 3 meses. 

La Sentencia del TS de fecha 25 
de septie mbre de 1.996 declara apli­
cable e l plazo de vacatio contenido en 

el art. 146 LSA (3 meses, desde la pu­
blicación del acuerdo en el BORME, en 
los que el mismo no vincula al accionis­
ta que no votó a favor) a un supuesto en 
que las acciones eran al portador, y los 
Estatutos preveían restricciones a su li­
bre transmisibilidad (válidas con arre­
glo a la anterior legislación) y que la va­
loración de las acciones correría a car­
go de un experto designado «elegido 
por mutuo acuerdo o por sorteo )) , Con 
estos antecedentes, la mayoría impulsa 
una Junta en que se acuerda transfor­
mar las acciones en nominativas, y cam­
biar el sistema de designación del ex­
perto, para que en adelante sea desig­
nado por la Junta General. Esta nueva 
fórmula, según esta Sentencia, condi­
ciona en algún modo la transmisibili­
dad de las acciones en perjuicio de la 
minoría disconforme, con lo que ésta 
puede de esta forma acogerse al plazo del 
art. 146 LSA. 

3. Contrato de seguro de vida 
suscrito por portadora del 
virus del SIDA, que silencia 
dicha circunstancia: procede 
indemnizar al beneficiario de 
la póliza, en virtud de la 
cláusula de indisputabilidad. 

La Sentencia de la Audiencia Pro­
vincial de San Sebastián de fecha 25 
de septiembre de 1.996 declara la 
obligación de la aseguradora de indem­
ni zar a los beneficiarios de la póliza, en 
base a que, a pesar del contenido del 
art. ll de la Ley del Contrato de Segu­
ro (obligación del tomador de comuni­
car a l asegurador todas las circunstan­
cias que agraven el riesgo), e l mismo 
debe interpretarse de forma conjunta 
con el art. 89 del mi smo cuerpo legal 
(cláusula de indisputabilidad, pasado un 
año de vigencia del contrato, salvo que 
mediase dolo). En el caso, no se aprecia 
la existencia de dolo, al no haber pre­
guntado el asegurador a la tomadora, 
en el cuestionario rellenado a tal efec­
to, si era portadora o no del virus. 

Al DIA PENAL 
JURISPRUDENClA =:=:=:::::¡ 

1. Retención de cosa ajena para 
cobrarse un crédito: acción no 
punible, por atípica. 

Según la Sentencia de la Audien­
cia Provincial de Avila de fecha 3 de 
abril de 1.995, la retención efectuada 
respecto de un bien mueble por quien 
rea lizó una obra en el mismo, no cons­
tituye ni d elito de realización arbitraria 
del propio derecho (art. 337 CP), ni de-
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lito de coacciones (art. 496 CP), ni deli­
to de robo (art. 500 CP), ya que en todos 
ellos se requiere violencia o intimida­
ción, y porque el art. 1.600 C.c. autori­
zaba dicha retención. 

2. Drogas: importancia del grado 
de pureza de la droga, a efec­
tos del tipo agravado por la 
notoria importancia de la 
cantidad de droga. 

Según la Sentencia del Tribunal 
Supremo de fecha 16 de septiembre 
de 1.996, la notoria importancia, como 
concepto determinante de la aplicación 
del subtipo agravado en los delitos con­
tra la salud pública y el medio ambien­
te relacionados con drogas, es un con­
cepto indeterminado cuya interpreta­
ción debe escapar de criterios rígidos, 
habida cuenta de la distinta potencia de 
las drogas, estupefacientes y psicotrópi­
cos existentes. «Cuando por las razo- · 
nes que fueren no consta el grado de 
pureza, es imposible legalmente apli­
car la agravación del subtipo ya que 
la duda que tal laguna origina tiene 
que resolverse, pro reo», dejando no 
obstante la puerta abierta, esta Senten­
cia, a la aplicación de la doctrina, que 
califica de dudosa, contenida en las 
SSTS de 16-10-91, 16-9-92 y 5-4-93, 
cuando señalan que es posible apreciar 
la notoria importancia aunque no cons­
te el grado de pureza, si e l peso de la 
droga es muy considerable. 

3. La medida judicial de escucha 
telefónica t iene carácter 

restrictivo. Sólo puede 
decretarse en casos de grave­
dad y cuando no pueda ser 
sustituida por otra prueba. 

La Sentencia del TS de fecha 18 de 
julio de 1.996 concreta dichos requisitos, 
ya apuntados en resoluciones anteriores 
del propio TS y del TC, siendo los si­
guientes: l) Proporcionalidad de la me­
dida: sólo los delitos graves pueden dar 
lugar a una intervención telefónica, y por 
supuesto únicamente durante el tiempo 
indispensable (STC 17-l-94); 2) La auto­
rización debe ser motivada (STC 14-5-
87); 3) Especialidad: no cabe decretar la 
intervención telefónica para propiciar el 
descubrimiento genérico de posibles in­
fracciones penales, sino que se precisa 
concretar el tipo delictivo concreto 
que se está investigando; 4) Previa exis­
tencia de indicios delictivos, no equiva­
lentes a meras sospechas o conjeturas; 5) 
Probable utilidad y carácter insusti­
tuíble de la medida (STC 31 - l -95). 

4. Aplicación no retroactiva de las 
modificaciones operadas en la 
Ley de Enjuiciamiento Criminal 
por el nuevo Código Penal. 

El Auto de la Audiencia Provin­
cial de Madrid de fecha 18 de junio 
de 1.996 establece la irretroactividad de 
las modificaciones operadas por el nue­
vo Código Penal en algunas de las nor­
mas procesales que rigen el proceso pe­
nal (disposición final 1" d el CP de 
1.995), en un supuesto en que el Juzga­
do de lo Penal se declaraba incompeten-

te, de acuerdo con lo dispuesto en el art. 
14,3° LECrim. (nueva redacción), para 
enjuiciar delitos castigados con más de 
tres años d e prisión. Según la Sentencia, 
el derecho transitorio procesal ual no ti­
pificar ni sancionar delitos ni faltas y limitar­
se a regular exclusivamente los actos que inte­
gran el proceso, es claro que puede aplicarse a 
procedimientos relativos a hechos punibles eje­
cutados con anterioridad a su entrada en vi­
gor», siempre que la nueva norma pro­
cesal no restringa derechos fundamen­
tales (SSTC n° 32 y 34 de 1.987). 

5. La apelación de la Sentencia 
del Juez de lo Penal, interpues­
ta por la parte acusadora o por 
el Ministerio Fiscal, debe 
comunicarse al acusado al 
objeto de que pueda impug­
narla o adherirse a ella. 

Lo contrario vulnera el artículo 795,4 
de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, y 
produce indefensión del acusado cuya 
«merma de posibilidades de defensa va 
acompañada de un efectivo empeora­
miento en su situación jurídica». Así lo 
ha entendido la Sentencia del TC de 
fecha 30 de septiembre de 1.996, que 
afirma que «cuando el recurrente es el 
acusador y no el acusado, lo que se está 
ejerciendo a través del recurso es una ac­
ción penal, w1a nueva acusación -no por 
su contenido, sino por su propia exis­
tencia- de la que el acusado debe ser in­
formado, como así lo exige el art. 24,2 
CE, exactamente igual que si de la pri­
mera instancia se tratara. 
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LA PRESCRIPCION 
Y LA CADUCIDAD 

..,. 

PRESENTACION 
Luis Usón Duch* 

E 
1 Consejo General del Poder 
Judicial organizó en mayo de 
1995 un Curso de Formación 

para los pertenecientes a su estamen­
to, sobre ((Prescripción y caducidad 

de derechos y acciones ,. . El curso 
comprendía algo de Derecho Compa­
rado, varios temas de Civil, y uno 
para cada rama de Mercantil, Regis­
tra! y Procesal. Las ponencias fueron 
desarrolladas por Catedráticos, Ma­
gistrados y un Notario. 

Los textos de la ponencia fueron 
impresos por el propio Consejo Gene­
ral del Poder Judicial y distribuidos 

entre los funcionarios a quienes re­
presenta este Organismo. Sin hacer 
un ejercicio de crítica jurídica sino a 
modo de comentario, hay que decir 
que, en conjunto, la lectura de las 
ponencias satisface al estudioso. A mi 
modesto juicio, están bien. Algunas, 

muy bien. 
He tenido cuidado al decir que los 

trabajos fueron convertidos en libro 
para no confundirnos con la expre­
sión publicar. Publicar es imprimir y 
poner en venta un escrito; y el libro 
XIV de la Colección Cuadernos de 
Derecho Judicial, al igual que los 
demás, no está al alcance del público. 

La enjundia y valor doctrinal y 
práctico de estos trabajos engendra 

una lógica aspiración e interés de los 
abogados en poder acceder a ellos, 
para contribuir a la satisfacción de 
este constante deber de reciclaje y 
superación formativa. La interven­
ción de estos profesionales del Dere-
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cho, en el complejo fenómeno de la 
aplicación de aquél, justifica que nos 
preguntemos: ¿por qué los demás tra­
bajadores del Derecho no podemos 
acceder a los interesantísimos estu­
dios y conclusiones que se han impri­
mido para el consejo?. ¿Habrá que re­
cordar que los trabajos y las ponen­

cias son ciencias y son Derecho, y 
éste, conviene que se difunda, para 

dar realidad al artículo 6°.1 (primer 
inciso) del C.C. evitando que de pre­
sunción pase a ser una reputación? 

No se considere este conjunto de 
trabajos como una emulación ante el 
Consejo General del Poder Judicial, 
sino como una modesta contribución 
al mejor conocimiento del Derecho. 

Economist and Jurist tiene como 
norte la transmisión a su lectores de 
las cuestiones jurídicas que sean de 
actualidad. La revista no quiere ser 
de investigación atemporal y para 
unos pocos; sino, al contrario, ve­
hículo de comunicación y aclara­
ción de los problemas actuales, que 

surgen con toda su fuerza y conte­
nido en las relaciones cotidianas 
con sustrato jurídico. La prescrip­
ción es una cuestión viva, actual, casi 
doméstica, que además, viene recogi­
da en abundantes referencias de los 
medios de comunicación. 

El estudio que se expone es más 
amplio que el del C.G.P.J., porque 
hay otras ramas del Derecho que tie­

nen peculariedades en la prescripción 
y que interesan tanto o más que las 
genéricas de la aludida publicación 

no pública . El sumario de este con­
junto de trabajos comprende también 
los Derechos Penal, Administrativo, 
Laboral y Fiscal, este último como la 
rama más joven, pero la más conflic­
tiva, opinable y dudosa, en cuanto a 

la aplicación interpretativa de las pre­
sunciones extintivas. 

Aquí podría terminar esta presen­
tación, pero la mente me dice que es 
preciso aclarar un tanto la imagen y el 
concepto social de la prescripción. 

Hay un hálito en los medios de comu­
nicación, que se va incorporando 
poco a poco al contexto social, y pa­
rece transmitir, de modo subliminal, 
la sensación ética de que la prescrip­
ción extintiva se puede equiparar a 
habilidad, pillería, truco, o aprove­
chamiento equívoco de una institu­
ción milenaria, que está incorporada, 
de forma pacífica, en todos los 

ordenamientos. 
Al leer u oir textos sesgados sobre 

la prescripción extintiva a uno le entra 
el temor de que algún día, al igual que 
alguien del Banco de España consagró 
la expresión ((artificio contable,., otras 

personas lleguen a concluir que la pres­
cripción es un «artificio legalH. Y no es 
así. 

El concepto de prescripción nace 
de una realidad moral. Recordaba el 
Profesor ARANGUREN que moral 
proviene mos, morís, costumbre. La 
sociedad estableció desde tiempos 
inmemoriales la costumbre, que lue­
go fue norma, de que el transcurso del 
tiempo determinara la extinción de 
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los derechos cuyos titulares hubieran 
permanecido inactivos, durante el lap­
so que transcurría entre el nacimiento 
de aquellos derechos y el término seña­
lado para su extinción. 

Dice LACRUZ: La prescripción 
extintiva se funda en la necesidad 
de seguridad jurídica: los derechos 
deben tener titulares ciertos; las 
acciones que modifican su atribu­
ción o contenido no pueden per­
sistir indefinidamente (no esconce­
bible que los herederos de los afecta­
dos por el incendio de Roma pidan 
ahora resarcimiento a los herederos 
de Nerón o al Estado italiano); la de­
mostración de haber cumplido, tam­
poco puede exigirse al deudor o sus 
herederos pasado mucho tiempo; e 
incluso la falta prolongada de recla­
mación obliga en casos, conforme a la 
buena fe, a no reclamar ya (sanción 
del acreedor negligente). 

Del mismo tenor es la Sentencia 
del T.C. de 25 de noviembre de 
1986 al decir que ((la prescripción, 
forma de extinción de las acciones 
para la defensa de un derecho cuyo 
origen está en lo que la doctrina ha 
llamado Hsilencio de la relación jurí­
dica» es una figura estrechamente 
conectada con la idea de la seguridad 
jurídica ... existe un equilibrio entre 
las exigencias de la seguridad jurídi­
ca y las de la justicia material que a 
veces ha de ceder para dar paso a 
aquella y permitir un adecuado des­
envolvimiento del tráfico jurídico». 

DE CASTRO también ha escrito 

que la prescripción se ha convertido 
en una figura aceptada por la socie­
dad sin reservas, y útil, posiblemen­
te necesaria, para la firmeza y purifi­
cación drástica del tráfico jurídico. 

PUIG BRUTAU, al describir el 
concepto de prescripción, la fun­
damenta en la necesidad de poner 
término a las situaciones de incer­
tidumbre en el ejercicio de los de­
rechos y en la presunción de aban­
dono por parte de su titular. La in­
actividad, silencio o falta de ejercicio 
del derecho constituye el fundamen­
to de la prescripción extintiva por ser 
contrario al interés social una prolon­
gada situación de incertidumbre jurí­
dica. 

Lo cierto es que el factor tiempo 
juega como elemento determinante 
para dar lugar a la adquisición de 
ciertos derechos o la extinción de los 
mismos, y en tal sentido dice EN­
NECCERUS que «el nacimiento y 
la terminación o desvirtuación de 
derechos en virtud de ejercicio 
continuado o del no ejercicio con­
tinuado» es lo que entendemos 
como prescripción. 

Y MANRESA, al comentar el ar­
tículo 1.227 del Código Civil, junto a 
disquisiciones de verdadero interés 
sobre la eficacia de un documento pri~ 
vado en cuanto a la fecha y su valor a 
efectos de cómputo, -extremo tam­
bién objeto de miradas suspicaces en 
algunos campos de la Administra­
ción, sin que se pueda colegir a qué 
obedecen tales reservas- reseña los 

artículos del mismo tenor en Códigos 
extranjeros, y cita el francés, holan­
dés, italiano, portugués, venezolano, 
el de Colombia, el de Bolivia, el de 
Chile, el argentino y el uruguayo. 

No acostumbro a apoyar mis notas 
en tantas autoridades. Pero para lim­
piar la imagen de prescripción 
extintiva he creído conveniente citar 
a tratadistas de todas las tendencias. 

Vamos a repetir que el concepto de 
prescripción es moral. De costumbre 
asentada en la sociedad desde tiem­
pos remotos. 

Mi deseo es que cuando leamos en 
los periódicos o revistas que la Fisca­
lía ha presentado querella por delito 
contra la Hacienda Pública contra una 
persona, para evitar que prescriba 
aquel, de lo que se desprende una 
connotación de habilidad innoble del 
futuro querellado, sepamos interpre­
tar que la noticia debería decir: La 
Fiscalía ha ejercido sus derechos den­
tro de plazo. Y lo mismo respecto de 
cualquier sujeto de derechos y accio­
nes. 

Trato de exponer, de forma quizá 
dispersa, que la prescripción es una 
figura de derecho inmemorial, plena­
mente incorporada a la sociedad, de 
naturaleza objetiva y reconocida 
como útil y necesaria. Recordar los 
términos con que opera, en cada rama 
del Derecho, será beneficioso para 
todos.+ 

*Abogado. Doctor en Derecho 
y en Ciencias Económicas. 
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1.- Prescripción y Caducidad 

La prescripción constituye una institu­
ción que, aún cuando se configuró ini­
cialmente en el derecho privado, ha 
sido objeto de aplicación y desarrollo 
en las distintas ramas del derecho y, 
consiguientemente, en el ámbito del 
derecho administrativo. 

Como cuestión previa conviene pre­
cisar que, tal y como también ocurre en 
el derecho civil, en derecho público -y, 
especialmente, en el derecho administra­
tivo- existe una frecuente tendencia a 
confundir y emplear indistintamente los 
términos de prescripción y de caducidad, 
sin que exista un preciso criterio legal 
que defina sus elementos distintivos. 

En efecto, tanto la caducidad como 
la prescripción, aplicadas al derecho 
público, presentan unos caracteres muy 
peculiares que las diferencian del dere­
cho civil, debido a la diferencia existen­
te entre las relaciones jurídicas sobre las 
que versan, tal y como lo suele destacar 
la doctrina y, ocasionalmente, la juris­
prudencia. 

Los autores coinciden en que mien­
tras que en el derecho privado dichas 
figuras se han elaborado en el marco de 
relaciones interprivatos, en torno a los 
derechos subjetivos y las acciones pro­
cesales, a su vez en el derecho adminis­
trativo, la presencia de la Administra­
ción Pública obliga a introducir modi­
ficaciones sustanciales respecto de las 
teorías eleboradas en sede civil, princi-

palmente por la finalidad a que debe 
tender toda actividad administrativa (la 
tutela del interés general) y por e l he­
cho de que el tipo de relaciones que se 
generan entre particulares y adminis­
traciones públicas se ha construido en 
torno a la teoría de las potestades. 

En cuanto a la jurisprudencia cabe 
citar, por ejemplo, la Sentencia de 3 de 
octubre de l. 986 cuando (en este caso 
en relación a la caducidad) resume el 
fundamento de dicha institución en el 
derecho administrativo al apuntar que: 

"La figura de la caducidad de las li­
cencias urbanísticas ha de ser encuadra­
da dentro de la Teoría General del De­
recho Administrativo. 

Las instituciones del ordenamiento 
jurídico administrativo se agrupan 
en torno a dos ideas fundamen tales: 
el interés público. gue justifica que 
dicho ordenamiento atribuya a la 
Administración prerrogativas exor­
bitantes y el interés de los adminis­
trados. que ha de ser objeto de las 
adecuadas garantías. 
Armonizar la prerrogativa de la 
Administración con la garantía del 
administrado es el cometido típico 
del Derecho Administrativo, pieza 
esencial del Estado de Derecho". 

Pues bien, partiendo de las anterio­
res premisas ¿cuáles son los rasgos ca­
racterísticos de la prescripción en el 
derecho administrativo y en qué se 
diferencia de la caducidad?. 
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En opinión de la doctrina, resolver 
la cuestión que apuntamos ofrece cier­
ta dificultad, precisamente porque los 
límites entre lo que denominan pres­
cripción extintiva, caducidad o deca­
dencia de derechos y caducidad del 
procedimiento son inciertos. 

Según Francisco González Navarro 
(en su artículo "La llamada caducidad 
del Procedimiento Administrativo", 
R.A.P., núm. 45), "suele entenderse por 
prescripción la transformación de un 
estado de hecho en un estado de dere­
cho por el transcurso del tiempo y con 
los demás requisitos fijados en la Ley o 
por la voluntad de los particulares ... 

Por otro lado, dentro del concepto 
de caducidad o decadencia de derechos, 
parece que deben incluirse también los 
supuestos de preclusión, esto es, de 
aquellos casos en que para la realiza­
ción de los actos procesales de parte se 
establece un plazo breve de carácter 
perentorio, vencido el cual no puede 
realizarse ya este acto, pasándose al 
periodo siguiente". 

Por último, añade, "está la caduci­
dad del procedimiento administrativo" 
-regulada en el art. 92 de la actual Ley 
30/92, de Régimen Jurídico de las Ad­
ministraciones Públicas y del Procedi­
miento Administrativo Común-" que 
aún cuando tiene puntos de contacto 
con las dos figuras citadas anteriormen­
te, en realidad no es en sentido técnico 
ni caducidad ni prescripción, pues, ni la 
acción ni el derecho material se extin­
guen". La única que muere, dice, es el 
procedimiento. 

La caducidad, como señala / 
González Pérez "se puede referir a la 
extinción de derechos que nacen con 
una vida jurídica predeterminada o 
bien a u na forma de extinción del pro­
cedimiento administrativo. Cuando 
juega la caducidad en sentido técnico, 
transcurrido el plazo legal el derecho 
ha muerto para siempre. En cambio la 
llamada caducidad del procedimien-
to administrativo deja incólumne los 
derechos, a menos que otros mstltu­
tos, como el de la prescripción, los 
hayan extinguido". 

Por su parte, la jurisprudencia del 
Tribunal Supremo asimismo se ha pro­
nunciado en muchas ocasiones sobre las 
cuestiones examinadas, intentando depu­
rar con un manifiesto talante práctico, los 
rasgos distintivos más característicos en­
tre la caducidad y la prescripción. 

Cabe citar, por un lado, y entre otras 
muchas, las Sentencias del Tribunal Su­
premo de fechas 2 de diciembre de 
1.983 (Ar. 6130), l3 y 26 de mayo de 
1.986 (Ar. 4581 y 3334, respectivamen­
te), 10 de marzo de 1.986 (Ar. 4086) y 
27 de noviembre de 1.989 (Ar. 8328), 
que coinciden en señalar que: 

" Un factor esencial de diferenciación 
entre Jos conceptos de caducidad y 
prescripción es precisamente la posi­
bilidad de interrupción en el ámbito 
del segundo; ... mientras que la cadu­
cidad tan sólo opera en el ámbito del 
expediente sin posibilidad de inte­
rrupciones ... " (STS 26-5-86) 
y que: 
"los plazos de caducidad ... no pue­
den interrumpirse por actuaciones 
administrativas dada su expresada 
calificación. a diferencia de la pres­
cripción, pues tal interrupción no 
cabe dada la esencia de la caducidad 
consistente en prever el periodo 
temporal co-mprendido en un plazo­
para permitir ejercitar durante el 
mismo un derecho sin que su natu­
raleza objetiva permita interrumpir 
el plazo por actuaciones distintas 
del ejercicio del derecho". 
Ampliando las anteriores considera-

ciones, y distinguiendo, además, entre 
caducidad del derecho y caducidad o 
perención del procedimiento adminis­
trativo en comparación con la prescrip­
ción, resulta de interés destacar a modo 
de ejemplo las Sentencias del Tribunal 
Supremo de 22 de noviembre y 22 de 
diciembre de 1.988 (Ar. 9154 y 1022 1, 
respectivamente) cuando -en relación al 
ámbito del derecho sancionador- apun­
tan que: 

"Por tanto. para que se produzca la 
perención del procedimiento por 
acto de la Administración es necesa­
rio que se produzca un acto expre­
so de requerimiento dirigido en tal 
senrido a la Administración ... 
Así pues, tanto la prescripción de la 
infracción ... como la caducidad del 
derecho de acción como la peren­
ción o "caducidad" del procedi­
miento podrán ser alegadas por los 
particulares y caso de que. efectiva- / 
mente, se hubieran producido debe-
rán ser aceptadas por la Administra­
ción. Pero mientras la prescripción 
de la infracción y la caducidad del 
derecho de acción se produce auto­
máticamente. por el mero transcur-
so del tiempo. la perención o "cadu­
cidad" del procedimiento además 
del trancurso de un plazo ... a con-
tar desde la notificación de cada uno 
de los actos "definidores" del proce­
dimiento -sancionador. exige un re­
querimiento -a modo de denuncia 
de la mora- y el transcurso de un 
nuevo plazo ... sin que la Adminis­
tración impulse el trámite siguien-
te. Sólo entonces habrá perimido el 
procedimiento; sólo entonces podrá 
ser alegado por el particular; sólo 
entonces "tendrá" -no simplemente 
"podrá"- que ser aceptado por la 
Administración ... " 

En la misma línea se pronuncia al 
respecto -esta vez en relación al ámbi­
to tributario- la STS de fecha 29 de ene­
ro de 1.994 (Ar. 348) en su fu ndamen­
to de derecho CUARTO en el que ana­
liza extensamente las siguientes cues­
tiones: 

"A) la llamada "caducidad del pro­
cedimiento" (o "perención", según 
reiterada jurisprudencia de esta 
misma Sala), que se encontraba re­
gulada, al tiempo de los hechos de 
autos, en los artículos 99 y 71 de la 
Ley de Procedimiento Administra-
tivo de l. 958 y, paralelamente, por 
lo q ue al procedimiento económico­
administrativo se refiere, en losar­
tículos 112 a 114 del ya citado Real 
Decreto l. 999/l. 981, tiene lugar, 
según dichos preceptos, en virtud / 
de declaración de la Adminis tra­
ción, cuando, paralizado el proce­
diemiento por causa imputable al 
administrado interesado, éste no re­
mueve el obstáculo que impide su 
prosecución en el plazo que la ley 
señala, a pesar de haber sido reque­
rido para ello por aquélla. Es. pues. 
un modo de extinción que tiende a 
evitar la pendencia indefinida de un 
procedimiento ( y la inseguridad 
jurídica que ello implica) ~ 
halla inactivo y suspendido por la 
desidia o incuria del propio admi­
nistrado. 

A diferencia de la renuncia, del 
desistimiento, del allanamiento o de 
la transacción, que son verdaderos 
actos jurídicos, unilaterales o p luri­
laterales, de derecho material o for­
mal. la causa de caducidad d el pro­
cedimiento no es un acto de ningu­
na clase (al menos, positivo), s ino 
u n hecho (o, como mucho, un acto 
omisivo): el transcurso del tiempo 
sin la realización de actos procedí­
mentales, dentro de un expediente 
pendiente o paralizado. 

Por otra parte, dentro del marco 
institucional en que el factor tiem­
po es elemento determinante, nada 
tiene tampoco que ver la caducidad 
que estamos examinando con la 
prescripción extintiva. con la cadu­
cidad o decadencia de derecho o con 
la preclusión. Pues, por una parte, 
en la p rescripción extintiva. la iner­
cia del titular de la relación jurídi-
~ ( en este caso, de la relación tri- ~ 
butaria), o, mejor aún. el silencio de 
dicha relación durante el plazo de 
tiempo determinado por la Ley. sig­
nifica la extinción de la deuda u 
obligación y, por tanto, la del corres­
pondiente derecho de crédito de la 
Administración; por otro lado. la 
caducidad o decadencia de derecho 
presupone la temporalidad congé-
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nita de los mismos y su sujeción a 
un plazo -extintivo fijado por la ley 
o por la voluntad de los particulares, 
de modo que. si no se ejercen den­
tro del mismo. pierden toda su vir­
tualidad; y. por último. la preclu­
sión, que es, en realidad, una varie­
dad de la modalidad institucional 
anterior, implica la fijación de un 
plazo breve perentorio para la rea­
lización de los sucesivos actos pro­
cedimentales, con la consecuencia 
de que, vencido el plazo correspon­
diente, no puede ya practicarse el 
acto respectivo, que se pierde o 
fenece, y debe pasarse al período si­
guiente ... 

La caducidad del procedimiento 
(o perención), tal como aparece re­
gulada en los preceptos antes cita­
dos de la Ley de Procedimiento Ad­
ministrativo de 1.958 (después de la 
modificación introducida en el año 
1.963) y en el Real Decreto 1.999/ 
1.981, exige, según la literalidad e 
"intentio" de los mismos, además de 
una clara y previa separación con­
ceptual con el tema de la duración 
máxima del procedimiento o tar­
danza en resolverlo (prevista, res­
pectivamente, en los artículos 61 y 
70 de ambas disposiciones, con la 
única secuela de poder exigirse res­
ponsabilidad funcionarial por el re­
traso, sin anularse lo actuado), los 
siguientes requisitos: l.- Paraliza ­
ción del procedimiento imputable al 
administrado interesado que lo ini­
QQ, referida al cumplimiento del 
trámite legalmente indispensable 
para la continuación del mismo. l.­
Consecuente e inmediato requeri­
miento por la Administración, a di­
cho interesado para que haga des­
aparecer el obstáculo o la inacción 
que se oponía al desarrollo normal 
del procedimiento, con apercibí­
miento de que de no cumplirlo en el 
plazo de tres meses se declarará la 
caducidad de la instancia, con archi­
vo de las actuaciones. 3.- Silencio 
del administrado interesado duran­
te ese plazo de tres meses, contado 
siempre desde que se le notificó la 
advertencia de caducidad. 4.- Con­
secuente declaración expresa. por la 
Administración. de la caducidad (en 
lugar de la mera producción ope 
legis de la misma), porque, al afec­
tar indudablemente la extinción o 
terminación del procedimiento a los 
derechos o intereses del administra­
do, ha de dársele la oportunidad de 
recurrir, y, para ello, no basta con 
requerirle, en su momento, sino que 
es necesario notificarle la resolución 
y, previamente, dictarla (haciendo la 
expresa y constitutiva declaración 
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de la caducidad). 5.- Inocuidad res­
pecto a la prescripción, pues "la ca­
ducidad no producirá por sí sola la 
prescripción de las acciones del par­
ticular o de la Administración" (ar­
tículos 99.2 y 114.3 de la Ley y Real 
Decreto antes citados), ya que am­
bas instituciones juegan por separa­
do, de modo que, si no ha transcu­
rrido el plazo para que queden ex­
tinguidos los derechos que sirvieron 
de base a la petición deducida en el 
procedimiento caducado. su titular 
podrá incoar en cualquier momen­
to un nuevo procedimiento para 
hacer efectivo aquel derecho; sin 
embargo. "los procedimientos cad u­
cados no interrumpirán el plazo de 
prescripción" (lo cual implica, a 
sensu contrario, que los procedi­
mientos no caducados, cualquiera 
sea su duración, sí interrumpen el 
plazo de prescripción)". 
De la jurisprudencia citada y 

transcrita parcialmente se despren­
de que las diferencias prácticas a las 
que alude de modo más reiterado 
entre la prescripción y la caducidad 
(y sin perjuicio de las especialidades 
que pueden presentar estas institucio­
nes en los ámbitos sectoriales en que se 
producen) son las siguientes: 

1 °) La prescripción se produce auto­
máticamente por el transcurso del pla­
zo establecido en cada caso, sin necesi ­
dad de preaviso ante la Administración 
ni declaración o actividad administra­
tiva, mientras que la caducidad (por lo 
menos, la del procedimiento) no es au­
tomática, sino que precisa un requeri­
miento previo y expreso. 

2°) La prescripción se interrumpe, 
mientras que la caducidad no admite 
interrupción. 

A estas diferencias la doctrina sue­
le añadir una tercera, esto es, que mien­
tras la prescripción puede ser aplicada 
de oficio o configurarse como una ex­
cepción procesal, la caducidad es siem­
pre aplicable de oficio. 

Ahora bien, esta última distinción 
en la actualidad ha quedado desvirtua­
da -por lo que se refiere a la caducidad 
o perención del procedimiento admi­
nistrativo iniciado de oficio no suscep­
tible de producir actos favorables para 
los ciudadanos- dado el tenor literal del 
artículo 43.4 de la Ley 30/92 de Régi­
men Jurídico de las Administraciones 
Públicas y de Procedimiento Adminis­
trativo Común, según el cual, de modo 
novedoso, dichos procedimientos "se 
entenderán caducados y se procederá al 
archivo de las actuaciones, a solicitud 
de cualquier interesado o de oficio por 
el propio órgano competente para dic­
tar la resolución, en el plazo de treinta 
días desde e l vencimiento del plazo en 

que debió ser dictada, excepto en los 
casos en que el procedimiento se hubie­
ra paralizado por causa imputable al 
interesado, en los que se interrumpirá 
el cómputo del p lazo para resolver el 
procedimiento". 

Detengámonos un momento en el 
estudio de este precepto. 

Tal y como se desprende de su con­
tenido, para que se produzca la caduci­
dad a que se refiere, es necesario que 
concurran los siguientes requisitos: 

l.- Que se trate de procedimientos 
iniciados de oficio. 

2.- Que dichos procedimientos no 
sean susceptibles de producir actos fa­
vorables para los ciudadanos. Este su­
puesto, tal y como señala Fernando Saiz 
Moreno, comprende no sólo procedi­
mientos sancionadores sino también 
cualesquiera otros no favorables, como 
pueden ser Jos limitadores del ejercicio 
de actividades del disfrute de situacio­
nes. 

3.- Que dicho procedimiento esté pa­
ralizado por causas imputables a la Ad­
ministración. Concretamente, que el ór­
gano competente no dicte resolución ex­
presa en el plazo máximo en que debió 
ser dictada (el que señale la legislación 
sectorial aplicable o, en su defecto, el de 
tres meses establecido en el art. 42 de la 
Ley 30/92) y que, además, transcurran 
treinta días (debe entenderse que se tra­
ta de d ías hábiles) desde el vencimiento 
del plazo de resolución expresa sin pro­
nunciamiento sobre la cuestión. 

4.- Solicitud del interesado de que 
se declare caducado el procedimiento, 
declaración que, sin embargo, puede 
tener lugar también de oficio y que, al 
igual que ocurre con la caducidad del 
procedimiento por causas imputables al 
interesado, parece tener carácter mera­
mente declarativo y no constitutivo. 

Finalmente, si nos centramos en el 
derecho positivo, los supuestos de ca­
ducidad y que se contemplan por el 
derecho administrativo podrían siste­
matizarse del siguiente modo: por lo 
que se refiere a la caducidad y acogien­
do la distinción efectuada por el profe­
sor Jaime Rodríguez Arana Muñoz en 
su monografía "La caducidad en el de­
recho administrativo español'', Ed. 
Montecorvo, S.A., pueden enumerarse 
los siguientes supuestos: 

l 0 .- Caducidad del procedimiento 
administrativo como forma de termina­
ción del mismo. 

2°.- Caducidad de las concesiones 
de servicios públicos (entre otras, las 
del servicio de suministro de gas por 
canalización, del de transporte de via­
jeros por carretera, las de estaciones de 
servicio y de televisión privada y de 
estacionamientos vigilados en aero­
puertos). 
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3".-Cad ucidad de las concesiones y 
autorizaciones en el Dominio Público 
(en e l ámbito minero, de hidrocarburos, 
en el dominio púb lico marítimo-terres­
tre, en materia de patrimonio, en las 
concesiones de aguas y en las tierras 
destinadas a constituir explotaciones 
familiares o comunitar ias) . 

4".-Caducid ad en las licencias adrni-
n istrati vas. 

5°.-Caducidad en e l Recurso Con-
tencioso-Adm in istrat i vo 

En cuanto a la prescripción, ésta 
aparece regulada principalmente en las 
siguientes áreas: 

l.-En e l ámbito tributario, debién­
dose destacar la prescripción del dere­
cho de la Administración para determi­
nar la deuda tributar ia m ediante la 
oportuna liquidación; la prescripción 
de la acción para exigir el pago de las 
deudas tributarias liquidadas; la pres­
cripción de la acción para imponer san­
ciones tributarias y la prescripción del 
derecho a la devolución de ingresos 
indebidos, sup uestos para los cuales la 
Ley General Tributaria y los Reglamen­
tos dictados en su desarrollo señalan un 
plazo de cinco años. 

2.-En el derecho administrativo san­
cionador. 

3.-En relación a la acción de respon­
sabilidad patrimonial de la Adminis­
tración Pública. 

4.-En relación a la acción de nuli ­
dad, respecto de la cual se declara que 
«es imprescriptible)). 

5.-En relación a los bienes de domi-
nio público en la medida en que otras 
notas se les atribuye la de ser impres­
criptibles. 

Pues bien, dado el objeto del presen­
te trabajo, estos últimos son los que van 
a ser analizados a continuación a excep­
ción del primero de ellos (la prescripción 
en el derecho tributario) por cuanto ya se 
estudia por separado en otro lugar. 

11.- La prescripción en el 
Derecho Administrativo 
Sancionador. 

con toda la precisión deseable- en su 
artículo 132 la prescripción, simplifi­
cando notablemente algunas de las 
cuestiones que hasta hace poco habían 
sido objeto de controversias e interpre­
taciones diversas y al que me referiré 
más adelante. 

Como veremos, la prescripción 
(extintiva) en el derecho sancionador es 
de aplicación tanto a la infracción como 
a la sanción correspondiente y tiene su 
fundamento en un conjunto de razones 
socio-jurídicas, e laboradas jurispru­
dencia! y docrrinalmente y que se po­
drían resumir en las siguientes: 

a) El reproche por la sociedad del 
acto ilícito no se mantiene indefinida­
mente en el tiempo, por lo que desde el 
punto de vista social no se justifica el 
castigo de uno hechos cuando la alarma 
social que originaron se ha calmado. 

b) Transcurrido un plazo dilatado en 
el tiempo la sanción deja de cumplir su 
función preventiva y ejemp larizante. 

e) El principio const itucional de se­
guridad jurídica y las garant ías del ciu­
dadano exigen una limitación temporal 
de la actividad sancionadora e impiden 
que el administrado quede al arbitrio 
de la Administración y que ésta le pue­
d a sancionar cualquie ra que sea e l 
tiempo transcurrido desde la comisión 
de los hechos que se le imputan o, en 
su caso, desde la imposición de la san­
ción. 

Sin embargo, la admisión de este 
principio en e l derecho administrativo 
sancionador no ha sido tarea fácil y ha 
sido obra, fundamentalmente de la doc­
trina y, más tarde, de la jurisprudencia 
surgida a la luz de la Constitución Es­
pañola. 

En la etapa preconstitucional, las 
normas sancionadoras como regla gene­
ral no preveían la prescripción y la 
mayor parte de la jurisprudencia o bien 
silenciaba el tema o incluso, en una 
posición exagerad amente positivista, 
afirmaba que en ausencia de plazo le­
galmen te fijado no existía, no siendo 
posible su creación por el interprete «a 
través de analogías u otras operaciones 
hermeneúticas)) (S.T.S. 22-2-69; Ar. 

Uno de los ámbitos -quizás el principal- 709, en re lación a la Ley de Prensa). 
dentro del de recho administrativo en el De este modo, se producía la absur-
que se viene planteando la aplicación da situación de que el presunto autor de 
de la prescripción lo constituye el del una infracción administrativa se encon-
derecho administrativo sancionador. traba en peor situación que el presun-

La vigencia de dicha institución en to responsable penal, pues el paso del 
este campo, como principio !imitador tiempo suponía la prescripción del de-
de la actividad sancionadora y como lito o falta o de la pena pero no de la in-
forma de extinción de la responsabili- fracción o su sanción. 
dad, ha sido un tema que ante la inexis- La Constitución Española no se re-
tencia de norma general en la materia fiere a la prescripción pero consagra los 
había provocado una jurisprudencia principios de seguridad jurídica, de le-
vacilante y p oco uniforme. galidad y de tipicidad, principios (so-

La Ley 30/92, al dedicar el Titulo IX bre todo el primero de ellos) en base a 
a la potes tad sancionadora, regula -n~ los que el Tribunal Constitucional y el 

Tribunal Supremo comienzan a procla­
mar q ue las infracciones y sanciones 
administrativas también prescriben, a l 
series de apl icación los principios del 
derecho penal. 

Como consecuencia de ello, gran 
parte de la leyes administrativas sancio­
nadoras post-constitucionales introdu­
jeron expresamente la prescripción de 
infracciones y sanciones -tal es el caso, 
por ejemplo, de la Ley de Aguas, la Ley 
de Costas, la Legislación del Suelo, etc­
pero sin abordar un régimen jurídico 
común y general de la prescripción en 
este ámbito, lo que dejaba todavía 
abierta la cuestión de qué plazo debía 
aplicarse en aquellos supuestos en que 
la legislación sectorial no lo regulase, 
siendo la tesis jurisprudencia! domi­
nante en los últ imos tiempos la de sos­
tener la aplicación supletoria a las in­
fracciones administrativas del plazo 
previsto por el Código Penal para las 
faltas de dos meses y el de cinco años o 
un año a las sanciones impuestas por 
infracciones graves o leves, respectiva­
mente en aplicación analógica del art. 
115 C.P. 

La nueva Ley de Procedimiento 
Administrativo Común (Ley 30/92, 
de 26 de noviembre) ha venido a re­
solver la mayor parte de cuestiones 
debatidas por la jurisprudencia ante 
la a usencia de una regulación legal 
expresa al establecer un régimen ju­
rídico común de la prescripción -y 
supletorio- y abordar el cómputo del 
plazo, su mome nto inicial y la inte­
rrupción del mismo. 

En su artículo 132.1 de la Ley 30/ 
92 se remite en primer lugar a lo dis­
puesto en las leyes sectoriales aplica­
bles, estableciendo unos plazos sub­
sidiarios para el supuesto de silencio 
de éstas: 

<<l.- Las infracciones y sanciones pres­
cribirán según lo di spuesto en las 
leyes que las establezcan. Si éstas no 
fijan plazos de prescripción, las in­
fracciones muy graves prescribirán 
a los tres años, las graves a los dos 
años y las leves a los seis meses; las 
sanciones impuestas por faltas muy 
graves prescribirán a los tres años, 
las impuestas por faltas graves a los 
dos años y las impuestas por faltas 
leves al año». 

Dicha previsión, según critican los 
autores, no disminuye la inseguridad 
jurídica existente a l respecto, por cuan­
to al no es tablecer un único sistema 
válido para todos los supuestos sino tan 
sólo un régimen suple torio obliga a 
comprobar caso por caso y con carácter 
previo si existe o no una previsión le-
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gal específica, s iendo aquél únicamen­
te de aplicación ante la inexistencia de 
tal regulación. 

Ahora bien, es innegable que e l arl. 
132.1 zanja definitivamente la cuestión 
en los supuestos de silencio por parte 
de la normativa específica, señalando 
unos plazos razonables de prescripción 
de la infracción administrativa y de la 
sanción. 

En cuanto al cómputo del plazo, 
concretamente la determinación del 
dies a quo del mismo, es decir, e l mo­
mento en que empieza a correr la pres­
cripción, e l art. 132.2 establece que~ 
plazo de prescripción de las infraccio­
nes comenzará a contarse desde el 
día en que la infracción se hubiere 
cometido» )), desterrando de este modo 
la solución por la que ocasionalmente 
optaba el Tribunal Supremo al sostener 
que el plazo empieza a contar el día en 
que la Administración «tiene conoci­
miento de la infracción y no desde el 
que se cometió•• (S.T.S. 25-1-89, Ar. 
485), previsi ón legal loable a l suponer 
una actitud más respetuosa con los de­
rechos y garantías del inculpado y ser 
más acorde con e l principio constitucio­
nal de seguridad jurídica. 

Lo que no regula dicho artículo 132 
es qué ocurre con el supuesto de infrac­
ciones continuadas, en el que e l régi­
men jurídico del cómputo varía de l ré­
gimen general. 

No obstante, pu ede entenderse que 
continúa siendo de aplicación la tesis 
que pacíficamente ha venido sostenien­
do la jurisprudencia reiterada en e l sen­
tido de apuntar que «hay que atender 
como dies a quo del plazo de la pres­
cripción en las infracciones continuadas 
o de trato sucesivo no al de los actos, 
hechos y operaciones iniciales sino a los 
finales o de terminación de un proced i­
miento complicado y que inexcusable­
mente se prolonga en el tiempo a través 
del cumplimiento de diversas operacio­
nes (materia les y jurídicas) o fases)) 
(S.T.S. 19-10-81 y 27-9-84). 

Por otro lado, en relación a las san­
ciones. el plazo de p rescripción comen­
zará a contarse -según el apartad o 3 
del citado arr. 132- «desde el día si­
guiente a aquel en que adquiera fir­
meza la resolución por la que se im­
pone la sanción» . 

La duda que plantea este precepto 
es la de qué tipo de firmeza se exige 
para que empiece la prescripción, esto 
es, ¿firmeza en vía administrativa o en 
vía jurisdiccional? 

En sentido estricto y técnico, un acto 
deviene firme cuando frente al mismo 
ya no cabe recurso alguno (ni en vía 
administrativa ni en vía jurisdiccional) 
bien porque se han dejado transcurrir 
los plazos establecidos sin recurrir bien 
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porque se han interpuesto todos los re­
cursos legalmente previstos y todos 
e llos han sido desestimados. 

Ahora bi en , no parece que sea ésta 
la solución más correcta, sobre todo si 
tenemos en cuenta el origen de tal dis­
posición y el r ég imen jurídico de la 
ejecutividad de la sanción previsto por 
la propia Ley 30/92. 

La citada Ley, según señalan los 
autores, ha venido a adaptar al ámbito 
administrativo lo que e l Código Penal 
preveía en su arl. 116, cuando estable­
cía que «el plazo comienza a contar des­
de la fecha de la Sentencia firme», por 
cuanto es a partir de dicho momento 
cuando la pena es ejecutable. 

Olvida la Ley 30/92, sin embargo, 
que según se establece en su propio ar­
ticulado (el art. 138.3), la resolución 
administrativa sancionadora ya es eje­
cu table a partir del momento en que 
agota la vía administrativa. 

Por otro lado, señala la doctrina, lo 
que la prescripción está «sancionando)) 
es la no ejecución de la sanción duran­
te un periodo de terminado de tiempo y 
solamente cuando ésta no se pudiera 
producir por a lguna causa justificada 
(principalmente, la suspensión de la 
ejecutividad) no se habrían llegado a 
producir Jos efectos extintivos de aque­
lla institución. 

Por consiguiente, parece coherente 
sostener que la prescripción de la san­
ción comenzará a transcurrir desde el 
momento en que la Administración la 
pueda ejecutar -esto es, cuando la Re­
solución sancionadora hubiese puesto 
fin a la vía administrativa- y con total 
independencia de si fue objeto o no de 
impugnación y de la confi rmación o no 
de su legalidad por parte de los Tribu­
nales. 

Finalmente, otro de los aspectos a 
los que se refiere el art. 132 de la ley 30/ 
92 es el de la interrupción de los diver­
sos plazos de prescripción señalados. 

Así, en cuanto a la prescripción de 
las infracciones, dispone q ue la inte­
rrumpirá «la iniciación con conoci­
miento del interesado del procedimien­
to sancionador, reanudándose el plazo 
de prescripción si e l expediente sancio­
nador estuviera paralizado durante m ás 
de un mes por causa no imputable a l 
presunto responsable ••. 

Por Jo que concierne a la sanción, 
en e .l apartado 3 de dicho precepto se 
establece que «interrumpirá la pres­
cripción la iniciación, con conocimien­
to del interesado, del procedimiento de 
ejecución, volviendo a transcurrir el 
pillzQ si aquel está paralizado durante 
más de un mes por causa no imputable 
al infractoP•. 

De esta regulación dos son las cues­
tiones que deben ser destacadas: 

En primer .lugar, los diversos auto­
res que analizan este precepto suelen 
hacer referencia al problema que plan­
tea dicho redactado en el sentido de que 
no deja claro si los pl azos de prescrip­
ción, se s uspenden (tal y como parece 
querer indicar e l art. 132.2 en relación 
a las infracciones) o, por el contrario, se 
interrumpen (a tenor del arl. 132.3, re­
la tivo a las sanciones) o si incluso d i­
cha Ley ha pretendido establecer un 
régimen jurídico diverso para cada uno 
de los dos supuestos. 

En mi opinión, en ambos casos (tan­
to en la infracción como en la sanción) 
la Ley ha querido decir que la prescrip ­
ción quedará interrumpida, volviendo 
a transcurrir ex novo el plazo corres­
pondiente y e llo a pesar de que no sea 
la interpretación más favorable para e l 
presunto infractor. 

Pero pensemos que una de las carac­
ter ísticas típicas que se suele destacar 
de la prescripción es que es susceptible 
de interrupción, mientras que en la ca­
ducidad el plazo se susp ende, tesis que 
por la jurisprudencia anterior a la Ley 
30/92 se ha sostenido reiteradamente 
en el ámbito que ahora analizamos. 

Por otro lado, la redacción del artí­
culo 132 tampoco es tan confusa como 
a primera vista pudiere parecer pues, 
según señalan J . Manuel Trayter 
Jiménez y Vicenc;: Aguado Cudolá en su 
manual «Derecho Administrativo San­
cionador. MaterialesH, Ed. CEDECS, 
págs. 118 y 119, la palabra «reanudar,. 
puede utilizarse en un doble sentido, 
tal y como se desprende de la definición 
que nos ofrece el Diccionario de la Len· 
gua Española de la Real Academia: 
«Renovar o continuar el trato, estudio, 
trabajo, etc.n por lo que tanto se podría 
argumentar que estamos continuando 
el mismo plazo que ya habíamos co­
menzado, como que estamos renovan­
d o el plazo, sin tener en cuenta el que 
ya habíamos realizado. 

El segundo aspecto a resaltar del art. 

132, apartados 2 y 3 es que p roclama la 
regla general de que el plazo de pres· 
cripción de la infracción y también el de 
sanción se interrumpirá mediante la 
iniciación, con conocimiento del intere: 
SM!Q del procedimiento sancionador Y 
del de ejecución, respectivamente, vol­
viendo a transcurrir íntegramente -se­
gún se acaba de argumentar- si el pro­
ced imiento correspondiente quedara 
paralizado d urante más de un mes por 
causa no imputable al presunto respon­
sable o al sancionado, según el caso. 

ECONOM I ~T & JURIST 



~uto­

¡elen 
¡Jan­
:que 
crip­
¡rece 
ción 
), se 
, re-
> di­
¡ un 
uno 

tan­

ión) 
rip­
ndo 
res­
sea 
a el 

·ac­
car 
ble 
ca­
¡ue 
.e y 
He 

tí­
no 
:"S, 

. er 
su 
n­
S, 
p~ 

o, 
IQ 

l­

a: 
), 

a 
o 
1-

e 

111.-La prescripción de la 
acción de Responsabilidad 
Patrimonial de las 
Administraciones Públicas. 

El articulo 40.3 de la Ley del Régimen 
Jurídico de la Administración del Esta­
do establece para los supuestos de res­
ponsabilidad patrimonial del Estado 
que: ••En todo caso, e l derecho a re­
clamar caducará a l año del hecho 
que motive la indemnización». 

El tenor li teral de dicho precepto 
daba a entender a primera vista que el 
plazo seña lado era un plazo de caduci­
dad, lo q ue, sin embargo, era cuestio­
nado por la doctrina, en e l sentido de 
afirmar que a pesar de los términos 
equívocos en que se p roducía la 
L.R.J.A.E., e l plazo para reclamar lo era 
de prescripción y no de caducidad, con 
lo cual podía interrumpirse por los 
medios previstos legalmente al efecto, 
tesis q ue recogió la jurisprudencia en 
reiteradas ocasiones. 

Cabe citar, entre otras muchas, las 
Sentencias del Tri bunal Supremo de 
fechas 26-2-82, Ar. 1.686 y 25-10-89, 
Ar. 1.829) así como la Sentencia de la 
Audiencia Territorial de Bilbao de 20-
12-86 y la de la Audiencia Nacional de 
21-6-90, en las que se proclama que: 

«El plazo de 1 año establecido en el 
apartado 3. art. 40 L.R.J.A.E .... es de 
prescripción, que se interrumpe por 
las d iligencias y actuaciones de orden 
penal que se instruyan con motivo del 
mismo hecho que fundamenta la re­
clamación administrativa»; 

y que: 
«Pese a la expresión literal del art. 
40.3 in fine L.R.J.A.E., según el cual 
«el derecho a reclamar caducará al 
año del hecho que motiva la indem­
nización» es criterio jurisprudencia! 
que, en razón al principio pro 
actione, dicho plazo ha de entender­
se de prescr.ipción, como establecía 
ya el art. 122 L.E.F. y, consiguiente­
mente, susceptible de interrupción, 
ello dete rmina que e l referido pla­
zo no se compute necesariamente 
desde la fecha en que se produjo el 
evento dañoso, dado que la existen ­
cia de otras actuaciones encamina­
das a restablecer la situación altera­
da por ta l evento interrumpe el pla­
zo, que habrá de iniciarse cuando la 
finalización de las mismas permite 
ejercitar el derecho con pleno cono­
cimiemo de los elementos que lo 
definan y cuya concurrencia resulta 
exigible para su eficacia~~. 

Pues bien, dichos pronunciamientos 
jurisprudenciales han encontrado reflejo, 
finalmente, en la Ley 30/92 de R.J.P.A.C. 
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que en su artículo 142.5 dispone: 
«En todo caso, el derecho a reclamar 

prescribe a l año de producido e l hecho 
o el acto que motive la indemnización 
o de manifestarse su efecto lesivo ... •>. 

A la vista de dicha Ley, debe ade­
más, hacerse referencia a los distintos 
supuestos que pueden dar lugar al ci­
tado derecho de reclamación. 

La Ley 30/92 regula la responsabi­
lidad de las Administraciones Públicas, 
pero también contiene referencias a la 
responsabilidad derivada de actos le­
gislativos (art. 139.3) y de la función ju­
risdiccional (art. 139.4). 

Cuando como consecuencia del fun­
cionamiento normal o anormal de los 
servicios públicos se produce una le­
s ión en los bien es y derechos de los 
particulares, salvo en los casos de fuer­
za mayor, y concurran los requisitos es­
tablecidos en el arr. 139.2 y 3 de la ley 
30/92, la Administración incurre en 
responsabil idad patrimonial y, por lo 
tanto, debe reparar e l daño causado. 

El plazo para realizar la correspon­
diente reclamación, según señala el art. 
142.5 L.R.J.P.A.C es de un año y, como 
se acaba de apuntar, constituye un pla­
zo de prescripción con las consecuen­
cias antes enunciadas, esto es, que el no 
ejercicio del de recho dentro del mismo 
comportará la extinción del derecho y 
q ue, por otro lado, el p lazo de reclama­
ción sí admite interrupción. 

Una de las cuest iones q ue en esta 
materia también ha merecido mayor 
atención por parte de la doctrina y de la 
jurisprudencia es la del cómputo del 
repetido plazo, sobre todo a la vista de 
los distintos supuestos que pueden dar 
lugar al nacimiento de responsabilidad 
patrimonial, aspecto al que se refiere -
aún cuando no de modo exhaustivo- el 
art. 142 en sus apartados 4 y 5 de la Ley 
30/92 y el art. 4.2 del Reglamento de los 
Procedimientos de las Administracio­
nes Públicas en materia de Responsabi­
lidad Patrimonial aprobado por R.D. 
429/93. 

El plazo de un año, tal y como se­
ñala el art. 142.5 de la Ley 30/92 se 
computará a partir del momento en 
que se hubiese producido el hecho o 
el acto que motive la indemnización 
o de que se manifestase su efecto le­
sivo. 

En términos generales el momento 
inicial de dicho cómputo será el del día 
siguiente de haber acaecido las situa­
ciones descritas y el año deberá contar­
se «de fecha a fecha», según las reglas 
generales sobre el cómputo de términos 
y plazos contenidas en e l art. 48 de la 
L.R.J.P.A.C. 

Ahora bien, el propio artículo 142.5 
L.R.J.P.A.C. ya pone de manifiesto que 
el momento inicial de l cómputo anali -

zado puede venir dado por acaecimien­
tos de naturaleza diversa. lo g ue obli­
ga a distinguir una serie de supuestos. 

Sigu iendo a J. Gónzalez Pérez (en su 
monografía «Responsabilidad Patrimo­
nial de las Administraciones Públicas», 
Ed. Civitas) e l daño puede dimanar, 
en primer lugar, de la ejecución o 
cumplimiento d e un acto o disposi­
ción contrarios al ordenamiento ju­
rídico. 

En este primer caso en el que el ori­
gen de la responsab ilidad pa trimonial 
es la ilicitud del acto administrativo, el 
presupuesto de aquella será la declara­
ción de la infracción del ordenamiento 
jurídico por la propia Administración o 
por Sentencia judicial firme. 

En dicho supuesto el interesado 
puede plantear la pretensión de indem­
nización o bien simultáneamente con la 
anulación del acto (en vía contencioso­
administrativa o previamente en el re­
curso administrativo, según proceda) o 
bien de modo independiente, una vez 
declarada la ilegalidad del acto. 

Como quiera que el requisito previo 
de la responsabilidad en este caso es la 
declaración de ilegalidad y la anulación 
del acto, si el perjudicado no recurre en 
tiempo y forma el acto ilegal no podrá 
ejercitar la p retensión d e responsabili­
dad patrimon ial aqu í analizado . 

No obstante, una vez impugnado 
dicho acto, no es necesario que espe­
re el resultado de tal impugnación 
sino que ya puede hacer valer la pre­
tensión de responsabilidad patrimo­
nial en el procedimiento del recurso 
administrativo o en el del recurso 
contencioso-administrativo, y es evi­
dente que incoado el proceso dentro del 
plazo, la petición de indemnización asi­
mismo se ejercitó dentro del plazo. 

Por otro lado -y a este supuesto se 
está refiriendo el apartado 4 del art. 142 
de la Ley 30/92 en términos algo con­
fusos- la reclamación de indemnización 
puede efectuarse una vez anulado o 
declarado nulo e l acto ilegal y lesivo 
por el órgano competente, que puede 
ser e l órgano administrativo -si es en 
esta vía en la que ya se realiza tal decla­
ración- o por el órgano jurisdiccional. 

En ambos supuestos el plazo de un 
año no comenzará a transcurrir hasta 
que el acto admi nistrativo o la Senten­
cia fueren firmes y, concretamente, a 
partir del día siguiente al momento en 
que hubiesen ganado firmeza. 

A hora b ien, la lesión patrimonial 
del perjudicado asimismo puede pro­
ducirse sin dimanar de la ejecución de 
un acto contrario al ordenamien to ju ­
rídico, en cuyo caso el momento ini­
cial d e l cómputo d el plazo de pres­
cripción es distinto al q ue se acaba de 
apuntar. 
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Así , según se desprende del art. 
146.2 de la Ley 30/92, en el supuesto de 
que los hechos determinantes del daño 
hubiesen dado lugar a un proceso pe­
nal, el plazo para ejercer el derecho a re­
clamar la indemnización a la Adminis­
tración no empieza a correr hasta la ter­
minación del proceso penal, siempre y 
cuando «la determinación de los hechos 
en el orden jurisdiccional penal fuese 
necesaria para la fijación de la respon­
sabilidad patrimonial)). 

Por otro lado, para el caso de que el 
daño se concretase en un tratamiento 
médico, el art. 142.5 L.R.J.P.A.C. dispo­
ne que el plazo empezará a computarse 
«desde la curación o la determinación 
del alcance de las secuelas)), acogiendo 
el criterio jurisprudencia! sentado ante­
riormente al respecto. 

Finalmente, y aún cuando la Ley 30/ 
92 no lo contempla, en el supuesto de 
que la lesión derivara de una actuación 
administrativa continuada, la jurispru­
dencia del Tribunal Supremo tiene rei­
terado que el plazo de prescripción de 
la acción de responsabilidad patrimo­
nial no empieza a computarse hasta que 
no cesan los efectos lesivos (S.T.S. de 22 
de junio de 1.995), aún cuando ello no 
impide el planteamiento de la preten­
sión indemnizatoria desde la primera 
manifestación de dichos daños conti­
nuados y sin que en este último caso 
ello comporte la renuncia a reclamar los 
daños que se originen en lo sucesivo. 

Estas son las consideraciones, que, 
en mi opinión, merecen ser destacadas 
en relación a la prescripción en el ám­
bito de la responsabilidad patrimonial 
de las Administraciones Públicas. 

Ahora bien, la Ley 30/92 contiene, 
por otro lado, una breve mención a 
otros dos supuestos de responsabilidad 
en que puede incurrir el Estado: la res­
ponsabilidad por el funcionamiento de 
la Administración de Justicia y la res­
ponsabilidad del Estado legislador. 

Este último se contempla en el art. 
139.3 en los siguientes términos: 

«Las Administraciones Públicas 
indemnizarán a los particulares por la 
aplicación de actos legislativos de na­
turaleza no expropiatoria de derechos 
y que éstos no tengan el deber jurídi­
co de soportar, cuando así se establez­
ca en los propios actos legislativos, y 
en los términos que especifiquen di­
chos actos>). 

A pesar de la criticada indetermina­
ción y difícil interpretación de dicho 
precepto la doctrina entiende que el de­
recho para reclamar la indemnización 
de daños aquí mencionada prescibe al 
año de haberse producido el hecho o el 
acto que motiva la indemnización o de 
manifestarse el hecho lesivo, de confor­
midad al régimen general contenido en 
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el art. 142.5 L.R.J.P.A.C. antes citado. 
Por lo que se refiere a la responsa­

bilidad por el funcionamiento de la 
Administración de Justicia, el artícu­
lo 139.4 de la L.R.J.P.A.C. se remite por 
completo a lo dispuesto en la Ley Or­
gánica del Poder Judicial. 

Dicha Ley diferencia en sus artícu­
los 292 a 297 básicamente dos su­
puestos de responsabilidad. esto es, la 
derivada de error judicial (que sólo 
podrá ser exigida previa resolución 
judicial que expresamente lo reconoz­
ca) y la derivada del anormal funcio­
namiento de la Administración de 
Justicia (en la que tienen cabida, por 
ejemplo, las dilaciones indebidas en 
la tramitación y resolución del proce­
so), regulando, además, en el arr. 294 
un supuesto concreto de responsabi­
lidad por «el anormal funcionamien­
to», esto es, el de los daños derivados 
de la prisión preventiva cuando el que 
sufrió dicha medida fuese absuelto 
por inexistencia del hecho imputado 
o por esta misma causa se hubiese 
dictado auto de sobreseimiento libre. 

Para todos estos supuestos, la 
L.O.P.J. establece en su artículo 293.2 
que el derecho a reclamar la indemni­
zación prescibe al año a partir del día en 
que pudo ejercitarse, rigiendo, así pues, 
la misma regla general que contiene la 
Ley 30/92 y cuyo régimen jurídico an­
tes expuesto también será de aplicación 
a los supuestos de responsabilidad que 
ahora contemplamos. 

Finalmente, también aquí habrá 
que distinguir -en cuanto al momento 
inicial del cómputo del plazo- entre los 
diferentes casos que contiene la L.O.P.J. 

Tal y como se desprende del art. 
293.1 de dicha Ley, cuando estuviéra­
mos ante el caso del error judicial, el 
plazo comenzará a transcurrir a partir de 
la notificación de la Sentencia en que se 
reconozca la ex istencia de error. 

Por otro lado, en el supuesto de pri­
sión preventiva, en el que no se exige 
declaración judicial previa, pero sí la 
absolución por Sentencia o Auto de 
sobreseimiento, el plazo comenzará a 
transcurrir desde que la Sentencia o el 
Auto adquieran firmeza, una vez agota­
dos los recursos admisibles, tal y como 
señala el artículo antes citado. 

Por último, en los demás supuestos 
de responsabilidad contemplados por 
la L.O.P.J. el plazo de un año empezará 
a computarse desde que se produjo el 
daño, destacando la doctrina que en el 
supuesto más habitual del «funciona­
miento anormab> (el de las dilaciones 
indebidas) como el hecho que origina 
el daño es continuado, la pretensión de 
indemnización podrá hacerse valer en 
cualquier momento durante el proceso 
y una vez terminado éste, un año. 

IV.- El carácter 
imprescriptible de la acción 
de nulidad 

Una de las notas que con mayor fre ­
cuencia se cita para distinguir la acción 
de nulidad de la anulabilidad es la de 
la imprescriptibilidad de la primera, 
esto es, que la acción de nulidad se 
puede hacer valer con independencia 
del tiempo transcurrido desde que se 
dictó el acto administrativo pretendida­
mente nulo, mientras que el acto anu­
lable sólo puede ser invalidado en un 
plazo máximo legalmente determinado. 

Ahora bien, esta tésis no se puede 
sostener sin más y con carácter general, 
sino que requiere una serie de precisio­
nes y consideraciones que en la prácti­
ca no siempre se tienen en cuenta por 
los que invocan dicho principio. 

Es importante dejar claro que el ca­
rácter imprescriptible de la acción de 
nulidad no supone que al amparo del 
mismo se pueda alegar la nulidad de 
pleno derecho de un acto o disposición 
en cuaquier momento y a através de 
cualquier cauce procesal. 

La Ley 30/92 de Procedimiento Ad­
ministrativo Común así como la Ley Ju­
risdiccional fijan unos plazos muy con­
cretos para la interposición de los recur­
sos administrativos y del recurso conten­
cioso-administrativo, respectivamente, 
plazos cuya inobservancia conduce direc­
tamente a la inadmisión de dichos recur­
sos y a la firmeza del acto administrati­
vo o Reglamento «consentido)> tal y como 
disponen los arts. 40.a) y 82.f) L.J. 

En este sentido lo tiene declarado la 
jurisprudencia del Tribunal Supremo 
(S. de 31-5-83, Ar. 1.983; 21-11-93, Ar. 

5814, entre otras muchas) invocando 
principalemente el principio de seguri­
dad jurídica así como los propios pre­
ceptos de la L.J. 

La imprescriptibilidad de la acción 
de nulidad opera por consiguiente en 
un ámbito de actuación mucho más res­
tringido que el que pudiera presumir­
se a priori. 

En efecto, tal y como se desprende 
del art. 102 de la Ley 30/92 y según es­

tablecía ya el art. 109 L.P.A. la cuestión 
ahora examinada sólo es viable cuando 
la nulidad se pretende hacer valer a tra­
vés de un cauce procesal muy concreto, 
a saber, el procedimiento de la revisión 
de oficio. 

En este sentido el primero de los 
preceptos citados dispone que: 

«Las Administraciones Públicas po­
drán, en cualguier momento, por 
iniciativa propia o a solicitud del in­
teresado, y previo dictamen favora­
ble del Consejo de Estado u órgano 
consultivo de la Comunidad Autó­
noma, si lo hubiere, declarar de ofi-
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cio la nulidad de los actos enumera­
dos en el arl. 62.1 que hayan pues­
to fin a la via administrativa o con­
tra los que no se haya interpuesto 
recurso administrativo en plazo ». 

con este mismo alcance lo viene reiteran­
do el Tribunal Supremo al señalar que: 

<<. ... siendo cierto que el artículo l09 
de la L.P.A. abre una yia de recurso al 
particular para alegar tal clase de nu­
lidad sin sujeción a prescripción o ca­
ducidad. también lo es gue dicha vía 
... constituye un remedio procesal 
idóneo para poner en marcha el dis­
positivo revisorio previsto en dicho 
artículo, lo cual quiere decir que la ac­
ción de nulidad de pleno Derecho, si 
no se encauza en el recurso de repo­
sición dentro del plazo legal de éste, 
tiene necesariamente que ejercitarse 
ante la Administración con carácter 
previo al acceso a esta Jurisdicción". 
(S.T.S. 11-l0-80, Ar. 3895). 

V.- La imprescriptibilidad de 
los bienes demaniales 

Finalmente, otro de los ámbitos en el 
que -en derecho administrativo- se hace 
mención a la prescripción es el de los 
bienes de dominio público, respecto de 
los cuales el ordenamiento jurídico pro­
clama que, entre otras características, 
son imprescriptibles. 

Es evidente que en este caso no se 
está haciendo referencia a la pres­
cripción extintiva (tal y como ocurre 
con todos los supuestos analizados has­
ta el momento) sino a la prescripción 
adquisitiva o usucapión. 

Los bienes de dominio público, a 
diferencia de Jos bienes patrimoniales 
de la Administración Pública, son «res 
extra comercium» y se rigen principal­
mente por los principio de inalienabi­
lidad, inembargabilidad e imprescrip­
tibilidad tal y como proclama la propia 
Constitución y reitera la normativa sec­
torial aplicable, principios que consti­
tuyen los pilares del régimen jurídico 
propio de dichos bienes. 

Pues bien, según señala M• Jesús 
Gallardo Castillo, la citada imprescrip­
tibilidad, como medida defensiva del 
dominio público, tiene por objeto im­
pedir la adquisición de la propiedad de 
un bien de dominio público mediante 
usucapión en base a actos posesorios de 
los particulares, por lo que la simple te­
nencia fáctica -y con independencia de 
su duración- realizada por un particu­
lar sobre un bien demanial no goza de 
valor usucapiente a efectos de consoli­
dación de su posesión. 

La prescripción adquisitiva como 
medio de transformación de la posesión 
de hecho en propiedad en base al Có­
digo Civil (art.l. 930) sólo puede venir 
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referida al dominio que se rige a las 
reglas posesorias de derecho civil según 
destaca la doctrina civilista. 

Y si nos centramos en los bienes de 
dominio público queda claro que en su 
calidad de "res extra comercium" no 
son susceptibles de dicha prescripción, 
tal y como se deduce del propio art. 
1.936 del Código CiviL 

VI.- Conclusiones 

PRIMERA.- En derecho administrativo la 
prescripción se confunde frecuente­
mente con la caducidad. Las diferen­
cias entre ambas instituciones que se 
desprenden de la legislación vigen­
te, la jurisprudencia y la doctrina, 
básicamente son las siguientes: 

a) La prescripción se produce por el 
transcurso del plazo establecido en 
cada caso sin necesidad de preaviso 
ni declaración administrativa, mien­
tras que la caducidad (sobre todo la 
del procedimiento) sí precisa un re­
querimiento previo y expreso. 

b) La prescripción se interrumpe mien­
tras que la caducidad no admite in­
terrupción. 

e) La prescripción puede ser aplicada 
de oficio o a instancia de parte, 
mientras que la caducidad sólo es 
aplicable de oficio, distinción que, 
en relación a la caducidad de proce­
dimiento administrativo iniciado de 
oficio no susceptible de producir ac­
tos favorables para los ciudadanos, 
ha quedado desvirtuada por el tenor 
literal del arl. 43.4 de la L.R.J.P.A.C. 

SEGUNDA.- Los supuestos de ca­
ducidad que se contemplan por el 
derecho administrativo pueden sis­
tematizarse del siguiente modo: 

a.- Caducidad del procedimiento admi­
nistrativo como forma de termina­
ción del mismo. 

b.- Caducidad de las concesiones de 
servicios públicos. 

c.- Caducidad de las concesiones y au­
torizaciones en el Dominio Público. 

d.- Caducidad de las licencias adminis­
trativas. 

e.- Caducidad del recurso contencioso­
administraivo. 

TERCERA.- Por su parte, la pres­
cripción aparece regulada principal­
mente- en las siguientes áreas: 

a.) En el ámbito tributario (destaca la 
prescripción del derecho de la Ad­
ministración para determinar la 
deuda tributaria; la prescripción de 
la acción para exigir el pago de la 

deuda tributaria ya liquidada; la 
prescripción de la infracción y de la 
sanción tributaria y la prescripción 
del derecho a la devolución de in­
gresos indebidos), materia que es 
objeto de estud io en otro lugar. 

b.) En el derecho administrativo san­
cionador, en el que la prescripción 
(extintiva), como principio )imitador 
de la adividad sancionadora y como 
forma de extinción de la responsabi­
lidad, se aplica tanto a la infracción 
como a la sanción correspondiente. 

Gran parte de las cuestiones que en 
este ámbito se discutían por la doctri­
na y la jurisprudencia ante la escasa y 
dispersa regulación por el derecho po­
sitivo hasta entonces vigente han que­
dado resueltas fundamentalmente por 
el art. 132 de la L.R.J.P.A.C. No obstan­
te, lo dispuesto en dicha norma es de 
aplicación supletoria, por lo que, en 
caso de existir, sigue siendo de aplica­
ción -en cuanto a los plazos de prescrip­
ción- lo establecido por la legislación 
sectorial aplicable. 

c.) En relación a la acción de respon­
sabilidad patrimonial de las Ad­
ministraciones Públicas así como 
también de la responsabilidad 
derivada de actos legislativos y 
de la función jurisdiccional. 

Para todos estos supuestos la legis­
lación aplicable establece un plazo de 
prescripción de un año. 

Ahora bien, la aplicación del plazo 
citado deberá respetar las particularida­
des (sobre todo respecto del inicio del 
cómp uto) que presentan los diversos 
supuestos de responsabilidad así como 
también las que se pueden derivar en 
función del origen y la naturaleza del 
daño causado. 

d).- En cuanto a la acción de nulidad, 
respecto de la cual se afirma que es 
imprescriptible. 
Dicho carácter, sin embargo, sólo 

puede sostenerse en relación al proce­
dimiento de la revisión de oficio de los 
actos nulos y no en lo que se refiere al 
régimen de recursos (administrativos y 
judiciales), por cuanto su interposición 
sí debe observar estrictamente los pla­
zos legalmente establecidos. 

e).- En el ámbito de los bienes de domi­
nio público los cuales, al ser «res ex­
tra commercium», no pueden ser ob­
jeto de adquisición mediante la usu­
capión o prescripción adquisitiva. + 
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1 °) Según lo dispuesto en las leyes que 
establezcan las infracciones y las sanciones 
2°) Subsidiariamente: 
A) Infracciones: 
- muy graves: 3 años 
- graves: 2 años 
- leves: 6 meses 
B) Sanciones: 
- faltas muy graves: 3 años 
- faltas graves: 2 años 
- faltas leves: 1 año (art. 132.1 Ley 30/92) 

1 año (art. 142.5 de la Ley 30/92) 

Carácter imprescriptible (sólo en el ámbito de 
la revisión de oficio, debiendo respetarse los 
plazos de interposición de los recursos 
administrativos y del contencioso­
administrativo) 

A) lnfracciones:desde el día en que la 
infracción se hubiere cometido (art. 132.2 Ley 
30/92) 
B) Sanciones:desde el día siguiente a aquel 
en que adquiera firmeza la resolución por la 
que se impone la sanción (art. 132.3 Ley 
30/92) 

Desde el día siguiente de haberse producido 
el hecho o el acto que motiva la 
indemnización o de que se manifieste su 
efecto lesivo (art. 142.5 Ley 30/92) 

Carácter imprescriptible (no pueden adquirirse * 

por prescripción adquisitiva) 

*Redacción 
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l. Introducción 

La pretensión del presente articulo no 
es otra que ofrecer al lector una visión 
panorámica, aunque no exhaustiva y 
mucho menos crítica, de la Institución 
de la prescripción extintiva en el ámbi­
to del Derecho Civil cuyas normas son 
de general aplicación, de conformidad 
con el artículo 4, 3 del Código Civil re­
formado en el año 1974. Según este pre­
cepto las normas contenidas en el Có­
digo Civil se aplicarán supletoriamen­
te a las materias regidas por las demás 
leyes, lo que no es de olvidar. 

11. Concepto 

La prescripción podría definirse, de 
acuerdo con sus orígenes romanos, 
como una forma de defensa procesal 
por extinción de la acción del sujeto 
(D'Ors, Schulz, Kaser), remedio que 

permite impedir la realización coactiva 
del propio derecho. 

Los requisitos de la prescripción 
son los siguientes: 
l. nanscurso del tiempo fijado por la ley 
2. Inactividad no interrumpida del ti­

tular del derecho 
3. Oposición por el sujeto pasivo a la 

acción del titular del derecho. La 
prescripción no opera automática­
mente. 

111. Fundamento 

El fundamento de la prescripción se en­
cuentra en la creencia de que los poderes 
públicos no pueden proteger los intere­
ses del titular de un derecho de forma 
indefinida cuando ese titular, precisa­
mente, no ha ejercitado ese derecho. De 
no ser así, el sujeto pasivo estaría sujeto 
a la voluntad del titular del derecho per­
petua o indefinidamente. 
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IV. Ámbito 

Del artículo l. 930, párrafo segundo del 

Código civil se desprende que por la 
prescripción se extinguen derechos y 
acciones. Por su parte, el artículo l. 961 
del mismo Cuerpo legal establece que 

las acciones prescriben por el mero lap­

so de tiempo. En consecuencia, la pre­
gunta que se suscita es la siguiente: 
¿qué es lo que efectivamente se extin­

gue con la prescripción: el derecho o 

la acción para hacerlo efectivo?. 
La respuesta a la cuestión plantea­

da puede obtenerse tras el p lantea­

miento de dos supuestos. Transcurrido 
el plazo de prescripción fijado por la 
ley, puede suceder: 

1°. Que el deudor de la obligación 
cumpla voluntariamente con la 
prestación. En este caso, el deudor 
paga lo que debe, porque el derecho 
de crédito existe, ya que lo único 
que verdaderamente se extingue es 
la facultad de realización de las po­
sibilidades de goce o disfrute del 
derecho en cuestión. El transcurso 
del tiempo no ha extinguido el de­
recho. Además cumplida la obliga­
ción y verificada la prescripción, el 
deudor no podrá reclamar la repeti­
ción de la cantidad pagada, alegan­
do la prescripción, puesto que ha 
pagado lo que debía (arg. ex. arts. 
1.895 y 1.935 C.C.) 

2°. Que el deudor alegue la prescrip­
ción ante la reclamación del acree­
dor .. En este supuesto, el deudor no 
podrá ser condenado al cumpli­
miento de la obligación por cuanto 
el acreedor no ejercitó la acción para 
reclamar su derecho de crédito den­
tro del plazo legal fijado para ello. 

De todo ello se deriva que el de­
recho no prescribe sino que prescri­

be la acción, o si se prefiere, prescriben 

los derechos y se extinguen las acciones 
que le acompañan relativas a la realiza­

ción material de su ejercicio. El derecho 
subjetivo, pues, no se extingue. Como 

indicábamos, e l deudor que paga vo­
luntariamente cumple con aquello que 

es debido por cuanto que el derecho de 

su titular todavía está vigente. Por otro 
lado, si e l derecho quedara extinguido 

con la prescripción, el deudor podría 

obtener la repetición del pago realiza­

do cuando ha transcurrido el plazo le­
gal a tal efecto. 

Así, como ya se ha indicado, el deu­

dor no podrá reclamar la cantidad pa­
gada en cuanto que ha cumplido lo que 

debía. Y ello es así porque el derecho de 

crédito todavía existe; no se ha extin­
guido. Por el contrario, es la acción la 
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que se extingue, la acción en sentido 
material, esto es , la que acompaña a 
todo derecho subjetivo. El titular de un 
derecho tiene un lapso de tiempo para 
ejercitar la acción que supone el ejerci­
cio del mismo. La ley fija, por tanto, un 
plazo para que el titular ejercite la ac­

ción para hacer efectivo su poder. Si, 
después, el titular del derecho de que se 
trate no interpone la <<acción)) como re­

quisito necesario para la realización de 
aquél, ello dentro del plazo fijado legal­

mente a tal efecto, el sujeto pasivo obli­

gado a su cumplimiento puede oponer 
la excepción de prescripción y, de este 

modo, eludir el cump limiento de la 

prestación debida a la que tenía dere­
cho su titular. En suma, como la me­

jor doctrino ha sostenido, la pres­
cripción es un tributo a la objetiva 

deslealtad en el retraso indebido del 
ejercicio de los derechos subjetivos. 

En otro orden de cosas, debe pre­

cisarse que no prescriben las accio­
nes de todos lo derechos, sino única­

mente las relativas a los derechos 

patrimoniales. Son imprescriptibles, 
por tanto, los derechos de la personali­

dad y los relativos al derecho de fami­

lia. Aún así, debemos concretar to­
davía más y señalar que ni tan si­

quiera todos los derechos patrimo­

niales son susceptibles de prescrip­
ción. En este sentido, la acción de di­

visión de la cosa común, la accion de la 

partición de la herencia o, por último, 

la de deslinde de las propiedades con­
tiguas son imprescriptibles, de confor­

midad con el artículo 1.965 del Código 

civil. Ello se debe a la especial natura­

leza de determinados bienes jurídica­
mente protegidos por las leyes civiles 

que podrán, así, mantenerse efectivos 

indefinidamente. 
La acción de nulidad, en los casos 

en que se trate de la nulidad de ple­

no derecho, es también imprescrip­
tible, como corresponde a la necesidad 

del mantenimiento del orden público y, 

por ende, del sistema. 
Tampoco, por defecto, son pres­

criptibles los derechos patrimonia­

les, que caducan. Se trata de supues­

tos a los que no alcanza la prescripción 

en primer lugar, porque el objeto a con­
siderar son tan sólo las llamadas facul ­

tades de configuración jurídica. En se­

gundo término, y por los mismo, por­
que se trata de atender a razones de ur­

gencia en resolver situaciones de pura 

coyuntura o provisionalidad. Un ejem­
plo de ello lo constituirían las acciones de 

impugnación de los contratos o actos en 

general, anulabilidad, rescisión, etc. 
Respecto a las acciones imprescrip­

tibles en el Derecho Foral navarro, véa­

se la Ley 41 de la Compilación de De­
recho Civil Foral de Navarra. 

V. Plazos 

Por lo que se refiere a los plazos de 

prescripción fijados por la Ley en el 
ámbito civil, señalamos a continuación 

los establecidos en el Código civil y 
otras leyes especiales así como los pre­

vistos en los derechos forales navarro y 

aragonés, con especial mención de los 

plazos de prescripción recogidos funda­
mentalmente, en la Compilació del Dret 
Civil de Catalunya, el Codi de Succes­

sions así como otras leyes catalanas es­

pecíficas en las cua les se hace mención 
de algún plazo relativo a la prescrip­

ción. 

A) Acciones reales 

a).- sobre bienes muebles: prescripción 
a los seis años desde la pérdida de 
la posesión (artículo 1962 C.c) 

Excepciones: 
l.- Que el poseedor haya ganado el 

dominio por menos término (art. 
l. 955 C.c) 

2.- Los casos de extravío y venta públi­
ca, hurto y robo (artículo 1955.3 C.c 
que remite al artículo 464 C.c). 

b) sobre bienes inmuebles: prescrip­
ción a los treinta años (artícul o 
1.963 C.c) Ello sin perjuicio de una 
eventual anterior prescripción ad­
quisitiva del dominio y de los dere­
chos reales-

e) acción hipotecaria: 
Código civil: prescripción a los 
veinte años (artículo 1964 C.c) 

• Compilación navarra: prescripción a 
los veinte años (Ley 30 de la Com­
pilación 

d) acción para recobrar o retener la 
posesión: 

• Código civil: prescripción por el 
transcurso de un año (artículo 1.968, 
1 o C. C.). 

• Compilación navarra: prescripción 
por el transcurso de un año (Ley 37 
de la Compilación) . 

e) Censos: 
l.- reclamación de los réditos. 

Compilación navarra: precripción a 
los cinco años (Ley 32 de la Compi­
lación). 

2.- reclamación del capital del censo: 
prescripción a los cuarenta años 
(Ley 32 de la Compilación). 

f) Que no tengan plazo establecido: 
Compilación catalana sobre los bie­
nes inmuebles, prescriben a los trein­
ta años y sobre los muebles, a los seis 
años (artículo 344 de la Compilación). 
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Compilación navarra: sólo prescri­
ben a consecuencia de la usucapión 
con la que resulten incompatibles 
(Ley J9 de la Compilación). 

g) Usufructo vidual: 
Compilación del Derecho civil de 
Aragón: se extingue el usufructo de 
viudedad por no reclamar su dere­
cho durante los veinte años siguien­
tes a la defunción del otro cónyuge 
(artículo 86,1, 5° de la Compilación). 

h) Acción confesaría: 
Lleí de l'acció negatoria, les illmíssíons, 
les servituts i les relacíons de vei"natge: 
prescripción a los JO años desde el 
acto obstativo (artículo 5 de la Ley 13/ 
1.990 de 9 de julio, de l'acció negatoría, 
les inmisíons, les servituts i les relacíons de 
vei'natge). 

i) Acción negatoria: 
• Llei de 1 'accíó negara tia, les inmissions, les 

servítuts i les relacíons de vei'natge: pres­
cripción a los 5 años desde que el 
propietario tenga conocimiento de 
la perturbación ilegítima (artículo 
2.5 de la Ley 13/1990, de 9 de julio, 
de l'acció negatoria, les inmissions, les 
servituts i les relacions de vei'natge). 

j) Servidumbres: 
Código Civil: prescripción por el no 
uso durante 20 años (artículo 546, 2° 
del C. c.) 
Compilación catalana: prescripción 
a los JO años (artículo J44 de la 
Compilación). 
Llei de l'acció negatoria, les ínmissions, 
les serví tu es i les relacions de vei'natge ex­
tinción por no uso durante JO años 
(artículos l3 y 15 de la Ley 13/ 
1.990, de 9 de julio, de /'acció nega­
toria, les inmissions, les servítuts i les 
relacíons de vei'natge). 

k) Acciones pignoraticias: 
Para recobrar la posesión: prescripción 
a Jos seis años (artículo 1.962 C.c). 

B. Acciones personales 

a) Que no tengan señalado un término 
especial: 
Código Civil: prescripción a los 
quince años (art. 1.964 C.c.) 
Compilación catalana: prescripción 
a los treinta años 
(art. J44 Compilación) 
Compilación navarra: treinta años 
(Ley J9, }0

) 

a bis) Acciones para reclamar la revo­
cación de donaciones por sobreve­
niencia o supervi vencia de hijos: 5 
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años (art. 646.1 C.C.). Prescripción 
de un año para el caso de la revoca­
ción de donaciones por causa de in­
gratitud (art. 652 C.C.). 

b) Pago de las pensiones alimenticias: 
prescripción a los cinco años (artícu­
lo 1.966, 1° C.C.). 

e) Pago del precio de las rentas de los 
arrendamientos de fincas rústicas o 
de fincas urbanas: prescripción a los 
cinco años (artículo 1.966, 2° C.C.). 

d) Otros pagos que deban hacerse por 
años o en plazos más breves: pres­
cripción a los cinco años (artículo 
1.966, J 0 C.C.). 

e) Pago de los honorarios, derechos, 
gastos y desembolsos realizados en 
el desempeño de sus cargos u oficios 
en los asuntos a que sus obligacio­
nes se refieran a Jos Jueces, Aboga­
dos, registradores, Notarios, escri­
banos, peritos, agentes y curiales: 

• Código Civil: prescripción a los tres 
años (artículo 1.967, 1° C.c.). 

• Compilación navarra: prescripción a 
los tres años (Ley 28 de la Compi­
lación). 

f) Satisfacción a los farmacéuticos las 
medicinas que suministraron: pres­
cripción a los tres años desde que 
dejaron de prestar e l servicio (artí­
culo 1.969, 2° C.c.). 

g) Satisfacción a los profesores y maes­
tros sus honorarios y estipendios 
por la enseñanza que dieron o por el 
ejercicio de su profesión, arte u ofi­
cio: prescripción a los tres años des­
de que dejaron de prestar e l servicio 
(artículo 1.967, 2° C.c.) 

h) Pago del importe de sus servicios, 
suministros o desembolsos a Jos 
menestrales, criados y jornaleros: 
prescripción a los tres años desde 
que dejaron de prestar el servicio 
(artículo 1.967, J 0 C.c.). 

i) Pago del importe correspondiente a 
la comida y habitación a los posade­
ros: prescripción a los tres años des­
de que dejaron de prestar el servicio 
(artículo 1.967, 4° C.c.) . 

j) Pago a los mercaderes del precio de 
los géneros vendidos a otros que no 
son mercaderes o que se dedican a 
distinto tráfico: prescripción a los tres 
años desde que dejaron de prestar el 
servicio (artículo 1.967, 4° C.c.). 

k) Responsabilidad civil por injuria o 
calumnia: 

Código Civil: prescripción por el 
transcurso de un año (artículo 1.968, 
20 C.c.). 

• Comp ilación navarra: prescripción 
por el transcurso de un año (Ley J6 
de la Compilación). 

1) Obligaciones derivadas de la culpa 
o negligencia de que se trata en el 
artículo 1.902: 

• Código Civil: prescripción al año 
desde que lo supo el agraviado (ar­
tículo 1.968, 2° C.c.). 
Compilación navarra: prescripción 
al año (Ley J8 en relación a la Ley 
488 párrafo segundo de la Compila­
ción). 

m) Acciones para exigir géneros o ani­
males vendidos por un comercian­
te a quien no lo sea. 
Compilación navarra: prescripción a 
los tres años (Ley 28 de la Compi­
lación). 

n) La deuda consta en documento. 
• Compilación navarra: prescripción a 

Jos diez años desde la prestación o 
entrega, salvo que de otro modo se 
estableciere en el documento (Ley 
28 de la Compilación) . 

o) Préstamo con interés: 
1) La acción para reclamar el capital. 

Compilación navarra: prescripción a 
los diez años (Ley 29 de la Compi­
lación). 

2) La acción para reclamar el interés. 
Compilación navarra: prescripción a 
los cinco años (Ley 29 de la Compi­
lación). 

p) Préstamo sin interés: 
Compilación navarra: prescripción a 
los treinta años (Ley 29 con remi­
sión a la J9 de la Compilación). 

q) Acción ejecutiva: 
Compilación navarra: prescripción a 
los 10 años (Ley Jl de la Compila­
ción). 

r) Acción rescisoria (caducidad ?): 
I) por lesión enorme: 
• Compilación navarra: prescripción a 

los diez años (Ley JJ de la Compi­
lación). 

2) por lesión enormísima: 
• Compilación navarra: prescripción a 

los treinta años (Ley 33 de la Com­
pilación). Las acciones de rescisión 
no previstas en la Ley JJ, prescriben 
a los cuatro años (Ley J4 de la Com­
pilación navarra). 

s) Acciones de impugnación de actos 
anulables (caducidad?): 
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Compilación navarra: 
prescripción a Jos cuatro años 
(Ley 34 de la Compilación). 

t) Acciones de saneamiento: 
(caducidad ?) 

1) redhibitoria: 
Compilación navarra: prescripción a 

los seis meses (Ley 35 de la Compi­

lación). 
2) "Quanti minoris": 

Compilación navarra: prescripción 

al año (Ley 35 de la Compilación). 

C. Plazos especiales 

a) petición de herencia: 
Código de Sucesiones de Cataluña: 

prescripción a los treinta años de la 

muerte del causante (artículo 64 del 

Código de Sucesiones). 
• Compilación navarra: prescripción a 

los treinta años (Ley 38 con remi­

sión a la 324 de la Compilación). 

b) Retracción de la venta con pacto de 

retro: 
• Compilación navarra: prescripción a 

Jos 30 años (Ley 38 con remisión a 

la 480 de la Compilación). 

e) Carta de gracia: 
• Compilación navarra: prescripción a 

los 30 años (Ley 38 con remisión a 

la 583 de la Compilación). 

d) Acción de petición de legítima y su 

suplemento: 
Código de Sucesiones de Cataluña: 

prescripción a los quince años des­

de la muerte del causante (artículo 

378.1 del Código de Sucesiones). 

e) Acción de petición de nulidad del 

testamento por causa de preterición 

errónea: 
Código de Sucesiones de Cataluña: 

prescripción a los cinco años desde 

la muerte del causante (artículo 

378.2 del Código de Sucesiones). 

f) Acción de petición de reducción o su­

presión de disposiciones inoficiosas: 

Código de Sucesiones de Cataluña: 

prescripción a los cinco años desde 

la muerte del causante (artículo 

378.2 del Código de Sucesiones). 

g) Aceptación o repudiación de la he­

rencia: 
Código de Sucesiones de Cataluña: 

prescripción a los treinta años (artí­

culo 28 del Código de Sucesiones). 

h) Acciones de reparación de daños y 

perjuicios causados por productos 

defectuosos: 

3o e 1 v 1 t. 

• Ley 22/1994, 6 de julio, sobre res­

ponsabilidad Civil por los Daños 

causados por Productos defectuosos: 

prescripción a los tres años desde la 

fecha en que el perjudicado sufrió e l 

perjuicio (artículo 12 de la Ley). 

i) Acción que corresponde al sujeto 

que indemnizó para repercutir e l 

pago contra los demás responsables: 

prescripción al año desde que el que 

se indemnizó (artículo 12 de la Ley 

anterior). 

j) Acción para instar e l cese de la ac­

tividad ilícita del infractor de los de­

rechos de propiedad intelectual y 

para exigirle la indemnización de 

los daños materiales y morales que 

la infracción le cause: prescripción a 

los S años desde que el legitimado 

pudo ejercitarla (artículo 125 de la 

Ley 22/ 1987, de 11 de noviembre, 

de Propiedad Intelectual). 

k) Acción para hacer efectivo el derecho 

de los autores de obras plásticas a 

percibir del vendedor una participa­

ción en el precio de toda reventa que 

se realice de las mismas, en pública 

subasta, en establecimiento mercan­

til o con la intervención de un comer­

ciante o agente mercantil: prescrip­

ción a los tres años desde la noticia de 

la reventa (artículo 24 de la citada Ley 

de Propiedad Intelectual). 

l) Acciones que se derivan de la vio­

lación del derecho de patente: pres­

cripción a los cinco años (artículo 

71.1 de la Ley 1111986, de 20 de 

marzo, de Patentes). 

m) Acciones civiles derivadas de la vio­

lación del derecho de marca: pres­

cripción a los cinco años (artículo 39 

de la Ley 32/1988, de lO de noviem­

bre, de Marcas). 

n) Indemnización de los daños y perjui­

cios causados por la violación del de­

recho de marca: prescripción a los cin­

co años (artículo 38.4 de la ley ante­

rior). 

ñ) Acción para pedir la nulidad de las 

marcas inscritas en contra de las 

prohibiciones de los artículos 12, 13 

y 14: prescripción a los cinco años 

desde la publicación de la concesión 

en el "Boletín Oficial de la Propie­

dad Industrial" (artículo 48.1 de la 

citada Ley de Marcas). Si el registro 

se solicitó de mala fe, la acción de 

petición de nulidad de la marca es 

imprescindible. 

VI. Cómputo 

Uno de los requisitos de la prescripción 

opuesta es, obviamente, la inactividad 

del titular del derecho prescrito. Como 

regla general, el cómputo del plazo de 

la prescripción se inicia el día en que 

el titular del derecho pudo ejercitar­

lo y no lo realizó. Esta regla del momen­

to del inicio del cómputo del plazo es la 

que se establece en el artículo 1.969 del 

Código Civil. No obstante, este precep­

to también prevé la existencia de otro 

momento como inicio del cómputo 

del plazo de la prescripción distinto al 

del día en que se pudo ejercitarse el 

derecho. En concreto, el precepto se re­

fiere a supuestos que se produzcan "cuan­

do no haya disposición especial que otra 

cosa determine". 
Los artículos l. 970, l. 971 y l. 972 

establecen supuestos en los cuales el 

comienzo del tiempo para la prescrip­

ción es otro diferente al que el artículo 

1.969 establece. En concreto, los su­

puestos recogidos en los citados artícu ­

los son los siguientes: 

1. - Acciones que tienen por objeto la 

reclamación del cumplimiento 

de obligaciones de capital con 

interés o renta. En este caso, el 

cómputo se inicia desde el último 

pago de la renta o del interés (artí­

culo 1.970, párrafo 1°). 

2.- Respecto de los censos: 

a) si es respecto al capital del censo 

consignativo, el tiempo empieza a 

contarse desde el último pago de la 

renta o del interés (artículo l. 970, 

párrafo segundo). 

b) si el censo es enfitéutico o reserva­

tivo, el tiempo se cuenta desde el úl­

timo pago de la pensión o renta (ar­

tículo 1.970, párrafo tercero). 

3.- Acciones para exigir el cumpli­

miento de obligaciones declara­

das por sentencia. El término del 

cómputo se inicia desde que la sen­

tencia quedó firme (artículo 1.971). 

4.- Acciones para exigir rendición de 

cuentas. El tiempo de la prescripción 

comienza el día en que se cesaron en 

sus cargos los que debían de rendir 

las cuentas (artículo l. 972, párrafo 

primero). En cuanto al resultado de 

las cuentas, el tiempo se cuenta des­

de que el resultado fue reconocido por 

conformidad de las partes interesadas 

(artículo 1.972, párrafo segundo). 

5.- Revocación de donaciones: ans. 

646 y 652 c. c. 
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VIl. Efectos 

El efecto primordial de la institución es 
que, transcurrido el plazo legal señala­
do por la ley, el sujeto pasivo podrá 
oponer la excepción de la prescrip­
ción al titular del derecho que, judi­
cial o extrajudicialmente, le reclama el 
cumplimiento de una determinada 
prestación y, como consecuencia de di­
cha excepción, el sujeto pasivo no que­
da obligado a soportar patrimonial­
mente la ejecución de dicha prestación. 
Presentada la correspondiente deman­
da de reclamación para el cumplimien­
to de la prestación de que se trate, los 
Tribunales no podrán apreciar la 
prescripción de oficio. Para que la 
excepción de prescripción surta su efec­
to, el sujeto pasivo deberá oponerla de 
forma expresa a la acción del titular del 
derecho. En caso contrario, si el sujeto 
pasivo no alega la prescripción cuando 
ya ha transcurrido el plazo para ello po­
drá ser condenado al pago de lo debi­
do. Ello es así puesto que no se ha pro­
ducido una extinción automática del 
derecho (y ni siquiera de este mismo) 
por el mero transcurso del tiempo 
prescriptivo. El derecho no se ha extin­
guido y, por tanto, si el sujeto pasivo no 
alega la prescripción o, en su caso, se 
aviene a la realización de la prestación 
que se le reclama, con la ejecución de 
dicha prestación, e l sujeto pasivo debe­
rá cumplir Jo que debe, así como sufrir 
la ejecución. 

VIII . Interrupción 

Como decíamos, uno de los requisitos 
de la prescripción es la inactividad del 
titular de un derecho. Por tanto, si una 
vez iniciado el plazo de prescripción, 
el titular actúa, esto es, si el titular 
ejercita el derecho susceptible de 
prescripción, ésta se interrumpe. La 
interrupción supone, como es sabido, 
que el plazo de prescripción comien­
ce a contarse de nuevo desde el mo­
mento en que se cumplen, a su vez, 
los requisitos legales fijados a tal 
efecto. 

Distinta de la interrupción es la sus­
pensión de la prescripción. La suspen­
sión de la prescripción consiste en la 
paralización del plazo de prescrip­
ción pero conservando éste su efica­
cia puesto que el tiempo transcurri­
do después de la paralización por 
causa de la suspensión se suma al 
tiempo transcurrido antes de la sus­
pensión. La diferencia, pues, entre la 
interrupción y la suspensión de la pres­
cripción es que, con la primera, el pla­
zo del cómputo empieza a contarse de 
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nuevo mientras que, con la segunda, el 
plazo anterior y posterior a la suspen­
sión se suman para alcanzar e l tiempo 
previsto para la prescripción. 

Los modos de interrupción de la 
prescripción se hallan enunciados en el 
artículo l. 973 del Código civil y son los 
siguientes: 
1- Por reclamación judicial. 
2- Por requerimiento extrajudicial. 
3- Por cualquier medio de reconoci­

miento de prueba realizada por el 
propio sujeto pasivo. 
Respecto del primero de los modos 

de interrumpir la prescripción, hay que 
señalar que debe interponerse por el ti­
tular del derecho frente al sujeto pasi­
vo, sin intervención de terceras perso­
nas, y, además, la acción debe versar 
sobre ese derecho en concreto. A título 
de ejemplo, son medios de reclamación 
judicial, claro está, la demanda y lapa­
peleta de conciliación, pudiéndose aña­
dir además la instancia de diligencias 
preparatorias de ejecución. 

En cuanto al requerimiento extraju­
dicial, debe tratarse, sin duda, de una 
reclamación, y no un recordatorio, el 
cual puede revestir cualquier forma 
(oral o escrita, expresa o tácita). 

Por lo que al Derecho foral navarro 
se refiere, véase la Ley 40 de la ci tada 
Compilación. 

IX . Renuncia 

El Código civil admite la renuncia a la 
prescripción. Esta renuncia supone que 
el sujeto pasivo puede renunciar a opo­
ner la excepción de la prescripción fren­
te a la reclamación, judicial o extrajudi­
cial, del titular del derecho. El sujeto 
pasivo podrá renunciar a la prescrip­
ción ganada pero no podrá realizar 
una renuncia previa, de conformi­
dad con el artículo 1.935, párrafo pri­
mero. Del párrafo segundo de este mis­
mo precepto, se desprende que la renun­
cia, además de expresa, también podrá 
ser tácita. 

Los sujetos perjudicados por la re­
nuncia a la prescripción, expresa o tá­
cita, efectuada por el sujeto pasivo, po­
drán utilizar aquélla, de acuerdo con lo 
dispuesto por el artículo 1.937 del Có­
digo civil, lo cual significa que les será 
inoponible. 

X. Distinción, prescripción y 
caducidad 

La caducidad es una figura que, jun­
to con la prescripción, también supo­
ne el intempestivo e ilegal (pero legí-

timo) ejercicio de un derecho o una 
facultad por el transcurso del tiempo. 
Sin embargo, a pesar de esta coinci­
dencia, caracteres distintos se predi­
ca n de ambas instituciones, de los 
cuales destacamos Jos que son, a 
nuestro entender, más significativos. 

La primera divergencia la encon­
tramos en cuanto al concepto de pres­
cripción y al de caducidad. Así, la 
prescripción se predica de una acción 
que el titular de un derecho podía 
haber ejercitado, y no ejercitó, en el 
plazo de ti empo señalado por la Ley, 
mientras que la caducidad viene dise­
ñada por referencia a un objeto pecu­
liar: facultades que tienen una dura­
ción limitada. Dicho de o tro modo, la 
prescripción se podrá alegar por 
causa de la inactividad durante el 
tiempo legal determinado del titu­
lar de un derecho. En cambio, la ca­
ducidad no dependerá del ejercicio 
o no de la facultad de que se trate: 
llegado, pues, el término legal, di­
cha facultad se extingue. Un ejem­
plo de caducidad es el recogido en el 
artículo 1.301 del Código civil en el 
que se establece un plazo de cuatro 
años, transcurridos los cuales, la fa­
cultad de sol icitar la nulidad (proce­
dente de la invalidez) del negocio ju­
rídico queda extinguida inexorable­
mente. 

Ello quiere decir, por consi­
guiente, que la naturaleza, el obje­
to y los efectos de la caducidad son 
materia de orden público: por lo 
que no son derogables por la volun­
tad de Jos particulares y debe, por 
idéntica razón, poder ser declarada 
de oficio por todos los órganos de 
la Administración del Estado. 

Ultimo rasgo, acorde, e n fin, con lo 
dicho y distintivo de una y otra, es el 
relativo a la interrupción del cómpu ­
to del plazo. En este sentido, una y 
otra institución son diametralmente 
opuestas puesto que el plazo de ca­
ducidad no admite su interrupción 
mientras que el plazo de prescrip­
ción si que la admite. + 

*Catedrático de Derecho Civil de la 
Universitat de Barcelona 

*Profesora de Derecho Civil de la 
Universital de Barcelona 
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ACCION 1 PLAZO 1 COMPUTO 
1----- ~------

PLAZO GENERAL 

Adquisición derechos reales sobre bienes * 1 O años con buena fé entre presentes. Desde el día que se inicia la posesión 
inmuebles. * 20 años con buena fé entre ausentes en la forma requerida. 

(art. 1957 C.c.) 
*30 años sin buena fé (art. 1959 C.c.) 

PLAZO ESPECIAL 

Servidumbres continuas y aparentes. 20 años (art. 537 C.c.) Desde el día en que se inicia la posesión. 

PLAZO GENERAL 

Adquisición derechos reales sobre bienes *3 años con buena fé. (art. 19S2 C.c.) *6 Desde el día que se inicia la posesión 
muebles. años sin ninguna condición. (art. 19S2 C.c.) en la forma requerida. 
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ACCION 1 PLAZO , COMPUTO 
1 
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PLAZO GENERAL 

Sobre bienes inmuebles 30 años (art. 1.963 C.c) Desde el día en que pudo ejercitarse la acción. 

PLAZO GENERAL 

Acción hipotecaria 20 años (arts. 1.964 C.c. y Ley 30 Desde el día en que pudo ejercitarse la acción. 
Compilación Navarra) 

Acción para recobrar o retener la posesión. 1 año (arts. 1.968 C.c. en relación al art. Desde la pérdida de la posesión. 
16S3.1 LEC y Ley 37 Compilación Navarra) 

Censos 1) reclamación de los réditos: -capita l del censo consignativo:desde el 
S años (art. 1966.3 C.c. y Ley 32 último pago de la renta o del interés 
Compilación navarra) -capital del censo enfitéutico o reservativo: 
2) reclamación del capital: 1S años desde el último pago de la pensión o renta 
(art. 1970 C.c.) y 40 años (Ley 32 
Compilación navarra) 

Usufructo vidual 20 años (art. 86.1.s• Compilación Derecho Desde la defunción del otro cónyuge (art. 
Civil de Aragón) 86.1.S" Compi lación Derecho Civil de Aragón) 

Acción confesaría 30 años (art. 1963 C.c.) Desde el acto obstativo. 
30 años (art. S Ley 13/1990, 9 de julio, de la 
acción negatoria, inmisiones, servidumbres y 
relaciones de vecindad) 

Acción negatoria 30 años (art. 1963 C.c.) Desde que el propietario tenga conocimiento 
S años (art. 2.S Ley 13 /1990, 9 de julio, de de la perturbación ilegítima. 
la acción negatoria, inmisiones, etc) 

Extinción servidumbres por no uso. 20 años (art. S46 C.c.) 1 Desde el día en que hubiere dejado de usarse 
30 años (art. 344 Compilación catalana y la servidumbre, respecto a las discontinuas, y 
arts. 13 y 1S Ley 13 /1990, 9 de julio, de la desde el día en que tenga lugar un acto 
acción negatoria, inmisiones, .... ) contrario a la servidumbre respecto a las 

continuas 

Petición de herencia 30 años (art. 1963 C.c.) Desde la muerte del causante 
30 años (art. 34 Código de Sucesiones de 
Cataluña) 

Retracción de la venta con pacto de retro 1S años (art. 1964 C.c.) Desde el día en que pudo ejercitarse la acción. 
30 años (Ley 38 con remisión a la 480 de la 
Compilación navarra) 
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ACCIÓN 
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: COMPUTO 1 PLAZO 
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Carta de gracia 30 años (Ley 38 con remisión a la 583 Desde el dia que pudo ejercitarse la acción 
Compilación Navarra) 

Petición de legítima y complemento. 30 años (art.1965 C.c.) 1 Desde la muerte del causante. 
15 años (art. 378.1 Código de Sucesiones de 
Cataluña) 

Nulidad de testamento por causa de 30 años (art. 814 C.c.) Desde la muerte del causante. 
preterición. 5 años (art. 378.2 Código de Sucesiones de 

Cataluña) 

Acción de petición de reducción o supresión 15 años (art. 1964 C.c.) Desde la muerte del causante. 
de disposiciones inoficiosas 5 años (art. 378.2 Código de Sucesiones de 

Cataluña) 
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PLAZO GENERAL 

Sobre bienes muebles 6 años (art. 1962 C.c) Desde pérdida de la posesión (art. 1962 C.c.) 
Excepción: 
-que poseedor haya ganado el dominio por 
menos término (art. 1955 C.c.) 
-casos de extravío y venta pública, hurto y 
robo (art. 1955.3 c.C.) 

PLAZOS ESPECIALES 

Acciones pignoraticias 6 años (art. 1962 C.c.) Desde el día en que pudo recuperar la 
posesión del bien pignorado. 

Hallazgo de cosa mueble que no sea tesoro. 2 años (art. 615 C.c.) Desde que el 2° domingo consecutivo publica 
edictos el alcalde. 

Acción ejecución hipoteca mobiliaria y por 3 años (art. 11 Ley Hipotecaria Mobiliaria) Desde que pudieran ser ejercitadas 
prenda sin desplazamiento. legalmente 

L;Ur..:.,..(•J.1llillit,~~ ~1.11 at:..t 11 :J • +, 
ACCION ~ PRECEPTO APLICABLE 

1 

Nulidad radical de Testamento. Arts. 673 C.c. y 687 C.c. 

Acción partición de herencia. Art. 1965 C.c. 

Nulidad radical contractual por cualquier causa. Art. 1261 C.c. y siguientes. 

Acción Deslinde. Art. 1965 C.c. 

Acción de cerramiento de fincas. Art. 388 C.c. 

Acción para compeler a elevar a público el contrato, salvo que el Art. 1279 C.c. 
derecho de crédito fundado directamente en el contrato ya hubiere 
prescrito. 

Acción de división de la cosa común. Art. 1965 C.c. 

Acción reclamación de filiación matrimonial que corresponde a la Art. 131 C.c. 
madre, al padre o al hijo. 

Acción reclamación de filiación no matrimonial que corresponde al hijo. Art. 132 C.c. 
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ACCIÚN 

Acciones de reparación de daños y perjuicios 
causados por productos defectuosos. 

Acción para repercutir el pago contra los 
demás responsables por productos 
defectuosos. 

Acción para instar el cese de la actividad 
ilícita al infractor de los derechos de 
propiedad intelectual y para exigirle 
indemnización de daños materiales y morales 
que la infracción le cause. 

Acción para hacer efectivo el derecho de los 
autores de obras plásticas a percibir del 
vendedor una participación en el precio de 
toda reventa que se realice de las mismas, en 
pública subasta, en establecimiento mercantil 
o con la intervención de un comerciante. 

Acciones personales que no tengan señalado 
un término especial. 

Revocación de donaciones. 

Pago de pensiones alimenticias 

Pago del precio de las rentas de los 
arrendamientos de fincas rústicas o urbanas. 

Otros pagos que deban hacerse por años o 
en plazos más breves. 

Acción exigencia de rendición cuentas 
de los padres que ejercieron la patria 
potestad por los hijos. 

Pago de los honorarios, derechos, gastos y 
desembolsos rea lizados en el desempeño de 
sus cargos en los asuntos a que sus 
obligaciones se refieran a los jueces, 
abogados, registradores 

Satisfacción a los farmacéuticos las medicinas 
que suministraron 

Satisfacción a los profesores y maestros sus 
honorarios por el ejercicio de su profesión. 

Pago del importe de sus servicios, suministros 
o desembolsos a los menestrales, criados y 
jornaleros. 

Pago del importe correspondiente a comida y 
habitación a los posaderos 
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1 
PLAZO 

PLAZO GENERAL 

3 años (art. 12 ley 22/1994, 6 de julio, sobre 
responsabilidad civil por daños causados por 
productos defectuosos) 

1 año (art. 12 ley 22/1994, 6 julio, sobre 
responsabilidad civil por daños causados por 
productos defectuosos) 

5 años (art. 125 ley 22/87, 11 noviembre, de 
propiedad intelectual) 

3 años (art. 24 Ley 22/87, 11 noviembre, de 
Propiedad intelectual) 

15 años (art. 1964 C.c.) 
30 años (art. 344 Compilación catalana y Ley.) 

PLAZO ESPECIAL 

a) sobreveniencia o supervivencia de hijos: 
5 años (art. 646 C.c.) 
b) por ingratitud: 1 año (art. 652 C.c.) 
e) Por incumplimiento de cargas: 4 años 
(art. 67 4 C. c. en relación al 1299 C. c.) 

5 años (art. 1966.1 C.c.) 

5 años (art. 1966.2 C.c.) 

5 años (art. 1966.3 C.c.) 

3 años (art. 168 C.c.) 

3 años (art. 1967.1 C. c.) y Ley 28 
Compilación navarra) 

3 años (art. 1967.2 C.c.) 

3 años (art. 1967.2 C. c.) 

3 años (art. 1967.3 C.c.) 

3 años (art. 1967.4 C.c.) 

1 
COMPUTO 

Desde fecha en que el perjudicado sufrió el 
perjuicio (art. 12 Ley 22/1994, 6 de julio, 
sobre responsabilidad civil por daños 
causados por productos defectuosos) 

Desde que se efectuó el pago. 

Desde que el legitimado pudo ejercitarla (art. 
125 ley 22/87, 11 noviembre, de propiedad 
intelectual) 

Desde la noticia de la reventa (art. 24 ley de 
Propiedad intelectual) 

Desde que pudo ejercitarse el derecho. 

a) sobreveniencia de hijos: desde que se tuvo 
noticia del nacimiento del último hijo, o de la 
existencia del que se creía muerto (art. 646 C.c.) 
b) por ingratitud: desde que el donante tuvo 
conocimiento del hecho y posibil idad de 
ejercitar la acción (art. 652 C.c.) 

Desde que pudo ejercitarse el derecho. 

Desde que pudo ejercitarse el derecho. 

Desde que pudo ejercitarse el derecho. 

Desde que cesó la patria potestad. 

Desde que dejaron de prestarse los 
respectivos servicios (art. 1967 C.c.) 

Desde que dejaron de prestar el servico 
(art. 1967 C.c.) 

Desde que dejaron de prestar el servicio 
(art. 1967.2 C. c.) 

Desde que dejaron de prestar el servicio 
(art. 1967.3 C. c.) 

Desde que dejaron de prestar el servicio 
(art. 1967.4 C.c.) 
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Pago a los mercaderes del género de los 3 años (art. 1967.4 C.c.) Desde que dejaron de prestar el servicio 
precios vendidos a otros que no lo son o que (art. 1967.4 C.c.) 
siéndolo se dedican a distinto tráfico. 

Responsabilidad Civil por injuria o calumnia 1 año (art. 1968.2 C.c. y Ley 36 Desde que tuvo noticias de ello el agraviado. 
Compilación navarra) 

Obligaciones derivadas de culpa o negligencia 1 año (art. 1968.2 C.c. y Ley 38 en relación a Desde que tuvo noticia de ello el agraviado 
de que se trata en el art. 1902 C.c. la Ley 488.2 Compilación navarra) (art. 1968.2 C.c.) 

Acciones para exigir géneros o animales 3 años (Ley 28 Compilación navarra) Desde entrega de la cosa 
vendidos por un comerciante a quien no lo sea. (Ley 28 Compilación navarra) 

Si la deuda consta en documento. 1 O años (Ley 28 Compilación navarra) Desde la prestación o entrega, salvo que de 
otro modo se estableciera en el documento 
(Ley 28 Compilación navarra) 

Préstamo con interés 1S años (art. 1964 C.c.) Desde que pudo ejercitarse el derecho. 
- Acción para reclamar el capital: 1 O años 
(Ley 29 Compilación navarra) 
- Acción para reclamar el interés: S años (Ley 
Compilación navarra) 

Préstamo sin interés 30 años (Ley 29 Compilación navarra, con Desde que pudo ejercitarse el derecho. 
remisión a la Ley 39) 

Acción rescisoria a) por lesión enorme: 1 O años (Ley 33 Desde la celebración del contrato. 
Compilación navarra) b) por lesión 
enormísima: 30 años (Ley 33 Compilación 
navarra) c)las acciones rescisorias no 
previstas en la Ley 33, prescriben a los 4 
años (Ley 34 Compilación navarra). 

Acciones de impugnación de ados anulables 4 años (Ley 34 Compilación navarra) Desde la celebración del contrato. 

Acción para exigir rendición de cuentas S años (art. 279 C.c.) Desde la terminación del plazo establecido 
del tutor. para exigirla. 

Acciones de saneamiento por evicción. 1S años (art. 1964 C.c.) Desde que se ejecute la sentencia firme en 
virtud de la que se pierda por el comprador. 
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ACCIÓN PLAZO 1 COMPUTO 
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Acción reclamación de filiación no Para los herederos lo que reste de los 2 Desde que se alcanza la plena capacidad y 
matrimonial sin posesión de estado en caso anteriores (art. 133 C.c.) desde que se hallan las pruebas en que se 
de fallecimiento del hijo antes de transcurrir 4 funde la demanda. 
años desde que alcance la plena capacidad o 
durante el año siguiente al descubrimiento de 
las pruebas en que funde la demanda. 

Acción impugnación paternidad por el marido 1 año (art. 136 C.c.) Desde la inscripción en el Registro Civil de la 
o sus herederos completando el plazo. paternidad. 

Impugnación de paternidad por el hijo 1 año (art. 137 C.c.) Desde la inscripción de la filiación en el 
cuando exista posesión de estado. Registro Civil siendo el hijo mayor de edad. 

Acción de impugnación de filiación cuando 4 años (art. 140 C.c.) Desde que el hijo, una vez inscrita la 
exista posesión de estado. afiliación, goce de la posesión de estado. 

Acción de impugnación del reconocimiento de 1 año (art. 141 C.c.) Desde que cesó el vicio del consentimiento 
filiación efectuado por error, violencia o que provocó el reconocimiento. 
intimidación. 

Acción nulidad matrimonio por minoría de 1 año de convivencia de los cónyuges. Desde que se alcance la mayoría de edad por 
edad de uno de los contrayentes. (art. 7S C.c.) el cónyuge menor. 

Acción nulidad matrimonio por el cónyuge que 1 año de convivencia de los cónyuges. Desde el cese del error, la fuerza o la causa 
haya sufrido error, coacción o miedo grave. (art. 76 C.c.) del miedo. 

Acción de resarcimiento de daños por 1 año (art. 43 C.c.) Desde la negativa a la celebración del 
incumplimiento de Promesa de matrimonio. matrimonio. 

Acción de anulabilidad de actos jurídicos por 
falta de intervención del curador. 

4 años (art. 293 C.c.) Desde que pueda ejercitarse la acción. 

Acción de protección frente a intromisiones 
ilegítimas contra el derecho al honor, intimidad 

4 años (art. 9 ley 1/1982 de S de mayo) Desde que el legitimado puede ejercitarla. 

personal o familiar y propia imagen. 
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ACCIÓN 1 PLAZO 

f-· 
Acción de rescisión de la partición por cesión 4 años (art. 1074 C. c. y 1076 C. c.) 

en más de una cuarta parte. 

Caducidad del testamento militar 4 meses (art. 719 C.c.) 

Caducidad del testamento marítimo sea 4 meses (art. 730 C.c.) 

abierto o cerrado. 

Protolización de Testamento ológrafo 5 años (art. 689 C.c.) 

Testamento otorgado en peligro de muerte o 2 meses (art. 703 C.c.) 

epidemia. 

Retracto por venta de derechos hereditarios 30 días (art. 1067 C. c.) 

por uno de los coherederos a un extraño 
antes de la petición. 

•• . .. .... ..n. 
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Acción de anulabilidad por intimidación o 
violencia. 

Acción anulabilidad contractual por error, 
dolo o falsedad de la causa. 

Acción de anulabilidad de contratos 
celebrados por menores e incapaces. 

Acción anulabi lidad contratos celebrados por 
un cónyuge sin consentimiento del otro, 
cuando dicho consentimiento fuera necesario. 

Retracto legal. 

Acción para Reclamación de laudemio en el 
caso de enajenación mediando preaviso. 

Saneamiento por gravámenes ocultos. 

Saneamiento por vicios ocultos 

Redhibitoria o saneamiento por vicios ocultos 
del ganado comprado. 

Acción rescisoria. 

Acción Pauliana 

El plazo de 30 años para ejercitar la 
acción de reclamación de legítima es el 
mayorita ri amente aceptado, ello no obstante, 
la doctrina y jurisprudencia no es pacífica en 
re lación a este extremo. 

2 Ver nora anterior. 

36 e 1 v 1 t. 

4 años (art. 1301 .1 C.c.) 

4 años (art. 1301 .2 C.c.) 

4 años (art. 1301 .3 C.c.) 

4 años (art. 1301.4 C.c.) 4 años (art. 1301 .5 
C. c.) 

9 días (art. 1524 C.c.) 

1 año (art. 1646 C.c.) 

1 año para decidir si se opta por rescisión o 
reclamación indemnización. (art. 1483) Otro 
año para pedir indemnización, si no se ha 
optado por la rescisión. 

6 meses (art. 1484 C.c. en relación al 1490) 

40 días (art. 1496 C.c.) 

4 años (art. 1299 C.c.) 

4 años (art. 1111 C.c.) 

3 Cuando el testador fall ezca en dicho 
plazo también quedará ineficaz si dentro de 
los 3 meses sigui entes al fallec imiento no hay 
elevación judicial a Escritura pública. 

4 En el caso de que los usos locales de ter­
minen otro plazo será de aplicación el mismo. 

Los vicios v iene n también determinados por 
los usos. 

COMPUTO 

Desde que se hizo la partición. 

Desde que el testador haya dejado de estar 
en campaña. 

Desde que el testador desembarque en un 
punto donde pueda testar de forma ordinaria. 

Desde el día del fallecimiento 

Desde que desaparezca el peligro de muerte 
o cese la epidemia. 3 

Desde que el coheredero lo ponga en 
conocimiento de los otros coherederos la 
transmisión. 

Desde el día en que cesa la intimidación o la 
violencia. 

Desde la consumación del contrato. 

Desde que los menores o incapaces salieran 
de la tutela. 

Desde la disolución de la sociedad conyugal o 
del matrimonio. 

Desde la inscripción de la transmisión en el 
Registro de la Propiedad o desde que 
comunero hubiera tenido conocimiento de la 
venta. 

Desde la inscripción en el Registro de la 
transmisión. 

Desde el otorgamiento de la escritura de 
compraventa 

Desde la entrega de la cosa vendida. 

Desde la entrega al comprador. 4 

Desde la celebración del contrato para 
ausentes e incapaces se contará el plazo 
desde que cese la incapacidad o se conozca 
el domicilio. 

Desde el día en que pudo ejercitarse 
la acción. 

*Redacción 
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li COMUN IT AR I O 

Novedades en 
Derecho Comunitario 

Gómez, Acebo & Pombo * 

SUMARIO 

l. ASPECTOS INSTITUCIONALES 

1. Hacia la Unión Económica y Monetaria 

11. COMPETENCIA 

1. Aprobación de un nuevo marco global de ayudas de Estado en 
favor de los barrios más desfavorecidos. 

2. La Comisión ultima una comunicación para fortalecer su contacto 
y las fórmulas de cooperación con las autoridades y Tribunales de la 
Competencia de los Estados miembros. 

111. FONDOS COMUNITARIOS 

1. La mayor parte de los Estados miembros protestan a la Comisión 
por los retrasos considerables en el pago de la financiación de los 
Fondos Estructurales. 

IV. RELACIONES EXTERIORES 

1. Los servicios de la Comisión preparan un plan de acción para el 
desarrollo de la cooperación euro-mediterránea en el marco de las 
tecnologías de la información. 

V. SECTORES DE INTERÉS 

1. Telecomunicaciones: La Comisión propone una nueva Directiva 
sobre la aplicación de los principios para la constitución de una red 
abierta a la telefonía vocal y del servicio universal. 

2. Energía: Un nuevo programa que desarrolla la energía 
fotovoltaíca de cara al 2010 acaba de ser puesto en marcha por la 
Comisión. 

3. Sociedad de la Información: La Comisión define cuatro líneas 
de acción para la gestión eficaz y beneficiosa de la transición hacia la 
sociedad de la información. 

4. Formación Profesional: La Comisión aprueba el Libro Verde 
sobre los obstáculos a la movilidad en materia de educación, forma­
ción e investigación y el nuevo plan de acción Aprender en la socie­
dad de la información. 

5. Contratos públicos: La Comisión aprueba un nuevo vocabulario 
aplicable a la Contratación pública. 

6. Política Social: La Comisión Europea considera que las normas 
actuales sobre protección de los trabajadores expuestos al amianto 
son insuficientes. 

7. Protección civil: Funcionamiento eficaz del sistema de la Unión 
Europea de alerta rápida como consecuencia del envenenamiento de 
un queso en Italia. 

8. Salud: Los quince quieren garantizar la seguridad en la sangre. 
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l. Aspectos Institucionales 

1. Hacia la Unión 
Económica y Monetaria 

Desde la preparación de la puesta en 
marcha de la moneda única europea, la 
Comisión Europea y el Instituto Mone­

tario Europeo han presentado con ca­

rácter informal tres textos al Consejo 
Informal de Jefes de Gobierno celebra­

do recientemente en Dublín centrados 
a su vez en tres grandes aspectos: e l 

Pacto de Estabillidad, el Estatuto Jurí­
dico del Euro y las relaciones entre e l 

Euro y las monedas que no entrarán en 

el mismo en una primera fase. 
En lo relativo al Pacto de Estabili­

dad, son dos los grandes objetivos per­

seguidos por el mismo: 

la fijación de un objetivo presupues­
tario cercano al equilibrio 

la determinación de un nivel máxi­
mo de déficit admisible, idéntico a 
los criterios de convergencia, , un 

3%. Los Estados Miembros se han 
mostrado reticentes a admi ti r una 
excesiva rigidez en cuanto a la apli­

cación de este límite. 

En lo que atiende al estatuto jurí­

dico del euro, la Comisión es tabl ece 
como grandes principios el hecho de 

que el euro sea a partir de 1999 la úni­

ca moneda entre los Estados Miembros 
participantes, y que los contratos cele­

brados en monedas nacionales manten­

gan su validez pese a la adopción del 
euro como moneda única. 

Finalmente, y en l.o que atiende a las 

relaciones entre e l euro y las mone­
das nacionales q ue no formarán parte 

del mismo en un primera fase, el pro­

yecto presentado por esta institución 
prevé que el euro representará e l pun­

to de referencia en cuanto a la aproxi­

mación de los países uout» a las políti­

cas seguidas por los países euro, q ue los 

márgenes de fluctuación serán cercanos 
en principio al 15%, y que en caso de 

necesidad las paridades entre el euro y 

los países podrán ser modificadas, co­
rrespondiendo la iniciat iva no sola­

mente a los países interesados sino so­

bre todo al Banco Central Europeo. 
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11. Competencia 

1. Aprobación de un nuevo marco 
global de ayudas de Estado en 
favor de los barrios más 
desfavorecidos. 

Con el fin de promover la creación de 
empleo en los barrios más desfavoreci­
dos de las ciudades de la Unión Euro­

pea, la Comisión Europea, a iniciativa 

de l Comisario Karel Van Miert, ha 
aprobado, de conformidad con el siste­

ma comunitario de ayudas de Estado, 

una serie de disposiciones válidas para 
cinco años que desarrollen este objetivo. 

Esta acción permitirá a los Esta­

dos miembros llevar a cabo, en el 
m arco de la Política de la Competen­

cia Comunitaria, actividades tales 

como la creación de nuevas empre­
sas a nivel local y la creación de em­

pleo para determinados colectivos 

marginados, en favor de aquellas 
áreas urbanas desfavorecidas. 

Las ayudas concedidas osten tarán 

un montante máximo de 10.000 Ecu s 
(1.590.000 pesetas) por puesto de tra­

bajo creado, bien sea a través de la crea­
ción de una nueva empresa o de una 

actividad ya constituida. 
Con esta iniciativa se espera incre­

mentar el empleo en sectores como la 
construcción, el comercio al por mayor 

y al detalle, la reparación de automóvi­

les, la hostelería, los servicios sociales 
y colectivos, la salud y los serv icios 

domésticos. 

2. La Comisión ultima una 
comunicación para fortalecer su 
contacto y las fórmulas de 
cooperación con las autoridades y 
Tribunales de la Competencia de los 
Estados miembros 

La iniciativa propuesta por Ia Dirección 
General IV de crear una comunicación 

en materia de cooperación con las auto­

ridades encargadas de la Competencia 
de los Estados miembros, ha levan tado 

cierta expectación entre los diferentes 

Socios Comunitarios. 
Esta comunicación, centrada princi­

palmente en lograr una interconexión 

entre los Estados miembros y la Co­

misión Europea, sobre todo en lo 

que se refiere a las prohibiciones re­
lativas a las empresas contenidas en 

el artícu lo 85 y la prohibición del 

abuso de posición dominante de 
acuerdo con el artículo 86 del Trata­

do de Unión Europea, pretende ser 

llevada a cabo, según opina la Comi­
sión, a través de dos etapas. 

Así, en una primera, se publicará 

una proposición con el objetivo de ofre-

cer a todos los interesados la posibil i­

dad de que éstos puedan dar a conocer 
sus observaciones. Posteriormente, en 

una segunda fase, se adoptará la comu­
nicación incluyendo las obser vaciones 

recibidas. 
La primera fase de este plan, la de 

puesta en ci rculación de la Proposición 
de la Comisión anterior al acuerdo, ya 

ha sido publicada en el Diario Oficial 

N° c/262, abriéndose un periodo de ob­
servaciones que concluirá el próximo 

25 de octubre. 
El texto oficial de la Proposición 

de la Comisión contiene cinco apar­

tados fundamentales: un análisis de 

las competencias de los Estados mi em­
bros y de la Unión Europea en esta 
materia; una pormenorización de las lí­

neas de orientación para el reparto de 
tareas entre ambos sujetos competen­

ciales, un desarrollo de la cooperación 

en aquellos asuntos en los que la Comi­
sión debe conocer del hecho en p rimer 

lugar y en Jos supuestos en que lo debe 

hacer el Estado y, p or último, un estu­
dio del proced imiento a seguir para el 

caso en el que deban interveni r en un 

mismo asunto la Comisión y el Estado 
miembro. 

Con esta base, los Estados miem­

bros deberán realizar s us aportaciones 
en el plazo anteriormente señalado 

abriendo un procedimiento interno de 

consulta previa en el q ue intervengan el 

resto de los organismos interesados. 

111. Fondos Comunitarios 

1. La mayor parte de los Estados 
miembros protestan a la Comisión 
por los retrasos considerables en el 
pago de la financiación de los 
Fondos Estructurales. 

Los Gobiernos de los Quince han criti­
cado abiertamente la postura de la Co­

misión Europea justificando el impago 

de más de 20.000 millones de Ecus en 

ayudas previstas en el marco de la Po­

lítica Regional a lo largo de los d iez 
últimos años por parte de la Comuni­

dad Europea. El razonamiento del Eje­

cutivo Comunitar io se basa en la ten­
dencia de los Estados miembros, q ue 

deben aportar un porcentaje estableci­

do con respecto al coste total de la in­
fraestructura, hacia la reducción de esta 

aportación para respetar el criterio de 

convergencia relativo al déficit público, 
De acuerdo con los datos difundidos 

por el portavoz de la Comisi ón, lama­

yoría del dinero acumulado se refiere al 
actual período de p rogramación y as­

ciende a más de 14.000 millones de 

Ecus (2.226 m illones de pesetas) desde 
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1994, generando un retraso total equi­
valente casi al presupuesto anual para 
ayudas regionales europeas. 

Estas ayudas se conceden solamen­
te si los Estados miembros se compro­
meten a aportar las sumas correspon­
dientes para los proyectos previstos. 
Sin este compromiso, la Comisión no 
puede participar en la cofinanciación. 
Realizando un análisis de la situación 
por países podemos comprobar como 
Italia es e l mayor responsable de que se 
acumulen ayudas regionales no gasta­
das (representa el 24,4% del total); Es­
paña ostenta el21,5%, Grecia el 11,2%, 
Alemania el 10,6%, Francia el 9,8% y 
Portugal y e l Reino Unido el 7, 7%. 

Según la Comisión, durante el pe­
ríodo de 1994-1996 los países que peor 
han invertido los créditos previstos son, 
por este orden, España, Italia, Alema­
nia y Grecia debido principalmente a la 
lenta absorción de las ayudas a resultas 
de la pol ít ica de austeridad presupues­
taria o a la transferencia de competen­
cias a los entes regionales. 

IV. Relaciones Exteriores 

1. los servicios de la Comisión 
preparan un plan de acción para el 
desarrollo de la cooperación euro­
mediterránea en el marco de las 
tecnologías de la información 

Uno de los objetivos primordiales de la 
Conferencia Euromediterránea celebra­
da el pasado noviembre durante los 
días 27 y 28 fue la creación de una aso­
ciación euro-mediterránea que, en su 
dimensión económica y financiera, po­
tenciara la importancia de la ciencia y 
la tecnología en el desarrollo económi­
co y social de es tos países, así como la 
necesidad de modernizar las infraes­
tructuras de las telecomunicaciones y 
de las tecnologías de la información. Al 
mismo tiempo, la Conferencia celebrada 
en Roma durante los días 30 y 31 de 
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mayo de 1996 ha destacado la importan­
cia que reviste para la región mediterrá­
nea el fomentar una transición armonio­
sa hacia la Sociedad de la Información. 

En este marco, la Comisión ha ar­
ticulado un plan en el que se contie­
nen tres aspectos fundamentales: 

l. Desarrollo de las redes de infor­
mación a través del establecimien­
to de un diálogo permanente, acom­
pañado de encuentros reg ulares en­
tre los actores económicos, políticos 
y sociales principales de estos Esta­
dos, con el objetivo de mejorar el 
marco reglamentario de las comuni­
caciones. 

2. Apoyo a las medidas de Investi­
gación y Desarrollo contenidas 
en el4° Programa Marco de I+D. 
Las principales proposiciones que 
deben ser examinadas son: estable­
cer un ámbito de cooperación entre 
los proyectos aplicables a la Socie­
dad de la Información, promover la 
constitución de una red que inclu­
ya cables marinos y satélites y desa­
rrollar actividades científicas en 
cada Estado pa.rticipante. 

3. Promoción de los recursos huma­
nos mediante la intensificación de 
acciones de intercambio de expe­
riencias, la incl usión de proyectos 
piloto de cooperación y el desarro­
llo de la formación inicial y conti­
nua en los sectores relativos a la 
Sociedad de la Información y, en 
particular en materia de Telecomu­
nicaciones y de acceso a las redes de 
información electrónica. 

De esta manera, la Comisión preten­
de propulsar la tecnología y el desarro­
llo de Jos recursos humanos en estos 
países con vistas a lograr un mejor en­
tendimiento entre ambas orillas del 
Mediterráneo que impulse la coopera­
ción a todos los niveles. 

V. Sector 

1. Telecomunicaciones: la Comisión 
propone una nueva Directiva sobre 
la aplicación de los principios para 
la constitución de una red abierta a 
la telefonía vocal y del servicio 
universal 

Con el objetivo fundamental de consti­
tuir una red abierta para la telefonía 
vocal con vistas a la liberalización total 
del sector prevista para el 1 de Enero de 
1998, la Comision ha propuesto al Par­
lamento y al Consejo, de acuerdo con el 
Proceso de codecisión, la actualización 
de la Directiva de Telecomunicacio­
nes, desarrollando y ampliando el 
contenido de la anterior, a la cual 
r emplazará. 

Esta Directiva, adoptada en Diciem­
bre del año pasado, debe trasponerse al 
Derecho Interno antes de q ue acabe el 
año, lo cual supone que los Estados 
miembros tendrán que incluir en sus 
ordenamientos jurídicos las med idas 
necesarias para que, de acuerdo con el 
concepto de servicio universal, los ciu­
dadanos puedan beneficiarse de servi­
cios de calidad en toda la Unión Euro­
pea; e llo supone el Hbre acceso, no ya 
sólo a los servicios de base, sino tam­
bién a los servicios especiales, adapta­
dos a las necesidades de los discapaci­
tados y a los de telefonía móvil. 

Otro de los aspectos fundamentales 
que abordará la nueva propuesta de di ­
rectiva será e l de la a plicación de unas 
tarifas especiales en las que se fije un 
límite máximo que controle los pre­
cios abusivos para proteger al usua­
rio de medidas consideradas como 
inaceptables. En este sentido, el nue­
vo texto de la Comisión señala que los 
Estados miembros deberán eliminar 
progresivamente los obstáculos que 
restrinjan la aplicación de los sistemas 
tarifarios especiales. 

Un tercer ámbi to q ue desarrolla el 
texto planteado por la Comisión es el 
cambio de estructura organizativa 
establecido en r elación con la ante­
rior Direct iva. Este cambio afecta enor­
memente a los Estados miembros, los 
cuales podrán decidir qué organismos 
serán competentes para ejecutar las 
obl igaciones del servicio universal. 

En lo concerniente a la financiación 
del servicio universal se seguirá desa­
rrollando el régimen establecido por la 
Directiva 96/19/CE basado en una fi­
nanciación nacional en la que interven­
gan todos los actores permiti endo así 
un reparto de los costes. 

ECONOMIST & IURIST . 



2. Energía: un nuevo programa que 
desarrolla la energía fotovoltaíca 
de cara al 201 O acaba de ser puesto 
en marcha por la Comisión. 

El programa AL TENER se inscribe en el 
marco de los esfuerzos realizados para es­
tabilizar las emisiones de C02, tomando 
como referencia los niveles existentes en 
1990, con el fin de reducirlos de aquí al 
año 2000. Su objetivo es desarrollar la 
utilización de fuentes de energía renova­
bles en la UE y favorecer el comercio de 
productos energéticos a nivel mundial. El 
presupuesto para este programa es de 40 
millones de Ecus. 

El estudio Foto voltaico de cara al 
2010 define un marco para el crecimien­
to duradero de la industria europea den­
tro del sector de la energía foto voltaica. 
Aparentemente, esta energía está hoy en 
día en el punto de mira de los científicos 
europeos, ya que ofrece grandes ventajas 
medio ambientales y sociales (tecnología 
eléctrica limpia, alto rendimiento, etc.), 
además de ser la menor perjudicial para 
el medio ambiente. Sin embargo, en los 
países industrializados donde los consu­
midores ya están conectados a las redes 
eléctricas, los elevados costes del sistema 
constituyen un obstácu lo para su genera­
lización. 

Por tanto, hasta que este tipo de 
energía haya probado su valor y haya 
conseguido la confianza de los consu­
midores, la demanda continuará siendo 
baja y los costes de producción eleva­
dos. En este sentido, los programas de 
apoyo, tanto a nivel europeo como na­

cional y regional son esenciales para 
invertir esta tendencia. 

3. Sociedad de la Información: La 
Comisión define cuatro líneas de 
acción para la gestión eficaz y 
beneficiosa de la transición hacia la 
sociedad de la información. 

La Comisión, en su búsqueda de asegu­
rar que la sociedad de la información 
beneficie al conjunto de la Unión Euro­
pea y a todos sus ciudadanos, así como 
que la nuevas tecnologías creen nuevos 
empleos, ha definido unas líneas de 
acción, tal y como se indica en una 
comunicación de la Comisión, sobre 
<<las Consecuencias de la Sociedad de 
la Informaciónn. El texto se centra a en 
los siguientes puntos: 

a) Mejorar el entorno de las em­
presas. La Comisión considera que 
para asegurar la total liberalización de 
las telecomunicaciones de aquí al pri­
mero de enero de 1988, es preciso adop­
tar e l marco reglamentar,io necesario y 
ponerlo en práctica adecuadamente. En 
este sentido, una coordinación entre las 
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autoridades reglamentarias competen­
tes, especialmente en el campo de las li­
cencias, atribución de frecuencias, nu­
meración y re laciones exteriores es im­
portantísima. Asimismo, la Comisión 
está estudiando en qué medida podría 
ser necesario crear una autoridad de re­
glamentación de las telecomunicacio­
nes a nivel europeo. 

b) Invertir en el futuro. Para la Co­
misión, una Sociedad de la Información 
es una sociedad que reposa en el saber. 
Con este fin, y para mejorar la base de 
conocimientos en Europa, el 5° progra­
ma Marco de Investigación y Desarro­
llo Tecnológico deberá tener en cuenta 
la acciones relacionadas con la sociedad 
de la información. 

e) Primero los ciudadanos. La so­
ciedad de la información ofrece grandes 
posibilidades para mejorar el nivel de 
vida de los ciudadanos: pero los cam­
bios representan asimismo nuevos re­
tos para la sociedad y, por ello, es pre­
ciso velar por que los beneficios se re­
partan equitativamente en toda la 
Unión y entre todos sus habitantes. En 
este sentido, la Comisión quiere revisar 
el papel de las políticas regionales en la 
sociedad de la información. 

d) Considerar el reto mundial. La 
creciente mundialización obliga a defi­
nir las reglas relativas a la interco­
nexión de las redes y la interoperabili­
dad de los servicios, la protección de los 
derechos de propiedad intelectual, la 
seguridad de la información, la protec­
ción de la vida privada y de Jos datos de 
carácter personal, las normas un iversa­
les y la eliminación de los obstáculos a 
los intercambios. 

4. Formación Profesional : 
La Comisión aprueba el Libro Verde 
sobre los obstáculos a la movilidad 
en materia de educación, formación 
e investigación y el nuevo plan de 
acción «Aprender en la sociedad de 
la información» 

A iniciativa de la Comisaría Edith Cres­
son, la Comisión Europea ha aprobado 
un Libro Verde sobre los obstáculos a la 
movilidad transnacional en el campo de 
la formación, de la educación y de la in­
vestigación. En este texto, dicha Insti­
tución identifica las principales restric­
ciones que se pueden aplicar para fo­
mentar la movilidad a los estudiantes, 
profesores, investigadores y trabajado­
res en formación. 

Asimismo, el Libro Verde plantea 
nuevas pistas de acción que faciliten 
la movilidad transnacional de perso­
nas tales como: la atribución de un 

estatus jurídico a Jos aprendices y vo­
luntarios en la Unión Europea, la apli­
cación de un sistema uniforme a los in­
vestigadores que sean beneficiarios de 
una beca, la configuración de un siste­
ma de protección social en favor de los 
estudiantes que se desplacen por la 
Unión Europea, la supresión del con­
cepto de territorialidad en los sistemas 
de becas, el otorgamiento de ayudas 
especiales a los disminuidos, la mejora 
de la información y de las acciones de 
sensibilización de los ciudadanos sobre 
las ventajas de la movilidad en la for­
mación y la incentivación sobre el 
aprendizaje de idiomas. 

Con este documento, la Comisión 
pretende poner fin a situaciones absur­
das como el hecho de que un desem­
pleado que quiera complementar su 
formación en otro Estado miembro 
pierda su derecho a obtener una pres­
tación y su cobertura social, el vacío 
legal que afecta al joven licenciado que 
realiza un período de prácticas en otro 
Estado de la Unión Europea, conside­
rándole como un estudiante y no como 
un trabajador. 

Paralelamente a la adopción de este 
texto, la Comisión, bajo el título 
Aprender en la sociedad de la infor­
mación, ha aprobado un nuevo plan de 
acción cuyo objetivo es acelerar la 
adopción de nuevos útiles en favor de 
la sociedad de la información aplicado 
a las escuelas. Esta iniciativa, califica­
da por los Comisarios Martín Bange­
mann y Edith Cresson como un gran 
paso en la adecuación de las nuevas tec­
nologías a las aspiraciones de la socie­
dad, desarrolla cuatro aspectos fund a­
mentales: la interconexión de las escue­
las de los diferentes Estados miembros 
de la Unión Europea, el desarrollo y la 
difusión de programas pedagógicos de 
interés europeo, la formación de los 
profesores y la información sobre los 
diferentes útiles audiovisuales y multi­
media aplicables a la formación. 

La Comisión considera que este 
proceso es fundamental ya que permi­
te a los jóvenes el manejo de ordenado­
res, C.D. Rom, Internet y otros elemen­
tos de aprendizaje útiles para el ejerci­
cio de cualquier profesión en el futuro . 

En principio, el plan de acción está 
calculado para ser desarrollado en el 
plazo de dos años gracias a la aplicación 
de las medidas contenidas en los Pro­
gramas Comunitarios de Educación y 
Formación Profesional (Sócrates y 
Leonardo); sin embargo, dada la enver­
gadura de la acción, se calcula que tar­
dará un tiempo más en ponerse comple­
tamente en funcionamiento. Finalmen­
te señalar que la Comisión ha destina­
do lOO millones de Ecus para la 
realización de este proyecto. 
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s. Comercio: la Comisión aprueba 
un nuevo vocabulario aplicable a la 
contratación pública. 

con el propósito de establecer una no­
menclatura armonizada para la clarifi­
cación de los contratos públicos, la 
comisión ha adoptado un nuevo códi­
go que resuelva Jos problemas concep­
tuales e idiomáticos que se le presentan 
al licitador a la hora de determinar el 
objeto del contrato del concurso u otros 
aspectos del mismo. 

El vocabulario CPV es un instru ­
mento que atribuye un código de nueve 
cifras a más de 6000 términos que gene­
ralmente son utilizados en los procedi­
mientos de contratación pública. Este sis­
tema, íntimamente relacionado con el sis­
tema SIMAP (Sistema de Información de 
Datos Públicos) de la Comisión y la base 
de datos de contratación pública Tenders 
Eledronic Daily (TED), facilitará la utiliza­
ción de la tecnología con el fin de mejo­
rar la eficacia de la oferta de contratación 
en los mercados públicos. 

Las ventajas que plantea la implan­
tación de este sistema son: el desarro­
llo de una mayor transparencia en la 
transposición de la información, la re­
ducción de errores involuntarios en las 
traducciones de los textos, la realización 
de una contratación de forma rápida y 
exacta, la simplificación de las tareas de 
Jos poderes de Jos adjudicadores en la 
preparación de los anuncios y la elabo­
ración de estadísticas precisas en la con­
tratación pública. 

De esta manera se espera que el sis­
tema sea un m ecanismo útil de infor­
mación e el que se contengan todos los 
datos informativos relativos al objeto 
del contrato. Asimismo, la Comisión 
pretende que esta Recomendación al­
cance un desarrollo completo lo antes 
posible y por ello, ha realizado un man­
damiento a los Estados miembros, 
poderes públicos, entidades adjudi­
cadoras y a los empresarios para que 
utilicen este sistema en sus pliegos de 
condiciones lo antes posible. 

Esta medida de promoción del sis­
tema también se dirige a los suminis­
tradores y usuarios para que utilicen 
este tipo de p liegos e informen a la 
Comisión en los casos en los que detec­
ten que el CPV no describe de forma 
clara y concisa el objeto de un contrato 
público. 
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6. Política Social: la Comisión 
Europea considera que las normas 
actuales sobre protección de los 
trabajadores expuestos al amianto 
son insuficientes. 

A través de su Comunicación al Conse­
jo y al Parlamento relativa a los resul­
tados de la evaluación prevista por la 
Directiva sobre protección de los traba­
jadores contra los riesgos de la exposi­
ción al amian to durante el trabajo, la 
Comisión ha manifestado que, en prin­
cipio, la legislación comunitaria en vi­
gor puede calificarse como de adecua­
da y no debe modificarse. Sin embargo, 
si la Unión Europea decidiera extender 
la prohibición del uso de amianto, se 
debería producir un cambio radical que 
afectaría a la venta de productos que 
contengan este material 

El amianto puede provocar fibrosis 
intestinal, cáncer de pulmón y otras en­
fermedades graves. Para luchar contra 
e llas, el Consejo adoptó en septiembre 
de 1993 la Directiva 83/477/CEE, rela­
tiva a la protección de los trabajadores 
contra los riesgos de exposición al 
amianto en el trabajo, en donde se des­
taca la necesidad de establecer medidas 
preventivas a la vez que se incentiva a 
los Estados miembros a luchar contra el 
uso de este material de construcción. 
Es ta Directiva se aplica a todos los tra­
bajadores excepto a los de la navega­
ción aérea y marítima y, en general su 
nivel de protección parece adecuado. 

La nueva Directiva no solo mejora la 
situación laboral de los trabajadores que 
en el ejercicio de su profesión estén ex­
puestos al amianto sino que además les 
otorga un papel más importante a la hora 
de determinar el peligro que este mate­
rial pueda suponer para su salud. 

7. Protección civil: Funcionamiento 
eficaz del sistema de la Unión 
Europea de alerta rápida como 
consecuencia del envenenamiento 
de un queso en Italia. 

Los envenenamientos ocurridos en Ita-
lia por el consumo de queso Mascarpone, 
utilizado para la preparación del Tirami­
sú y vendido con las marcas «Gj.¡lio )), 
«Sol di valle•• y «Parmalat••, h~ de­
mostrado la eficacia del sistema de aler­
ta rápida establecido por la Unión Eu­
ropea con el fin de hacer frente a situa­
ciones de es ta naturaleza de la forma 
más rápida y efectiva posible. 

Antes estos desafortunados hechos, 
las autoridades comunitarias y naciona­
les han coordinado sus acciones con el 
fin de poner en marcha todas las medi­
das necesarias para retirar de la venta el 
producto en los Estados miembros don-

Tras la localización del brote, las 
autoridades italianas comunicaron los 
hechos a la Comisión de forma inme­
diata, y ésta a su vez lo puso en conoci­
miento de los demás Estad os miem­
bros, especialmente aquellos donde el 
producto se comercializa (Austria, Es­
paña, Bélgica y Suecia). Gracias al sis­
tema de alerta rápida, las autoridades 
de los Estados miembros han logrado 
retirar los productos nocivos de la venta 
y tomar las medidas apropiadas para 
evitar un envenenamiento como el ocu­
rrido en Italia. Ante este tipo de situa­
ciones, y en espera de que las autorida­
des y expertos comunitarios tomen las 
medidas apropiadas, se autoriza a los 
Estados miembros a adoptar las inicia­
tivas nacionales de salvaguarda que 
estimen convenientes. 

8. Salud: Los quince quieren 
garantizar la seguridad de la sangre 

En una reunión informal preparatoria 
del próximo Consejo dell2 de noviem­
bre, los ministros europeos de salud 
pública han debatido acerca de posibles 
medidas de armonización europea 
relativas a la seguridad y autosuficien­
cia de la cadena de sangre. La reunión 
se centrará principalmente en los si­
guientes aspectos: 

• La selección e identificación del donante: 
Dado que persisten diferenci as en­
tre los Estados miembros en lo que 
se refiere a los criterios de selección, 
el objetivo es crear un marco común. 

• Calidad de la inspección: Es necesario 
organizar los criterios de base de la 
Unión Europea para garantizar la ca­
lidad y la inspección de la sangre y 
de sus componentes. 

• Utilización racional de los recursos: El 
punto inicial de este apartado es e l 
reconocimiento de que Jos donantes 
tienen derecho a esperar e l mejor 
uso posible de las donaciones. 

Sensibilización: Es preciso recurrir a 
los medios de comunicación y a los 
profesionales de la medicina para 
sensibilizar al público sobre la im­
portancia y seguridad de donar y 
recibir sangre. + 

de había sido importado. *Abogados 
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1.- Fundamento. 

como enseña la teoría general del Dere­
cho, la prescripción se produce por la falLa 
de ejercicio de su derecho por el acreedor . 
unida a la falta de reconocimiento del 
mismo por el deudor, que es el llamado 
"silencio de la relación jurídica", duran­
te el tiempo fijado por la ley. 

Su fundamento radica en la seguri­
dad jurídica, garantizada por el art. 9.3 
de la Consti tución. 

En e1 Derecho Tributario, se fortale ­
ce dicho fundamento hasta el punto de 
que la prescripción ha de aplicarse de 
oficio, no pudi éndose fundar la pres­
cripción, como ha señalado Matías Cor­
tés, ni en una presunción de renuncia al 
crédito tributario por la Administra­
ción, dado e l carácter indisponible de la 
obligación tributaria, ni en la mayor o 
menor buena fe del sujeto pasivo, pues 
la prescripción siempre favorece a 
quien incumple, derivado de la inefica­
cia de la Administración en el ejercicio 
de sus potestades. 

La prescripción tributaria es, pues, 
una exigencia de la seguridad jurídica. 
Pero, además, como ha advertido Ra­
món Falcón y Tella, constituye una exi ­
gencia lógica del principio de capaci­
dad contributiva, que postula el grava­
men de la capacidad actual, lo que im­
pide que la Administración Tributaria 
pueda mantenerse inefícaz en la liqui­
dación o recaudación de un crédito tri ­
butario más allá de un límite razonable. 

11.- Regulación general. 

La regulación general de la prescripción 
en el Derecho Tributario se contiene en 
los arts. 64 a 67 de la Ley General Tri­
butaria, que establece, como declara su 
a rt. L los principios básicos y las nor­
mas fundamentales q ue constituyen e l 
régimen jurídico del sistema tributario 
español. 

Según e l art. 64, "prescribirán a los 
cinco años los siguientes derechos y acciones: 

a) El derecho de fa Administración para de­
terminar la deuda tributaria mediante la 
oportuna liquidación, salvo en el Impues­
to de Sucesiones, en que el plazo será de 
diez años. 

b) La acción para exigir el pago de fas deu­
das tributarias liquidadas. 

e) La acción para imponer sanciones 
tributarias, con la salvedad establecida en 
fa letra a); y 

d) El derecho a la devolución de ingresos in· 
debidos". 

FISCAL 

Según el art. 65, "el plazo de prescrip­
ción comenzará a contarse en los distintos 
supuestos a que se refiere el artículo anterior 
como sigue: 

En el caso a), desde el día en que finalice 
el plazo reglamentario para presentar la co­
rrespondiente declaración; en el caso b), des­
de /a fecha en que finalice el plazo de pago vo­
luntario; en el caso e), desde el momento en 
que se cometieron las respectivas infracciones, 
y en el caso d), desde el día en que se realizó 
el ingreso indebido". 

Por su parte, el art. 66 advierte lo 
siguiente: 

"l. Los plazos de prescripción a que se re­
fieren las letras a), b) y e) del artículo 64 se 
interrumpen: 

a) Por cualquier acción administrativa, rea­
lizada con conocimiento formal del suje­
to pasivo, conducente al reconocimiento, 
regulación, inspección, aseguramiento, 
comprobación, liquidación y recaudación 
del impuesto devengado por cada hecho 
imponible. A estos efectos se entenderán 
como realizadas directamente con el sujeto 
pasivo fas actuaciones de Juntas y Comi­
siones, en el procedimiento de estimación 
global, para los que estuvieren debida ­
mente representados. 

b) Por la interposición de reclamaciones o 
recursos de cualquier clase. 

e) Por cualquier actuación del sujeto pasivo 
conducente al pago o liquidación de la 
deuda. 

2. El plazo de prescripción a que se refiere la 
letra d) del artículo 64 se interrumpirá 
por cualquier acto fehaciente del sujeto 
pasivo que pretenda la devolución del in­
greso indebido o por cualquier acto de la 
Administración en que se reconozca su 
existencia". 

Y, finalmente, el art. 67 declara que 
"la prescripción se aplicará de oficio, sin ne­
cesidad de que la invoque o excepcione el 
sujeto pasivo". 

Por tanto, el art. 64 regula los su­
puestos de prescripción y su plazo; el 
65, el día inicial de su cómputo; el66, 
las causas de interrupción; y el67, su 
aplicabilidad de oficio. 

111.- Supuestos de 
prescripción. 

Los supuestos de prescripción se enu­
meran en el art. 64 con carácter no ex­
haustivo, pues no comprende todas las 
situaciones jurídicas s usceptibles de 
prescripción, sino únicamente, y bajo la 
impropia denominación de "derechos y 
acciones", importada del Código Civil , 

las siguientes 4: el derecho a liquidar, 
la acción para recaudar, la acción 
para sancionar y el derecho a la de­
volución de ingresos indebidos. 

Los d os primeros supuestos se refie­
ren a la obligación tributaria, a cuya de­
terminación y exigencia se dirigen las po­
testades tributarias liquidatoria y re­
caudatoria, es decir, las potestades tribu­
tarias en las d os manifestaciones de la au­
totutela administrativa: la autotutela 
declarativa, en virtud de la cual la Ad­
ministración puede declarar su propio 
derecho, dotándose de un título ejecuti­
vo, en este caso la liquidación tributaria, 
sin necesidad de sentencia; y la autotu­
tela ejecutiva, en virtud de la cual la Ad­
ministración, normalmente mediante el 
procedimiento administrativo d e apre­
mio, puede ejecutar forzosamente su cré­
dito determinado a través de la corres­
pondiente liquidación si no es satisfecho 
voluntariamente por el administrado en 
determinado p lazo, sin necesidad de acu­
dir a un proceso judicial . 

El tercer supuesto se refiere a un 
caso radicalmente di stinto del ejercicio 
de una potestad tributaria, pues se tra­
ta de la potestad administrativa san­
cionadora, que ha de regirse por prin­
cipios penales. 

Y e l cuarto, a l d e recho subjetivo 
del administrado a la devolución de 
ingresos indebidos. 

IV.- Plazo de prescripción. 

En todos los casos, el plazo de pres­
cripción es de 5 a ños. 

La salvedad que e l art. 64 a) y e) 
contiene relativa a la prescripción a 
los 10 años del derecho a practicar la 
correspondiente liquidación y a im­
poner sanciones en e l Impuesto de 
Sucesiones ha sido derogada tácita­
mente por el art. 25 de la Ley 29/ 
1987, de 18 de Diciembre, del Im­
puesto sobre Sucesiones y Donacio­
nes, que impone la prescripción 
t a mbién a los 5 años. 

Además, la Disposición Transitoria 
l" de la citada Ley advierte que dicho 
pl azo de prescripción de 5 años, frente 
a los lO establecidos por la normativa 
anterior en e l Impuesto de Sucesiones, 
se ap licará con carácter retroactivo a 
los hechos imponibles acaecidos con 
anterioridad a la entrada en vigor de la 
Ley, que se produjo el 1 de Enero de 
l. 988. En interpretación de dicho pre­
cepto, la doctrina administrativa, con­
tenida en la con testación de la Direc­
ción General de Tributos a la consulta 
317/88, de 27 de Julio de l. 988, consa­
grad a jurisprudencialmente (Sentencia 
del Tribuna l Supremo de 2 de Diciem­
bre de 1.992), advierte que tratándose 
de fallecimientos anteriores a l 1 de 
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Enero de l. 988, el nuevo plazo de pres­

cripción de 5 años ha de contarse des­

de el día del fallecimiento en el caso de 

fall eci mientos ocurridos hasta el 26 de 

Abril de l. 985 y desde el día de finali­

zación de l plazo reglamentario para 

presentar la correspondiente declara­

ción (1 año después del fallecimiento) 

en el caso de fallecimientos ocurridos 

con posterioridad, de modo que si la 

liquidación del Impuesto de Sucesio­

nes devengado antes del l de Enero de 

1.988 no se notificó antes de dicha fe­

cha, y transcurrió el citado plazo de 5 

años sin interrupción, aunque hubiera 

habido actuación interruptiva transcu­

rrido dicho plazo y antes de transcurri­

do el de 10 años, ha de entenderse pro­

ducida la prescripción. 
La normativa vigente ha optado, por 

tanto, por un plazo único de prescrip­

ción de 5 años aplicable a todas las si­

tuaciones tributarias, en lugar de plazos 

diversos según el tipo de tributo o la 

conducta del sujeto pasivo. Ello consti­

tuye un acierto, pues, en virtud del fun­

damento de la prescripción , el plazo ha 

de fijarse ex el u si vamente en función de 

la seguridad jurídica, lo que en el De­

recho Tributario exige que el plazo de 

prescripción ha de ser aquel plazo razo­

nabl e en que la Administración ha de 

ejercitar sus potestades, cualquiera que 

sea la actitud del sujeto pasivo, por 

esencia incumplidora, debiendo fijarse 

por ley un plazo menor cuanto mayores 

sean los medios a disposición de la 

Administración para el ejercicio de sus 

potestades. 

V.- Cómputo del plazo. 

1Tatándose el plazo de prescripción 

establecido por la ley de un plazo 

fijado "por años", ha de computarse 

de fecha a fecha, como exigen tanto e l 

art. 48.2 de la Ley 30/92, de 26 de No­

viembre, sobre Régimen Jurídico de las 

Administraciones Públicas y Procedi­

miento Administrativo Común, como el 

art. 5.1 del Código Civil. 
E l cómputo de "fecha a fecha" del 

plazo de prescripción implica: 

• Que el último día del plazo de pres­

cripción de 5 años es aquél cuyo 
ordinal coincide con e l día del mis­

mo mes del año correspondiente en 

que se produjo el hecho que deter­

minó el inicio del cómputo. 

• Y que el día en que comienza el 

cómputo es aquél en que se produ­
ce el hecho fijado por la ley para de­

terminar tal inicio, no el día si­

guiente, como resulta corroborado 

por el tenor literal de l art. 65 de la 
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Ley General Tributaria y el art. 
48.4,2° párrafo, de la citada Ley 30/ 
92, que ha querido distinguir entre 
los plazos señalados por días y los 
fijados por meses o años a efectos de 
establecer el día inicial, superando 

así viejas controversias doctrinales y 
juri sprudenciales. 

Aplicando tales reglas a un ejemplo 

práctico concreto, si una persona falle­

ce en 31 de Julio de l. 996, el plazo de 

prescripción del derecho de la Admi­

nistración para determinar la deuda tri­

butaria mediante la oportuna liquida­

ción en el Impuesto de Sucesiones (uti­

lizando la terminología legal), se inicia 

e l día en que finaliza el plazo reglamen­

tario de 6 meses para presentar la co­

rrespondiente declaración, es decir, el 

31 de Enero de 1.997, y no el día si­

guiente, y concluye en consecuencia el 

31 de Enero de 2.002. 
Ahora bien, para fijar el día inicial 

de cómputo del plazo de prescripción, 

la ley atiende a hechos diversos, según 

los distintos supuestos de prescripcióH. 

VI.- Dia inicial del cómputo 
del plazo de prescripción 
del derecho de la 
administración a liquidar. 

Según e l art. 65 de la Ley General1Ti­

butaria, el plazo de prescripción del 

derecho de la Administración para de­

terminar la deuda tributaria median te 

la oportuna liquidación com enzará a 

contarse desde el día en que finalice 

el plazo reglamentario para presen­

tar la correspondiente declaración. 
La redacción actual de dicho precep­

to fue d ada por la Ley 1011985, de 26 de 

Abril, de Modificación Parcial de la Ley 

General Tributaria, que sustituyó como 

día inicial el día del devengo, fijado 

desde la redacción originaria del pre­

cepto, por el de finalización del plazo 

para presentar la declaración. Dado que 

la Ley 10/85 entró en vigor el 27 de 

Abril de 1.985, ha de concluirse que el 

plazo de prescripción de las obligacio­

nes tributarias devengadas antes de di­

cho día se inició el día de su devengo y 

e l de las devengadas a partir del mismo 

el día de finalización del plazo para pre­

sentar la correspondiente declaración. 

En rigor, tanto la fijación del día del 

devengo como la del día de finalización 

del plazo para presentar la declaración 

responden a las exigencias de la segu­

ridad jurídica que ha de presidir la re­

gulación de la prescripción tributaria, 

en cuanto establecen un día inicial co­

nocido de antemano por la Administra­

ción y el administrado, de carácter ob­

jetivo, indisponible para ambos, que 

ni siquiera depende de que la Admi­

nistración conozca o no la realiza­

ción del hecho imponible. 
Sin embargo, la fijación com o día 

inicial del día de finalización del plazo 

para presentar declaración tiene mayo­

res ventajas prácticas, pues facilita la 

comprobación administrativa de la de­

claración correspondiente a un p eríodo 

en el que se han realizado diversos he­

chos imponibles de un mismo tributo, 

como sucede con el I.V.A. y, en general, 

los tributos instantáneos de liquidación 

periódica. 
Además, evita el agravio producido 

con anterioridad entre quien presenta­

ba declaración, aunque incorrecta, y 

quien no presentaba declaración algu­

na, que veía antes consumada la pres­

cripción debido a la falta de declaración 

interruptiva del plazo. No obstante, di­

cho efecto se hubiera conseguido en 

mayor medida fijando como día inicial 

el día de presentación de la correspon­

diente declaración y, en su defecto, el de 

finalización del plazo de su presentación. 

Finalmente, algún sector de la doc­

trina y jurisprudencia destaca que el día 

inicial establecido por la normativa vi­

gente es más congruente con el princi­

pio de la "actio nata" recogido en los 

arts. 1.969 del Código Civil y 40.l.a) de 

la Ley General Presupuestaria, en vir­

tud del cual el plazo de prescripción se 

inicia desde el día en que el derecho o 

acción pudo ejercitarse; y como la Ad­

ministración Tributaria no puede prac­

ticar liquidación alguna hasta que ven­

za el plazo para presentar la correspon­

diente declaración, ha de fijarse como 

día inicial del plazo de prescripción el 

del vencimiento del plazo de declaración. 

No obstante, debe advertirse que el 

principio de la "actio nata" no ha sido 

recogido en el ámbito de la prescripción 

tributaria. Aunque, ciertamente, la li­

quidación no puede practicarse hasta el 

vencimiento del plazo de declaración, 

ello no había impedido al legislador de 

1.963 la fijación del día de l devengo 

como día inicial ni justificaba al legis­

lador de 1.985 su sustitución por e l día 

de finalización del plazo de declaración. 

Fue un criterio de política legislativa el 

que impuso ese nuevo día inici a l de 

cómputo, basado en todo caso en e l 

principio de seguridad jurídica, hu­

yendo de la incertidumbre que en ma­

teria tan sensible como la tributaria 

podía provocar el principio de la 

"actio nata", plasmado ya en 1.977 en 

el citado precepto de la Ley General 

Presupuestaria, que incluso hubi era 

podido exigir, como señalaba Sainz de 

Bujanda, que el plazo de prescripción 

se computara desde el momento en que 

la Administración conoce la realización 

del hecho imponible, porque sólo en 
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ese momento se encuentra en situación 
de ejercitar su derecho. Como ya se ha 
dicho, el legislador ha seguido querien­
do acertadamente que el plazo de pres­
cripción se empiece a contar desde un 
día objetivo, aunque la Administra­
ción no haya conocido ni podido co­
nocer la realización del hecho impo­
nible. 

Por tanto, la normativa vigente, al 
fijar desde l. 985 como día inicial de 
cómputo del plazo de prescripción el 
día de finalización del plazo reglamen­
tario para presentar la correspondiente 
declaración, es congruente con el fun­
damento de la prescripción en el Dere­
cho Tributario, si bien la reforma de 
1.985 debería haber previsto una reduc­
ción del plazo de prescripción para 
compensar la ampliación que de hecho 
se ocasionaba al partir de un criterio 
distinto de fijación del día inicial, dado 
que la justificación de dicha modifica­
ción no era la ampliación del plazo de 
prescripción, y fijar como día inicial el 
día de presentación de la declaración y, 
sólo en su defecto, el del vencimiento 
del plazo de su presentación. 

En conclusión, el día inicial del 
cómputo del plazo de prescripción 
del derecho de la Administración a 
liquidar es, según e l art. 65 de la Ley 
General Tributaria, el día de venci­
miento del plazo reglamentario para 
presentar la correspondiente decla­
ración. En defecto de dicho plazo, ha 
de aplicarse supletoriamente la regla 
de la "actio nata", recogida en el art. 
40. l.a) de la Ley General Presupues­
taria, respecto de la cual la Ley Gene­
ral Tributaria es "ley especial", a tenor 
del cual "salvo lo establecido por las leyes 
reguladoras de los distintos recursos, prescri­
birá a los cinco años el derecho de la Hacien­
da Pública: a) a reconocer o liquidar créditos 
en su favo r, contándose dicho plazo desde el 
día en que el derecho pudo ejercitarse ... " 

Por tanto, habrá que atender al pla­
zo de presentación de la correspondien­
te declaración para saber el día inicial 
de cómputo del plazo de prescripción. 
Esto ha planteado algún problema de 
Derecho Transitorio de interés prácti ­
co, como en el Impuesto de Sucesio­
nes, en que el devengo se produce el 
día del fallecimiento y el plazo de pre­
sentación de la correspondiente decla­
ración es de 6 meses a contar del falle­
cimiento, prorrogable por otros 6 auto­
máticamente, según el Reglamento del 
Impuesto de Derechos Reales y sobre 
Transmisiones de Bienes de 15 de Ene­
ro de l. 959 y a solicitud del interesa­
do, según el Real Decreto 422/1988, de 
29 de Abril, por e l que se dictan normas 
provisionales para la gestión y liquida­
ción del Impuesto sobre Sucesiones y 
Donaciones, y el art. 68 del Reglamen-

to del Impuesto de 8 de Noviembre de 
1.991. Lo que implica que el Impues­
to de Sucesiones prescribe, salvo in­
terrupción del plazo de prescripción: 
a los 5 años del fallecimiento, si éste 
es anterior al 27 de Abril de 1.985 
(día en que entró en vigor la Ley 10/ 
85); a los 6 años del fallecimiento, si 
éste se produjo entre el 27 de Abril 
de l. 985 y el 4 de Mayo de l. 988; y a 
los 5 años y 6 meses del fallecimien­
to, si éste se produjo a partir del día 
5 de Mayo de 1.988 (fecha de entra­
da en vigor d el Real Decreto 422/ 
1988). 

A menudo, el plazo de presentación 
de la correspondiente declaración se 
cuenta desde el devengo del Impuesto. 
En el Impuesto sobre Transmisiones 
Patrimoniales, el plazo de presenta­
ción de la declaración es el de 30 días 
hábiles desde s u devengo, que tiene 
lugar con la efectiva transmisión del 
bien. Si la transmisión se formaliza 
en escritura pública, como és ta, ade­
más de equivaler a la tradición según el 
art. 1.462 del Código Civil, hace prue­
ba, aun contra tercero, del hecho que 
motiva su otorgamiento y de la fecha de 
éste, como declara el primer párrafo del 
art.l.218 del Código Civil, es induda­
ble que el devengo se produce en la fe­
cha de la escritura, a partir de la cual ha 
de empezar a contarse el plazo de 30 
días hábiles para presentar la corres­
pondiente autoliquidación, cuyo venci­
miento determina el inicio del cómpu­
to del plazo quinquenal de prescrip­
ción. En cambio, si la transmisión se 
formaliza en documento privado, 
éste no surte efecto probatorio frente a 
tercero sino desde que su fecha deba te­
nerse por cierta de conformidad con el 
art. 1.227 del Código Civil, es decir, 
desde el día en que hubiese sido incor­
porado o inscrito en un registro públi­
co, desde la muerte de cualquiera de los 
que lo firmaron, o desde el día en que 
se entregase a un funcionario público 
por razón de su oficio, supuesto en el 
que hay que incluir la presentación del 
documento junto con la autoliquida­
ción, lo que, en rigor, debería producir 
las siguientes consecuencias: 

a) La Hacienda Pública, como tercero, 
puede entender realizada la trans­
misión y, por tanto, producido e l 
devengo del Impuesto en la fech a 
cierta que resulte del art. 1.227 del 
Código Civil, en lugar de en la fecha 
del documento privado. En tal caso, 
el plazo de prescripción ha de con­
tarse desde e l día de vencimiento 
del plazo de 30 días hábiles a con­
tar del día siguiente a dicha fecha 
cierta y será esa fecha la que deter­
minará todos los elementos de la li -

quidación (valoración, tipo, etc.) 
que proceda dictar. Si la fecha cier­
ta deriva de la presentación del do­
cumento, dado que es aceptada por 
la Administración como fecha de la 
transmisión efectiva, no pueden 
producirse los efectos de la presen­
tación fuera de plazo, como la liqui­
dación de intereses o la imposición 
de sanciones. 

b) No obstante, el sujeto pasivo puede 
demostrar que el hecho imponible 
tuvo lugar en la fecha del documen­
to privado por cualquier otro medio 
de prueba, pues una cosa es que, a 
diferencia del documento público, 
el documento privado por sí mismo 
no surta efecto probatorio frente a 
tercero sino desde que su fecha deba 
tenerse por cierta de conformidad 
con el art. 1.227 del Código Civil y 
otra muy distinta que no pueda pro­
barse el hecho documentado por 
cualqui er medio de prueba admisi ­
ble en derecho. En tal caso, proba­
da la transmisión efectiva del b ien 
en la fecha del documento privado, 
se habría producido la prescripción 
si hubiesen transcurrido ininte­
rrumpidamente más de 5 años y 30 
días hábiles a contar de dicha fecha. 

e) La Hacienda Pública p uede aceptar 
que la transmi sión y, por tanto, el 
devengo del Impuesto se produjo en 
la fecha del documento privado, 
pues el art. 1.227 del Código Civil 
contiene una norma probatoria esta­
blecida en beneficio de los terceros, 
por lo que no es para éstos impera­
tiva. En tal caso, el p lazo de pres­
cripción ha de contarse desde el día 
del vencimiento del plazo de pre­
sentación de 30 días hábiles a con­
tar del siguiente a la fecha del docu­
mento privado y será esa fecha la 
que determinará todos los elemen­
tos de la liquidación que proceda 
dictar. Salvo que se haya producido 
la prescripción, la presentación fue­
ra de plazo producirá sus correspon­
dientes efectos en cuanto a intereses 
y sanciones. 

Tales consecuencias derivan del va­
lor probatorio de los documentos priva­
dos frente a terceros otorgado por el art. 
1.227 del Código Civil, que no tiene 
por finalidad proteger a Jos terceros, en 
este caso a la Hacienda Pública, del pro­
bable desconocimiento del documento 
pri vado sino de la posible falsedad de 
su fecha, evitándo les los efectos de un 
posible acuerdo simulado de las partes 
de haber celebrado el negocio en fecha 
anterior a la real. En este sentido, las 
consecu encias expuestas no resultan de 
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norma especial alguna de prescripción, 

sino de la aplicación al Derecho Tribu­

tario, exig ida por el art. 115 de .la Ley 

General Tributaria, de las normas que 

sobre medios y valoración de prueba se 

contienen en el Código Civil. 

Sin embargo, las consecuencias 

expuestas no son de aplicación real­

mente en el Impuesto sobre ITans­

misiones Patrimoniales, pues su nor­

mativa contiene en m ateria de pres­

cripción una auténtica regla excep­

cional. En efecto, el art. 94 del 

Reglamento del Impuesto de 29 d e 

Mayo de l. 995 declara lo siguiente: 

"l . La prescripción, salvo lo dispuesto en el 

apartado siguiente, se regulará por lo 

previsto en los artículos 64 y siguientes de 

la Ley General Tributaria. 

2. A los efectos de prescn'pción. en los docu­

mentos que deban presentarse a liquida­

ción, se presumirá que /a fecha de los pri­

vados es la de su presentación, a menos 

que con anterioridad concurran cualquie­

ra de las circunstancias previstas en el ar­

tículo 1.227 del Código Civil. en cuyo caso 

se computará /a fecha de la incorporación, 

inscripción, fallecimiento o entrega, res­

pectivamente. En los contratos no refleja­

dos documentalmente, se presumirá, a 

iguales efectos, que su fecha es la del día 

en que los interesados den cumplimiento 

a lo prevenido en el artículo 98. 1 de este 

Reglamento. 

3. La fecha del documento privado que pre­

valezca a efectos de prescripción de confor­

midad con lo que dispone el número an­

terior, determinará las condiciones de la 

liquidación que proceda por el acto o con­

trato incorporado al mismo, salvo que por 

los medios de prueba admisibles en Dere­

cho, se acredite su otorgamiento anterior, 

en los que se estará a la fecha así acredi­

tada en todo lo que no se refiera a la pres­

cripción del derecho de la Administración 

para practicar liquidación." 

Los dos primeros apartados repro­

ducen el art. 50 del Texto Refundido de 

la Ley del Impuesto, de 24 de Septiem­

bre de l. 993, que, a su vez, recogía lo 

dispuesto en el art. 53 del Texto Refun­

dido de 30 de Diciembre de 1.980, con 

redacción idéntica al art. 133 del ante­

rior Texto Refundido de 6 de Abril de 

l. 96 7. El tercero ha sido añadido por el 

Reglamento vigente, interpretando los 

apartados anteriores del mismo modo 

que, tras a lgunas vacilaciones, ha acaba­

do haciendo la jurisprudencia, in terpre­

tando la legislación anterior, mediante las 

Sentencias del ITibuna l Suprem o de 

15 y 29 de Noviembre d e 1.995. 

En efecto, hasta el Reglamento vi­

gente, existía la duda de si los sucesi-
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vos textos legales, al prever una norma 

específica sobre la prescripción del Im­

puesto sobre Transmisiones Patr imo­

niales en las transmis iones formaliza­

das en documento privado, contenían 

una norma de aplicación al Derecho 

Tribu tario del art. 1.227 del Código Ci­

vil, por lo que técnicamente sería inne­

cesaria, sirviendo de recordatorio en las 

re laciones jurídicas tributarias del va­

lor probatorio frente a te rceros de los 

documentos privados asignado por el 

Código Civ il, o imponían una auténti­

ca norma excepcional, de modo que, 

sin perjuicio de la liquidación que pro­

cediera dictar según la fecha del deven­

go demostrada por cualquier medio de 

prueba, a efectos de prescripción la fe­

cha a tener en cuenta sería siempre la de 

la circunstancia que primero acontecie­

ra de las señaladas en el art. 1.227 del 

Código Civil, entre las que se encuen­

tra la entrega a un funcionario público 

p or razón de su oficio, como la presen­

tación del documento con la finalidad 

de liquidar e l Impuesto. 
La jurisprudencia se ha decantado 

finalmente por esa últ ima tesis en las 

Sentencias mencionadas, así como el 

a rt. 94.3 del Reglamento de 29 de Mayo 

de 1.995, lo que permite a la Hacien­

d a Pública, en e l caso de considerar 

p robad a la transmisión en la fecha 

del documento privado, t ener e n 

cuenta dos fechas distintas para el 

mismo documento: la fecha de la pre­

sentación o cualquiera de las circuns­

tancias previstas en e l art. 1.227 d el 

Código Civil a efectos de la prescrip­

ción del Impuesto y la fecha del docu­

mento a efectos de la liquidación. 

n-atándose, por ejemplo, de un 

documento privado otorgado en 

1.978, e levado a público y presenta­

d o a la Administración Tributaria en 

1.996 con d eclaració n de prescrip­

ción, la Administración puede ac­

tuar de dos modos: 

• Si no considerá probado que la 

transmisión tuvo lugar en la fecha 

del otorgamiento del documento 

privado, tomará a todos los efectos 

como fecha la de su presentación 

(salvo fecha cierta anterior de con­

formidad con el 1.227 del Cód igo 

Civil ), lo que implica q ue el Im­

puesto no está prescrito y que para 

practicar la correspondiente liqui ­

dación la comprobación de valores 

habrá de referirse a 1.996, con pro­

bable aplicación del art. 14.7 del 

Texto Refundido de la Ley de 24 de 

Septiembre de l. 993 (antigua Dis­

posición Ad icional 4' de la Ley de 

Tasas de l3 de Abril de 1.989) , el 

tipo aplicable será e l establecido por 

el citado Texto Refundido y no ha-

brá posibilidad de sanción o recar­

go ni de intereses por presentación 

fuera de p lazo (pues se considera 

precisamente que el devengo ha te­

nido lugar en la fecha de presenta­

ción) . 

Si considera probado que la trans­

m isión tuvo lugar en la fecha del 

otorgamiento del documento priva­

do, tomará la fecha de su presenta­

ción (salvo fecha cierta anterior de 

conformidad con el 1.227 del Códi­

go Civil) sólo a efectos de la pres­

cripción del derecho de la Adminis­

tración para practicar liquidación, lo 

q ue implica que el Impuesto tampo­

co está prescrito, pero todos los ele­

mentos para practicar la correspon­

diente li quidación se referirán a l a 

fecha del documento privado, de 

modo que en el presente caso la 

comprobación de valores habrá de 

atender al valor real en 1.978 del 

b ien transmitido siendo imposible 

la aplicación de la citada Disposi­

ción Adicional 4• de la Ley de Tasas 

(en vigor, años más tarde), el tipo 

aplicable será el establecido por la 

normativa vigente en 1.978, sólo se­

rán exigibles los in tereses de demo­

ra devengados durante los 5 años 

an teriores a la fecha de presentación 

(dado que los que excedan de d icho 

plazo, por su carácter de fru tos civi­

les, que se devengan día por día, 

están prescritos) y la sanción por la 

infracción de la obligación form al 

de presentar en plazo no podrá im­

ponerse por haber prescrito la ac­

ción para imponerla al haber trans-

. currido más de 5 años desde l. 978 

s in interrupción (ya que lo único 

que no prescribe es el derecho de la 

Administración para p racticar la co­

rrespondiente liquidación -art. 64 a) 

de la Ley General Tributaria-, lo que 

no afecta a la acción para imponer 

sanciones tributarias -art . 64 e) de la 

Ley General Tributaria-). 

Tales son las consecuencias que se 

extraen del a rt. 94.3 del Reglamento del 

Impuesto vigente y, según la jurispru­

dencia, también de la normativa an te­

rior. Sin querer exceder del ámbito 

necesariamente sintético de este tra­

bajo, ha de advertirse que dicho pre­

cepto es m uy criticable, pues: 

a) Es absurdo desde el punto de vista 

lógico al permitir que una misma 

transmisión p ueda tener lugar en 

dos fechas distintas según los efec­

tos de la misma, incluso dentro de 

la m isma materia fiscal: a efectos de 

liquidación y a efectos de prescrip­

ción. 
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b) Es absurdo tambi én desde el punto 
de vista jurídico al otorgar a la Ha­
cienda Pública una posición privile­
giada frente a Jos demás terceros: a 
efectos de la prescripción de su de­
recho a liquidar el Impuesto sobre 
Transmisiones Patrimoniales, aun­
que la transmisión haya teni.do lu­
gar realmente en la fecha del docu­
mento privado, toma como fecha la 
de la presentación. Privilegio que 
carece de fundamento, pues no pue­
de serlo la lucha contra el fraude 
mediante transmisiones formaliza­
das en documento privado que, por 
dicho motivo, son casi imposibles 
de conocer por la Administración. 
En primer lugar, porque contra el 
fraude se lucha suficientemente, 
además de por enérgicos medios, 
por la natural aplicación del art. 
1.227 del Código Civil; y, sobre 
todo, porque, como ya se ha dicho, 
la prescripción tiene su fundamen­
to en la seguridad jurídica y no de­
pende ni del incumplimiento del 
sujeto pasivo (que siempre se pro­
duce en la prescripción) ni de que el 
hecho imponible sea desconocido 
por la Administración (en rigor, la 
inmensa mayoría de hechos impo­
nibles son desconocidos por la 
Administración, que los conoce fun­
damentalmente por su acción inves­
tigadora y comprobadora, por infor­
mación de terceros o por cumpli­
miento de las obligaciones formales 
del sujeto pasivo, y en ningún caso 
el cómputo del plazo de prescripción 
se inicia desde ta l conocimiento). 

e) Es incluso sospechoso de ilegalidad 
si se considera, en contra de la juris­
prudencia citada, que el texto legal 
que desarrolla sólo contiene una 
norma de aplicación al Derecho Tri­
butario del art. 1.227 del Código Ci­
vil, en cuyo caso el art. 94.3 del Re­
glamento añade con la autonomía 
que le impide la reserva de ley pre­
vista en el art. 10 d) de la Ley Ge­
neral Tributaria una norma excep­
cional contraria, además, a la regu­
lación lega l de la prescripción. 

De todos modos, conviene tener 
en cuenta en su aplicación dos as­
pectos de la norma excepcional rela­
tiva a la prescripción del Impuesto 
sobre Transmisiones Patrimoniales 
en las transmisiones formalizadas 
mediante documento privado: 

l. - En primer lugar, la Administración 
Tributaria suele aplicar, en general, 
el art. 94.3 del Reglamento con pru­
dencia, para evitar a men udo las 
indeseadas consecuencias derivadas 

FISCAL 

de la antigua Disposición Adicional 
4• de la Ley de Tasas y hoy art. 14.7 
del Texto Refundido de la Ley del 
Impuesto, bastando una mínima ac­
tividad probatoria de que la trans­
misión tuvo lugar en la fecha del 
documento privado para q ue la li­
quidación se practique con referen­
cia a esa fecha, aunque no se decla­
re la prescripción. Sin embargo, se 
muestra rest rictiva en la considera ­
ción de los supuestos en que la fe­
cha deba tenerse por cierta de con­
formidad con el art. 1.227 del Códi­
go Civil, fecha cierta que sería de 
aplicación a todos los efectos inclui­
do el de prescripción. En particular, 
no suele considerar como supuesto 
de entrega a funcionario público por 
razón de su oficio el alta en la Con­
tribución Territorial Urbana o Im­
puesto sobre Bienes Inmuebles, 
como tampoco lo consid era la juris­
dicción económ ico-administrativa 
bajo el argumento de que dicha alta 
nada dice acerca del título de adqui­
sición, que es el hecho imponible 
sujeto al Impuesto sobre Transmi­
siones Patrimoniales. Pero aunque 
individualmente considerada dicha 
alta no prueba por sí misma la en ­
trega del documento transmisivo al 
funcionario público para practicar­
la, ha de concluirse que cuando va 
unida a pruebas acreditativas de la 
realidad de la transmisión existe un 
en lace preciso y directo según las 
reglas del criterio humano, en ex­
presión de los arts. 118.2 de la Ley 
General Tributaria y 1.253 del Códi­
go Civil, entre la transmi sión de­
mostrada y la entrega al funcionario 
competente para practicar el alta del 
documento en que dicha transmi­
sión se formalizó, lo que debería 
obligar a la Administración a tomar 
la fecha del alta como uno de los su­
puestos de fecha cierta del art. 1.227 
del Código Civil y, en consecuencia, 
tomar esta fecha a todos los efectos 
incluido el de prescripci ón. Así lo 
han declarado diversas Sentencias 
de Tribunales Superiores de Justicia 
(valgan p or todas, la del Tribunal 
Superior de Justicia de Cataluña de 
6 de Octubre de l. 995). 

2.- En segundo lugar, e l art. 94.3 del 
Reglam ento no es aplicable a las 
transmisiones formalizadas en do­
cumento p rivado anterior a l l de 
Julio de 1.980 si mediare algún be­
neficio fiscal, pues, según la Dispo­
sición Transitoria 6• del Texto Re­
fundido de la Ley del Impuesto de 
30 de Diciembre de 1.980, "los docu­
mentos privados, otorgados con anteriori­
dad al día 1 de Julio de 1.980, surtirán 

efectos, si mediare algún beneficio fiscal, 
ante fa Administración Tributaria, siem­
pre que se justifique la certeza de su fecha, 
bien por encontrarse incluidos en cual­
quiera de los supuestos recogidos en el 
artículo 1.227 del Código Civil, bien por 
otros medios de prueba apreciados en su 
conjunto, tales como libros oficiales de 
contabilidad y abonos bancarios". De lo 
que se desprende que si se considera 
probada la transmisión en la fecha del 
documento privado, se tomará esta 
fecha a todos los efectos, incluido el 
de prescripción, siempre que se trate 
de una transmisión anterior al 1 de 
Julio de 1.980 con derecho a disfru­
tar de algún beneficio fiscal. 

Uno de los beneficios fiscales de 
más tradición en el Impuesto de 
Tra nsmisiones Patrimoniales, y que 
ha provocado también dudas sobre 
el inicio del cómputo del p lazo de 
prescripción, es la exención previs­
ta e n el art. 45 .I.B).l2 del Texto Re­
fundido vigente para la transmisión 
de solares y la cesión del derecho de 
superficie con la finalidad de cons­
truir viviendas de protección oficial, 
exención que se entend erá concedida 
provisionalmente s iempre que se con­
signe en el documento transmisivo di­
cha finalidad y quedará sin efecto s i 
transcurriesen 3 años sin que se obten­
ga la calificación provisional. Algunos 
autores han sostenido que el plazo de 
prescripción de 5 años del derecho a 
liquidar sólo comienza a contar desde 
que transcurre el citado plazo de 3 años 
sin haberse obtenido la calificación pro­
visional, pues sólo a partir de dicho 
momento puede la Administración 
practicar la correspondiente liquida­
ción definitiva. Sin embargo, dicha te­
sis no puede admitirse, pues, por una 
parte, como se ha dicho, no rige en el 
Derecho Tributario la regla de la "actio 
nata", deb iendo comenzar a contarse el 
plazo de prescripción desde la finaliza­
ción del plazo para presentar la corres­
pondiente declaración, y, por otra par­
te, el venci miento del plazo de 3 años 
para lograr la calificación provisional 
no es causa interruptiva del plazo de 
prescripción, según el art. 66 de la Ley 
General Tributaria. Por tanto, también 
en este caso, la prescripción se produ­
ce a los 5 años ininterrumpidos del 
vencimiento del plazo de declaración. 
Así lo ha declarado finalmente la Sen­
tencia del Tribuna l Supremo de 4 de 
Junio de 1.994. 
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VIl.- Día inicial del cómputo 
del plazo de prescripción de 
la acción de la administra­
ción para recaudar 

Según el art. 65 de la Ley General 
Tributaria, el plazo de prescripción 
de la acción para exigir el pago de las 
deudas tributarias liquidadas co­
menzará a contarse desde la fecha en 
que finalice el plazo de pago volun­
tario. En igual sentido, se expresa el 
art. 59.1 del Reglamento General de Re­
caudación. 

Por tanto, el plazo de prescripción 
de la acción para recaudar comienza a 
contarse desde el vencimiento del pla­
zo de ingreso en período voluntario, 
que, por regla general, se produce, a 
tenor del art. 20 del Reglamento Gene­
ral de Recaudación, los días 5 ó 20 (o 
inmediatos hábiles posteriores) del mes 
siguiente al de la notificación de la co­
rrespondiente liquidación según que 
dicha notificación se haya producido du­
rante la primera o la segunda quincena. 

De nuevo, la Ley General Tribu­
taria se aparta de la Ley General Pre­
supuestaria, pues, según el art. 40.l.b) 
del Texto Refundido de ésta, "salvo lo es· 
tablecido por las leyes reguladoras de los dis· 
tintos recursos, prescribirá a los cinco años el 
derecho de la Hacienda Pública: ... b) al co­
bro de los créditos reconocidos o liquidados, a 
contar desde la fecha de su notificación o, si 
ésta no fuera preceptiva, desde su vencimien· 
to". Dicho precepto no tiene aplicación 
en materia de prescripción tributaria 
por estar ésta prevista en la Ley Gene­
ral Tributaria, ley especial respecto a la 
Presupuestaria. 

En cambio, sí es de aplicación res­
pecto de las deudas de derecho públi­
co no tributarias. Como reconoce el art. 
59.2 del Reglamento General de Re­
caudación, "el plazo de prescripción de las 
deudas de derecho público no tributarias se re· 
girá por lo que dispongan las normas con 
arreglo a las cuales se determinaron y, en de­
fecto de éstas, la Ley General Presupuestaria". 

VIII.- Causas de interrupción 
de la prescripción de la 
obligación tributaria. 

El plazo de prescripción de la obligación 
tributaria, en las dos situaciones en que 
puede encontrarse, antes de su determi­
nación o después, cuyo cómputo y día 
inicial ya se ha visto en ambos casos, se 
interrumpe por las causas establecidas en 
el art. 66.1 de la Ley General Tributa­
ria, que merecen un examen especial. 

A) Interrupción por cualquier ac­
ción administrativa realizada con 
conocimiento formal del sujeto 
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pasivo conducente al ejercicio de 
las potestades liquidatoria o re­
caudatoria. 

Según el art. 66.l.a) de la Ley Ge­
neral Tributaria, el plazo de prescrip­
ción de la obligación tributaria se inte­
rrumpe "por cualquier acción administrati· 
va, realizada con conocimiento formal del su­
jeto pasivo, conducente al reconocimiento, 
regulación, inspección, aseguramiento, com· 
probación, liquidación y recaudación del im­
puesto devengado por cada hecho imponible". 
Añade dicho precepto que "a estos efec· 
tos se entenderán como realizadas di reclamen· 
te con el sujeto pasivo las actuaciones de Jun · 
las y Comisiones, en el procedimiento de esti· 
mación global, para los que estuvieren debi· 
damente representados", pero dicho inciso 
fue tácitamente derogado al suprimirse 
el procedimiento de estimación global. 
En el mismo sentido, referido al ejerci­
cio de la potestad recaudatoria, se ma­
nifiesta el art. 6J.l.b} del Reglamento 
General de Recaudación, al señalar que 
"el plazo de prescripción se interrumpirá: ... 
b) Por cualquier acción administrativa reali· 
zada con conocimiento formal del obligado al 
pago, encaminada a la recaudación o asegu­
ramiento de la deuda. Estas actuaciones debe­
rán documentarse en cada caso de acuerdo con 
los requisitos exigidos en este Reglamento ... " 

Por tanto. la p rimera causa de inte­
rrupción prevista en el a.rt. 66.1 exige 
los siguientes tres requisitos: 

1° Que se dicte un acto administrativo. 
Dicho acto puede ser de trámite o 
definitivo. 

En todo caso, ha de ser válido, 
pues un acto inválido no produce efec­
to jurídico alguno ni, por tanto, el efecto 
interruplivo de la prescripción. Dado 
que la invalidez de los actos adminis­
trativos puede producirse por nulidad 
de pleno derecho o por anulabilidad, 
hay que concluir que siempre que se 
anule un acto administrativo, de ofi­
cio por la Administración o en vir­
tud de recurso, por ser nulo de ple­
no derecho o anulable, dicho acto no 
habrá producido efecto interruptivo 
alguno del plazo de prescripción. 

Sin embargo, dicha conclusión no es 
aceptada unánimemente por la doctri­
na, pese a que incluso ha tenido inne­
cesario apoyo normativo en el an. 63.3 
del antiguo Reglamento General de Re­
caudación de 14 de Noviembre de 1.968 
y ha sido acogida frecuentemente por 
los Tribunales Superiores de Justicia 
(Sentencia del Tribunal Superior de 
Justicia de Cataluña de 24 de Abril de 
1.996). 

Algunos Tribunales Económico­
Administrativos, siguiendo a un sector 
de la doctrina, suelen distinguir a efec-

tos de la interrupción de la prescrip­
ción, según que el acto sea nulo de ple­
no derecho o anulable, considerando 
que el acto anulado por nulidad de ple­
no derecho no produce efecto interrup­
tivo, mientras que el acto anulado por 
anulabilidad sí ha interrumpido la 
prescripción. En algunos casos, se jus­
tifica dicha distinción con la adverten­
cia genérica de que, si bien el acto in­
válido interrumpe el plazo de prescrip­
ción, cuando la invalidez es de tal gra­
vedad que es constitutiva de nulidad de 
pleno derecho parece más correcto ne­
gar todo tipo de efectos a tal acto, in­
cluido el mínimo de interrumpir la 
prescripción. En otros casos, se justifi­
ca por el carácter declarativo, con efica­
cia "ex tune", de la nulidad de pleno 
derecho y el carácter constitutivo, con 
eficacia "ex nunc", de la anulabilidad, 
como enseña la teoría de la invalidez 
del negocio jurídico propia del Derecho 
Privado. En cualquier caso, dicha tesis 
no puede admitirse: 

Por un lado, ha de reconocerse que 
un acto inválido, sea nulo de pleno 
derecho o sea anulable, no produce 
efecto jurídico alguno, ni siquiera el 
de interrumpir la prescripción 
("quod nullum est nullum producit 
effectum"), por lo que atribuir efica­
cia interruptiva aunque sea a los 
actos anulables constituye una tesis 
voluntarista sin que exista ni pueda 
existir, por la propia esencia de la 
invalidez, apoyo normativo alguno 
para ello. 

• Por otro lado, la distinción entre 
actos nulos de pleno derecho y 
anulables propia del Derecho Ad­
ministrativo no coincide con la dis­
tinción del mismo nombre propia 
del Derecho Privado. Como resulta 
del Código CiviL la nulidad de ple­
no derecho es la sanción general 
impuesta por la ley a los actos con ­
trarios a las normas imperativas y 
prohibitivas (art. 6.3), mientras que 
la anulabilidad no es una sanción 
impuesta a actos contrarios a nor­
mas imperativas o prohibitivas, sino 
que se concibe como una medida de 
protección de los que han sufrido un 
defecto en su capacidad de obrar o 
un vicio en la formación de su vo­
luntad, únicos legitimados para 
ejercitar la acción de anulabilidad; 
y, en efecto, la acción de nulidad de 
pleno derecho tiene carácter decla­
rativo y "ex tune", mientras que la 
acción de anulabilidad es constitu­
tiva y "ex nunc". En cambio, en el 
Derecho Administrativo, tanto la 
nulidad de pleno derecho como la 
anulabilidad son sanciones impues-
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tas por la ley para los actos que in­
fringen el ordenamiento jurídico, 
incardinables desde este punto de .._ 
vista dentro del concepto de "nuli ­
dad de pleno derecho" del Código 
Civil. Las infracciones del ordena­
miento tasadas en el art. 62 de la Ley 
30/92, que son las más graves, dan 
lugar a la nulidad de pleno derecho; 

da. A tal efecto, en los Impuestos 
sobre Sucesiones ,y Donaciones y 
sobre Transmisiones Patrimoniales 
y Actos Jurídicos Documentados, se 
considera al presentador del docu­
m ento como representante, pues, 
según los arts. 36.2 de la Ley del Im­
puesto sobre Sucesiones y Donacio­
nes de 18 de Diciembre de 1.987 y 
56.3 del Texto Refundido de la Ley 
del Impuesto sobre Transmisiones 
Patrimoniales y Actos Jurídicos Do­
cumentados, "el presentador del docu­
mento tendrá, por el solo hecho de la pre­
sentación, el carácter de mandatario de los 
obligados al pago del impuesto y todas las 
notificaciones que se le hagan en relación 
con el documento que haya presentado, ... 
así como las diligencias que suscriba, ten­
drán el mismo valor y producirán igua­
les efectos que si se hubieran entendido 
con los propios interesados". La misma 
previsión contenida en la normati­
va anterior fue declarada nula por el 
Tribunal Supremo (Sentencias de 
29 de Enero de 1.986, 24 de Octubre 
de 1.987 y 12 de Marzo de 1.993) 
por carecer de adecuada cobertura 
legal, lo que se produjo para cada 
uno de los dos Impuestos con las 
Leyes 2911987 y 2911991, de modo 
que sólo a partir de su entrada en 
vigor el presentador se tiene por re­
presentante. 

las restantes, a la anulabilidad (art. 
63). La di st inción obedece, pues, 
exclusivamente a la gravedad de la 
infracción y sólo surte efectos en el 
ámbito de los procedimientos de 
revisión por la Administración de 
actos firmes declarativos de derecho 
(siendo más riguroso el procedi­
miento cuanto menos grave es la 
infracción, según los arts. 102 y 103 
de la Ley 30/92 ) y en la suspensión 
de la ejecución de los actos recurri­
dos en vía administrat iva (pues se 
facilita la de los actos nulos de ple-
no derecho, según el art. 111 de la 
Ley 30/92). Pero en ambos casos, la 
anulación, por ser el acto nulo de 
pleno derecho o anulable, tiene ca­
rácter declarativo y "ex tune", y pro­
duce los mismos efectos: es decir, la 
ineficacia total del acto anulado y, 
por tanto, también la ineficacia para 
interrumpir e l plazo de prescrip­
ción. Como la anulación surte los 
mismos efectos, tanto si es por nuli­
dad de pleno derecho o anulabilidad, 
ello explica que los Tribunales, al es­
timar los recursos y anular los actos 
impugnados, no suelan advertir, por 
ser innecesario, si la anulación se ha 
producido por causa de nulidad de 
pleno derecho o anulabilidad. 

2° Que el acto administrativo se dic­
te con conocimiento formal del 
sujeto pasivo. 

Por tanto, no basta con gue se dicte un 
acto administrativo, sino que es preciso 
su "conocimiento formal", lo que exige: 

Que el acto se notifique válida­
mente. Si el acto no se notifica o 
sólo hay intento de notificación o 
hay notificación defectuosa, no hay 
interrupción de la prescripción. Para 
que el plazo de prescripción se in­
terrumpa, es preciso que el acto se 
notifique efectivamente y que la 
notificación sea válida y no defec­
tuosa. Por eso, para determinar si se 
ha producido o no la prescripción 
son tan importantes las normas que 
regulan el régimen de notificaciones 
y los criterios interpretativos adop­
tados por los Tribunales. 

Y q ue si la notificación se entiende 
con el representante, la representa­
ción resulte válidamente acredita-

3° Que el acto administrativo se di­
rija al reconocimiento, regulari-
zación, inspección, aseguramien­
to, comprobación, liquidación y 
recaudación del impuesto deven­
gado por cada hecho imponible. 

Por tanto, para que sea interruptivo 
de la prescripción, es preciso que el acto 
se dirija al ejercicio por la Administra­
ción de sus potestades liquidatoria y 
recaudatoria, en que se resumen las 
expresiones utilizadas por el precepto 
legal (la de "regulación" ha de enten­
derse por "regularización"). 

Lo que implica que el acto admi­
nistrativo dictado con una finalidad 
distinta a la propia del ejercicio de 
tales potestades, es decir, distinta a la 
dirigida a la determinación o exigencia 
de la obligación tributaria o con una fi­
nalidad puramente interruptiva de la 
prescripción y, por tanto, con desvia­
ción de poder, no puede producir 
efecto interruptivo, como ha declara­
do la Sentencia del Tribunal Supre­
mo de 25 de Junio de 1.987. 

Dicha consecuencia tiene especial 
trascendencia en el ámbito inspector, 
habiendo resaltado la jurisprudencia en 
innumerables ocasiones la ineficacia 
interruptiva de la prescripción de las 
diligencias real izadas exclusivamente 

con la finalidad de interrumpir la pres­
cripción, llamadas "diligencias para in­
terrumpir la prescripción" o, coloquial­
mente, "diligencias argucias". 

Además, se plasma en el Regla­
mento General de la Inspección de 
los Tributos de 25 de Abril de 1.986, al 
advertir su art. 30.3.a) que "la comuni­
cación, debidamente notificada, o bien la pre­
sencia de la Inspección, que ésta haya hecho 
constar y fuese conocida por el interesado, con 
el fin de iniciar efectivamente las actuaciones 
inspectoras, producirán los siguientes efectos: 
a) La interrupción del plazo legal de la pres­
cripción del derecho de la Administración 
para determinar las deudas tributarias me­
diante la oportuna liquidación e imponer las 
sanciones correspondientes en cuanto al tribu­
to o tributos a que se refiera la actuación de 
comprobación e investigación y de la acción 
para imponer sanciones tributarias por el in­
cumplimiento de cualesquiera obligaciones o 
deberes afectados por las actuaciones inspec­
toras ... "; de modo que la citación de ini­
cio de actuaciones inspectoras no pro­
duce efecto interruptivo de la p rescrip­
ción si no pretende iniciar efectivamen­
te las actuaciones inspectoras. 

Por la misma razón, como advierte 
su art. 31.4.a), "se entenderá no produci­
da la interrupción del cómputo de la prescrip­
ción como consecuencia del inicio de tales ac­
tuaciones" si se interrumpen injustifica­
damente por causas no imputables al 
obligado tributario. A tal efecto, seña ­
la el segundo párrafo de su art. 31.3 
que "se considerarán interrumpidas las ac­
tuaciones inspectoras cuando la suspensión de 
las mismas se prolongue por más de seis me­
ses", debiéndose tener en cuenta que es 
también actuación inspectora la liqui­
dación derivada del acta de disconfor­
midad, por lo que, como ha declarado 
la Sentencia del Tribunal Supremo 
de 28 de Febrero de 1.996, aclarando 
definitivamente la debatida cuestión de 
si las actuaciones inspectoras terminan 
con la extensión del acta o con la liqui­
dación que proceda dictar, "la suspensión 
de las actuaciones inspectoras, no justificadas 
y por causas ajenas al obligado tributario, 
durante más de seis meses y en cualesquiera 
momentos del período que media entre el ini­
cio de éstas y la notificación de la liquidación 
resultante de las mismas, no interrumpe el 
plazo para liquidar, para exigir el pago o para 
sancionar que se estuviere ganando". 

En conclusión, la primera causa de 
interrupción del plazo de prescripción 
de la obligación tributaria deriva de la 
aplicación al Derecho Tributario del 
supuesto de interrupción previsto en el 
art. 1.973 del Código Civil basado en el 
ejercicio de la acción por el acreedor 
bien ante los Tribunales o por reclama­
ción extrajudicial. Lo que sucede es que 
en el Derecho Tributario, como en el 
Derecho Administrativo, del que forma 
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parte, la Administración acreedora no 

ha de acudir a un proceso judicial para 
determinar su crédito tributario o para 
exigir el créd ito tributario ya determi­

nado, en virtud de la autotutela admi­
nistrativa. 

B) Interrupción por la interposición 
de reclamaciones o recursos de 
cualquier clase. 

Según el art. 66.l.b) de la Ley Gene­

ral Tributaria, también se interrumpe el 

plazo de prescripción de la obligación tri­
butaria "por la interposición de reclamaciones 

o recursos de cualquier clase". En el mismo 

sentido, se expresa el art. 6l.l.c) del Re­
glamento General de Recaudación. 

Causa extrañeza esa causa de inte­

rrupción, que, aunque tradicional en 
nuestro Derecho Tributario, no existe 

en el Código Civil. 
No hay ningún problema en admi­

tir como causa de interrupción la in ter­

posición de recurso de reposición o re­

clamación económico-adm inistrativa 
por la Intervención o de recurso de al­

zada ante el Tribunal Económ ico-Ad­

ministrativo Central por la Interven­
ción o la Dirección General de Tributos, 

pues en tales casos la Administración 

acreedora, a través de sus ó rganos legi­
timados para recurrir, ejercita su acción, 

si bien podrían incluirse en la causa de 

interrupción anteriormente analizada. 
Pero el art. 66.l.b) se refiere a la 

interposición de reclamaciones o recur­

sos de cualquier clase, lo que, interpre­
tado literalmente, incluye también la 

interposición por el obligado. Algunos 

autores justifican la eficacia interrupti­

va de la interposición de recursos o re­

clamaciones por el obligado en el prin­
cipio de au totutela administrativa, que 

impone al administrado la carga de re­

currir, originando desde ese momento 
un estado de controversia s imilar al que 

produce el ejercicio de la acción ante los 

Tribunales por el acreedor previsto en 
el art. 1.973 del Código CiviL produ­

ciéndose así la ruptura del silencio de 

la relación jurídica. 
No obstante, debe advertirse que si 

el si lencio de la relación jurídica de ter­

minante de la prescripción se produce, 
como se ha dicho, en la falta de ejerci­

cio de su derecho por el acreedor uni­

da a la falta de reconocimiento del mis­

mo por el deudor, la ruptura de dicho 

silencio o "interrupción de la prescrip­
ción" sólo puede producirse por la ac­

tividad del acreedor o el reconocimien­

to del deudor; y, desde luego, la inter­
posición de recurso o reclamación por 

el deudor no es ningún acto de recono­

cimiento de la deuda, sino, al contrario, 
de negación. Además, una cosa es que 

en virtud de la autotutela administrati-
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va se imponga al obligado la carga de 

recurrir y otra muy distinta que dicha 
carga, que ha de asumir e l obligado 

para evitar la firmeza de un acto que 

acaso sea inválido, pueda perjudicarle 
hasta el punto de interrumpir el plazo 

de prescripción de la obligación tribu­
taria ya interrumpido por la ·notifica­

ción de dicho acto impugnado, pues 
ello sería contrario al derecho a la tute­

la efectiva sin que pueda producirse in­
defensión proclamado en el art. 24.1 de 

la Consti tució n. Lo que lleva a concluir 
que la interposición del recurso de 

reposición, reclamación económico­
administrativa, recurso de alzada o 

recurso contencioso-administrativo 
por el obligado sólo puede producir 

efectos interruptivos de la prescrip­

ción si en virtud del recurso o recla­
mación no se anula totalmente el 

acto de la Administración gestora 

o bjeto de recurso, ya que si se anula 
totalmente, tanto el acto anulado 

(situación antes estudiada), como el 

recurso o reclamación que el obliga­
do ha debido interponer para obte­

ner tal anulación, no puede inte­

rrumpir la prescripción, por exigen­
cia del art. 24.1 de la Constitución. 

La jurisprudencia no se ha ocupa­

do aún del alcance de esta causa de in­
terrupción desde el punto de vista del 

ejercicio del derecho fundamental 

consagrado en el art. 24.1 de la Cons­
titución. Sin embargo, ha a dvertido: 

Que la paralización del expediente 
ante el órgano revisor durante 5 

años a contar de la interposición del 
recurso o reclamación, ininterrum­
pidamente, por causa no imputable 
al recurrente, determina la prescrip­
ción, incluso, como declara la Sen­
tencia del Tribunal Supremo de 
18 de Marzo de 1.992, establecien­
do una nueva doctrina, asumid a 
plenamente por los Tribunales Eco­
nómico-Administrativos, en el caso 
de que se hubiese acordado la sus­
pensión de la ejecución del acto im­
pug nado, pues en tal caso no rige la 
regla general de la "actio nata", en 
virtud de la cual e l plazo de pres­
cripción de la acción para exigir el 
pago no puede iniciarse hasta que la 
acció n puede ejerci tarse, lo que no 
es posible mientras dura la suspen­
sión, sino el art. 65 de la Ley Gene­
ral Tributaria, que excluye la aplica­
ción de aquella regla general. 

Y que la simple interposición de la 
reclamación no interrumpe el plazo 
de prescripción, pues, como han de­
clarado las Sentencias del Tribu­
nal Supremo de 27 y 29 de Sep­
tiembre d e 1.995, del mismo modo 

que "los procedimientos caducados no in­
terrumpirán el plazo de prescripción", 
según el art. 114.3 del antiguo Re­
glamento de Procedimiento en las 
Reclamaciones Económico- Admi ­
nistrativas (art. 109.2 del Reglamen­
to vigente de 1 de Marzo de 1.996), 
los procedimientos no caducados sí 
lo interrumpen, pero "siempre que se 
haya producido la actividad propia y re· 
querida Legalmente para dictar la perfi· 
nente resolución", en expresión de ta­
les Sentencias, por lo que "la simple 
interposición de la reclamación no pudo 
interrumpir el plazo de prescripción al no 
haberse concedido la posibilidad de for­
mular alegaciones y proponer la prueba". 

C) Interrupción por cualquier actua­
ción del sujeto pasivo conducente 
al pago o liquidación de la deuda. 

Según el art. 66.l.c) de la Ley Ge­
neral Tributaria, el plazo de prescrip­

ción de la obligación tributaria también 

se interrumpe "por cualquier actuación del 
sujeto pasivo conducente al pago o liquidación 

de la deuda", o, como dice con más pro­

piedad el art. 6l.l.a) del Reglamento 
General de Recaudación, "por cualquier 

actuación del obligado conducente a la extin­
ción de la deuda". 

Dicha causa de interrupción consti­

tuye la aplicación al Derecho Tributario 

de la in terrupción de la prescripción 
por cualquier acto de reconocimiento 

de la deuda por el deudor prevista en el 

art. 1.973 del Código Civil. 
Por tanto, interrumpen el plazo de 

prescripción, como ha declarado la ju­

risprudencia, las declaraciones com­

plementarias y autoliquidaciones, así 

como las solicitudes de aplazamiento 
y fraccionamiento, de condonación y 

de compensación, y los ingresos par­

ciaJes o a cuenta efectuados. 
En cambio, no interrumpen el pla­

zo de prescripción las declaraciones 

n egativas o "sin actividad", o las sim­
ples declaraciones de haberse conce­

dido previamente una exención, pues 
en tales casos no existe obligación tri­

butaria a lguna a extinguir. 
Por excepción, no interrumpen el 

plazo de prescripción las declaraciones 

complementarias presentadas hasta el 

31 de Diciembre de 1.991 al amparo de 
la Disposición Adicional 14• de la Ley 

18/91, de 6 de Junio, del Impuesto so­

bre la Renta de las Personas Físicas, por 

declaración expresa del párrafo segundo 
del apartado 1 de la citada Disposición. 
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IX.- Efectos de la 
interrupción de la 
prescripción de la 
obligación tributaria. 

La interrupción de la prescripción impi­
de que ésta se produzca e impone que el 
plazo de prescripción tenga que empezar 
a contarse de nuevo. Como dice el art. 
61.2 del Reglamento General de Recau­
dación, "producida la interrupción, se 
iniciará de nuevo el cómputo del pla­
zo de prescripción a partir de la fecha 
de la última actuación del obligado al 
pago o de la Administración". 

Dado que "las deudas tributarias se pre­
sumen autónomas", como declara el art. 
62.1 de la Ley General Tributaria, la in­
terrupción de la prescripción de la 
obligación tributaria sólo afecta a la 
obligación concreta a que la causa de 
interrupción se refiera. Por eso, el art. 
66.l.a) de la Ley General Tributaria 
vincula el efecto interruptivo de los ac­
tos administrativos al "impuesto devenga­
do por cada hecho imponible" y el art. 62.3 
del Reglamento General de Recauda­
ción advierte que "si existieran varias deu­
das liquidadas a cargo de un mismo obliga­
do al pago, la interrupción de la prescripción 
por acción administrativa sólo afectará a la 
deuda a que ésta se refiera". 

Por otra parte, dada la distinción 
legal entre la prescripción del derecho 
a liquidar y de la acción para recaudar, 
la interrupción del plazo de prescrip­
ción del derecho a liquidar no afecta al 
plazo de prescripción de la acción para 
recaudar deudas liquidadas con ante­
rioridad, aunque se refieran al mismo 
concepto y ejercicio, como reconoce el 
art. 6l.l.b) del Reglamento General de 
Recaudación al considerar interrumpi­
do el p lazo de prescripción de la acción 
para exigir el pago de las deudas 
tributarias liquidadas por actos admi­
nistrativos encaminados a la recauda­
ción o aseguramiento de la deuda, no 
por otros actos administrativos tenden­
tes a la liquidación. Igualmente, los ac­
tos interruptivos del plazo de prescrip­
ción de .la acción para recaudar deudas li­
quidadas no interrumpen e l plazo de 
prescripción del d erecho a liquidar otras 
deudas no determinadas, aunque corres­
pondan al mismo concepto y ejercicio. 

Finalmente, la interrupción del 
plazo de prescripción respecto de un 
obligado perjudica por igual a todos 
los obligados solidarios, pero no a los 
mancomunados. Tal es la regla que, 
derivada del art. 1.974 del Código Ci­
vil, acoge el confuso art. 62 .2 del Regla­
mento General de Recaudación al ad­
vertir que "interrumpido el plazo de pres­
cripción para uno, se entiende interrumpido 
para todos los obligados al pago. No obstan­
te, si éstos son mancomunados y sólo le es re-
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clamada a uno de los deudores la parte que 
le corresponde, no se interrumpe el plazo para 
los demás. 

En virtud d e dicho precepto, la in­
terrupción para uno afecta a todos los 
obligados, salvo si son mancomunados. 
Afecta, pues, al avalista, que es solida­
rio. Lo que más se discute es si afecta a 
los responsables subsidiarios, como 
los administradores de las sociedades 
en los casos del art. 40.1 de la Ley Ge­
neral Tributaria. 

Es doctrina administrativa reiterada 
considerar a los responsables subsidia­
rios incluidos en el art. 62.2 del Regla­
mento General de Recaudación y vincu­
lados con el deudor principal por una 
relación de accesoriedad, y, en conse­
cuencia, entender que producida la in­
terrupción del plazo de prescripción 
respecto del deudor principal se ha pro­
ducido la interrupción respecto del res­
ponsable subsidiario. 

Sin embargo, dicha tesis no d ebe 
admitirse. El art. 62.2 de l Reglamento 
General de Recaudación no es aplicable 
a los responsables subsidiarios, pues 
éstos sólo están "obligados al pago", 
como reconoce e l art. 14 del mismo 
Reglamento, una vez son declarados 
fallidos los deudores principales y res­
ponsables solidarios y se dicta acto ad­
ministrativo de derivación de responsa­
bilidad, con expresión de los elementos 
esenciales de la liquidación, adquirien­
do desde la notificación del mismo "to­
dos los derechos del deudor principal", 
en expresión contenida en el art. 37.4 
de la Ley General Tributaria. Hasta di­
cho momento, no es el responsable sub­
sidiario obligado al pago, ni puede per­
judicarle, por ello, la interrupción del 
plazo de prescripción producida respec­
to del deudor principal. Además, ha de 
advertirse que si ha de notificarse el 
acto de derivación de responsabilidad 
con expresión de los elementos esencia­
les de la liquidación de modo que el 
responsable subsidiario pueda impug­
narla como el deudor principal, ha de 
poder alegar la prescripción del derecho 
de la Administración a practicar liqui­
dación a su cargo, derivándole la res­
ponsabilidad subsidiaria. Ha de 
recordarse que el plazo de prescripción 
para ello se inicia no desde que dicha 
derivación es posible, por haberse pro­
ducido la declaración de fallido, sino 
desde el vencimiento del plazo que te­
nía el deudor para presentar la corres­
pondiente declaración, pues no rige la 
regla de la "actio nata", sino el art. 65 
de la Ley General Tributaria. Por tanto, 
como han declarado la Resolución d el 
Tribunal Económico-Administrativo 
Regional de Valencia de 30 de Septiem­
bre d e 1.993 y la Sentencia d el Tribu­
nal Superior de Justicia de la Comuni-

dad Valenciana de l3 d e Julio de 1.994, 
transcurridos cinco años desde el ven­
cimiento del plazo para presentar la 
correspondiente declaración sin haber­
se notificado el acto de derivación de 
responsabilidad, dicha derivación ya 
no será posible, por haberse producido 
la prescripción. Lo contra rio supone, 
además de infracción normativa, man­
tener al responsable subsidiario en una 
situación de incertidumbre respecto de 
una liquid ación tributaria, situación 
que ni existe para el deudor principal 
ni es conciliable con la seguridad jurí­
dica garantizada por la Constitución. 

X.- Efectos de la 
prescripción de la 
obligación tributaria. 

En e l Código Civil, el e fecto funda­
mental de la prescripción es la atribu­
ción al deudor de una excepción legal 
para enervar la acción del acreedor, sin 
que pueda admitirse q ue por la pres­
cripción se extinga el derecho, ya que se 
permite la renuncia a la prescripción 
ganada, n i que por la prescripción se 
extinga la acción, ya que la acción puede 
ejercitarse y prosperar si no es enervada 
por la excepción d e prescripción. 

En cambio, en nuestro Derecho 
Tributario, la prescripción de la obli­
gación tributaria no se configura 
como una excepción atribuida al 
obligado, pues se aplica de oficio, ni 
como una causa de extinción del 
derecho u obligación, pese a q ue el 
art. 62.4 del Reglamento General d e 
Recaudación advierta que "la prescrip­
ción ganada extingue la deuda", ya que ha 
d e admitirse la renuncia a la prescrip­
ción, sino como una causa de extin­
ción de la "acción", ya q ue la Admi­
nistración pierde el poder jurídico de 
ejercitar sus potestades de autotutela 
declarativa y ejecutiva respecto a la 
obligación prescrita. Como dice 
Albiñana, la obligación tributaria pres­
crita se considera como una "obligación 
natura l", pues e l d eudor está moral­
mente obligado a pagar, aunque la Ad­
ministración acreedora carezca del po­
der jurídico de exigir el cumplimiento 
de la prestación. 

Concretando dicho efecto a las dos 
situaciones en que puede encontrarse la 
obligación tributaria, antes de ser deter­
minada mediante la correspondiente li­
quidación o después, puede concluirse, 
siguiendo a Falcón y Te lla, que: 

• La prescripción del derecho a liqui­
dar produce la inalterabilidad de la 
autoliquidación o liquidación pro­
visionaL que adquiere el carácter 
inmodificable propio de la liquida-
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ción definitiva, según el art. 120.2.c) 
de la Ley General Tributaria; y, a 
falta de autoliquidación o liquida­
ción provisional, la inexigibilidad 
de la obligación tributaria, a l no 
poderse ya determinar la deuda. 

Y la prescripción de la acción para 
recaudar determina la inexigibili­
dad de la deuda liquidada. 

La prescripción de la obligación tri­
butaria principal, consistente en el pago 
de la deuda tributaria, según el art. 35.1 
de la Ley Gen eral Tributaria, afecta 
también, del mismo modo, a las obliga­
ciones accesorias, excepto las sanciones, 
cuya prescripción se regula separada­
mente. Determina la inexigibilidad de 

las obligaciones y deberes formales del 
sujeto pasivo, como los de llevar y con­
servar los libros de contabilidad, regis­
tros y demás documentos, y proporcio­
nar a la Administración datos, infor­
mes, antecedentes y justificantes que 
tengan relaci ón con el hecho imponi­
ble, pues, como declara e l art. 35.3 de 
la Ley General Tributaria, tales obliga­
ciones "no podrán exigirse una vez expira­
do el plazo de prescripción de la acción admi­
nistrativa para hacer efectiva la obligación 
principal". Implica también la inexigibi­
lidad de las obligaciones y deberes de 
colaboración de te rceros, consagrados 
en los arts. 111 y 112 de la Ley General 
Tributaria. Provoca, en fin, la extinción 
de las garantías del crédito tributario, 
pues si éste ya no es exigible no tiene 
sentido la subsistencia de la garantía. 
Por ello, procede la devolución del aval 
prestado en vía económico-administra­
tiva y, en general, la cancelación de todo 
tipo de garantías si se ha producido la 
prescripción de la obligación principal, 
salvo que dicha garantía haya caduca­
do antes, como puede suceder con las 
notas marginales que el Registrador ha 
de extender de oficio para hacer cons­
tar que el bien o derecho transmitido 
queda afecto al pago de la liquidación 
que proceda dictar por el Impuesto de 
Sucesiones y Donaciones y por el Im­
puesto sob re Transmisiones Patrimo­
niales, que han de ser canceladas, por 
caducidad, transcurridos 5 años desde 
su fecha, según los arts. 100.4 del Re­
glamento del Impuesto sobre Sucesio­
nes y Donaciones y 122.4 del Reg la­
mento del Impuesto sobre Transmisio­
nes Patrimoniales. 

La prescripción de la obligación tri­
butaria beneficia a todos los obligados, 
pues, como declara el art. 62.1 del Re­
g lamento General de Recaudación, "la 
prescripción ganada aprovecha por igual a 
todos los obligados al pago", si bien debe 
exceptuarse de dicho efecto el infre­
cuente caso de las obligaciones tributa-
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rías mancomunadas, pues entonces la 
prescripción sólo se produce indepen­
dientemente frente a cada deudor res­
pecto a la parte de deuda que le corres­
p onda, a l reputarse deudas di stintas 
unas de otras, conforme al art. 1.138 del 
Código Civil. 

A diferencia de la prescripción ci­
vil, en el Derecho Tributario "la 
prescripción se aplicará de oficio, sin 
necesidad de que la invoque o 
excepcione el sujeto pasivo". Por tan­
to, aunque el interesado no alegue la 
prescripción, si ésta se ha producido, ha 
de ser declarada por quienes deben 
aplicar la ley, sean los órganos gestores 
(en fase de liquidación, recaudación o 
reposición), los Tribunales Económico­
Administrativos o las Salas de lo Con­
tencioso-Administrativo. En este senti­
do, la consideración de la prescripción 
como motivo de oposición a la vía de 
apremio en los arts . 138.1 de la Ley 
General Tributaria y 99.1 del Regla­
mento General de Recaudación sólo tie­
ne por o bje to formar parte de la li sta 
tasada de tales motivos de oposición, 
sin obligar al interesado a su alegación 
para que la prescripción pueda ser ad­
mitida ni impedir a la Administración o 
a los Tribunales su aplicación de oficio. 

La forma administrativa de proceder 
a la declaración de prescripción, respec­
to de las deudas tributarias liquidadas 
reflejadas en cuentas, se regula en el art. 
60, apartados 2 a 5, del Reglamento Ge­
neral de Recaudación, conforme al cual: 

" ... 2. La prescripción será declarada por el 
Jefe de la Dependencia de Recaudación de 
la Delegación de Hacienda. 

3. Anualmente, se instruirá por dicha Depen­
dencia expediente colectivo para declarar la 
prescripción de todas aquellas deudas pres­
critas en el año que no hayan sido declara­
das individualmente. Dicho expediente será 
aprobado por el Delegado de Hacienda, pre­
via .fiscalización del órgano interventor. 

4. Las deudas declaradas prescritas serán 
dadas de baja en cuentas". 

La declaración de prescripción de 
las deudas reflejadas en cuentas cons­
tituye así un acto interno de la Admi­
nistración, que no es preciso notificar al 
obligado. Como es lógico, ello ha de en­
tenderse sin perjuicio del derecho del 
interesado a solicitar a la Administración 
la declaración de prescripción, en cuyo 
caso deberá esta atender dicha petición, 
declarando la prescripción si concurren 
los requisitos legales exigidos, median­
te el correspondiente acto administrativo 
que deberá serie notificado. 

La aplicación de oficio de la pres­
cripción tributaria no impide que, 
como sucede en la civil, la prescrip-

ción pueda ser renunciada, pues una 
cosa es que la prescripción no preci­
se ser alegada por el obligado y otra 
muy distinta qu e éste no pueda r e­
nunciar a la prescripción ganada. 

La posibilidad de renuncia a la 
prescripción se admitía expresamente 
en el antig uo Reglamento General de 
Recaudación, cuyo art. 62.3 advertía 
que "puede renunciarse a la prescripción 
ganada, entendiéndose efectuada la renuncia 
cuando se paga la deuda tributaria". Por 

tanto, admitía tanto la renuncia expre­
sa como la tácita derivada del pago. 
Dicho precepto fue en ocasiones objeto 
de una interpretación extensiva por 
parte de la Administración y de los Tri­
bunales, que llegaron a considerar re­
nuncia tácita supuestos, como el de in­
terposición de recurso sin alegar pres­
cripción, que no implicaban voluntad 
de renuncia, lo que dejaba prácticamen­
te sin contenido la regla de aplicación 
de oficio de la prescripción impuesta 
por la ley. 

El Reglamento por el que se regula 
e l procedimiento para la realización de 
devoluciones de ingresos indebidos de 
naturaleza tributaria de 21 de Septiem­
bre de 1.990 advirtió, por vez primera, 
en su art. 7.l.c), que procede la devo­
lución "cuando se hayan ingresado, después 
de prescribir la acción para exigir su pago, 
deudas tributarias liquidadas por la Admi­
nistración o autoliquidadas por el propio obli· 
gado tributario; así como cuando se hayan 
satisfecho deudas cuya autoliquidación haya 
sido realizada hallándose prescrito el derecho 
de la Administración para practicar la opor­
tuna liquidación". Dicho precepto preten­
de reconducir la renuncia a la prescrip­
ción y su aplicación de oficio a sus jus­
tos té rminos y, por eso, el Reglamento 
General de Recaudación de 1.990, ade­
más de suprimir la previsión del art. 62.3 
del antiguo, advierte en el art. 60.1 que 
"la prescn"¡xión ... se aplicará de oficio, incluso 
en los casos en que se haya pagado la deuda". 

El Reglamento General de Recauda­
ción vigente no contiene, pues, norma 
alguna sobre la renuncia a la prescrip­
ción. Pero debe admitirse, pues no se 
prohíbe por la ley, a la que está reser­
vada la regulación de la prescripción, 
según el art. lO.d) de la Ley General Tri­
butaria; no es contraria al interés o al 
orden público ni p erjudica a terceros, 
según el art. 6.2 del Código Civil; y 
además, si se admite la renuncia del 
derecho a la devolución de un ingreso 
indebido ha de admitirse también la 
renuncia a la prescripción. En el bien 
entendido de que la renuncia puede ser 
expresa o tácita; que la renuncia tácita 
es la que resulta de un acto incompati ­
ble con la voluntad contraria o, en pa­
labras del art. l. 935 del Código Civil, 
"de actos que hacen suponer el abandono del 
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derecho adquirido" (lo que hace muy di­
fícil la renuncia tácita a la prescripción 
en e l Derecho Tributario); y que la re­
nuncia sólo perjudica al que la hace, 
pues, como dice el art. 1.937 del citado 
Código, cualquier persona interesada 
en hacer valer la prescripción podrá 
utilizarla a pesar de la renuncia expre­
sa o tácita del deudor. 

XI.- Prescripción de la 
acción para sancionar. 

La Ley General Tributaria regula, 
como supuesto autónomo de prescrip­
ción, la prescripción de "la acción para 
imponer sanciones tributarias", es de­
cir, la prescripción de la infracción o, 
más propiamente, de la responsabili­
dad derivada de la infracción, señalan­
do que prescribe a los 5 años (art. 64.c), 
que el plazo de prescripción comienza 
a contarse desde que se cometieron las 
respectivas infracciones (art. 65) y que 
éste se interrumpe por las mismas cau­
sas que la prescripción de la obligación 
tributaria (art. 66.1) . El plazo de pres­
cripción es extraordinariamente amplio 
si se compara con el establecido, en 
general, por las normas que regulan la 
prescripción de las infracciones no 
tributarias y, subsidiariamente, por el 
art. 132.1 de la Ley 30/92, que impone 
la prescripción de las infracciones muy 
graves a los 3 años, de las graves a los 
2 años y de las leves a los 6 meses. 

La Ley General Tributaria no re­
gula autónomamente, en cambio, la 
prescripción de la acción para exigir 
el pago de las sanciones tributarias 
impuestas, es decir, la prescripción 
de la sanción, por lo que ésta ha de 
regirse por lo dispuesto para "la ac­
ción para exigir el pago de las deu­
das tributarias liquidadas", es decir, 
la examinada acción para recaudar. Por 
ello, e l plazo de prescripción de la san­
ción tributaria es también de 5 años, lo 
que destaca frente a los plazos de pres­
cripción de las sanciones no tributarias, 
que, según el citado art. 132.1 de la Ley 
30/92, son los fijados por sus leyes es­
pecíficas y, en su defecto, son los de 3 
años para las sanciones impuestas por 
faltas muy graves, 2 años para las im­
puestas por faltas graves y l año para 
las impuestas por faltas leves. 

En cualquier caso, la prescripción se 
aplica de oficio (art. 67); y en su aplica­
ción habrá que tener en cuenta los corres­
pondientes plazos de prescripción, lo que 
implica que tratándose de sanciones no 
tributarias, aunque se recauden con arre­
glo al Reglamento General de Recauda­
ción, su plazo de prescripción será el fi­
jado por sus leyes específicas y, en su 
defecto, por e l art. 132.1 de la Ley 30/92. 

Por lo demás, la prescripción de las 
infracciones y sanciones tributarias es 
una modalidad de prescripción penal, 
por lo que su estudio detenido debe 
hacerse a la luz de la prescripción en 
materia pena l, con especial coordina­
ción con la regulación de la prescrip­
ción de los delitos contra la Hacienda 
Pública y sus penas. 

Baste señalar aquí que la aplicación 
de los principios penales al ámbito san­
cionador tributario impone que la pres­
cripción de las infracciones y sanciones 
tributarias determine la extinción de la 
responsabilidad derivada de las infrac­
ciones (como reconoce expresamente el 
art. 89.1 de Ley General Tributaria) y de 
las sanciones impuestas, y que en am­
bos casos no sea posible renunciar a la 
prescripción ganada. 

XII.- Prescripción del 
derecho a la devolución de 
ingresos indebidos. 

El derecho a la devolución de los ingre­
sos indebidos se reconoce en el art. 155 
de la Ley General Tributaria, regulán­
dose su procedimiento por el citado Re­
glamento de 21 de Septiembre de 
l. 990, a su vez desarrollado por la Or­
den de 22 de Marzo de 1.991. 

Su prescripción se regula autóno­
mamente dentro de la regulación gene­
ral de la prescripción contenida en la 
Ley General Tributaria, desarrollándo­
se por el art. 3 del citado Reglamento . 
Según dicha normativa, el derecho a 
la devolución de ingresos indebidos 
también prescribe a los 5 años (arts. 
64.d de la Ley y 3.1 del Reglamento), 
comenzando a contarse el plazo des­
de el día en que se realizó el ingreso 
indebido (arts. 65 de la Ley y 3.2 del 
Reglamento) e interrumpiéndose 
por cualquier acto fehaciente del 
obligado que pretenda la devolución 
del ingreso indebido o por cualquier 
acto de la Administración en que se 
reconozca su existencia (arts. 66.2 de 
la Ley y 3.2 del Reglamento) . Añade 
el art. 3.3 del Reglamento que "reco­
nocida la procedencia de la devolución, pres­
cribirá, asimismo, a los cinco años el derecho 
para exigir su pago, si éste no fuese reclama­
do por los acreedores legítimos. Este plazo se 
contará desde la fecha de notificación del re­
conocimiento de dicha obligación". Precep­
to innecesario, pues se refiere al mismo 
procedimiento de devolución en el que 
el reconocimiento del derecho a la de­
volución da lugar a la interrupción de 
la prescripción y, por ello, al inicio de 
nuevo del cómputo del plazo de pres­
cripción de 5 años. 

Dicho régimen se aplica a las peti­
ciones de d evolución de ingresos inde-

birlos, como cuando se ha producido 
una duplicidad de pago, cuando se ha 
pagado una cantidad superior a l impor­
te de la deuda liquidada o autoliquida­
d a, cuando se ha pagado una deuda 
prescrita y cuando entienda el obliga­
do tributario que una autoliquidación 
formulada por él ha dado lugar, por 
cualquier motivo jurídico, a la realiza­
ción de un ingreso indebido, según los 
arts. 7 y 8 del Reglamento. 

También se aplica a las pe ticiones 
de ejecución de la devolución de ingre­
sos indebidos reconocida por la Admi­
nistraci ón o que resulte del cumpli ­
miento de la resolución administrativa 
o judicia l de un recurso, de una liqui­
dación provisional o definitiva, o de un 
acuerdo de revisión de un acto firme 
form ulada al amparo de los arts. 153 y 
154 de la Ley General Tributaria, según 
el art. 10 y la Disposición Adicional 2• 
del Reglamento. 

También se aplica a la solicitud de 
rectificación de una declaración-liqui­
dación o autoliquidación que el obliga­
do considere perjudicial para sus inte­
reses legítim os, aunque no haya dado 
lugar a la realización de un ingreso in­
debido, según la Disposición Adicional 
3• de dicho Reglamento y art. 116 del Re­
glamento de Procedimiento en las Recla­
maciones Económico-Administrativas. 

Finalmente, también se aplica, en 
defecto de normas específicas, según la 
Dispos ición Adicional 5• del Regla­
mento y apartado 1 de la Orden citada, 
a las devoluciones de ingresos de Dere­
cho Público no tr ibutarios, así como a 
las devoluciones de naturaleza tributa­
ria distintas de las devoluciones de in­
gresos indebidos, q ue son las llamadas 
obligaciones de "reembo lso", en que 
como consecuencia de la dinámica apli­
cativa de un tri buto y no de la realiza­
ción de un ingr eso indebido resulta 
obligada la Hacienda Pública frente al 
sujeto pasivo. 

En cualquier caso, la prescripción 
ha de aplicarse de oficio y determi­
na la extinción de la obligación de 
devolución, sin que pueda admitir­
se la renuncia por la Administración 
a la prescripción ganada, dado el ca­
rácter indisponible de sus derechos. 

XIII.- Otros supuestos de 
prescripción. 

Resultan de interés otros supuestos de 
prescripción, au nque no recogidos ex­
presamente en la regulación general de 
la prescripción. 

A) La acción de rectificación de erro­
res materiales o de hecho prescri­
be a los 5 años desde que se dictó el 
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acto objeto de rectificación, pues, se­
gún el an. 156 de la Ley General Tri­

butaria, "la Administración rectificará 
en cualquier momento, de oficio o a ins­
tancia del interesado, los errores materia­

les o de hecho y los aritméticos, siempre 
que no hubieren transcurrido cinco ai1os 

desde que se dictó el acto objeto de rectifi­
cación", plazo que aunque parece de 

caducidad ha de entenderse de pres­

cripción por coherencia con el pla­
zo de prescripción de la obligación 

tributaria o del derecho a la devolu­

ción de ingresos indebidos. 

B) La revisión de actos firmes anula­

bles por infracción manifiesta de 

la Ley o por aportación de nuevas 
pruebas formulada al amparo del 

art. 154 de la Ley General Tribu­

taria prescribe a los 5 años desde el 
acto objeto de revisión, pues el art. 

154 citado permite dicha revisión 
"en tanto no haya prescrito la acción ad­

ministrativa". Es de destacar que 

mientras los arts 153 y 154 de la Ley 
General Tributaria constituyen la 

aplicación al Derecho Tributario de 

la potestad de revisión de actos fir­

mes declarativos de derecho nulos y 

anulables que, con carácter general. 
se regula en los arts. 102 y 103 de la 

Ley 30/92, la revisión de actos tribu­

tarios anulables prevista en el art. 
154 citado ofrece singularidades par­

ticularidades, siendo la mayor el es­

tablecimiento de un plazo de pres­

cripción de 5 años, poco conciliable 
con una potestad administrativa, fren­

te al plazo de caducidad de 4 años 

previsto en el art. 103.1 de la Ley 30/ 

92 para la revisión de actos adminis­
trativos no tributarios anulables. 

C) La obligación de ingresar las canti­
dades retenidas o que hubieran 

debido retenerse, dado su carácter 

autónomo respecto de la obligación 
tributaria principal, prescribe, como 

ha declarado reiteradamente el Tribu­

nal Económico-Administrativo Cen­

tral. a los 5 años a contar desde la fi­
nalización del plazo para presentar 

cada declaración de retenciones, con 

lo que se diferencia de las obligacio­

nes a cuenta del propio sujeto pasivo, 
como los pagos fraccionados en el 

Impuesto sobre la Renta o los pagos 

a cuenta en el Impuesto de Socieda­
des, sometidos no a una prescripción 

autónoma, sino a la prescripción de la 

obligación principal. 

D) Las obligaciones extratributarias, 

como la de reembolso de los obliga­
dos solidarios frente al coobligado 

que realiza el pago o la del contribu­

yente frente al sustituto o responsa-
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ble que realiza e l pago, son obliga­

ciones entre particulares y están 
sujetas, por ello, al plazo general 
de prescripción de 15 años esta­

blecido por el art. 1.964 del Códi­

go Civil, salvo que exista algún 
plazo especial establecido por el 
Derecho Tributario, como ocurre 

en el Impuesto sobre el Valor Aña­

dido, respecto al cual el art. 88.4 de 
su ley regu !adora impone un corto 
plazo de caducidad al advertir que 

"se perderá el derecho a la repercusión 

cuando haya transcurrido un año desde 
l11jecha del devengo". De todos modos, 

tales obligaciones quedan afectadas 

por la prescripción de la obligación 
tributaria, como sucede con la obli­
gación de soportar la retención, que 

no tiene sentido una vez prescrita la 
obligación de ingreso de las can ti­
dades que hubieran debido retener­

se o prescrita la obligación princi­

pal, de la que es obligación a cuen­
ta aunque a cargo de tercero; o con 

la obligación de reembolso de los 

obligados solidarios o del contribu­
yente frente a quien paga una vez 

prescrita la obligación tributaria, o 

con la obligación de reembolso del 
obligado frente a un tercero que 

paga una deuda prescrita, pues tam­

poco tienen sentido tales obligacio­
nes una vez producida la prescrip­

ción de la obligación principaL so­

bre todo si se tiene en cuenta que la 
renuncia a la prescripción por el pa­

gador no puede perjudicar a terceros 

en virtud del a rt. 6.2 del Código 
Civil. Incluso, como advierte Falcón 

y Tella, si el tercero paga la obliga­

ción tributaria pero no reclama al 

deudor hasta después de transcurri­

do el plazo de prescripción de ésta, 
como el pago por tercero no inte­

rrumpe la prescripción, no puede 

exigir cantidad alguna al deudor 
que ya ha ganado la prescripción 

con anterioridad. 

XIV.- La caducidad en el 
Derecho Tributario. 

Como enseña la teoría general del 

Derecho, a diferencia de la prescrip­
ción, la caducidad es la extinción de 

los derechos por el s imple transcur­

so del tiempo concedido para su 

ejercicio. En la caducidad, el derecho 

nace con un plazo de vida, de modo que 

si no se realiza en tal plazo automática­
m ente desaparece. En cambio, en la 

prescripción, nace libre de toda limita­

ción temporal, pero se debilita por el 

silencio de la relación jurídica (falta de 

ejercicio del acreedor unida a la falta de 

reconocimiento del deudor) durante el 

tiempo fijado por la ley. El efecto de la 

caducidad es radicalmente extintivo 

e independiente de la actividad de 

los sujetos de la relación jurídica, 

mientras que el de la prescripción va­

ría según el sector del ordenamiento y 
depende de la inactividad de los suje­
tos activo y pasivo. Por eso, la caduci­

dad es siempre aplicable de oficio y 

no admite interrupción, .mientras 

que la prescripción es o no aplicable 

de oficio, según la rama del ordena­

miento jurídico, y se interrumpe 

cuando se rompe el silencio de la re­
lación jurídica. La caducidad opera 

especialmente respecto de las potesta­
des administrativas, las facultades y 

los llamados derechos potestativos o 

de configuración jurídica, que son los 

que atribuyen a una persona la potes­

tad de producir mediante su declara­
ción de voluntad la creación, modifica­

ción o extinción de una relación jurídi­

ca con eficacia respecto de otra que no 

puede evitarlo, como los derechos de 

renuncia u opción, mi entras que la 

prescripción t iene por objeto funda­

mentalmente los derechos subjetivos 

patrimoniales. 
En el Derecho Tributario, la cad uci­

dad tiene escasa incidencia, si bien de­

bería predicarse de las potestades ad­

ministrativas. Pero ya se ha visto que el 

ejercicio de las potestades liquidatoria 

y recaudatoria está sujeto en nuestro 

Derecho a prescripción, no faltando 

autores que, basándose en la naturale­

za de las potestades administrativas y 

en el fortalecimiento de la seguridad ju­

rídica, reclaman la conveniencia de un 

p lazo de caducidad para la potestad 

liquidatoria, como sucede frecuente­

mente en el Derecho comparado. 
En la Ley Genera l Tributaria, sólo 

existe una previsión general de caduci­

dad al advertir su art. l20.2.c) que ten­
drán consideración de definitivas las 

liquidaciones tributarias "que no hayan 

sido comprobadas dentro del plazo que se se­

íiale en la Ley de cada tributo, sin perjuicio 

de la prescripción". Dicho precepto prevé 

el establecimiento por la ley propia de 

cada tributo de un plazo de caducidad 

del ejercicio de la potestad li quidatoria, 

pero al no haber utilizado las leyes pro­
pias de cada tributo dicha posibilidad 

el derecho de la Administración a liqui­

dar se mantiene durante todo el plazo 

de prescripción. 
En concreto, los supuestos de ca­

ducidad se encuentran ligados a dere­
chos potestativos o de configuración 

jurídica que se atribuyen al sujeto pa­

sivo, como el derecho a renunciar al ré­
gimen de estimación objetiva, que cadu­

ca al iniciarse el período impositivo, se­

gún el art. 68.b) de la Ley del Impuesto 

sobre la Renta de las Personas Físicas. 
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Finalmente, pueden considerarse 
supuestos de caducidad los plazos 
preclusivos establecidos en las normas 
procesales, pues la "preclusión" o "pe­
rención", aunque reservada a los plazos 
dentro de los cuales ha de realizarse cada 
actuación procesal cuya inobservancia 
determina la imposibilidad de la misma 
o, si se prefiere, la extinción del derecho 
a dicha actuación, es perfectamente 
subsumible, como advierte Gómez Corra­
liza, en el concepto de caducidad. 

En este sentido, hay que distinguir 
entre los plazos a observar por la Admi­
nistración y los que afectan a los adminis­
trados. Los primeros no suelen tener ca­
rácter preclusivo, pues, aunque "obligan a 
las autoridades y personal al servicio de las Ad· 
ministraciones Públicas competentes para la tra· 
mitación de los asuntos ... ", según expresión 
del art. 4 7 de la Ley 30/92, declara el art. 
105.2 de la Ley General Tributaria que "la 
inobservancia de plazos por la Administración 
no implicará la caducidad de la acción adminis­
trativa, pero autorizará a los sujetos pasivos 
para reclamar en queja", en consonancia 

ACCION 

Derecho de la Administración a liquidar. 

Acción de la Administración para exigir el 
pago de las deudas tributarias liquidadas 

Acción de la Administración para sancionar 

Derecho a la devolución 
de los ingresos indebidos 

Acción de rectificación de errores materiales 

Revisión de actos firmes anulables por 
infracción manifiesta de la Ley o por 
aportación de nuevas pruebas 

Obligación de ingresar cantidades retenidas o 
que hubieran debido retenerse 

ACCION 

Derecho a la repercusión del IVA 

*- Escasa incidencia en el Derecho Tributario. 

con el art. 63.3 de la Ley 30/92, conforme 
al cual "la realización de actuaciones adminis­
trativas fuera del tiempo establecido para ellas 
sólo implicará la anulabilidad del acto cuando 
así lo imponga la naturaleza del término o pla­
zo". 

En cambio, los plazos que afectan a 
Jos administrados suelen tener carácter 
preclusivo, comportando su inobservan­
cia la pérdida del recurso o trámite corres­
pondiente. Sin embargo, dicha afirma­
ción ha de matizarse. El plazo de interpo­
sición de recurso de reposición o reclama­
ción económico-administrativa ( 15 días 
hábiles a contar de la notificación del acto 
impugnado) es preclusivo, de modo que 
e l recurso o reclamación interpuesto 
extemporáneamente ha de declararse in­
admisible. Igualmente, son preclusivos el 
plazo de ingreso en período voluntario o 
los plazos de declaración. En cambio, ini­
ciado un procedimiento administrativo, 
la pérdida del derecho al trámite por in­
observancia del plazo resulta mitigada 
por el art. 76.3 de la Ley 30/92, según el 
cual " .. . se admitirá la actuación del interesa-

PLAZO 

do y producirá sus efectos legales, si se produje­
ra antes o dentro del día que se notifique la re­
solución en la que se tenga por transcurrido el 
plazo", y por el derecho a formular alega­
ciones y a aportar documentos en cual­
quier fase del procedimiento, reconocido 
en el art. 35 de la Ley 30/92. Por eso, aun­
que la caducidad del trámite de 15 días 
hábiles para formular alegaciones y pro­
poner pruebas en la reclamación econó­
mico-administrativa se produce "de de­
recho", sin necesidad de notificación de 
la correspondiente declaración de cadu­
cidad, continuándose el procedimiento 
como proceda, según el art. 61 del vigente 
Reglamento de Procedimiento en las Re­
clamaciones Económico-Administrati­
vas, han de admitirse las alegaciones y 
documentos que el reclamante presente 
antes de que termine el procedimiento, 
aunque lo haga una vez transcurrido el 
plazo del correspondiente trámite. + 

*Abogado del Estado 

l COMPUTO 
·----------------------------+-

5 años (art. 64 a) de la L.G.T.y art. 25 Ley 
29/87 en relación al Impuesto de Sucesiones 
y Donaciones) 

5 años (art. 64 b) de la L.G.T.) 

5 años (art. 64 e) de la L.G.T. y art. 25 Ley 
29/87, en relación al Impuesto de Sucesiones 
y Donaciones) 

5 años (art. 64 d) de la L.G.T.) 

5 años (art. 156 de la L.G.T.) 

5 años (art. 154 de la L.G.T.) 

5 años 

1 año (art. 88.4 Ley del I.V.A) 

Desde el día en que fina lice el plazo 
reglamentario para presentar la 
correspondiente declaración (art. 65 L.G.T.) 

Desde la fecha en que finalice el plazo de 
pago voluntario (art. 65 L.G.T.) 

Desde el momento de la comisión de las 
correspondientes infracciones (art.65 L.G.T.) 

Desde el día en que se realizó el ingreso 
indebido (art. 65 L.G.T.) 

Desde que se dictó el acto objeto de 
rectificación 

Desde el acto objeto de revisión 

Desde finalización del plazo para presentar 
cada declaración de retenciones 

Desde la fecha del devengo 
(art. 88.4 Ley del I.V.A.) 

*Redacción 

- Son supuestos de caducidad los plazos preclusivos que afectan a los administrados, no a la Administración, establecidos en las normas 
procesales (ej: plazo de interposición de recurso de reposición o reclamación económico-administrativa: 15 días hábiles desde notificación del 
acto impugnado; así como plazo de ingreso en período voluntario o plazo de declaración) 
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Prescripción y Caducidad 
en el Derecho Laboral 

Joaquín Abril Sánchez * 
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1.- Introducción 

El presente trabajo pretende ser una 
aproximación a ambas instituciones ju­
rídicas en el ámbito del Derecho Labo­
ral, desde un punto de vista pragmáti­
co, esto es, utilizando como vehículo 
casi exclusivo la Jurisprudencia de 
nuestro Tribunal Supremo, y las Sen­
tencias de los D'ibunales Superiores de 
Justicia de las Comunidades Autóno­
mas. 

De entrada conviene decir que, na­
turalmente, sirve aquí cuanto se ha ex­
puesto con anterioridad sobre la natu­
raleza, razón de ser, analogías y diferen­
cias de ambos institutos, y en general, 
cuanto se ha explicado en la parte ge­
neral de este artículo, no en vano su 
escasa regulación propia se completa 
con la que se contiene en el Código Ci­
vil sobre la materia. 

Por ello, entraré en materia directa­
mente y sin mayores preámbulos. 

11.- Plazo ordinario 
de prescripción 

La norma general la encontramos en 
el apartado 1 del artículo 59 del Es­
tatuto de los Trabajadores, que esta­
blece que las acciones derivadas del 
contrato de trabajo que no tengan 
señalado plazo especial prescribirán 
al año de su terminación. 

El precepto citado establece tanto el 
plazo ordinario de prescripción, como 
el dies a quo a partir del que, con carác­
ter general, comienza a correr dicho pla­
zo, que queda fijado en la fecha de ter­
minación del contrato de trabajo, sien­
do indiferente cual haya sido su causa 
de extinción. A tales efectos, el párrafo 
segundo del núm. l del art. 59 E.T. in­
dica que se considerará terminado el 
contrato, el día que expire el tiempo de 
duración convenido o fijado por dispo­
sición legal o convenio colectivo, o el 
día en que termine la prestación de ser-
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VICIOS continuados, cuando se haya 
dado esta continuidad por virtud de 
prórroga expresa o tácita. 

Sin perjuicio de que más adelante 
volvamos sobre ello, conviene ya des­
de ahora poner en comparación el 
contenido del art. 59.1 visto, con el 
del 59.2, a fin de extraer las primeras 
conclusiones. El art. 59.2 E.T. dice 
textualmente que "si la acción se 
ejercita para exigir percepciones 
económicas o para el cumplimien­
to de obligaciones de tracto único, 
que no puedan tener lugar después 
de extinguido el contrato, el plazo 
de un año se computará desde el 
día en que la acción pudiera ejerci­
tarse", lo que viene a suponer una 
doble excepción al principio general 
antes visto, en virtud del cual el dies 
a quo es el de la terminación del con­
trato de trabajo, adelantando el inicio 
del plazo prescripti vo hasta la fecha 
en que la acción pudo ejercitarse (teo­
ría de la "actio nata", recogida con 
carácter general en e 1 art. l. 969 C. C.) 

Por consiguiente, la primera con­
clusión que podemos extraer consis­
te en que no hay prescripción posi­
ble de ninguna acción derivada del 
contrato de trabajo mientras éste, 
esté en vigor, salvo en el caso de que 
la acción se ejercite para exigir per­
cepciones económicas o para el cum­
plimiento de obligaciones de tracto 
único, que no puedan tener lugar 
después de extinguido el contrato 
(por todas, S.T.S.J. Castilla y León 1 
Valladolid, 21.3 .95). 

Tenemos ya por tanto con carácter 
general un único plazo de un año, pero 
dos dies a quo distintos, que operarán en 
función del tipo de acción que se ejer­
cite, y es ahí donde realmente empiezan 
las dificultades, ya que si bien queda 
totalmente claro qué s ignifica "exigir 
percepciones económicas", es evidente 
la necesidad de definir qué debe enten­
derse por "obligación de tracto único" 
(art. 59.2), como contraposición a "obli­
gación de tracto sucesivo" habida cuen­
ta de la diferente regulación de la pres­
cripción de las acciones tendentes a su 
cumplimiento que se contiene en el art. 
59 E.T. 

Como es sabido, las obligaciones de 
tracto único o transitorias se definen 
por la Doctrina Civilista como aqueJJas 
en que la prestación ha de ser realiza­
da a virtud de un acto aislado o de va­
rios actos aislados, y que se extinguen 
tan pronto como dichos actos han sido 
cumplidos, mientras que las obligacio­
nes de tracto sucesivo, continuo, o du­
raderas, son aquellas que imponen al 
deudor un comportamiento permanen­
te o actos de ejecución reiterada durante 
cierto tiempo. 

Naturalmente, la anterior definición 
tiene aquí plena validez. Véase por 
ejemplo y por todas, la Sentencia del 
Tribunal Superior de Justicia de 
Catalunya de 5 de Octubre de 1.995, 
dictada en un supuesto en el que el tra­
bajador reclamaba una determinada 
antigüedad: 

" ... no hay duda de que el derecho cuyo 
reconocimiento se pretende no agota el conte­
nido material que le es propio por su simple 
ejercicio ante los Tribunales a través de la 
acción que de él surge, sino que el mismo des­
pliega unos efectos jurídicos que se proyectan 
sobre otros aspectos del contrato de trabajo ... 
En suma, la obligación cuyo cumplimiento 
exige el trabajador en la demanda o, si bien 
se mira, el correlativo derecho que el mismo 
actúa en ella, no puede considerarse de tracto 
único, puesto que le acompaña a lo largo de 
todo el contrato de trabajo que vincula a los 
litigantes, por lo que no cabe fijar el dies a quo 
del plazo prescriptivo de la acción que de él 
dimana en el momento en que tuvo lugar el 
supuesto incumplimiento empresarial, sino 
que, por su carácter sucesivo o continuado, 
exige la aplicación de lo que al respecto prevé 
el articulo 59.1 del Estatuto Laboral ... El 
cumplimiento prestatario en la litis es de 
tracto continuado y en manera alguna de 
tracto único, pues éste parece tener proyección 
concreta al derecho que corresponde al traba­
jador, al agotarse -tracto único- con el ejerci­
cio del derecho su propio contenido, pero no 
abarca a supuestos cual el presente en que la 
cadencia de la prestación y su intermitencia es 
cíclica -tracto continuado-... " 

A pesar de que la distinción teórica 
es clara a primera vista, los contornos 
de ambos tipos de obligaciones siguen 
oscuros en la práctica, ya que ahora la 
dificultad radica en clasificar las distin­
tas acciones posibles en su grupo co­
rrecto, buena prueba de ello es el hecho 
de que un sector importante y muy cua­
lificado de la doctrina ha afirmado que 
cuando el art. 59.2 habla de ob ligacio­
nes de tracto único que no puedan te­
ner lugar después de extinguido el con­
trato, se está refiriendo excl usivamen­
te a la reclamación del derecho al dis­
frute de las vacaciones. Tal tesis se 
ratifica en la Sentencia del Tribunal Su­
perior de Justicia de Castilla y León 
(Valladolid), de 21.3.95 . Sin entrar en 
la discusión doctrinal sobre este punto, 
es igualmente cierto que el Tribunal 
Supremo y los Tribunales Superiores 
de Justicia, en acciones distintas a la 
citada, han fijado el dies a quo en el mo­
mento en el que el trabajador pudo ejer­
citar su derecho. 

Así sucede por ejemplo con la ac­
ción que asiste al trabajador para soli­
citar la extinción del contrato de tra­
bajo basada en el articulo 50 E.T. La 
S.T.S.J. de Madrid de 18.3.94 con cita 
en la S.T.S. de 29.5.90, aborda la cues-

tión de la prescripción concluyendo 
que en este tipo de acciones el plazo 
prescriptivo empieza a correr desde el 
momento en que se producen los he­
chos supuestamente constitutivos del 
grave incumplimiento contractual por 
parte del empresario, encuadrando por 
consiguiente la acción en el art. 59.2 
(parece claro que la Sentencia citada 
está dando por sentado que el trabaja­
dor tiene conocimiento inmediato del 
incumplimiento empresarial, lo que sin 
duda será la norma general, pero cabría 
preguntarse qué sucederá en aquellos 
supuestos en los que el conocimiento 
sea posterior. En tales supuestos pare­
ce adecuado empezar a computar el pla­
zo desde ese momento posterior). Sin 
embargo, en otras Sentencias del mis­
mo T.S. (por ejemplo 22.12.88 y 
20.3. 90) la cuestión no está tan clara, e 
incluso parecen contradictorias con la 
citada anteriormente de 29.5.90. Ello no 
obstante, (insisto que prescindiendo de 
matices doctrinales, y desde un punto 
de vista pragmático) no es conveniente 
considerar este tipo de acciones como 
imprescriptibles (que es lo que se con­
vertirían si se aplica el art. 59.1, dada la 
imposibilidad de ejercitar este tipo de 
acción si el contrato de trabajo está ya 
extinguido por cualquier causa), e in­
terponer la demanda dentro del plazo 
de un año a contar desde que se produ­
ce el incumplimiento empresarial. Por 
otra parte,parece claro que estamos en 
presencia de una obligación (o corre­
lativo derecho) de tracto único. 

Otro tanto podríamos decir de la 
acción tendente a que se reconozca el 
derecho del trabajador a su reincorpo­
ración tras la excedencia voluntaria. 
En ella parece claro que, o bien se apli­
ca el art. 59.2, o de Jo contrario la acción 
deviene imprescriptible, pues difícil­
mente se podrá solicitar la reincorpora­
ción en la empresa si el contrato se ha 
extinguido por cualquier otra causa. 
Tras la excedencia voluntaria se plantea 
un problema añadido de g ran impor­
tancia, y que afecta directamente a la 
posible prescripción de la acción, ya 
que dependerá de la respuesta que 
ofrezca la empresa a la solicitud de re­
ingreso, el que el trabajador deba inter­
poner demanda por despido, o por el 
contrario la acción de reincorporación. 
El tema no es baladí, ya que si el actor 
equivoca la acción y opta por la segun­
da, cuando la Sentencia le saque de su 
error es evidente que el despido habrá 
caducado. La S.T.S. de4.4.91 diferencia 
con gran claridad cuándo procede la de­
manda por despido (caducidad 20 
días), y cuándo la acción de reingreso 
(prescripción un año). 

Así, procederá la demanda por 
despido cuando la empresa contesta a 
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la solicitud de reingreso con una nega­

tiva rotunda e incondicion ad a, de ta l 

manera que signifique un rechazo a la 

existencia de a lg ún vínculo entre las 

partes, mientras que procederá la ac­

ción de reingreso cuando la empresa 

lo niega tácitamente o rechaza de forma 

expresa la pe tición pretextando la falta 

de vacante, o circunstancias análogas 

pero sin desconocer el v ínculo entre las 

partes. En este último caso, el plazo es 

el de prescripción de un año, y el dies a 

quo se sitúa en la fecha en que el traba­

jador tiene conocimiento de la existen­

cia de la vacante que, pudiendo y de­

biendo ocupar, sin embargo no ha ocu­

pado debido al comportamiento de la 

empresa (S.T.S. 21.2. 92). Nótese que la 

Sentencia no se refiere al d ía en que 

efectivamente se produce la vacante, 

sino al d ía en que el trabajador tiene 

conocimiento de su existencia, matiz 

importantísimo, pues son sabidas las 

dificultades que tendrá la empresa para 

rebatir la fecha que diga e l trabajador, 

debiendo ser aquélla quien soporte la 

carga de la prueba por ser quien a lega 

la prescripción. 
Un problema parecido se p lantea 

con la a cción tendente al reconoci­

miento de una categoría profesional 

determinada. La S.T.S. de 20.12.85la 

califica sin preámbulos como de tracto 

único al igual q ue la de 20.3.90, mien­

tras que, por ejemplo, la S.T.S.J. de An­

dalucía (Granada) de 20.9.94 la califi­

ca como de tracto sucesivo. Bien es cier­

to que pueden apreciarse a lgunas dife­

rencias entre las situaciones de hecho 

resueltas por las ci tadas Sentencias, 

mas se antojan irrelevantes a los efec­

tos que nos ocupan. No es necesario 

decir que el principio de prudencia im­

pone, siempre que e llo sea posible, es­

tar al plazo del art. 59.2. 

Las vistas hasta este momento pare­

cen ser las acciones que ofrecen más di­

ficultades a la hora de establecer el dies 

a quo del plazo general de prescripción. 

Por contra, e l resto de acciones decla­

ra tivas de derechos (con las salveda­

des que más adelante se señalarán) , tie­

nen una respuesta jurisprudencia] mu­

cho más clara, expuesta por ejemplo en 

la S.T.S.J . Extremadura de 19.7.94, en 

un supuesto de reclamación para el re­

conocimiento de una de terminada an­

tigüedad, en e l q ue la parte demand a­

da a legó en Suplicación una supuesta 

vulneración del art. 59.2 E.T. por no 

haber apreciad o el Juzgado de lo Social 

la excepción de prescripción: 

" ... lo que sucede en realidad es que dicho 

precepto no es aplicable aquí, sino lo aplica­

ble_ a efectos de una posible prescripción es lo 

establecido en el núm. 1 del mismo articulo ya 

que lo que ha ejercitado el actor es una acción 
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declarativa de derecho que susbiste mientras 

el empresario desconozca el derecho de que se 

trata y esté vigente el contrato de trabajo . .. 

reiteradamente declaró el Tribunal Central de 

Trabajo, siguiendo doctrina jurisprudencia/, 

que la excepción de prescripción no cabe apre­

ciarla, mientras subsista la vigencia del con­

trato, respecto de las acciones declarativas ... " 

111.- Plazo de prescripción 
de las reclamaciones de 
cantidad. 

Como se ha expuesto, quedan suje­

tas al plazo genera l de un año, que 

se computará desde el día en que la 

acción pudiera ejercitarse. 

Aquí si que no hay dudas, ya que, 

dado que e l salario por unidad de 

tiemp o se en trega con una periodici­

dad determinada, constituirá el ven­

cimiento de cada uno de esos períodos 

la fecha de inicio del plazo de pres­

cripción , consecuentemente a lo es ta­

blecido en el a rt. 29.1 E.T., que pre­

ceptúa que la li q uidación y pago del 

salari o se harán puntual y documen­

talmente en la fech a y Jugar con veni­

do o conforme a los usos y costumbres 

(S.T.S. 26.7.94) 
Debe tenerse en cuenta que si b ien 

como ha quedado dicho, con carácter 

general las acciones declara ti vas de 

derechos son imprescriptibles mien­

tras es té vivo el contra to de trabajo 

(an. 59.1), las diferencias económicas 

q ue puedan traer su causa del dere ­

cho litigioso, están sujetas a l plazo de 

prescripción de un año en los té rmi­

nos del ar t. 59.2, ya que la acción 

declara tiva no interrumpe el plazo de 

prescripción de la acción de reclama­

ción de camidad. aunque ambas estén 

íntimamente ligadas. En ta l sentido 

y por todas, la S.T.S. de 8.5.95: 

" ... el derecho a las diferencias retribu­

tivas por realización de trabajos de catego­

ría superior no surge de la sentencia deci­

soria sobre la categoría, sino del hecho de la 

prestación de los servicios correspondien ­

tes ... " 
En suma, no es suficiente con pe­

d ir al Juzgado que declare determina­

do derecho del trabajador, sino que es 

absolutamente necesario, so pena de 

prescripción, reclamar a la vez el pago 

de s us consecuencias económicas (por 

todas S.T.S.J. Catalunya de 11.7 .94, 

especialmente su Fundamento de De­

recho Quinto), e ir interponiendo si 

fuere m enester, sucesivas demandas 

reclam ando los devengos posteriores, 

sin esperar l a firmeza de la sentencia 

que reconozca la ex istencia del der e­

cho litigioso. 

IV.- Plazos especiales de 
prescripción 

El artículo 60 E. T. establece que las in­

fracciones cometidas por el empresario 

prescribirán a los tres años, salvo en 

materia de Seguridad Social. 

Si bien no figura específicamente en 

la Ley, la J urisprudencia ha estableci­

do q ue el plazo de prescripción para 

instar el d esahucio de vivienda ocu­

pada en razón del contrato de traba­

jo (ejercitable ante la Jurisdicción So­

cial) es de quince años por aplicación 

del art. l. 964 del Código Civil, al enten­

der que una vez extinguido el contrato 

de trabajo, el arrendamiento de la vi­

vienda adquiere sustantividad propia 

sin que pueda tener otra relación jurí­

dica distinta a la establecida para los 

arrendamientos urbanos. S.T.S.J. Cana­

rias (Las Palmas), de 28.2.94. 

Por lo que r especta a las acciones 

ejercitab les por la vía del conflicto co­

lectivo, es constante la Jurisprudencia 

que establece que no entra en juego el 

instituto de la prescripción, ya que en 

este tipo de procesos se abordan pro­

blemas genéricos en Jos que no cabe 

analizar derechos individuales, ya que 

de lo que en defini tiva se trata es de la 

aplicación de toda una normativa labo­

ral que no es susceptible de prescribir 

sino, únicamen te, de ser sustituida o 

cambiada por otra (S.T.S. 22.6.93, 

20.9.94 por todas) . 
En cuanto a la ejecu ción de Sen­

tencias, los p lazos de prescripción se 

establecen en el art. 241 L.P.L., con ca­

rácter general, y 277 L.P.L. para las de 

despido. Dispone el primer precepto 

q ue el plazo para instar la ejecución 

será igual a l fijado en las leyes 

sustantivas para el eje rcicio de la 

acción tendente a l reconocimiento 

del derecho cuya ejecución se pre­

tenda, y específicamente, que el p lazo 

para reclamar e l cumplimien to de las 

obligaciones de entregar sumas de di­

nero será de un año. Por su parte, el art. 

277 establece para las Sentencias fir­

mes de despido en los que proceda 

la rea dmisión, t r es p lazos d e pres­

cripción corta, y uno de prescripción 

larga: dentro de los veinte d ías siguien­

tes a la fecha señalada para proceder a 

la readmis ión , cuando ésta no se 

hubiere efectuado; dentro de los vein­

te días siguientes a aquel en el que ex­

pire el de los diez días s ig uientes al de 

notificación de la Sentencia, cuando no 

se h ubiera señalado fecha para reanu­

dar la prestación laboral; dentro de los 

veinte días siguientes a la fecha en que 

la readmisión tuvo lugar, cuando ésta se 

considerase irregular, y finalmente, tres 

meses en todo caso, desde la fecha de 

firmeza de la Sentencia (prescripción 
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larga). En es te último caso no se 
devengarán salarios de tramitación des­
de el último día de cada uno de los pla­
zos anteriores, hasta la fecha en que se 
solici te la ejecución. 

El artículo 241.3 L.P.L. sanciona la 
imprescriptibilidad de la ejecución, una 
vez haya sido solicitada (S.T.S.2 5.4.94), 
incluyéndose en tal principio general la 
ejecución de Sentencias de despido, de 
tal forma que, solicitada la ejecución, no 
habrá prescrito la posterior solicitud de 
apremio del ejecutado por las cantida­
des indemnizatorias impagadas, aún 
cuando se soli cite transcurrido el año 
desde la notificación del Auto de extin­
ción de la relación laboral y fijación de 
indemnizaciones, según se establece en 
la S.T.S. de 15.7.91. 

V.- La prescripción en el 
régimen sancionador 

La facultad del empresario de san­
cionar las faltas cometidas por los 
trabajadores está sometida igual­
mente a un régimen específico de 
prescripción. Dispone el art. 60.2 que 
las faltas leves prescribirán a los diez 
días; las graves a los veinte días, y las 
muy graves a los sesenta días a partir de 
la fecha en que la empresa tuvo cono­
cimiento de su comisión y, en todo caso, 
a los seis meses de haberse com etido. 

Se observa que los p lazos de pres­
cripción varían en función de la grave­
dad de la fal ta, (prescripción corta) con­
siderándose como dies a quo aquél en el 
que la empresa conoce de forma indu­
bitada y en todo su alcance y extensión 
la falta cometida (S.T.S.J. Madrid 
14.1.94 por todas). La denominada 
"prescripción larga" (seis meses), con 
carácter general empieza a computarse 
desde que el trabajador comete la falta, 
si bien es conveniente puntualizar que 
en los supuestos de faltas continuadas 
(esto es pluralidad de h echos que co­
rresponden al m ismo tipo de infracción, 
con unidad de propósi to), el cómp uto 
empezará cuando el trabajador cesa en 
la conducta sancionable, o lo que es lo 
mismo, desde el momento en que se 
haya completado la entidad total de la 
infracción, en palabras de la S.T.S. de 
19.12.90, y que si ha ex istido ocultación 
el dies a quo se lleva hasta el momento 
en el que ésta haya cesado, al conside­
rarse en tales sup uestos que la falta es 
una acción permanente que no adquie­
re carácter definitivo sino cuando cesa 
la posibilidad de tenerla encubierta por 
quien la es tá cometiendo (S.T.S.J. 
Galicia, 28.11. 94). Resulta muy intere­
sante la S.T.S. de 29.9.95 en orden a 
delimitar el concepto de ocultación de 
la falta, y da idea de lo restrictiva que 
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se muestra la Jurisprudencia a la hora 
de apreciar la prescripción de las faltas 
laborales: 

"Ahora bien, la ocultación no requiere 
ineludiblemente actos positivos, basta para 
que no empiece a computarse la prescripción, 
que el cargo que desempeña el infractor obli­
gue a la vigilancia y denuncia de la falta co­
metida, pues en este supuesto, el estar de modo 
continuo gozando de una confianza especial 
de la empresa, que sirve para la ocultación de 
la propia falta, es una falta continuada de 
lealtad que impide mientras perdura que se 
inicie el cómputo de la prescripción." 

Ambos tipos de prescripción (corta 
y larga) tienen fundamento diferente. 
La corta responde a la idea de que la 
inactividad del empresario presupone 
su renuncia a sancionarla, mientras que 
la larga obedece a razones de seguridad 
jurídica, y opera en todo caso. Natural­
mente no es necesa rio agotar el plazo 
largo para considerar prescrita la falta, 
basta con que haya transcurrido el pla­
zo de la corta, siempre que la empresa 
tenga completo conocimiento de su co­
misión y alcance. 

Como qu iera que se ha desarrolla­
do una Jurisprudencia propia y especí­
fica alrededor del régimen sancionador, 
abordaremos a continuación la proble­
mática de la posible interrupción de la 
prescripción y otras cuestiones conexas 
de interés. 

Siendo plazos de prescripción, 
son susceptibles de ser interrumpi­
dos. Las causas más comunes son: La 
incoación de un expediente sanciona­
dor legal o convencionalmente obliga­
torio previo a la interposición de la san­
ción, siempre que se utilice para cons­
tatar la realidad y alcance de los hechos 
acaecidos, y que sea conocido por el 
afectado (S.T.S . 4.7.91), y q u e no 
sufra una demora excesiva en su tra­
mitación, imputable al empresario 
(S.T.S. 19.12.90) ; igualmente inte­
rrumpe la prescripción la incoación de 
procedimiento penal hasta que se dic­
te Sentencia firme, siempre y cuando tal 
resolución sea necesari a para el descu­
brimiento, concreción e imputación de 
la falta (S.T.S. 21.9.84). 

No interrumpe la prescripción, el 
trámite de audiencia al interesado aun­
que sea convencionalmente obligado 
(S.T.S. 28.2.95) (es supuesto distinto al 
expediente contradictorio); la incoación 
de expediente sancionador innecesario; 
la suspensión del contrato de trabajo 
(S.T.S. 13.6.89), la subrogación empre­
sarial (S.T.S. 27.4.87), ni la incoación 
del proceso penal en casos distintos al 
visto en el apartado anterior, es decir, 
cuando no sea necesario para la averi­
guación de hechos e imputación concre­
ta de responsabilidades (S.T.S. 21.9.84). 

Finalmente es necesario indicar que 

los días son naturales por tratarse de un 
plazo sustantivo y no procesal (S.T,S. 
18.11.89). 

VI.- Interrupción de la 
prescripción 

En principio la prescripción se inte­
rrumpe por las causas previstas en el 
artículo 1.973 del Código Civil, sin per­
j uicio de los supuestos que específica­
mente recoge la Ley de Procedimiento 
Laboral. 

Tres son las causas de interrup­
ción que se contienen en la L.P.L: 
Solicitud de Abogado de Oficio (Art, 
21.5); suscripción de compromiso arb i­
tral (art. 65.3 ), y finalmente, presenta­
ción de la papeleta de conciliación ante 
el servicio administrativo (art. 65), o de 
la reclamación p revia ante la Adminis­
tración (art. 69), en ambos casos cuan­
do p roceda. 

A continuación veremos algunos 
supuestos concretos sobre los que se 
han pronunciado nuestros Tribunales 
en orden a la interrupción del plazo de 
prescripción. Así, se considera inte­
rrumpida por la interposición de con­
flicto colect ivo (S.T.S. 26.7.94 que lo 
justifica como una interpretación razo­
nable del art. 1.973 C. C. en la esfera la­
boral, cal ificando la pendencia de con­
fli cto colectivo como una especie de 
p rejudicialidad normativa). Igualmen­
te interrumpe la prescripción la inter­
posición de demanda con posterior de­
sistimiento del actor (S.T.S. 20.3.91), 
así como la presentación de papeleta de 
conciliación si n presentación posterior 
de la demanda, al igual que la presen­
tación de reclamación previa no segui­
da de demanda judicial (S.T.S. 13.5.88). 
Huelga decir que el reconocimiento de 
deuda tiene los mismos efectos siempre 
que proceda del deudor o de la perso­
na que pueda obligarle (S. T. S. 30.5.88). 
Como se observa, no son más que su­
puestos perfectamente encuadrables en 
el art. 1.973 del Cód igo Civil. 

Por su parte, no la interrumpe la 
p resentación de papeleta de concilia­
non que resulta archivada por 
incomparecencia del acto r (S.T.S. 
28.5.87); la extinción del contrato de 
t rabajo (S.T.S.J. Baleares de 24.3.94), 
ni como se ha visto anteriormente, el 
ejercicio de una acción declarativa en 
relación a sus consecuencias económi ­
cas, debiéndose añadir que, aún en el 
supuesto de que en tal proceso se hu­
bieran reclamado conjun tamente las di­
ferencias salariales procedentes, y hu­
bieran sido estimadas, el ejercicio de tal 
acción no interrumpiría la prescripción 
de devengos posteriores de la misma 
naturaleza (S.T.S. 23.6.94). Tampoco 
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queda interrumpida por el hecho de 

que la empresa se vea irunersa en expe­

diente de suspensión de pagos o quie­

bra (S.T.S.J. Baleares de 3.11.94). 

Estos son algunos de los supuestos 

específicamente abordados por nuestros 

Tribunales, pero conviene insistir en que 

en el ámbito del Derecho Laboral es ple­

namente aplicable el art. 1.973 C.C. y la 

Jurisprudencia que lo desarrolla. 

VIl.- Plazos de caducidad 

Lógicamente, y a diferencia de lo que 

sucede con la prescripción, no existe un 

"plazo ordinario" de caducidad, sino 

que en cada caso concreto la norma que 

la instituye cuida de fijar el plazo con­

creto, y normalmente también estable­

ce el dies a qua y la forma de computar 

el plazo. Si ello no fuera así, y la nor­

ma no especificara el momento inicial 

del cómputo, estaremos a lo dispuesto 

en el articulo 1.969 del Código Civil. Si 

Jo que omite la norma es la forma de 

llevarlo a cabo, se aplicarán las reglas 

generales del Código Civil (artículo 5). 

En este punto es muy importante tener 

presente que, dado que los plazos de 

caducidad no son procesales, la regla 

general, salvo que la Ley indique Jo 

contrario, es que en su cómputo n.Q....S.e 

excluyan los días inhábiles (art. 5.2 CC) 

(vid. S.T.S. 29.5.92 por todas). 

A continuación se expondrá un 

"catálogo" de los distintos plazos de 

caducidad legalmente previstos, con 

expresión del dies a quo, y la natu­

raleza de los días. 
+ Veinte días hábiles para ejercitar la 

acción contra el despido y resolu­

ción de los contratos temporales 

(Art. 59.3 E.T. y 103.1 L.P.L.) a con­

tar desde el cese en la prestación de 

servicios. Si se promoviese deman­

da por despido contra una persona 

a la que erróneamente se hubiere 

atribuido la cualidad de empresario, 

y se acreditase en el juicio que lo era 

un tercero, el trabajador podrá inter­

poner nueva demanda en un nuevo 

plazo de 20 días a contar desde el 

momento en que conste quien sea el 

empresario (art. 103.2 L.P.L.). 

+ El mismo plazo para la impugna­

ción de la extinción del contrato por 

causas objetivas, y otras causas de 

extinción (art. 121 L.P.L.), a contar 

desde el día siguiente a la fecha de 

extinción efectiva, sin perjuicio de 

que el trabajador pueda adelantar el 

ejercicio de su acción desde el mo­

mento en que reciba el preaviso de 

extinción. 
+ El mismo plazo para el ejercicio de 

las acciones contra las decisiones 

empresariales en materia de movi-
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Ji dad geográfica y modificación sus­

tancial de condiciones de trabajo. 

Aquí el plazo se computa desde la 

fecha de notificación de la decisión. 

+ Idéntico plazo tiene el trabajador 

para impugnar las sanciones que le 

imponga el empresario (art. 114 

L.P.L.) 
+ Siete días para que el empresario 

proceda a un nuevo despido cuan­

do el anterior haya sido declarado 

improcedente por incumplimiento 

de requisitos formales y se hubiera 

optado por la readmisión. Los días 

se computarán desde la fecha de 

notificación de la Sentencia, y ante 

el silencio de la Ley deben conside­

rarse naturales. 
+ Veinte días para que el empresario 

proceda a un nuevo despido, cuan­

do el anterior se hubiera realizado 

sin observar los requisitos formales 

previstos en el art. 55.1 E.T. El cóm­

puto de inicia a partir del día si­

guiente al del primer despido, y los 

días deben considerarse naturales. 

(Art. 55.2 E.T.). 
+ Un mes para que el trabajador soli­

cite el reingreso tras excedencia for­

zosa (designación o elección para un 

cargo público que imposibilite la 

asistencia al trabajo) Art. 46.1 E.T. 

No debe confundirse con lo expues­

to más arriba en relación a la pres­

cripción para la solicitud de reingre­

so de excedentes voluntarios, ya que 

éstos ostentan tan solo un derecho 

preferente al reingreso en las vacan­

tes de igual o similar categoría a la 

suya, lo que justifica su distinto ré­

gimen en orden a su reincorpora­

ción y plazo de ejercicio del derecho. 

+ Treinta días naturales para que el 

trabajador se reincorpore tras la 

prestación del servicio militar, pres­

tación social sustitutoria, ejercicio 

de cargo público representativo o 

funciones sindicales de ámbito pro­

vincial o superior, que se contarán a 

partir del cese en el servicio, cargo 

o función. 
+ Un mes para que el trabajador se re­

incorpore a la empresa tras la recu­

peración si está en situaci ón de in­

validez permanente total o absolu­

ta, a contar desde la declaración de 

aptitud emitida por el organismo 

correspondiente. (Art. 3. 1 R.D. 

1451/83 de 11.5.83) 

+ En cuanto al plazo del que dispone 

el trabajador para optar por la extin­

ción indemnizada de su contrato de 

trabajo, en los supuestos previstos 

en los art. 40 y 41 E.T. (movilidad 

geográfica y modificación sustancial 

de condiciones de trabajo), la Ley no 

dice nada expresamente. Ello ha lle­

vado a la consecuencia de que una 

parte de la doctrina considere que el 

derecho de opción caducará en un 

plazo igual al del preaviso legal 

(mínimo 30 días), mientras que otra 

parte considera que dicho plazo 

debe reducirse a 20 días hábiles, ya 

que caducando en ese plazo su ac­

ción de impugnación (art. 59.4), y 

siendo ésta incompatible con la ex­

tinción indemnizada, parece claro 

que pasados los veinte días hábiles 

la opción perderá sentido. 

+ Veinte días que deben entenderse 

naturales, para interponer demanda 

para la fijación de la fecha de disfru­

te de las vacaciones, cuando dicha 

fecha esté precisada en Convenio 

Colectivo, o por acuerdo entre em­

presario y representantes de los tra­

bajadores, o se hubiera fijado unila­

teralmente por el empresario. Dicho 

plazo se contará a partir del día en 

que el trabajador tuviera conoci­

miento de la fecha. Art. 125 a) L.P.L. 

Según el apartado b) del mismo ar­

ticulo, si la fecha no estuviera fija­

da, la demanda deberá presentarse 

al menos con dos meses de antela­

ción a la fecha de disfrute pretendi­

da por el trabajador. Por lo que res­

pecta al derecho al disfrute de las 

vacaciones, caduca una vez transcu­

rrido el año en que debieron haber­

se disfrutado. 
+ Treinta días para impugnar el acuer­

do de conciliación alcanzado ante el 

servicio administrativo (art. 67.2 

L.P.L.). El dies a qua para las partes 

será aquél en el que se celebró el acto, 

y para los posibles perjudicados, el 

día en que conocieron el acuerdo. 

+ Quince días para impugnar la vali­

dez de la conciliación judicial, a 

contar desde la fecha en que se lle­

vó a cabo. (art. 84.5 L.P.L.). Por igual 

razón, se deben considerar días na­

turales. 
+ Diez días hábiles para instar el pro­

cedimiento arbitral en materia elec­

toral, si se impugnan actos del día 

de la votación o posteriores al mis­

mo, a contar desde el día de entra­

na de las actas en la oficina pública 

dependiente de la autoridad laboral 

(art. 76.5 L.P.L.). 
+ El plazo anterior se reduce a tres días 

hábiles si la impugnación se refiere a 

actos anteriores, y se contarán desde 

que se hubieran producido los hechos 

o se hubiera resuelto la reclamación 

de la mesa, (art. 76.5 L.P.L.) 
+ Tres días para la impugnación de 

Jaudos arbitrales, también en mate­

ria electoral, contados desde la fecha 

en la que el recurrente tenga cono­

cimiento del laudo. Serán días natu­

rales ante el silencio de la Ley. Art. 

12 7.2 L. P. L. 
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+ Diez días que deben entenderse na­
turales, para la impugnación de la 
resolución administrativa que d e­
niegue el registro de las actas rela­
tivas a elecciones de delegados d e 
personal y miembros del Comité de 
Empresa, a contar a partir de aquel 
en que se reciba la notificación. Art. 
134 L.P.L. 

+ Diez días hábiles para el ejercicio de 
la acción de impugnación de la re­
solución administrativa que denie­
gue el depósito d e los estatutos de 
los sindicatos, contados a partir d e 
aquel en que se reciba la notifica­
ción. Art. 166 L.P.L. 

VIII.- Cómputo del plazo 
de caducidad 

Como ha quedado expuesto anterior­
mente, la regla general es que la pro­
pia norma que establece el plazo de 
caducidad cuide de fijar el die.s a quo 
para su cómputo, debiendo acudirse 
en caso contrario por analogía, al ar­
tículo 1.969 del Código Civil. 

La Jurisprudencia ha ido arrojan­
d o luz sobre algunas situaciones os­
curas. Así, partiendo del hecho incon­
testable de que el dies a qua en el despi­
do es el siguiente a aquél en que se 

hubiera producido (art. 59.3 E.T. y 103 
L.P.L.), es decir, el día siguiente a aquél 
en que se produce la real cesación en el 
trabajo (S.T.S . 21.9.89 por todas), tal 
máxima admite una excepción, en con­
creto la del supuesto en el que el traba­
jador se n iega a abandonar su puesto de 
trabajo. En tal caso el día inicial sería 
aquél en el que hubiera debido aban­
donarlo, sin que quepa llevarlo hasta la 
fecha del abandono efect ivo (S.T.S.J. 
Catalunya de 4.10.94). 

Conviene igualmente reseñar que el 
plazo del art. 59.3 no se aplica solamen­
te a los despidos disciplinarios, sino 
además, para impugnar cualquier otro 
cese unilateralmente impuesto por el 
empresario al trabajador, aun fundado 
en causa ajena a su incumplimiento 
contractual grave y culpable (S.T.S. 
2 .3.94 por todas); ceses contra los que 
hay que demandar siguiendo el proce­
so especial de los art. 103 y ss. L.P.L. (ej: 
demanda contra jubilación forzosa im­
puesta por la empresa; contra extinción 
del contrato de trabajo por supuesta fi­
nalización de su vigencia, etc.) 

En los despidos en los que se pro­
duce una doble comunicación, esto 
es, la carta de despido propiamente di­
cha, y una carta posterior de aclaración, 
ampliación o ratificación de los hechos 
y de la decisión extintiva, esta segunda 

comunicación no reabre el plazo de ca­
ducidad, al entenderse que en la prime­
ra ya se refleja la voluntad empresarial 
inequívoca de extinguir la relación la­
boral (S.T.S. 12.4.88; 20.3.90; 4.5.90). 

En el despido tácito el plazo de ca­
ducidad de la acción empieza a compu­
tarse desde el momento en que existan 
circunstancias acreditativas de la volun­
tad empresarial de ruptura d e la rela­
ción laboral (S.T.S. 2.12 .89). 

Para el cómputo del plazo de cadu­
cidad en los supuestos de nuevo d espi­
do tras la declaración de improcedencia 
del primitivo por defectos formales, la 
S.T.S. de 10. 11.95 (que aunque se refie­
re a la desfasada declaración de nulidad 
del despido por tal causa, es plenamen­
te aplicable al actual art. 1 10.4 L. P. L.) 
establece que el dies a qua se inicia a 
partir de la firmeza de la sentencia y 
q ue es suficiente que el trámite formal 
correspondiente se inicie dentro d e los 
siete días y tenga una duración razona­
b le para entender que los días que se 
apliquen a ese trámite deben excluirse 
del cómputo. 

Otra acción que plantea importantes 
problemas en orden a la fijación del dies 
a qua del plazo de caducidad es l a de 
reingreso del trabajador excedente 
voluntario. Ya se adelantó con anterio­
ridad en qué casos procede interponer 
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demanda por despido, y en qué casos es 
procedente la acción de reincorpora­
ción, debiendo señala rse ahora que, 
cuando proceda la demanda por despi ­
do, e l plazo de caducidad empezará a 
correr desde que hay la evidencia por 
una parte de que existen plazas vacan­
tes, y por otra, de que exis te una volun­
tad empresarial clara e inequívoca, de 
no readmitir al trabajador. En ta l sen­
lido se pronuncia la S.T.S. J. Canarias 
de 12. 12.95, que indica textualmente 
que " ... ya que corresponde al empresario dar 
una clara respuesta sin que pueda computarse 
período alguno de caducidad o prescripción 
hasta que el empresario dé tal respuesta y has­
ta que el trabajador tenga pleno conocimien­
to de la existencia de vacante." . 

Punto y aparte merece la cuestión de 
la caducidad del derecho a disfrutar las 
vacaciones anuales. Una precisa sínte­
sis de la doctrina jurisprudencia] sobre 
el tema la encontramos en la S.T.S .J . 
Canarias/Sta. Cruz de Tenerife de 
14.10.94: 

"Es doctrina conocida que las vacaciones 
son un derecho anual y que para ser titular 
del mismo, se precisa haber trabajado un año; 
que su disfrute es dentro de cada año natural, 
de manera que si se ha trabajado menos tiem­
po se disfrutarán las vacaciones proporciona­
les al tiempo trabajado, y que cada año cadu­
ca el derecho a su disfrute. Que es obligatorio 
tomar las vacaciones, no siendo posible ni la 
acumulación de un año para otro, ni la com­
pensación económica salvo que se extinga el 
contrato de trabajo, en cuyo caso se debe el 
importe de las vacaciones devengadas y no 
disfrutadas .... Del análisis de este régimen se 
concluye que caducando el derecho al disfru­
te de las vacaciones de año en año, la compen­
sación económica de las no disfrutadas sólo 
procede por la parte proporcional del año na­
tural en que se opere la extinción de la rela­
ción laboral, esto es, no podrá reclamarse la 
compensación económica respecto a las no dis­
frutadas del año que ya transcurrió ... " 

Qued a claro por tanto q ue el dere­
cho al d isfrute de las vacaciones anua­
les está sujeto a caducidad y no a pres­
cripción, con las consecuencias que ello 
comporta, y que, transcurrido el día 31 
de Diciembre, habrá caducado irremi­
siblem ente e l derecho al disfrute de las 
de ese año, sin posibilidad alguna de 
transportar ese derecho a l año o años 
sucesivos, ni en forma de disfrute, ni de 
compensación. 

Ll egados a este punto es importan­
te reseñar que alguna Sentencia admi ­
te la posibilidad de que en casos extre­
mos que imposibiliten e l ejercicio de la 
acción, el plazo de caducid ad no empie­
ce a computar hasta que desaparezca la 
imposibilidad. En tal sentido, la S.T.S. 
de 16.1.85: 

" ... ya que de acuerdo con la doctrina ju­
risprudencia/, de la que es ejemplo la Sen/en-
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cia de esta Sala de 6 de Junio de 1.984 .... su­
peradora de la teoría de la actio nata, el Có­
digo Civil acepta la de la realización, que sos­
tiene que la acción ha nacido cuando puede 
ser realizado el derecho que con ella se actúa, 
de forma que si el titular se encuentra en la 
imposibilidad de ejercitarla a consecuencia de 
un obstáculo cualquiera que proceda o de la 
Ley, o de la fuerza mayor, o hasta de la mis­
ma convicción, la posible iniciación del ejer­
cicio de la acción, no comienza a correr con­
tra el mismo hasta el día en que cesa o desapa­
rece la citada imposibilidad. " 

La cuestión que seguidamente se 
aborda también ha sido apuntada con 
anterioridad, y es la referida a la natu­
raleza de los días del plazo. Como ya se 
expuso, habrá que estar en cada caso a 
lo que disponga la propia norma que lo 
establezca, y en caso de silencio, a lo 
dispuesto en el articulo 5 del Código 
Civil, considerando entonces q ue los 
días deben ser naturales por tratarse de 
plazos no procesales. Por e l m ismo ra­
zonamiento (plazos sustantivos), el mes 
de Agosto es siempre hábil, Jo que co­
bra especial importancia en Jos despi­
d os, ya que s i bien hoy en día nadie 
pone en duda tal extremo, no es menos 
cierto q ue es ta cuestión ha resul tado 
enormem ente pol émica hasta que pri­
mero la S.T.S. de 14.6.88, y después la 
L. P. L. de l. 990 vinieron a zanjar el pro­
blema. En efecto, la combinación del 
art. 183 L.O.P.J., (unido a l hecho de que 
la L. P. L. de l. 980 tan solo cal ificaba 
como actuaciones judicia les urgentes 
las referidas a los procesos por conflic­
to colect ivo, omitiendo por tanto las 
referentes a despidos), junto a la cir­
cunstancia de que e l art. 59.3 E.T. se 
refiri era a "días hábiles", tuvo como 
consecuencia que tanto el TribJinal Su ­
premo como el Tribunal Centra! de Tra­
bajo vinieran considerand o inhábil el 
mes de Agosto a los efectos del cómpu ­
to del plazo de caducidad , por entender 
que a pesar de tratarse de un plazo sus­
tantivo y no procesal, la referencia a 
"días hábiles" lo convertía en atípico, 
presumiéndose que el legislador había 
qu erid o darl e una n atura leza quasi­
p rocesa l, en aras de una mayor protec­
ción del trabajador ante la perentorie­
d ad de plazo. 

Tal línea jurisprudencia! se mod ifi­
có con la Sentencia citada de 14.6.88 (la 
que p or cierto incorpora un magnífico 
voto particular de cuatro Magistrados), 
y encontró su definitivo refrendo legal 
con la L.P.L. de 1.990. Así, en este mo­
mento, se considere el plazo de caduci­
dad com o sustantivo (ordinario o atípi­
co) o procesal, el mes de Agosto será 
hábil, por aplicación bien de l art. 5 
C.C., bien del art. 43 L.P.L. 

Dentro del apartado dedicado a l 
cómputo del plazo de caducidad, debe-

mos referirnos necesariamente a la sus­
pensión del plazo, si bien, por la impor­
tancia del tema, se abordará en epígra­
fe separado. 

IX.- Suspensión del plazo 
de caducidad 

Como es sabido, el plazo de caducidad 
tan solo es susceptible de suspenderse 
(no interrumpirse) por las causas legal­
mente establecidas. 

Las mismas tres causas de interrup­
ción de la prescripción que vimos con 
anterioridad, suspenden e l p lazo, y que 
como recordaremos son: Presentación 
de la demanda ante Juzgado incompe­
tente terr itorialmente (art. 14.a L.P.L.), 
solicitud de Abogad o de Oficio (art. 
21.5); suscripción de compromiso arbi­
tral (ar t. 65.3), y la más importante de 
todas ellas, la presentación de papele­
ta de conciliación ante el servicio admi­
nistrativo (art. 65), o de reclamación 
previa ante la administración (art. 69). 
A éstas se une la del art. 14.a) L.P.L., es 
decir, la presentación de la demanda 
ante Juzgado incompetente territorial­
mente. 

Es especialmente importante sus­
pensión por presentación de la papele­
ta de conci li ación, de la que conviene 
tener muy en cuenta que el cómputo 
se reanuda al día siguiente de inten­
tada la conciliación, o transcurridos 
quince días desde su presentación 
sin que se haya celebrado. Los quin­
ce días de s uspensión máx ima son há­
biles (S.T.S. 27.11.86), y en su cómpu­
to no deben incluirse ni e l día de pre­
sentación de la solicitud de concilia­
ción, ni el d ía en que se celebra e l acto 
(S.T.S. 10.10.89, 17.9.92 por rodas) 

Entrando ya en la casuística, se pue­
de afirm ar que las causas de suspensión 
del plazo de caducidad han sido inter­
pre tadas de forma restrictiva por la Ju­
risprudencia. Así, no la suspende la 
presentación de papeleta de concilia­
ción cuando no comparece e l deman­
dante (S.T.S. 25.2.85); cuando es inne­
cesaria (S.T.S. 26.7.88), o cuando pos­
te riormente se desiste de la demanda 
(S.T.S. 23.2 .85). 

Tampoco se suspende el plazo por el 
hecho de que e l actor se halle detenido 
o en prisión, o en situación de incapa­
cidad temporal (S.T.S. 12.3.85), p ues en 
estos casos e l T. S. considera q ue hubie­
ra sido posible que el actor ejercitara 
sus derechos por los medios de repre­
sentación que la Ley habilita; ni por el 
hecho de haber interpuesto denuncia 
ante la Inspección de Trabajo denun­
ciando los hechos (S.T.S.J. Castilla La 
Mancha, 20.9.94) + 

*Abogado 
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ACCION PLAZO 1 COMPUTO 

PLAZO GENERAL 

Acciones derivadas del contrato de trabajo 1 año (art. 59.1 E.T.) Desde la fecha de terminación del contrato 
que no tengan señalado plazo especial. de trabajo (art. 59.1 E.T.) 

Acción para exigir percepciones económincas 1 año (art. 59.1 E.T.) Desde el día que la acción pudiera ejercitarse 
o el cumplimiento de obligaciones de tracto (art. 59.2 E.T.) 
único que no puedan tener lugar después de 
extinguido el contrato. 

PLAZO ESPECIAL 

Acción de desahucio de vivienda ocupada en 15 años (art. 1.964 C.c.) Desde el día en que pueda ejercitarse la 
razón de contrato de trabajo, una vez acción (art. 1.969 C.c.) 
extinguido el mismo. 
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ACCION PLAZO 
1 

COMPUTO 

PLAZO GENERAL 

Con caracter general Plazo fijado en las leyes sustantivas para el Desde que la sentencia adquiera firmeza 
ejercicio de la acción tendente al 
reconocimiento del derecho cuya ejecución se 
pretenda (art. 241.1 L.P.L.) 

PLAZO ESPECIAL 

Para reclamar obl igaciones de entregar sumas 1 año (art. 241.2 L.P.L) Desde que la sentencia adquiera firmeza. 
de dinero. 

Ejecución de sentencia de despido cuando el Si la readmisión no se efectua: 20 días (art. a) Si se señaló fecha para la readmisión, 
empresario no procediere a la readmisión. 277.1 a) y b) L.P.L.) desde dicha fecha (art. 277.1 a) L. P.L.) 

b) Si no se señaló fecha para la readmisión, 
al expirar los 1 O días siguientes a la 
notificación de la sentencia al empresario 
(art. 277.1 b) L.P.L.). 

Admisión irregular. 20 días (art. 277.1 e) L.P.L.) Desde la readmisión. 

En todo caso, precluidos los anteriores, pero 3 meses (art. 277.2 L.P.L.) Desde la f irmeza de la sentencia. 
no se devengan salarios desde la expiración 
de los plazos de 20 días anteriores, hasta el 
momento en que se solicita la ejecución. 
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ACCION ! PLAZO 1 
COMPUTO 

PLAZO GENERAL 

Infracciones del empresario 3 años (art. 60.1 E.T.) A computar desde que se cometieron. 
(excepto en materia de Seguridad Social) 

Falta leve del trabajador. 1 O días (art. 60.2 E. T.) Desde que la empresa tuvo conocimiento de 
su comisión. (art. 60.2 E.T.) 

Falta grave del trabajador. 20 días (art. 60.2 E.T.) Desde que la empresa tuvo conocimiento de 
su comisión.(art. 60.2 E.T.) 

Falta muy grave del trabajador. 30 días (Art. 60.2 E.T.) Desde que la empresa tuvo conocimiento de 
su comisión.(art. 60.2 E.T.) 

Prescripción larga de las faltas. A los 6 meses (art. 60.2 E.T.) Desde el día que se cometió.(art. 60.2 E.T.) 

PLAZO ESPECIAL 

Falta cometida por persona que ostenta cargo 12 meses Desde su comisión o desde que el empresario 
de alta dirección cuyo Estatuto Jurídico se (art. 13 R.O. 1382/1985, de 1 de agosto). tuviese conocimiento de la falta. (art. 13 R.O. 
circunscriba a la regulación laboral de 1382/1985, de 1 de agosto) 
carácter especial de dicha naturaleza. 
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ACCIÓN ; PLAZO COMPUTO 

Contra despido y resolución 20 días hábiles (arts. 59.3 E.T. y 103.1 L.P.L.) Desde el cese de la prestación de servicios 

de contratos temporales. 

Impugnación de la extinción del contrato 20 días hábiles (art. 121 L.P.L.) Desde el día siguiente a la fecha 

por causas objetivas y otras causas. de extinción efectiva. 

Impugnación decisiones empresariales en 20 días hábiles (art. 59.4 E.T.) Desde la fecha de notificación de la decisión 

materia de movilidad geográfica y modificación (art. 59.4 E. T.) 

sustancial de condiciones de trabajo. 

Impugnación sanciones impuestas 20 días hábiles (art. 114 L.P.L.) Desde el día de la notificación. 

por el empresario. 

Plazo para optar el empresario, en caso de 5 días (art. 110.3 L.P.L.) Desde la notificación de la sentencia que 

despido improcedente, entre readmisión o declare improcedente el despido 

indemnización (art. 110.1 L.P.L.) (art. 110.3 L.P.L.) 

Plazo para optar el representante legal o S días (a rt. 110.3 L. P. L.) Desde la notificación de la sentencia que declare 

sindical de los trabajadores (art. 110.2 L.P.L.) improcedente el despido (art. 110.3 L.P.L.) 

Acción para que el empresario proceda a un 7 días naturales (precepto) art. 110.4 L.P.L. Desde la fecha notificación de sentencia. 

nuevo despido cuando el anterior se haya (art. 110.4 L.P.L.) 

declarado improcedente por incumplimiento 
requisitos formales y se haya optado por 
readmisión. 

Acción para que el empresario proceda a un 20 días naturales (art. 55.2 E.T.) Desde el día siguiente al del primer despido 

nuevo despido cuando el anterior se haya (art. 55.2 E. T.) 

realizado sin observar requisitos formales del 
art. 55.1 E.T. 

Solicitud de reingreso tras excedencia forzosa 1 mes (art. 46.1 E.T.) Desde el cese en el cargo público 

por ejercicio de ca rgo público que imposibilite (art. 46.1 E.T.) 

la asistencia al trabajo. 

Reincorporación del trabajador a la empresa 30 días naturales (art. 48.3 E.T.) Desde cesación en el servicio, cargo o función. 

tras prestación del servicio militar, prestación (art. 48.3 E. T.) 

socia l sustitutoria, ejercicio de cargo público 
representativo o funciones sindicales. 

Reincorporación del trabajador a la empresa 1 mes (art. 3.1 R.O. 1451/83 de 11.5.83) Desde declaración de aptitud emitida por el 

tras recuperación si se halla en situación de organismo correspondiente (art. 3.1 R.O. 

invalidez permanente total o absoluta. 1451/83 de 11.5.83) 

Interposición demanda para fijación fecha de 20 días naturales (art. 125 a) L.P.L.) Desde que el trabajador tenga conocimiento de 

disfrute de las vacaciones. la fecha (art. 125 a) L.P.L.) 

Impugnación del acuerdo de conciliación 30 días (art. 67.2 L.P.L.) - Para las partes: día en que se adoptó el 

alcanzado ante el servicio administrativo. acuerdo. (art. 67.2 L.P.L.) 
- Para posibles perjudicados: día que 
conocieron el acuerdo. (art. 67.2 L.P.L.) 

Impugnación de validez 15 días naturales (art. 84.5 L.P.L.) Desde la fecha en que se llevó a cabo 

de conciliación judicia l. (art. 84.5 L.P.L.) 

Instar el procedimiento arbitral en materia 1 O días hábiles (art. 76.5 L.P.L) Desde el día de entrada de las actas en la 

electoral, si se impugnan actos del día de la oficina pública dependiente de la autoridad 

votación o posteriores. laboral (art. 76.5 L.P.L.) 

Instar el procedimiento arbritral en materia 3 días hábiles (art. 76.5 L.P.L.) Desde que se hubieran producido los hechos o 

electoral si se impugnan actos anteriores al día se hubiera resuelto la reclamación de la mesa 

de la votación. (art. 76.5 L.P.L.) 

Impugnación de laudos arbitrales 3 días naturales (art. 127.2 L.P.L.) Desde fecha notificación en que recurrente 

en materia electoral. tenga conocimiento del laudo (art. 127.2 L.P.L.) 

Impugnación de resolución administrativa que - 1 O días naturales (art. 134 L.P.L.) Desde el día en que se reciba la notificación 

deniegue el registro de las actas relativas a (art. 134 L.P.L.) 

elecciones de delegados de personal y 
miembros del comité de empresa. 

Impugnación de resolución administrativa que - 1 O días hábiles (art. 166 L.P.L.) Desde el día en que sea recibida la notificación 

deniege el depósito de los estatutos de los de la resolución denegatoria expresa o 

sindicatos. transcurra un mes desde la presentación de los 
estatutos sin que hubieren notificado a los 
promotores defectos a subsanar. 
(art. 166 L.P.L.) 

*Redacción 
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MERCANTIL 

La prescripción extintiva en 
Derecho Mercantil 
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1.- Regulación, concepto 
y finalidad 

El Código de comercio, trata "De las 
prescripciones" de forma específica, 
aunque fragmentaria (Libro IV, Título 
2°, arts. 942-954), remitiendo para los 
demás supuestos a las normas del De­
recho común (artículo 943 ), con omi­
sión del llamamiento a los usos de co­
mercio. Pero el mismo cuerpo legal, 
establece otros plazos o términos, de ca­
ducidad o de prescripción, en Jos arts. 
336, 342, 375-2°, 376, 793, 795, 797, 
798 y 804. Las leyes mercantiles espe­
ciales, a su vez, han introducido nuevos 
plazos en las materias a que se refieren 
( l ). 

La doctrina mercantilista, por e llo, 
parte de que no existe una doctrina ge­
neral sobre prescripción mercantil y 
asume que la noción, fundamento, re­
quisitos y eficacia de la prescripción 
extintiva, pertenecen a la teoría general 
del Derecho, elaborada a partir del De­
recho Civil. De ese modo, cabe definir­
la corno la inactividad o falta de ejerci­
cio del derecho por parte de su titular, 
durante el plazo fijado por la ley. 

Alguna mayor concreción y ·preci­
sión, se obtiene, a mi juicio, si se adopta 
postura sobre el fundamento o finali­
dad de la institución, aceptando que se 
dirige a facilitar. o, al menos, estimular. 
la seguridad y certidumbre en el tráfi­
co jurídico-mercantiL perspectiva esta 
de tradicional raigambre en esta espe­
cífica rama del Derecho, y a ello se aña­
de, que "tiene su mejor ambiente en la 
economía de mercado". 

En el primer sentido, sin embargo, 
ni la doctrina ni la jurisprudencia, 
muestran una directriz al respecto, por 
lo que, en los casos límites, subsiste el 
dilema entre la aceptación del elemen­
to subjetivo (presunción d e voluntad d e 
abandono) u objetivo, (en el sentido de 
que es el "no ejercicio" del Derecho lo 
decisivo y no la circunstancia subjetiva 
de que su titular haya renunciado al 
mismo). Ello ha trascendido al propio 
Tribunal Constitucional, que en la S. de 
25 de noviembre de 1986, señala: "la 
prescripción, forma de extinción de las 
acciones para la defensa de un derecho 
cuyo origen está en lo que la doctrina 
ha llamado "silencio de la relación ju­
rídica", es una figura estrechamente co-
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nectada con la idea de la seguridad ju­
rídica", añadiendo que "en el seno de la 
institución de la prescripción existe un 
equilibrio entre las ex igencias de la 
seguridad jurídica y las de la justicia 
material. que a veces ha de ceder para 
dar paso a aquélla y permitir un ade­
cuado desenvolvimiento del tráfico ju­
rídico" (2). La afirmación de la co­
nexión, ''ambiente", prescripción-eco­
nomía de mercado, corresponde a l 
Maestro F. DE CASTRO (3). 

11.- Ambito y caracteristicas 
de la prescripción mercantil 

La regulación fragmentaria de la insti ­
tución, dificulta su ordenación sistemá­
tica. No obstante ello caben algunas 
precisiones al respecto: 

A) La prescripción en materia mer­
cantil parte de un dato previo: la 
calificación como mercantil del he­
cho, acto o de la relación jurídica, lo 
que a su vez se conecta con el ámbi­
to de la propia norma mercantil, 
cuestiones ambas, de la mayor im­
portancia y que la jurisprudencia 
reputa frecuentemente como de he­
cho, lo que resulta de manifiesta 
trascendenci a a efectos del recurso 
de casación (4). Los problemas en la 
calificación de la compraventa mer­
cantil son vivo exponente de ello, y 
en particular la evolución seguida 
en las compras para uso o consumo 
empresarial. Pero se dan en las exé­
gesis de las distintas normas (5), y 
se extienden a los contratos atípicos 
(6). 

B) Se señala, comúnmente también, la 
mayor brevedad de los plazos, fren­
te a la prescripció n civil. 

C) Característica resulta igualmente, la 
fatalidad de los plazos de prescrip­
ción mercantil. "Los términos fija­
dos en este Código -dice el de co­
mercio- para el ejercicio de las accio­
nes procedentes de los contratos 
mercantiles serán fatales, sin que 
contra ellos se dé restitución" (art. 
942), lo que abre el prob lema de si 
cabe su exclusión. diferimiento o su 
reducción. por la vía convencional. 
Comúnmente se niega lo primero y 
lo segundo y se abre la discusión so­
bre la posibilidad de abreviarse, po­
sib ilidad ésta que también merece 
respuesta negativa, con seguridad, 
al menos, en los casos de operacio­
nes con consumidores y usuarios. 

D) Una nota especial de la prescripción 
mercantiL se advierte también en 
materia de su interrupción. sobre lo 
que más adelante volveremos. 
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111.- Prescripción y 
caducidad 

Doctrina y jurisprudencia, configuran­
do la caducidad, que no aparece regu­
lada en el Código Civil, tienen señala­
do que la misma se diferencia de la 
prescripción, además de por operar de 
forma automática y directa de la extin­
ción de las acciones y derechos, por el 
hecho de no admitir el juego de la in­
terrupción ni de la suspensión. La doc­
trina insiste, por ello, en que lo decisi­
vo es el plazo fijado, con independen­
cia de la posible negligencia o imposi­
bilidad en el ejercicio del derecho por 
su titular, y que la prescripción requiere 
expresa alegación de parte, mientras la 
caducidad es apreciable de oficio. 

Contituyen supuestos de caduci­
dad, entre otros, los del art . 116 LSA 
para la impugnación de los acuerdos 
sociales (LSA, art. 116), presentación de 
las letras de cambio (LCCH. arts. 26 y 
27), derecho a reclamar por los vicios de 
la cosa (arts. 336 y 342), ejercicio del 
derecho preferente del porteador terres­
tre para el cobro del precio del transpor­
te y gastos de entrega, preferencia que 
se extiende a la quiebra del consigna­
tario (arts. 375 y 376), ejercicio de las 
acciones en el transporte marítimo para 
hacer efectivas la responsabilidad del 
porteador, por pérdidas o daños de las 
mercancías transportadas (LTM, de 22 
diciembre 1949, art. 22 y en la jurispru­
dencia, entre tantas, STS de 19 febrero 
1990), seguro marítimo (arts. 793 y 
797) (7). 

IV.- Computo de los plazos 
prescriptorios 

De ordinario, el tiempo para la pres­
cripción extintiva de las acciones se 
cuenta desde el día en que éstas pue­
dan ejercitarse (Código Civil, artícu­
lo 1.969). Pero las excepciones no fal­
tan: v., a título de ejemplo, la Ley 3/ 
1991, de lO de enero, de competencia 
desleaL art. 21. Recuérdese también, 
que en la impugnación de acuerdos so­
ciales, se ha discutido la inclusión o no 
en e l cómputo del día del acuerdo 
(pero, v. hoy, el artícu lo 116.3 LSA). En 
fin, en materia de cheque, el artículo 
157 de la Ley 19/1985, de 16 de julio, 
cambiaría y del cheque, establece para 
"las acciones que corresponden al tene­
dor contra los endosantes, e l librador y 
los demás obligados prescriben a los 
seis meses, contados desde la expira­
ción del p lazo de presentación, plazo 
és te que resulta del artículo 135 y que 
no tiene por qué coincidir con el de la 
efectiva presentación al pago del docu­
mento. 

No sobrará advertir la existencia es-

p ecífica de una norma específica en el 
C. de c. sobre el cómputo de días, me­
ses y años (art. 60). La cuestión que se 
plantea es si la norma se ha visto alte­
rada por el art. 5.1 del C. de c. (Tít. pre­
liminar), en su redacción de 1973-1974. 
(Ley de Bases de 17 marzo 1973; Decre­
to de 31 de mayo de 1974), que afecta 
al cómputo -duración- día inicial y fi­
nal. La solución genera lista de este pre­
cepto (con incidencia tamb ién en el 
campo de la jurisdicción contencioso­
administrativa y laboral) parece domi­
nante: v. STS. l • 21 de enero de 1975 y 
15 de junio de 1979) (8). 

V.- Plazos de prescripción 
de acciones en el tráfico 
mercantil 

Prescriben (9): 
a) A los seis meses: la acción real con­

tra la fianza de los agentes mediado­
res (art. 946), las acciones de unos 
endosantes contra los otros y contra 
el librador y los demás obligados en 
la letra de cambio y del cheque (Ley 
cambiaría y del cheque, arts. 88 y 
157) y las acciones relativas al cobro 
de portes, fletes, gastos a ella inhe­
rentes y de la contribución de ave­
rías comunes (art. 951). 

b) .A.l..-ª..íi.Q: los tres gupos de acciones 
mencionadas en el artículo 952 del 
Código de comercio; las acciones de 
competencia des leal (o a los tres 
años: Ley 3/1991, de 10 de enero, 
a rt. 21), la acción del tenedor contra 
Jos endosantes y el librador de una 
letra de cambio (LCCH, ait. 88-2). 

e) A los dos años: la acción para recla­
mar indemnización por abordaje (art. 
953), y en el seguro de daños (ley 50/ 
1980, de 8 de octubre, art. 23) . 

d) A los tres años: la responsabilidad 
de los agentes mediadores (art. 
945), las acciones del socio contra la 
sociedad o viceversa (art. 94 7, párra­
fos l 0 y 2°), las acciones nacidas de 
los préstamos a la gruesa o de los se­
guros marítimos (art. 954) y las ac­
ciones procedentes de letras de cam­
bio contra el aceptante y su avalista 
(LCCH, art. 88.1). En materia de 
Defensa de la Competencia, v. ley 
16/1989, de 17 de julio, art. 12. 

e) A los cuatro años: la acción contra 
socios gerentes y administradores 
de sociedades (art. 949). 

l) A los cinco años: e l derecho del so­
cio a percibir los dividendos o pagos 
por razón de utilidades o capital 
(párrafo 3°, artículo 947). En mate­
ria de seguros de personas, v.ley 50/ 
1980, de 8 de octubre, art. 23. 

g) A los diez años: la acción derivada 
de la hipoteca naval (art. 49 de la 
Ley de 21 de agosto de 1893). 
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VI.- Interrupción de la 
prescripción 

1.- El Código de Comercio, establece 
que la prescripción se interrum­
pe por tres causas (art. 944.1), a 
las que la doctrina dominante atri­
buye carácter taxativo. Son éstas, de 
acuerdo con la delimitación juris­
prudencia! y doctrinal efectuadas -
no exentas de vacilaciones en algu­
nos casos-, las siguientes: 

a) La demanda judiciaL el acto de con­
ciliación, la demanda incidental de 
probreza, presentación del escrito 
de asistencia gratuita y reclamación 
previa en vía administrativa (v. STS 
de 26 de diciembre de 1995). 

La interpelación judicial al deu­
dor, mediante demanda u otro de 
los medios aludidos, requiere que la 
demanda prospere; pues carece de efi­
cacia cuando el acreedor desiste o cadu­
ca la instancia o es desestimada la de­
manda (art. 944.2, concordante con el 
1946 del Código Civil). 

El acto de conciliación, no requiere 
de presentación de la demanda dentro 
de los dos meses siguientes (STS 15 de 
marzo 1980 y posteriores, entre ellas la 
de 28 de diciembre 1989 tras la doctri­
na anterior contraria). 

Diligencias preparatorias de ejecu­
ción. Su eficacia interruptiva resulta de 
la STS de 28 de noviembre de 1988. V. 
en el mismo sentido S. AT Barcelona de 
7 noviembre 1988. 

b) Reconocimiento de la obligación 
por el deudor. Se incluyen en el su­
puesto la demanda de compensa­
ción, la petición de prórroga, y el 
convenio arbitral, mientras se le 
niege el carácter a la petición judi­
cial de examen de libros. Se discu­
te si supone reconocimiento de la 
obligación la mera admisión de he­
chos. 
La jurisprudencia tiene dicho que 

no vale como reconocimiento de deuda 
que interrumpa el plazo la carta en que 
se dice que se están practicando las 
oportunas gestiones para la solución 
del asunto, siendo preciso que el acto 
envuelva un claro reconocimiento de la 
deuda (STS 17 de noviembre de 1956 y 
las que cita), ni tampoco el anuncio de 
que se estudiará el asunto (S. de 16 de 
junio de 1956). 

En orden a los medios de prueba del 
reconocimiento y a propósito de algu­
nos recientes como el telefax y el correo 
electrónico, puede verse la doctrina de 
la reciente STS de 30 de julio de 1996 
(trata de un caso de transacción extra­
judicial). 

e) La renovación del documento en 
que se funde el derecho del acree­
dor. El supuesto se r efiere, según 
doctrina autorizada, al documento 
de una obligación ordinaria, cuya 
renovación permite que la obliga­
ción "emigre" de uno a otro. En ese 
caso se está ante una misma obliga­
ción, pero con distinto soporte do­
cumental. De donde el "tempus 
praescriptionis" comienza de nuevo 
a contarse en la fecha d el segundo 
documento. 
Cuando hablamos d e "obligación 

ordinaria", resaltamos que la situación 
no es la misma cuando se emite una 
nueva letra de cambio para renovar 
otra. En este caso, por la nueva emisión, 
nacen obligaciones nuevas, que preci­
samente habrán de ponderarse en rela­
ción con la subsistencia o no de las de 
la letra renovada (que si subsisten, por 
ejemplo, parcialmente, si resultan inte­
rrumpidas) y de los firmantes de la le­
tra originaria, que no suscribieron la de 
renovación.( lO). 

2.- También constituye supuesto de 
interrupción de la prescripción, 
el procedimiento penaL por el 
juego d e los arts. 114 LE Criminal y 
362 y 514 de la L.E.C. 

La reciente STS 1", de 9 de diciem­
bre d e 1995, establece: "La tesis de la 
parte recurrente es que: la acción que se 
ejercita en este pleito civil por la actora, 
es una acción estricta y rigurosamente 
cambiaría del tenedor contra los avalis­
tas ... lo cual es totalmente diferente a 
una posible concurrencia con la acción 
delictiva ... etc. Posición doctrinal que 
está en total desacuerdo con el conteni­
do del art. 114 LECrim., en donde no se 
habla de identidad de acciones, sino de 
hechos; y resulta palpable que los he­
chos allí denunciados son los mismos, 
o están íntimamente relacionados, con 
los que forman la base fáctica de esta 
litis, bastando para evidenciar esta 
identidad la simple lectura del auto d e 
apelación de la Audiencia de Oviedo d e 
fecha 8 de mayo de 1988, unido a las ac­
tuaciones . Si los hechos son los mis­
mos, o los unos consecuencia de los 
otros, la suspensión o interrupción d el 
plazo prescriptivo no ofrece ningún 
tipo de duda". 

3.- Las gestiones extrajudiciales y con­
versaciones amistosas. 

En general, se viene sosteniendo 
que no interrrumpen la prescripción, si 
bien en algún caso su resultado se ha 
reconducido al d el reconocimiento de la 

obligación (v. STS de 9 de junio 1930 y 
11 de julio de 1941). Sin embargo, re­
cientemente, se ha producido un pro­
n unciamiento d el Tribunal Supremo al 
respecto, en Sentencia dé la Sala 1", 
de 4 de diciembre de 1995, que por su 
interés y por los elementos interpreta­
tivos que aduce, transcribimos seguida­
mente: 

"Primero. (Resulta) acreditado el so­
porte fáctico tanto por prueba testifical 
como por prueba d e confesión que lle­
va a la Sala a la consideración de que 
hubo reclamación extrajudicial inte­
rruptiva d e la prescripción de la acción 
ejercitada. De aquí que el thema 
decidendi se centra en una cuestión me­
ramente jurídica cual corresponde a la 
función casacional. El dubium, en efec­
to, que propone el recurso, plantea la 
elección entre la prevalencia del art. 944 
Ccom. aplicable según la naturaleza 
mercantil del contrato de transporte, del 
que nace el débito, que no contempla 
específicamente la reclamación extraju­
dicial como causa de in terrupción de la 
prescripción, sobre e l art. 1973 CC., o, 
por el contrar io, la prevalencia de este 
último precepto, cuya fuerza expansiva 
e integradora haría posible que se esti ­
mara, como declara la sentencia de se­
gunda instancia, frente a la de primera 
instancia, eficaz, en el ámbito mercan­
til, la expresada forma interruptiva de 
la prescripción. 

Segundo. En consonancia con lo ex­
puesto, el motivo segundo d el recurso, 
amparado en el ar t. 1692.5° LEC, man­
tiene que la Sala sen tenciadora ha in­
fringido el art. 944 Ccom. a cuyas razo­
nes agrega, ad emás, las infracciones del 
art. 951 y de la doctrina jurisprudencia! 
aplicable. Mas, en verdad, conforme al 
desarrollo del motivo y motivaciones 
de la sentencia impugnada Jo importan­
te es la interpretación que se da al art. 
944, puesto que no se pone en duda que 
las "acciones rela tivas a l cobro de por­
tes, prescriben a los seis meses de en­
tregar los efectos que los adeudaron", 
esto es, se respeta el contenido literal de 
este artículo que no es objeto de discu­
sión. No ocurre lo mismo, con el alcan­
ce y significación q ue debe darse al art. 
944. Suele decirse que el art. 944 Ccom. 
presenta una "especialidad" mercantil, 
frente al art. 1973 CC., en la medida en 
que, frente a las causas de interrupción 
de la prescripción que este último pre­
cepto contiene (acción ante los Tribuna­
les, reclamación extrajudicial y recono­
cimiento), el art. 944 Ccom. sólo men­
ciona la interpelación judicial, el reco­
nocimiento y la renovación del docu­
mento contractual, excluyendo, parece 
que deliberadamente, y en esto consis­
t iría l a "especialidad", la reclamación 
extrajudicial como causa de interrup-
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ción de la prescripción. Por el contra­

rio, existen poderosas razones para 

concluir que nuestro ordenamiento 

permite, en todo caso, en el tráfico 

civil o en el mercantH, la interrup­

ción de la prescripción por efecto de 

la reclamación extrajudicial, con lo 

que se considera ajustada a Derecho 

la posición de la Sala. 
Tercero. Las discrepancias doctrina­

les, existentes, al efecto no enturbian, 

desde luego, la solución ya indicada 

favorable a un régimen jurídico unita­

rio de la interrupción de la prescripción 

de las acciones en materia civil y mer­

cantil por las siguientes razones: a) La 

reclamación extrajudicial fue introduci­

da ex novo por el Código Civil, como 

medio de extender las posibilidades del 

acreditamiento del animus conservandi 

de las acciones, frente a una formaliza­

ción excesiva que permitiera considerar 

abandonadas las acciones, cuando 

constaba por otras vías una voluntad 

contraria a tal derelictio de los dere­

chos. b) Cronológicamente, la posterior 

fecha de promulgación y publicación 

del Código Civil, respecto del Código 

de Comercio abona la solución de inte­

gración que se propone al considerar 

incorporado tal medio interpretativo de 

la prescripción al art. 944 Ccom. e) El 

principio conforme al cual debe enten­

derse que la Ley general no deroga a la 

Ley especial no es aplicable a este su­

puesto ya que no hay ninguna razón 

que justifique la pretendida "especiali­

dad" frente al Derecho común de las 

obligaciones y contratos mercantiles 

sino más bien argumentos en contra de­

rivados del criterio antiformalista que 

para los contratos de comercio recono­

ce el art. 50; de la importancia del prin­

cipio de buena fe en la ejecución y cum­

plimiento de estos contratos, que reco­

ge el art. 57 y del principio de favor al 

deudor que en cuanto a las dudas se 

originase señala el an. 59, todos del 

Código de comercio. d) Las discrimina­

ciones en la aplicación de las normas 

que no resultan fundadas, como suce­

dería en este caso, si pese a Jo dicho, se 

mantuvieran dos raseros en orden a la 

interrupción de la prescripción, lo que 

supondría infracción del principio de 

igualdad ante la Ley, reconocido por el 

an. 14 de la vigente Constitución. 

Cuarto. La jurisprudencia de esta 

Sala que se cita no ha tratado la cues­

tión de forma directa, pues la STS 17 de 

noviembre de 196 L cuyo núcleo es el 

valor interruptivo de un acto de conci­

liación no seguido de la demanda en los 

dos meses siguientes, resuelve un pro­

blema probatorio de presunciones, 

aunque obiter dictum señale las limita­

ciones del art. 944 Ccom.; la STS 31 de 

enero de 1983, que entre otras cuestio-
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nes, recoge la desestimación de la ex­

cepción de prescripción invocada, no 

obstante referirse de pasada a las dife­

rencias entre la interrupción de la pres­

cripción en el ámbito civil y mercantil, 

remarca la reiterada doctrina sobre la 

prescripción ya que, como limitación al 

ejercicio tardío de los derechos, en be­

neficio de la seguridad jurídica, exclu­

ye una aplicación rigorista por ser una 

institución que por no hallarse funda­

da en la justicia intrínseca debe mere­

cer un tratamiento puramente restricti­

vo y ello aún en materia mercantil; la 

STS 14 de julio de 1987, tampoco aco­

ge la prescripción, pues la interrupción 

se produjo por reclamación ante la Jun­

ta De Tasas, y, con igual criterio que la 

anterior resalta el tratamiento "conside­

rablemente restrictivo" que merece el 

instituto. En definitiva, no arguye en 

favor con doctrina consolidada de esta 

Sala al respecto. Mas, en todo caso, el 

punto de vista jurídico que se adopta en 

el asunto que se examina, se sustenta, 

además, en nuevos argumentos inter­

pretativos no revelados hasta ahora, ya 

que se toma en consideración, la pauta 

seguida por el legislador mercantil en 

la L 1911985, de 16 de julio, cambiaría 

y del cheque que tras establecer los pla­

zos de prescripción de las acciones 

cambiarías (artículo 89) aclara que "se­

rán causas de interrupción de la pres­

cripción las establecidas en el art. 1973 

CC", lo que supone una decidida 

apuesta en favor de la estimación uni­

taria de aquélla. La extrapolación de 

esta solución a todo el ámbito mercan­

til, por las razones que se vienen expo­

niendo, resulta imprescindible, dada la 

incidencia de la regulación de la letra 

de cambio en todo el ámbito comercial, 

como instrumento en muchas ocasiones 

del pago del precio o de los servicios 

prestados por consecuencia de los con­

tratos mercantiles, situación que contri­

buye a afianzar la tesis unitaria de la in­

terrupción". 
La doctrina de esta sentencia no deja­

rá de ofrecer reservas. Así, a propósito de 

una S. AT Valladolid de 4 de febrero de 

1975, que la acogía, el Magistrado R. 

SOTO VAZQUEZ, tiene escrito (11): 

"Aún admitiendo el carácter progre­

sivo de esta sentencia, no creo que des­

canse sobre una argumentación sólida, 

ni, en definitiva, hubiese podido impo­

nerse, como criterio válido dado el texto 

explícito del art. 944 del Ccom." 

VIl.- La prescripción 
cambiaria 

En esta materia, la Ley Cambiaría y del 

Cheque, junto a la existencia de plazos 

específicos, da lugar a modulaciones de 

la teoría general, que sintetizamos así: 

( 12) 
a) La caducidad, decadencia o perjui­

cio de la letra de cambio comporta 

la omisión de una conducta reque­

rida para el ejercicio de los derechos 

(LCCH, art. 63), afecta a la vía de re­

greso y puede afectar a la acción 

cambiaría y a la acción causal (C.c. 

art. 1170.2). 
b) La prescripción cambiaría se re­

fiere a las acciones nacidas del 

mismo título. De ese modo, el pla­

zo de prescripción de un aval pues­

to en una letra de cambio no cabe 

identificarlo con el del afianzamien­

to del contrato subyacente (v. para 

un supuesto al respecto, la STS 28 

julio 1994). 
e) Existen especialidades también 

en el comienzo de los plazos de la 

prescripción, excluyéndose, pare­

ce, con carácter general y. por lo tan­

to. también para los plazos anuales 

y mensuales. el dies a guo (LCCH/ 

art. 91.1: frente al art. 5 C.C.: (13). 

También en materia de chegue. v. el 

ya citado art. 157. 
d) En materia de interrupción de la 

prescripción, el artículo 89.1 fija 

su ámbito subjetivo: la persona 

respecto de la cual se haya efectua­

do el acto que la interrumpe. 

Su justificación suele explicarse en 

estos términos: las obligaciones cam­

biarías son obligaciones autónomas, 

teniendo su origen en distintos nego­

cios. De aquí que la interrupción de la 

prescripción efectuada frente a un obli­

gado cambiario no pueda tener eficacia 

frente a los demás, lo que constituye 

una diferencia frente a la regla general 

de las obligaciones solidarias (Código 

Civil, art. 1974.1), se explique o no ésta 

por la existencia de un único vínculo 

jurídico con pluralidad de sujetos. 

En las obligaciones cambiarías, a di­

ferencia de las obligaciones solidarias 

en general, no existe un único vínculo 

jurídico; los distintos obligados cam­

biarios aun cuando respondan del pago 

de la letra, son responsables en virtud 

de negocios distintos y en razón de 

obligaciones autónomas. 
Si se comparte esta justificación, se 

entiende que la norma del artículo 89.1 

LCCH relativa a la interrupción de la 

prescripción no se pueda aplicar frente 

a los cofirmantes de la letra (colibrado­

res, coendosantes, etc.), por cuanto ellos 

asumen una misma obligación. + 

*Catedrático de Derecho Mercantil. 
Abogado 

ECONOMIST & U R 1 S T 



Notas: 

(1) Los "manuales" a l uso (URJA. R.; 
SANCHEZ CALERO, F.; BROSETA PONT, M.; 
VICENT CHULIA, F.; CASTRO LUCINI, F.; 

JIMENEZ SANCHEZ, G. (Coordinador), ofre­
cen síntesis de la materia. 

Un mayor desarrollo de la misma, en 
GARR!GUES, J.; IIatado de Derecho Mercan­
J.il... III -1", Madrid, 1964, págs. 163 ss; y 
LANGLE, E. Manual de Derecho Mercantil Es· 
);!i!.ñQl, ITI, Barcelona, 1959, págs. 112 ss. y, para 
los supuestos específicos, PUIG BRUTA U, J ., 
Caducidad. prescripción extintiva y usucapión, 
Barcelona, 1988 y AAVV, Prescripción y cadu­
cidad de derechos y acciones. Consejo General 
del Poder Judicial, Madrid, 1995. 

(2) Constituye opinión común que, porra­
zones de justicia, se ha recurrido en materia de 
compra-venta, a propósito de los vicios, expi­
rados los términos de los artículos 336 y 342 (de 
caducidad), a la calificación de entrega de cosa 
diversa o "a liud pro alio" en supuestos que no 
siempre lo parecen. 

Resulta igualmente significativo, en tal sen­
rido, que algún autor, escribiendo desde la pers­
pectiva del Derecho cambiario, en el que tradi­
cionalmente han primado intereses de protec­
ción del tráfico, dé primacía a razones de Justi· 
cia, frente a la seguridad jurídica: v. en tal 
sentido, SANTOS, V., La prescripción cambia· 
¡j¡¡, en RDBB, 1990, págs.255 ss. 

(3) (DE CASTRO, F., Temas de Derecho 
.Qril, Madrid 1972, pág. 146, qui en recuerda la 
vieja regla romana "vigi lantibus e t non dur­
mientibus iura succurrunt". V. la STS 27 de fe­
brero de 1964. 

(4) Sin que sea ésta sede para el t rata -
miento de la cuestión, nos parece inadmisible 
dicha doctrina en términos generales, como fre· 

MER C ANTIL 

cuentemente se produce, dados los ingredien­
tes de juridicidad, que tal calificación comporta. 
La doctrina de la STS de 7 de enero de 1945, que 
calificó de compra venta de naturaleza civil la 
adquisición de un torno para instalarlo el com­
prador en sus talleres al servicio de su propia 
industria, fue calificada como "violencia" en la 
interpretación del art ículo 325 del código de co­
mercio (A. PO LO, en RO P. 1945, págs, 285 ss,. tra­
bajo en el que se ofrecen otras vías como la del 
error en la sustancia y la del "aliud pro alio"). 

(5) La STS de 5 de noviembre de 1994 ex­
cluye que se trate del supuesto del número 1 o 

del art. 952 d el Cód igo de Comercio el caso que 
resuelve. En esta línea. la STS de 17 de julio de 
1987 ha declarado que el plazo excepcional de 
prescripción de seis meses que restrictivamente 
establece el art. 124 de la LEY 48/ 1960 de 21 de 
Julio, sobre navegación aérea, para el transporte 
de viajeros y de mercancías no es aplicable al 
caso de daños causados por aeronaves no utili· 
zadas para el transporte, sino para prácticas de­
port ivas, en las que los ocupantes no tienen en 
realidad la condición de viajeros a que se refiere 
e l art. 115 de la citada Ley sino de pan icipan­
tes en la competición deport iva de que se trate, 
por lo que la prescripción apl icable es la del 
transcurso de un año establecida en el art. 
1968.2 C. C. para el ejercicio de la acción d e res­
ponsabi lidad extracomractual del arl. 1902. 

(6) Así, a propósito del importante, a efec­
tos de nu estro trabajo, a rtículo 1967- 4 del 
Código Civi l (ven tas de empresarios a otros que 
no lo sean, o que, siéndolo se dediquen a dis­
tinto tráfico), la doctrina se ha planteado los 
supuestos de suministro doméstico de agua, gas 
y electricidad de duración indefinida, que se 
reconducen a l art. 1966 y a la prescripción 
quinquenal que contiene. V., al respecto, el fun· 
damemal trabajo de MUÑOZ PLANAS, J.M., La 
prescripción del derecho al precio en las ventas 
al consumo. en Estudios de Derecho mercantil 
en home naje a l Profesor ANTONIO POLO, 
Madrid, 1981, pág. 696. 

(7) Con carácter generaL y a la vista del 
Código de Comercio, tiene escri to LANGLE, E., 
que "no son casos de verdadera prescripción, 
sino de decadencia, todos aquellos términos de 
vencimiento que el C. de C. señala en las rela­
ciones cambiarías o en las contractuales de com­
praventa, seguro, transporte, etcétera. Son 
numerosísimos" (.M.ll.n.u..a.l. cit., pag. 112). 

(8) La discusión sobre la noción de plazos 
y sus efectos, se comprueba a la vista del docu­
mento Consejo de Europa "Rapport explicatif 
concernant la conyention européenne sur la 
computatjon des délajs", Conseil de L'Europe, 
Strasbourg, 1973. 

(9) Centrado nuestro trabajo en el derecho 
interno, conviene recordar, para el caso de la 
venta internacional de mercaderías, el Conve­
nio de Viena (de las Naciones Unidas), de 11 de 
abril de 1980 (ratificado por España: v. B.O.E. 
de 30 de enero de 1991, nú mero 26), armoniza­
do con el Conven io sobre prescripción en la 
materia, hecho en Nueva York el 14 de junio de 
1974, armonización operada mediante el Proto­
colo que le enmienda, hecho en Viena el 11 de 
abril de 1980. Acerca del contenido de dicho 
Convenio sobre la prescripción, v. MED INA DE 
LEMUS, M., La yema internacional de merca­
~ Madrid, 1992, págs. 180 ss. 

(JO) Para las afirmaciones del texto y distin­
ción de supuestos, v. MUÑOZ PLANAS, J.M., 
La renovación cambjaria, en Estudios Jurídicos 
en Hon. J . GARRIGUES, Madrid, 1971, I, pag. 
221 y ss. En concreto, págs. 267-268. 

(11) SOTO VAZQUEZ, R. Manual de oposi· 
ción cambiaría, Granada, 1992, pág. 422. 

(12) Sobre la materia, v. SANTOS V, La 
prescripción cambiarí a, cit. supra, nota 2. 
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PLAZOS DE PRESCRIPCION Y CADUCIDAD EN DERECHO MERCANTIL *Redacción 
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ACCION : PLAZO : COMPUTO 

-·----- ----- --- - -- ----- --------·---¡--------- [..-. 

A.1) Letra de cambio: 

* Acción contra el aceptante y su avalista * 3 años * Desde la fecha del vencimiento (art. 88.1° LCCH) 

* Acción del tenedor contra los endosantes * 1 año * Desde la fecha del protesto o declaración equivalente, o desde la fecha 

y contra el librador 
de vencimiento de las letras con cláusula "sin gastos" (art 88.2° LCCH) 

* Acciones de unos endosantes contra otros * 6 meses * Desde la fecha en que el endosante hubiere pagado la letra, o 

y contra el librador 
de la en que le hubieren dado traslado de la demanda 

interpuesta contra él (art. 88.3° LCCH) 

A.2) Pagaré (art.96 LCCH) 

* Acción contra el firmante del pagaré * 3 años * Desde la fecha del vencimiento (art.88.1 LCCH) 

* Acciones del tenedor contra los endosantes * 1 año * Desde la fecha del protesto o declaración equivalente, o desde la fecha del 

y contra el firmante 
vencimiento en los pagarés con dáusula "sin gastos" (art 88.2° LCCH) 

* Acciones de unos endosantes contra otros * 6 meses * Desde la fecha en que el endosante hubiere pagado el pagaré, o de la 

y contra el firmante 
fecha en que se le hubiere dado traslado de la demanda interpuesta contra él 

(art 88.3° LCCH) 

A.3) Cheque: 

* Acciones del tenedor contra los endosantes, * 6 meses * Desde la expiración del plazo de presentación al pago del 

el librador y demás obl igados cheque (art. 157.1° LCCH) 

* Acciones de los diversos obligados al pago * 6 meses * Desde el día en que el obligado reembolsó el cheque o desde 

del cheque, entre sí 
que se ejercitó una acción contra él (art. 157.2° LCCH) 

:I~~F.Jihl 

ACCION PLAZO i COMPUTO 

--· - ----------· -·------- --------- f----------- ~-----------
-------------

-----

* Responsabilidad del Administrador 

a) Si la responsabilidad reclamada es de naturaleza a) 4 años a) Desde que por cua lquier motivo cesan en el ejercicio 

contractual (art. 949 Código de la Administración 

de Comercio) 

b) Si la responsabilidad reclamada es de naturaleza b) 1 año b) Desde que el agraviado lo supo (art. 1.968.2° Código Civil) 

extracontractual (art. 1.968.2° 
Código Civil) 

Acciones del socio contra la sociedad o viceversa 3 años Desde la inscripción de la separación del socio, de su exclusión, 

(art. 947.1 ° y 2° o de la disolución de la sociedad, según los casos 

Código Comercio) (art. 947.1 ° y 2° Código Comercio) 

Derecho del socio a percibir los dividendos o pagos S años Desde el día señalado para comenzar su cobro 

por razón de utilidades o capital (art. 947.3° (art. 947.3° Código de Comercio) 

Código Comercio) 

.... 
llt[iJ"t1ilU.{i] • ·1~ 
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1 ! COMPUTO 

ACCION 1 PLAZO 

--- -------- -------

Acciones relativas al cobro de portes, fletes, gastos a 6 meses Desde que se entreguen los efectos que los adeudaron 

ellos inherentes y de la contribución de averías 

comunes (art. 951 Código de Comercio) 

Acciones sobre entrega del cargamento en los 1 año Desde el día de la entrega del cargamento en el lugar de su 

transportes terrestres o marítimos o sobre destino, o del en que debía verificarse según las condiciones 

indemnización por sus retrasos y daños en los objetos de su transporte 

transportados (art. 952.2° Código de Comercio) 

Acciones por gastos de la venta judicial de los 1 año Desde que los gastos se hubieren hecho y prestado los auxilios o 

buques, cargamentos o efectos transportados por mar desde la terminación del expediente si se hubiese formalizado 

o tierra, así como las de su custodia, depósito y 

navegación, y los derechos de navegación y de 

puerto, pilotaje, socorro, auxilios y salvamentos 

(art. 952.3° Código de Comercio) 
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ACCION 1 PLAZO l COMPUTO 

Acciones de competencia desleal (art. 21 ley 3/91) a) Prescripción Desde el momento de realización del acto de competencia 
corta: 1 año desleal, en cualquier caso 
b) Prescripción 
larga: 3 años 

* Acciones relacionadas con la defensa 
de la competencia (art. 12.1 Ley 16/89): 
a) Sanciones a) S años a) Desde el día en que se hubiera cometido la infracción 
b) Acción para exigir el cumplimiento de las b) 3 años b) Desde la firmeza de la resolución 
sanciones 

...... 
1 ~ l!.l.(!lj ._.. 

ACCION j PLAZO j COMPUTO 
-

a) Acciones derivadas del contrato de seguro a) 2 años 
de daños (art. 23 Ley 50/80) 

Desde el día en que pudieron ejercitarse (art. 1.969 Código Civil) 
b) Acciones derivadas del contrato de seguro b) 5 años 
de personas (art. 23 Ley 50/80) 

.... .. ........ 
lll"tlll · 1 t 111 • IIIí!'ITiHTiíTil . . 

ACCION ! PLAZO ! COMPUTO 
··------ - ---·-·---

Acción para reclamar indemnización por abordaje 2 años Desde el siniestro 
(art. 953 Código de Comercio) 

Acciones nacidas de los préstamos a la gruesa o de 3 años Desde el término de los respectivos contratos o desde la fecha 
los seguros marítimos (art. 954 Código de Comercio) del siniestro que diere lugar a ellas 

Acción derivada de hipoteca naval 1 O años Desde que pudo ejercitarse la acción (art. 1.969 Código Civi l) 
(art. 48 Ley 21 de agosto de 1.893) 

Acciones nacidas de servicios, obras, provisiones y 1 año Desde la entrega de los efectos y dinero o de los plazos 
suministros de efectos o dinero para construir, estipulados para su pago, y desde la prestación de los servicios si 
reparar o avituallar los buques o mantener la éstos no estuvieran contratados por tiempo o viajes 
tripulación (art. 952.1 o Código de Comercio) determinados; si lo estuviesen, desde el término del viaje o del 

contrato que les fuere referente 
. . ': . 

lliOO¡• L:.t1Fmllfitirmfifi11 
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ACCION PLAZO : COMPUTO 
--· 

* Acciones derivadas de la violación del 5 años (art. 71 .1 Ley 11/86, Desde el día en que pudo ejercitarse la acción 
derecho de patente de 20 marzo, de Patentes) 

* Acción para exigir responsabilidad al 6 meses Desde la fecha de la resolución definitiva o 
transmitente a título oneroso de una solicitud de la sentencia fi rme 
de patente o de una patente ya concedida y 
otorgue una licencia sobre las mismas, si 
luego se declara que carecía de titularidad o 
de facultades necesarias para rea lizar el 
negocio de que se trate (art. 77.1 Ley 11/86) 

Acciones derivadas de la violación del 5 años (art. 39 Ley 32/1988, Desde el día en que pudo ejercitarse la acción 
derecho de marca 1 O noviembre, de marcas) 

Indemnización de daños y perjuicios causados 5 años (art. 38.4 Ley 32/188, Desde el día en que se real izó el acto de 
por la violación del derecho de marca de 1 O noviembre, de marcas) violación 

Acción para pedir la nulidad de las marcas 5 años (art. 48.1 Ley de marcas) Desde la publ icación de la marca en el 
inscritas en contra de las prohibiciones de los - Si el registro se solicitó de mala fe, la Boletín Oficial de la Propiedad Industrial 
artículos 12, 13 y 14) acción de petición de nulidad de la marca es 

imprescriptible 
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ACCION 

Infracciones (art. 70.1 Ley 7/96): 
a) Muy graves 
b) Graves 
e) Leves 

Sanciones (art. 70.2 Ley 7 /96): 
a) Muy graves 
b) Graves 
e) Leves 

Acción o derecho de recuperación de los géneros 
entregados por el consumidor o usuario al 
comerciante para su reparación (art. 12.4 Ley 7/96) 

Acción real contra la fianza de los agentes 
mediadores (art. 946 Código de Comercio) 

PLAZO 

a) 3 años 
b) 2 años 
e) 6 meses 

a) 3 años 
b) 2 años 
e) 6 meses 

3 años 

PLAZO 

6 meses 

Acción de responsabilidad de los Agentes de Bolsa, 3 años 
Corredores de Comercio o Intérpretes de Buques, en 
las obligaciones que intervengan por razón de su 
oficio (art. 945 Código de Comercio) 

Acción para reclamar la indemnización por clientela o 1 año 
por daños y perjuicios tras la extinción del contrato 
de agencia (art. 31 Ley 12/92) 

* Acciones derivadas de la responsabilidad civil por 
daños causados por productos defectuosos: 
a) Acción de reparación a) 3 años 

b) Acción del que hubiese satisfecho la indemnización b) 1 año 
contra todos los demás responsables 
(art. 12 Ley 22/94) 

A.1 ) Letra de Cambio y Pagaré: 1 

* Presentación a la aceptación 
{sólo válida para la letra de cambio): 

PLAZO 

l COMPUTO 

Desde la producción del hecho sancionable o de la terminación 
del período de comisión si se trata de infracciones continuadas 

Desde la firmeza de la resolución 

Desde el momento de la entrega 

COMPUTO 

Desde la fecha del recibo de los efectos públicos, va lores de 
comercio o fondos que se les hubiesen entregado para las 
negociaciones 

Desde el día en que pudieron ejercitarse (art. 1.969 Código Civil) 

Desde la extinción del contrato 

a) Desde la fecha en que el perjudicado sufrió el perjuicio, 
siempre que se conozca al responsable del mismo 
b) Desde el día del pago de la indemnización 

COMPUTO 

a) Letras de cambio a un plazo desde la vista 
(art. 27 LCCH) 

a) 1 año, pudiendo el librador acortarlo o 
alargarlo, y el endosante acortarlo 

a)Desde la fecha de su libramiento 
(art. 27 LCCH) 

b) Resto de letras, a un plazo desde la fecha, 
o a la vista, o a fecha fija, si se libran contra 
aceptación (art. 26 LCCH) 
e) Resto de letras (a un plazo desde la fecha, o a la 
vista, o a fecha fija) no libradas contra aceptación 

* Presentación al pago: 
a) Letra o Pagaré librados a la vista 

b) Resto de letras (a un plazo desde la fecha, 
o desde la vista, y a fecha fija) y pagarés, 
excepto los librados a plazo desde la vista 
e) Pagaré a plazo desde la vista (art. 
97.2°párrafo LCCH) 
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b) Plazo fijado por el librador, en su caso, 
o por alguno de los endosantes, en su caso 

e) Hasta la fecha de su vencimiento 
(art. 25 LCCH) 

a)1 año, pudiendo el librador acortar o 
alargar dicho plazo, y los endosantes sólo 
acortarlo (art. 39.1 er. párrafo LCCH) 
b) 2 días hábiles 

e) 1 año, pudiendo el librador acortarlo o 
alargarlo, y el endosante acortarlo 

b) En función de lo establecido por el librador o 
los endosantes, en su caso (art. 26 LCCH).En su 
defecto, desde el mismo día de su libramiento 
e) Desde el mismo día de su libramiento 

a) Desde la fecha de su libramiento 
(art. 39.1 o LCCH) o desde la fecha indicada 
por el librador, en su caso (art. 39.2° LCCH) 
b) Desde la fecha de su vencimiento 
(art. 43 LCCH) 

e) Desde la fecha de su libramiento 
(art. 27 LCCH) 
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--- - - -- ----·- - ~- - ----·-- -------- ---- ·--- ---· ~--------

ACCION i PLAZO COMPUTO 
' ' ~- -- --- - -

*Levantamiento de protesto: 
a) Por fa Ita de aceptación a) 5 días hábiles a) Desde la terminación del plazo para 
(sólo válido para la letra de cambio) presentar la letra a la aceptación (art. 51.3er. 
b) Por falta de pago: párrafo LCCH) 
b.1) Letra o Pagaré a la vista b.1) 5 días hábiles b.1) Desde la terminación del plazo para 

presentar la letra a la aceptación o el pagaré 
al visto 1 (art. 51.4° párrafo LCCH) 

b.2) Resto de letras (a plazo desde la fecha o b.2) 5 días hábiles b.2) Desde el vencimiento de la letra o del 
desde la vista, o a fecha fija) y pagarés, pagaré (art. 51 .4° LCCH) 
excepto los librados a plazo desde la vista 
c)Supuesto especial:protesto por falta de visto e) 5 días hábiles e) Desde la presentación al cobro y negativa 
(sólo válido para el pagaré emitido a del firmante a poner su visto fechado 3 

plazo desde la vista) 
(art. 97.2° último inciso LCCH) 

A.2)~: 
* Presentación al pago: 
a) Cheque emitido en España a) 15 días naturales Desde la fecha de libramiento 
b) Cheque emitido en país extranjero europeo b) 1 O días naturales (art. 135 LCCH) 
e) Cheque emitido en país extranjero no europeo e) 60 días naturales 
* Levantamiento de protesto por falta de pago *2 días hábiles *Desde la expiración del plazo de presentación 

1 

al pago, si se presentó el último día, o antes 
en caso contrario (art. 147.1° LCCH) 

1] l•~iti) H• ltll • i iF.T1Til 

ACCION PLAZO ¡ ~~MPU_TO 
- ----- ~---- -- ----- --- - - ----- - - - --- ---- -- - - -

* Impugnación de acuerdos sociales: 
a) Nulos a) 1 año (art. 116.1 LSA) a), Desde la fecha de la adopción del acuerdo 

y, sí fuere inscribible, desde la fecha de su 
publicación en el BORME (art. 116.3 LSA) 

b) Anu lables b) 40 días (art. 116.2 LSA) b) ldem 
e) Contrarios al orden público e) No caduca (art. 116.1 2° párrafo LSA) e) * 

@}~ttml~ti~l 
....... 
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ACCION 1 PLAZO 1 COMPUTO 
-

* Derechos a reclamar por los vicios de la cosa: 
a) Defecto en calidad o cantidad de a) 4 días a) Desde el recibo de las mercancías 
mercancías embaladas 
(art. 336 Código de Comercio) 
b) Vicios internos de la cosa vendida b) 30 días b) Desde la entrega de la cosa 
(art. 342 Código de Comercio) 

(!l}Lt{ilílft;1f•ll • ·j~ 

ACCION 1 PLAZO ¡ COMPUTO 
.. ----

*Derecho preferente del porteador terrestre 8 días Desde la entrega de los bienes 
sobre los bienes transportados para el cobro del 
precio y gastos (art. 375 Código de Comercio) 

~~· 
.. ....... 
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ACCION : PLAZO COMPUTO 
-- - --- -- -- -- --- ----- ---- ----- ----- - -

Acciones derivadas del transporte marítimo para 
hacer efectiva la responsabilidad del porteador 
por pérdidas o daños de las mercancías: 
a) Pérdidas o daños no aparentes (art. 22 Ley a) 3 días a) Desde la entrega 
22/12/49, sobre Transporte Marítimo) 
b) En todo caso (art. 22 Ley 22/12/49, sobre b) 1 año b) Desde la entrega o desde el momento en 
Transporte Marítimo) que debió efectuarse 

Derecho del asegurador para conducir las 6 meses o 1 año, en función del lugar del Desde el día en que el asegurado dió aviso 
mercancías a su destino, en supuesto de mundo donde ocurrió la inhabilitación del siniestro, o desde que la noticia sea 
inhabilitación absoluta del buque para pública (art. 797 Código de Comercio) 
navegar (art. 793 Código de Comercio) 
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1 PLAZO 
1 

ACCION COMPUTO 
' 

Subsanación de defectos de la solicitud o 2 meses * 
presentación de alegaciones en defensa de la 
solicitud de patente (art. 18.1 Reglamento de 
ejecución de la Ley 11 /86) 

* Presentación de alegaciones frente a la 2 meses 
objeción del Registro de la Propiedad 
Intelectual de que la solicitud de patente no 
satisface la exigencia de unidad de invención 
prevista en el art. 24 Ley 11/86 (art. 18.2 
Reglamento de la Ley 11 /86) 
* División de la solicitud si las alegaciones son 1 mes * 
desestimadas (art 18.3 Reglamento de la Ley 11 186) 

Aportación del dato de asignación del 4 meses Desde la presentación de la solicitud 
inventor y declaración de cómo ha adquirido, 
el solicitante, el derecho de patente 
(art. 19 Reglamento de Ley 11 /86) 

* Actos a ejercitar por persona distinta del 3 meses Desde que la sentencia adquirió fuerza de 
solicitante a la que una sentencia firme le haya cosa juzgada 
reconocido el derecho de patente, siempre y 
cuando la patente no hubiera llegado a ser 
concedida todavía (art. 11.1 Ley 11 /86) 

• Reivindicación de la transferencia de 2 años Desde la publicación de la mención de la 
titu laridad de la patente por la persona concesión de la patente en el Boletín Oficial 
legitimada cuando se haya concedido a de la Propiedad Industrial 
persona no legitimada (art. 12.1 Ley 11 /86) 
* Reivindicación por la persona que sólo tenga Id e m Id e m 
derecho a una parte de la patente, de la 
cotitularidad de la misma (art. 12.2 Ley 11 /86) 

Duración de la Patente (art. 49 Ley 11 /88} 20 años Desde la fecha de presentación de la solicitud 

* Ejercicio del derecho de tanteo por los 2 meses Desde el envío de la notificación 
comuneros de la patente en caso de que uno 
de los partícipes disponga de la parte que le 
corresponda (art. 72.2. a) Ley 11 /86) 
* Ejercicio del derecho de retracto en el 1 mes Desde la inscripción de la cesión en el 
supuesto anterior (art. 72.2.a) Ley 11/88) Registro de Patentes 

Obligación del titular de la patente de a) 4 años a) Desde la fecha de presentación de solicitud 
explotar la invención patentada de patente 
(art. 83 Ley 11 /83) b) 3 años b) Desde la fecha en que se publique la 

concesión de ésta en el Boletín Oficial de la 
Propiedad Industrial 

* Alegación de fuerza mayor en la caducidad 6 meses Desde la publicación en el Boletín Oficial de 
de la patente por falta de pago de una la Propiedad Industrial de la caducidad de la 
anualidad (art. 117.2 Ley 11 /86) patente 
* Falta de explotación de la invención (art. 2 años Desde la concesión de la primera licencia 
116.1 .d) Ley 11 /86) obligatoria 
* Incumplimiento de la obligación de explotar a) 4 años a) Desde la fecha de presentación de la 
prevista en el Título IX, capítulo 1 de la Ley solicitud de patente (art. 83 Ley 11 /86) 
11 /86, cuando el titular de la patente no 
pueda beneficiarse de las disposiciones del 
Convenio de la Unión de París y resida b) 3 años b) Desde la fecha en que se publique la 
habitualmente o tenga su establecimiento concesión de patente en el "Boletín Oficial de 
industrial o comercial en un país cuya la Propiedad Industrial" (art. 83 Ley 11/86 
legislación admita la adopción de una medida 
similar 
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ACCION 
--- - --

Cancelación del Registro de la marca por 
expiración de la vida legal de ésta sin que 
haya sido renovada (art. 51 .1 Ley 32/88) 

Acción del titular de una marca anterior para 
reclamar la anulación de una marca registrada 
para productos idénticos o similares 

Efectos del registro de una marca (art 5 Ley 32188) 

Plazo para aportar certificación con la fecha 
de la solicitud, en supuestos de reivindicación 
de prioridad (art. 22.2 Ley 32/88) 

Plazo para aportar el acta del Registro de la 
Propiedad Industrial en que conste el uso de 
una marca en una exposición oficial, en 
supuestos de reivindicación de su prioridad 
(art. 22.4 Ley 32/88) 

Derecho de prioridad de la marca utilizada para 
designar el producto en una exposición oficial u 
oficialmente reconocida (art. 22.4 Ley 32/88) 

Subsanación de irregularidades observadas en 
la solicitud (art. 24.1 Ley 32/88) 

Oposición al registro de marca por cualquier 
interesado que se considere perjudicado (art. 
26 Ley 32/88) 

Presentación de alegaciones por el solicitante 
del registro de marca frente a las oposiciones 
que se presentan (art. 27.3 Ley 32/88) 

@)~ 
ACCION 
-·-- - --- ---------

* Derecho a solicitar la cesación de la 
publicidad ilícita (art. 26.1 Ley 34/88) 

* Derecho a solicitar la rectificación de la 
publicidad ilícita (art. 27.1 Ley 34/88) .. .. 
@L~•II l:.jtlll .. • lli 11 t[fi-"Íf:l 

ACCION 

* Derecho para desistir de la compra de un 
producto adquirido en un establecimiento 
comercial minorista sin indemnizar al vendedor 
(derecho a la devolución) (art. 1 O Ley 7/96) 

* Períodos de garantía y servicio post -venta de 
bienes de carácter duradero: 
a) Plazo mínimo de garantía (art. 12.2 Ley 7/96) 
b) Servicio técnico y piezas de repuesto 
(art. 1 2.3 Ley 7 /96) 

Los artículos que se citan, reguladores de 
la letra de cambio son también aplicables al pa­
garé en virtud de las revisiones contenidas en el 
art. 96 LCCH. 

PlAZO 
- --- - - - --- - -~-- - -
6 meses 

5 años 

10 años 

3 meses 

6 meses 

6 meses 

' 

1 mes 

2 meses 

1 mes 

1 PLAZO 
. - - --- - - ·- - --- - - - ---

Hasta el fin de la actividad publicitaria 

Hasta 7 días después de finalizada la 
actividad publicitaria 

PLAZO 
- ------------

Salvo pacto que lo amplíe, 7 días 

a) 6 meses 

b) 5 años 

En los pagarés emitidos a la vista, dado 
que su presentación determina su vencimiento, y 

dado que el plazo para presentarlos a la acepta­
ción (propiamente sólo respecto a la letra) acaba 
hasta la fecha de su vencimiento (arr. 25 LCCH), 
y dado que, a su vez, el p lazo para levantar el pro­
testo por fa lta de pago empieza a contarse desde 
la termi nación del plazo para la presentación (im­
propia) a la aceptación (art. 51.4° LCCH), puede 
concluirse que el plazo de 5 días hábiles para le ­
vantar el protesto por fa lta de pago empieza a 
partir del siguiente en que el pagaré expedido a 

la vista se presenta al cobro. 

COMPUTO 1 ------ --------
Anteriores a la expiración del Registro y, en 
su defecto (art. 7 Ley 32/88): 
a) Desde la expiración del registro, con 
recargo del 25% durante los 3 primeros 
meses y del 50% durante los últimos 3 meses 

Desde la fecha de publicación de la concesión de 
la marca registrada, salvo mala fe, en cuyo caso 
la acción es imprescriptible (art. 3.2 Ley 32/88) 

Desde la fecha del depósito de la solicitud 

Desde la fecha de presentación de la solicitud 
de registro de marca 

Desde la fecha que conste en el Acta 
levantada en la exposición 

Desde la fecha de admisión 

* 

Desde la publicación en el Boletín Oficial de 
la Propiedad Industrial 

Desde la publicación del suspenso del 
1 expediente en el Boletín Oficial de la 

Propiedad Industrial 

COMPUTO 
- -- - --- - - - - - ---
Desde el comienzo de la misma 

Desde el inicio de la misma 

1 COMPUTO 
- - --- - - -- ------ -
Desde la adquisición del producto 

Desde la recepción del artículo 

b) Desde que el producto deje de practicarse 

A esta solución cabe llegar, ante el silen­
cio de la ley, ap licando analógicamente las normas 
que regulan el protesto por fa lta de pago (art. 51 .4 
LCCH), ya que la negativa a fechar el vi sto, en un 

pagaré a plazo desde la vista, constituye, en la 
práctica, una negativa al pago. Habrá que esperar, 
no obstante, a que transcurra el plazo desde el 
protesto por expreso mandato legal (art. 97.2° úl ­
timo inciso) pero desde luego no parece que, des­
pués, pueda exigirse un nuevo protesto. 

*Redacción 
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Estudio sobre los errores 
en la Constitución de 
Sociedades Limitadas y 
Sociedades Anónimas 
Redacción-Teresa Gon zález de Gispert y Chantal Mol/ de Alba Lacuve* 

DATOS TÉCNICOS DEL ESTUDIO 

Procedencia: Actas objeto de consulta Madrid y Barcelona. 

Documentos Consultados: Las notas de defectos formuladas 
por los Registradores. 

Ambito temporal: Los meses de marzo, abril y mayo de 1996. Adaptación 
septiembre -octubre al nuevo Reglamento del Registro Mercantil. 

• Actas consultadas: 5.000 
• Actas con errores: 600 

La mayoría de los defectos más comunes que cometen los profe­
sionales del derecho, no son objeto de resoluciones de la Dirección 
General del Registro y del Notariado, y al no divulgarse tales de­
fectos, se desconocen y por ello se reiteran. 

Ahora por primera vez un estudio en el propio Registro desvela la 
relación de los principales defectos. 

Introducción 

Estudio sobre los errores más 
frecuentes en la constitución de 
Sociedades Anónimas y Limitadas 

Al perfeccionar, constituir o modificar 
determinados actos mercantiles inscri­
bibles, se incide con frecuencia en cier­
tos errores o infracciones, que impiden 
la extensión en el Registro Mercantil 
del correspondiente asiento. 

La subsanabilidad de muchos de 
dichos defectos, y la legitimidad del 
rechazo registra! unida a la mayor sim­
plicidad y ahorro de tiempo que com­
porta la subsanación (o aún la repeti­
ción del acto), en relación a la compli­
cación y duración de los recursos pro­
cedentes, ocasiona que los defectos más 
comunes no sean objeto de resoluciones 
de la Dirección General de Registros y. 
al no divulgarse tales defectos. se des­
conocen y por ello se reiteran. 

Por esto la revista ha querido pro­
porcionar la presente información sus 
lectores. al objeto de prevenir, evitar 
aquellos defectos, y contribuir así a la 
agilización y efectividad de la publici­
dad registra! mercantil. 

La mayoría de ellos responden más 
a inadvertencias inconscientes que a 
propios defectos técnicos. Por esto era 

necesario realizar un estudio en el mis­
mo registro mercantil para revisar las 
actas una a una y relacionar aquellos y su 
posterior modificación o subsanación. 

Un muestreo estadístico realizado 
en los registros mercantiles de Barcelo­
na y Madrid. con análisis de cinco mil 
actas durante los meses de Marzo. Abril 
y Mayo del presente año, con posterior 
revisión al objeto de considerar el nue­
vo reglamento del Registro MercantiL 
han permitido detectar esta reiterada 
realidad, y conocer de qué manera. de 
facto. se alcanza la subsanación o co­
rrección de muchos de tales defectos. 

La finalidad perseguida por la revis­
ta, ~pues~: 1 o .- Divulgar el de­
fecto. el error o la inadvertencia al ob­
,Í.tlQ de evitar su reiteración, 2°. - Dar a 
conocer los resortes de rectificación que 
nuestro ordenamiento y la agilidad pro­
fesional hacen «de facto» posibles. 

Un deber de justicia, impone a la 
Revista, agradecer la abnegada y cons­
tante labor de los registradores preser­
vando la legalidad de los actos mercan­
tiles. 

Con todo ello. en fin. no pretende la 
Revista un propio estudio dogmático o 
doctrinaL sino tan sólo reflejar los erro­
res más comunes. y su consiguiente 
subsanación. por medio del correspon­
diente ejemplo. 
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Errores en la constitución y adaptación de 
Sociedades de Responsabilidad Limitada 

Estatutos + !legibilidad del texto de algunos artículos de los Estatutos. 0,16 
Ejemplo: "La sociedad se lkjñorltt " 

+ Error en la numeración de los artículos estatutarios. O, 16 

Ejemplo: Omisión del artículo 20 en unos estatutos que constan de 24 artículos. 

Denominación + No coincide la denominación de la sociedad que aparece en la escritura social 12 2 
social y certificaciones protocolizadas con la reservada en el Registro Mercantil Central. 

(Art. 413.1 R.R.M.: Obligatoriedad de la Certificación Negativa). 

Ejemplo: Una sociedad limitada solicita del Registro Mercantil Central una 
certificación negativa del nombre "MACARY, S.L". Posteriormente solicitó la 
inscripción de la escritura de los estatutos sociales según los cuales la 
denominación de la sociedad era de "CAMARY, S.L.". 

+ La certificación negativa expedida por el Registro Mercantil Central está 15 2,5 
caducada. (art. 412 R.R.M.) 

Ejemplo: "CT comunicación, S.L." solicitó una certificacíon negativa del Registro 
Mercantil Central el 25 de noviembre de 1994. El 2 de abril de 1996 quiso 
inscribir la escritura de sus estatutos siendo la inscripción denegada por haber 
dejado transcurrir más de quince meses. 

+ La certificación del Registro Mercantil Central indica que la denominación 0,16 
adoptada ya fue registrada. 

Ejemplo: una sociedad limitada solicitó al Registro Mercantil Central una 
certificación negativa del nombre "STOP, S. L." existiendo otra sociedad con la 
misma denominación. 

+ No cabe incluir en la denominación total o parcialmente el nombre de una 5 0,83 
persona sin su consentimiento. 

+ La certificación negativa no ha sido expedida a nombre de la persona 4 0,6 
interesada 

Objeto Social + Indeterminación del objeto infringiendo el art. 117 R.R.M. Así se considera que la 
referencia a «intermediación de negocios ajenos» resulta indeterminada por cuanto la 

30 5 

delimitación por el género comprende todas las especies, debiendo delimitarse en los 
estatutos las actividades concretas lícitas y posibles dentro del género. 

Ejemplo: En unos estatutos el objeto social es el siguiente" La Sociedad tiene por 
objeto la intermediación de negocios ajenos". Este objeto socia l es 
indeterminado. Al contrario, se considera determinado el objeto social en la 
siguiente cláusula: "La Sociedad tiene por objeto la compraventa y 
comercialización de toda clase de productos textiles, prendas de vestir 
confeccionadas y sus complementos." 

' + El objeto social no puede contener actos jurídicos necesarios para el desarrollo 8 1,33 
del mismo. (Art. 117.2 R.R.M.) 
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Ejemplo: es un error establecer que "la Sociedad tiene por objeto comprar y vender 

bienes inmuebles" pues se incluyen actos necesarios para el desarrollo del objeto 

social. En este supuesto, los Estatutos sociales habrían de indicar: "la sociedad 

tiene por objeto la actividad inmobiliaria". 

+ Omisión del objeto social en los estatutos. O, 16 

+ la actividad indicada en el objeto social no puede formar parte del mismo pues 9 1,5 

está sujeta a legislación especial en la que se exigen requisitos que la sociedad que 

se constituye no cumple. 
Ejemplo: incluir la actividad constitutiva de empresa de trabajo temporal regu lada 

por normas especiales (Ley 4/1994) 

+ "La realización de servicios preparatorios auxiliares de las operaciones de 2 0,33 

intermediación en los mercados financieros y bursátiles" no puede formar parte del 

objeto social, al comprender actividades reservadas a las entidades de financiación, 

agencias y sociedades de valores. 

+ la actividad de "auditoría de cuentas" no puede incluirse en el objeto social 2 0,33 

pues exige requisitos especiales que la sociedad que se constituye no cumple. 

+ las actividades reservadas a las Entidades de Financiación, de Crédito y de 3 0,5 

Factoring no pueden incluirse en el objeto social (Ley 26/88 de 29 de julio de 

Disciplina e Intervención de Entidades de Crédito). 
Ejemplo: el arrendamiento financiero o /eas!ÍJg. 

Domicilio Indeterminación del término municipal al que pertenece la población en la que se 2 0,33 

social encuentra el domicilio social. 

Ejemplo: la cláusula "el domicilio de la sociedad se establece en la calle Mariano 

Cubí 70, bajos. " resulta incompleta en cuanto no indica el término municipal 

en el que se ubica. 

Identidad de + Falta el número de D.N.I de los socios a los que se adjudica el haber social. 6 

los socios (Art. 38 R.R.M.) 

+ Falta incorporar a la escritura la relación de los socios en la que conste su identidad. 6 

+ Error al indicar el nombre de uno de los socios. 3 0,5 

+ Falta completar los datos de identidad de la persona jurídica adjudicataria del 2 0,33 

haber social. 

+ No constan la nacionalidad y los datos registrales del socio único O, 16 

Fecha de Falta constancia en los estatutos sociales de la fecha de cierre del ejercicio social 2 0,33 

cierre del (art. 13 e) l.S.R.l.). 
ejercicio 

Ejemplo: "la fecha de cierre del ejercicio social será el día 31 de diciembre de cada año". social 

Comienzo de En caso de que quiera establecerse una fecha de inicio de operaciones diferente a la de O, 16 

operaciones la fecha de otorgamiento de la escritura deberá constar expresamente en los Estatutos. 

(art. 14.1 LSRL) 

Capital + Falta indicar la numeración de las participaciones en que se divide el 10 1,66 

Social capital social. 

Ejemplo: es incorrecto limitarse a establecer "el capital social es de QUINIENTAS MIL 

PESETAS (500.000 ptas.)" sin indicar el número de participaciones en que se divide. 

+ Error en la numeración de las participaciones en que se divide el capital social. 24 4 
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+ Error al indicar el valor nominal de las participaciones en que se 8 1,33 
divide el capital social. 

Ejemplo: si el capital social es de quinientas mil pesetas y se establece que el 
capital social se divide en veinte participaciones sociales, números 1 al 20 
inclusives, será necesario también determinar el valor nominal de cada una de las 
participaciones. 

Aportaciones Los gastos de primer establecimiento no constituyen bien o derecho susceptible O, 16 
sociales de aportación (art. 18.1 L.S.R.L.) 

Aportaciones + Error en la escritura de constitución sobre la cantidad aportada por un socio. 2 0,33 
dinerarias 

+ No resulta de la certificación bancaria el número de cuenta abierta a 10 1,66 
nombre de la Sociedad en la que se han efectuado los depósitos. (Art. 132 
R. R.M.) 

+ La denominación del titular de la cuenta en la que se ingresan las 4 0,66 
aportaciones no coincide con la denominación social (art. 19.2 L.S.R.L y 132.1 
R.R.M.). 

+ La certificación bancaria incorporada no acredita el ingreso de la totalidad de 4 0,66 
las aportaciones dinerarias realizadas por los socios. (Art. 19.2 L.S.R.L.) 

+ Existe discordancia en cuanto a la denominación social que figura en el 0,16 
certificado bancario que se acompaña (art. 19 LSRL) 

Aportaciones + No se describen suficientemente los bienes aportados por cada uno de los socios. 3 0,5 
no dinerarias. 

+ Discordancia entre la escritura y la certificación en cuanto a la ubicación O, 16 
de la finca aportada. 

+ Error material en la valoración de las aportaciones no dinerarias. (Art. 133 R.R.M.). 0,16 

+ No consta el valor del usufructo y de la nuda propiedad de las fincas aportadas. 0,16 

+ Falta indicación de la numeración de las participaciones asignadas en pago 27 4,5 
de las aportaciones no dinerarias. (Art. 20 LSRL) . 

+ Falta indicar en relación a las aportaciones no dinerarias la proporción en que O, 16 
son titulares los socios. 

+ La suma de los bienes aportados por la Sociedad no cubre el valor de las O, 16 
participaciones asignadas en pago. 

+ La suma de los valores individuales de los bienes objeto de aportación es inferior O, 16 
a la cifra de 500.000 pts. que se indica en la Intervención y en el resto de la 
escritura. 

Organización + No queda determinada la forma de convocatoria de la Junta General: los 6 
de la Estatutos sólo pueden sustituir el sistema genérico previsto en el artículo 46.1 de 
administración la Ley por alguno de los previstos en el 46.2 sin que pueda dejarse tal extremo a 
de la Sociedad. elección de los administradores. 

+ Basta la titularidad del 5% del capital social para solicitar la convocatoria O, 16 
de la Junta General. 

+ Los quorums de votación señalados no garantizan el principio de adopción 6 
de acuerdos por mayoría de los votos validamente emitidos de conformidad con 
el art. 53.1 de la L.S.R.L 
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+ Falta indicar la forma en la que se realizará la convocatoria del Consejo 13 2,16 

l. 
de Administración (art. 57.1 L.S.R.L.). 

Ejemplo: la siguiente cláusula es correcta al indicarse concretamente la forma de 
1 la convocatoria: "el Consejo de Administración se reunirá siempre que lo acuerde 

su Presidente bien a iniciativa propia o cuando lo soliciten dos de sus miembros. 
La convocatoria se cursará mediante carta o telegrama dirigidos a todos y cada 
uno de sus miembros con veinticuatro horas de antelación" 

+ No constan las circunstancias personales del Consejero (art. 38 R.R.M.) 0,16 

+ Nombramiento de administradores: no cabe la posibilidad de que las 4 0,66 
vacantes que puedan producirse sean cubiertas mediante el mecanismo de 
cooptación, dado que el art. 58.1 L.S.R.L atribuye a la Junta exclusivamente la 
competencia para el nombramiento de los administradores. 

+ Falta indicar el plazo de duración del cargo de administrador. 0,16 

+ Falta indicar el número de administradores solidarios y mancomunados 16 2,66 
por los que podrá regirse la Sociedad, y a quien corresponde el poder de 
representación en caso de que los administradores mancomunados sean más de dos. 
(art. 124.3 R.R.M. y 62.2 e) de la L.S.R.L.). 

Ejemplo: "La Junta General confiará la Adm istración de la Sociedad a un 
Administrador único, dos mancomunados, varios solidarios, con un máximo de 
cinco, o a un Consejo de Administración." 

+ No determinar la forma de actuación de los administradores 14 2,33 
mancomunados. En todo caso la forma de actuación de los administradores 
debe venir determinada en los Estatutos. (Art. 62 L.S.R.L.) 

+ Falta la determinación del sistema de retribución previsto para el cargo de 56 9,33 
administrador que debe constar en todo caso en los Estatutos sociales (Art. 66.1 L.S.R.L). 

Ejemplo: "el cargo de administrador es gratuito". 

+ Si la retribución consiste en una participación en beneficios los Estatutos 8 1,33 
deben concretar el porcentaje de participación, que en cualquier caso, debe 
establecerse por referencia a los beneficios repartibles (art. 66 L.S.R.L.). 

Ejemplo: "el cargo de administrador es retribuido mediante un sistema de 
participación en beneficios del cinco por ciento de los beneficios repartibles". En 
cualquier caso no pueden establecerse sistemas alternativos de retribución. 
ejemplo: "El cargo de administrador es retribuido bien por una asignación fija, 
bien mediante una participación en beneficios." 

+ El derecho de representación del socio no se ajusta a lo dispuesto 2 0,33 
en el art. 49.2 L.S.R.L. 

+ Separación de administradores: el quorum establecido para la separación 5 0,83 
de los administradores es materia que debe estar regulada en los estatutos 
sociales (art.68.2 L.S.R.L.) No puede establecerse para el acuerdo de separación 
del administrador una mayoría superior a los dos tercios de los votos 
correspondientes a las participaciones en que se divide el capital social. 

Obligaciones + No se acredita la autoliquidación del Impuesto de Transmisiones Patrimoniales 29 4,83 
fiscales y Actos Jurídicos documentados. (Art. 86 R.R.M.) 
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Escritura de + Necesaria inscripción en el Registro. 8 1,33 
constitución + No puede inscribirse si ha sido calificada con defectos. 3 0,5 

+ Error en cuanto a la fecha de otorgamiento de la escritura de constitución 0,16 
de la sociedad y en cuanto a la fecha en que la misma inició sus operaciones. 

Adaptación de + Necesidad de inscribir previamente la escritura de adaptación 21 3,5 
los Estatutos de los Estatutos. 
Sociales a la 
ley 2/1995 + Discordancia entre el domicilio social que aparece en la escritura inscrita 2 0,33 

y la escritura de adaptación. 

+ No coincide el anterior objeto social con el que consta en los nuevos estatutos. 0,16 

+ El nuevo régimen de administración adoptado no se ajusta al conten ido 0,16 
de los Estatutos. 

+ Discordancia en cuanto a las causas de exclusión de los socios. 0,16 

+ No consta la forma de actuación de los consejeros delegados designados. 0,16 

+ Necesidad de aportar todas las escrituras de las que resulten los Estatutos vigentes. 2 0,33 

+ Debe inscribirse previamente la escritura de cese y nombramiento de cargos. 0,16 

+ Nombramiento de consejeros por sistema de cooptación infringe el art. 0,16 
58 LSRL y el punto 3° de la exposición de motivos 

+ Denominación social: no coincide la de la escritura de adaptación 0,16 
con la que consta inscrita. 

Sociedad + No se da la situación de unipersonalidad contemplada en los arts. 125 y ss. L.S.R. L. 3 0,5 
unipersonal de 

+ La declaración de unipersonalidad debe constar en escritura pública que Responsabilidad 10 1,66 

Limitada se inscribirá en el Registro Mercantil (art. 126 L.S.R.L) 

+ No se expresa la fecha en que la sociedad adquiere el carácter de 3 0,5 
unipersonal, circunstancia necesaria para poder determinar si un documento 
privado con firma legitimada es título suficiente para inscribir la situación de 
unipersonalidad. (Art. 126 L.S.R.L.) 

+ No constan los datos de identidad del socio único (art. 38 R.R.M.) 4 0,66 

+ No basta la la escritura en la que se formaliza la transmisión 0,16 
de participaciones sociales. 

+ Unipersonalidad sobrevenida: la palabra "limitada" debe decir "ilimitada" 0,16 
(art. 129 LSRL) 

Clasificación Debe concretarse el grupo o clasificación al que pertenece la Sociedad según la 0,16 
de la Sociedad clasificación del art. 3 del Decreto n°168 de la Ley de 30 de mayo de 1994. 

Transmisión de + Son nulas las cláusulas estatutarias que hagan practicamente libre la 0,16 
participaciones transmisión voluntaria de las participaciones por actos lnter vivos. (art. 30 LSRL) 

+ La transmisión de participaciones y constitución del derecho real de prenda 0,16 
debe constar en documento público (art. 26 LSRL) 

Emisión de Las SRL no pueden acordar la emisión de obligaciones (a rt. 9 LSRL) 0,16 
obligaciones 
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1¡ 

Errores en la Constitución 
de Sociedades Anónimas 

Objeto Social + Indeterminación del objeto social. Art. 117 RRM. 

Ejemplo: Se considera erronea la siguiente cláusula por indeterminación del 
objeto sociai"La Sociedad tiene por objeto la actividad de prestación de servicios 
a terceros" 

+ Incluir en el objeto social actividades reservadas a determinadas entidades con 
requisitos especiales que la sociedad no cumple. 

Ejemplo: Las actividades de financiación, las actividades de seguridad están 
reservadas a sociedades con unos requisitos específicos. 

+ El objeto social señalado no coincide exactamente con el inscrito. 

Domicilio Error en la determinación del domicilio social. 
Social 

Identidad + En los datos de identidad de los socios debe constar la fecha de nacimiento de 
de los socios cada uno de ellos. 

Capital Social + Debe aclararse que el capital social se halla totalmente desembolsado. 

+ EL capital social no alcanza el mínimo exigido para la realización de las 
actividades descritas. 

+ El capital social no coincide con el inscrito 

+ Error material en el número de acciones representativas del capital social. 

+ Falta indicar la naturaleza jurídica de las acciones representativas del capital 
social y si se prevé la emisión de títulos múltiples. Ejemplo: acciones ordinarias, 
al portador y de una sola serie. 

Acciones + Error en la escritura al indicar el número de acciones que se desembolsan 
así como al expresar el capital pendiente de desembolso. 

+ Error material en el valor nominal de las acciones de la serie B. 

+ Omisión del valor nominal de las acciones en los estatutos. 

+ Error al señalar el porcentaje que representan las acciones de los accionistas 
representados y en consecuencia también el porcentaje que representan del 
capital social. 

Ambito de Debe indicarse el ámbito geográfico de actuación de cada una de las actividades, 
actividad que deberá ser o bien estatal o bien autonómico. 

5 0,83 

3 0,5 

0,16 

2 0,33 

O, 16 

O, 16 

0,16 

0,16 

2 0,33 

O, 16 

2 0,33 

O, 16 

O, 16 

O, 16 

2 0,33 
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Organización y + El número mínimo de consejeros no puede ser inferior a tres 
administración según el art. 136 de la LSA y 124.1 del RRM. 
de la sociedad + No consta la cualidad de accionistas de los consejeros designados. 

+ Suspensión de la inscripción por : la cláusula que prevé la posibilidad de 
prorrogar el nombramiento de auditor por períodos adicionales de t res años 
hasta un máximo de nueve años es contraria al art. 204.1 de la LSA. que exige 
un período inicial determinado pudiendo ser reelegido por la Junta anualmente 
una vez finalizado el período inicial. 

+ Los estatutos no pueden establecer varios sistemas de administración social 
debiendo determinarse su estructura en los términos señalados en el art. 124.1 RRM. 

+ Debe establecerse el sistema de retribución del administrador. Art. 130 LSA 

+ Debe hacerse constar la mayoría de edad del apoderado nombrado. 

+ Falta expresar la forma de actuación de los apoderados designados. 

+ Debe constar la calidad de accionistas de los Consejeros designados por 
cooptación por el Consejo. Art. 138 de la LSA 

+ Falta aceptación de cargos de los consejeros designados. 

Obligaciones + No se acredita el pago del impuesto de Transmisiones Patrimoniales y Actos 
fiscales Jurídicos Documentados. 

PlANIF,ICACIÓN PISC 
1 NlFHRN~CIONAl 

Constitución de sociedades en países de la Unión Europea 
y USA, con arreglo a la legalidad vigente y a las normas de 

control de cambios españolas 

* Abanderamiento de buques 

* Sin intervención de paraísos fiscales 

* Servicios asequibles y profesionales 

* Documentación disponible 

* Información FAX: 07 - 44 1 924 200 581 

I.F.T. Ltd. 

O, 16 

O, 16 

2 0,33 

2 0,33 

2 0,33 

2 0,33 
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0,16 
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Los defectos más llamativos de las escrituras de constitución 
de sociedades de Responsabilidad Limitada en el Registro 
Mercantil para su inscripción. 

a) Denominación social 

• no cabe incluir en la denominación social, total o parcialmente, el nombre de una persona 
sin su consentimiento. 

b) Objeto social 

• el objeto social delimitado por el género (p.e. la intermediación de negocios ajenos) 
comprende todas las especies, y por tanto es indeterminado. 

• el objeto social no puede contener actos jurídicos necesarios para el objeto del mismo 
(p.e. comprar y vender bienes inmuebles; lo aceptable sería la actividad inmobiliaria) 

e) Aportaciones dinerarias 

• no resulta de la certificación bancaria el número de cuenta de la sociedad en la que se hayan efectuado 
los depósitos (art. 132 RRM). 

d) Aportaciones no dinerarias 

• falta indicación de la numeración de las participaciones asignadas en pago de las aportaciones 
no dinerarias (art. 20 LSL) 

e) Convocatoria de la junta general 

• no queda determinada la forma de convocatoria de la Junta General : los Estatutos sólo pueden sustituir el 
sistema genérico previsto en el art. 46, 1, LSL (anuncio en el BORME y en uno de los diarios de mayor 
circulación) por alguno de los previstos en el art. 46, 2 LSL, sin que pueda dejarse tal extremo a elección de 
los administradores. 

• los quorums de votación previstos en los Estatutos no garantizan la adopción de acuerdos por mayoría de 
los votos válidamente emitidos (art. 53 LSRL) 

f) Órgano de Administración 

• falta indicar la forma en que se realizará la convocatoria del Consejo de Administración (art. 57,2 LSL) 

• no cabe la posibilidad de cubrir vacantes por el sistema de cooptación, dado que el art. 58, 1 LSL atribuye a 
la Junta exclusivamente la competencia para el nombramiento de Admin istradores. 

• falta indicar el número de administradores solidarios y mancomunados, y a quien corresponde el poder de 
representación en el caso de que los mancomunados sean más de dos (art. 62,2 e) LSL y 124,3 RRM) 

• falta determinar la forma de actuación de los administradores mancomunados (art. 62 LSL) 

• no pueden establecerse sistemas alternativos de retribución de los Adminsitradores (p.e. «el cargo de 
Administrador es retribuido bien por una asignación fija, bien mediante una participación en beneficios») 

• Falta de determinación del sistema de retribución de los administradores de la sociedad. En caso de que la 
retribución consista en una participación en los beneficios debe concretarse en los Estatutos el porcentaje 
de dicha participación en relación a los beneficios repartibles (art. 66 LSRL) 
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Prescripción de delitos 
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La prescripción de Jos delitos se en­
cuentra tip ificada en los Códigos pena­
les, con p lazos más o menos extensos1; 

si bien, a diferencia de Jo que sucede en 
el Código penal español, es frecuente 
que el plazo de prescripción sea inferior 
a l del límite máximo de la pena fijada 
en los textos legales para el delito co­
metido. 

El fundamento de la prescripción es 
múltiplé . El transcurso del tiempo res­
ta importancia al interés de persecución 
del delito por parte del Estado y la so­
ciedad; las pruebas pierden consisten­
cia; el delincuente ha olvidado más o 
menos el delito, siendo frecuente que se 
haya regenerado y haga vida honrada, 
por lo que la condena muchos años des­
pués de la comisión del delito se aca­
rrearía daños casi siempre irreparables3

• 

En los últimos años las razones de 
la prescripción suelen aducirse también 
en base a las dilaciones indebidas de 
los procedimientos en función del art. 
24.2 de la Constitución. Se estima que 
el retraso en los procedimientos debe 
tener los mismos efectos que la pres­
cripción•. Sin embargo las dilaciones 
indebidas y la prescripción son temas 
independientes5• 

l. La prescripción de Jos delitos 
en el Código penal de 1995. 

Ofrece especial interés hacer referencia 
a la prescripción de delitos con pena 
máxima de diez años fi jada en el Códi· 
go penal. Hay un lapsus en el legisla· 
dor porque deja s in prescripción a tales 
delitos. Por la originalidad de la situa­
ción considero de in terés hacer unas re­
flexiones al respecto. 

Recoge el art. 131 del Código penal de 1995: 

u l . Los delitos prescriben: 
• A los veinte años, cuando la pena 

máxima señalada al delito sea pri­
s ión de quince o más años. 

• A los quince, cuando la pena máxi­
m a señalada por la Ley sea inhabi­
litación por más de diez años, o pri­
sión por más de diez y menos de 
quince años. 

• A los diez, cuando la pena máxima 
seña lada por la Ley sea inhabilita­
ción por más de seis años y menos 
de diez, o prisión por más de cinco 
y m enos de d iez años. 

• A los cinco, los restantes delitos graves. 
• A Jos t res, los delitos menos graves. 

Los delitos de calumnia e injuria 
prescriben al añoH. 
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Si se observa el contenido del texto 
anterior se aprecia un lapsus del legis­
lador, intencionado o no, en cuanto que 
no se fija prescripción para los deli­
tos que tengan una pena máxima de 
diez años, pues en el párrafo segundo 
se hace referencia a Hprisión por más de 
diez y menos de quince años», mientras 
en el párrafo tercero se hace referencia 
a Hprisión por más de cinco y menos de 
diez años». 

El arl. 131 del Proyecto de Ley Orgá­
nica de Código penal de 1994 disponía: 

H l. Los delitos prescriben: 
• A los veinte años, cuando la pena 

máxima señalada al delito sea pri­
sión de diez o más años. 
A los quince, cuando la pena máxi­
ma señalada por la Ley sea inhabi­
litación por más de diez años, o pri­
sión por más de cinco y menos de 
diez años. 
A Jos diez, los restantes delitos graves. 
A los cinco, los delitos menos graves. 
Los delitos de calumnia e injuria 
prescriben al año». 

Este texto del Proyecto no deja nin­
gún vacío legis lativo, siguiendo un or­
den descendente en el que se abarcan 
todos .los años, en el párrafo primero se 
dice Hprisión de diez o más años»; en el 
párrafo segundo «prisión por más de 
cinco y menos de diez años». 

En las enmiendas al Proyecto hubo 
dos del Grupo Popular que no afectaban 
al tema que nos ocupa, mientras ofrece 
interés la del Grupo Federal IU-IC6. 

En la enmienda se contempla igual 
que en el Proyecto la progresividad en 
los plazos, sin dejar ningún vacío legal. 
En el párrafo primero se dice Hprisión 
de diez o más años», en el párrafo se­
gundo Hprisión por más de cinco y me­
nos de diev> 7

• 

Si se tiene en cuenta el Derecho his­
tórico, los últimos Proyectos8 y la en­
mienda de referencia, más una interpre­
tación gramatical, resulta que el art. 
131.1 debe ser modificado y su párrafo 
segundo redactado más o menos del si­
guiente modo: «A los quince cuando la 
pena máxima señalada por la Ley sea 
inhabilitación por más de diez años, o 
prisión por diez o más y menos de 
quince años». Y el párrafo tercero. 
((,..inhabilitación por más de seis años 
y diez o menos ... ». 

Paso a continuación a exponer un 
breve resumen de los aspectos de ma­
yor interés que se plantean en materia 
de prescripción del delito. 

El comienzo de la prescripción se 
inicia en el instante en que el delito 
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queda consumado. A este respecto, en 
los delitos instantáneos o de simple ac­
tividad el delito se consuma en el mo­
mento de realizar la acción. En los per­
manentes cuando la lesión del interés 
jurídicamente protegido ha cesado; en 
los continuados cuando se realiza la úl­
tima de las acciones. En los delitos de 
omisión pura y en los de comisión por 
omisión, el delito se consuma en el ins­
tante en que se omite la acción que el 
sujeto estaba obligado a realizar9• El 
Código opta por el día, no por el mo­
mento de la consumación al disponer 
en su art. 132.1: ((Los términos previs­
tos en el artículo precedente se compu­
tarán desde el día en que se haya come­
tido la infracción punible». Hay que 
entender que en caso de no poder de­
terminarse el día en que el delito que­
dó consumado se partirá de la fecha en 
la que se haya descubierto, siempre que 
de forma cierta no se pueda retrotraer a 
otra fecha más próxima a la de su ver­
dadera comisión 10

• 

11. Persona contra la 
que debe dirigirse el 
procedimiento penal. 

Se plantea la cuestión en los delitos 
cometidos por varios, y en los que sólo 
se dirija el procedimiento contra uno de 
ellos, desconociendo el instructor que 
pueda haber otros partícipes, o que su­
poniendo existen no pueden ser iden­
tificados, de modo que no puede diri­
girse el procedimiento contra ellos. El 
problema se presenta en el caso de 
que hubiera transcurrido el tiempo 
de prescripción para los no identifi­
cados, manteniéndose el procedi­
miento en marcha. Si con posteriori­
dad se descubre su identidad, ya no 
pueden ser perseguidos porque el de­
lito ha prescrito para ellos11 • El benefi­
cio incluso ha de extenderse en los su­
puestos en los que el sujeto fuera cono­
cido desde un principio, pero no se di­
rige el procedimiento contra éL pues el 
art. 132.2 establece para la interrupción 
que «el procedimiento se dirija contra 
el culpable» 12

• 

111. Pena base y pena agravada. 

En el Código se establece una pena para 
los tipos de la parte especial. Se trata de 
una pena básica que queda perfecta­
mente determinada en sus límites mí­
nimo y máximo, que es el que cuenta 
para la prescripción. Sin embargo, so­
bre la base del arbitrio judicial la pena 
puede ser elevada bien debido a la con­
currencia de circunstancias modificati­
vas de la responsabilidad criminaln, 
bien, sobre todo, en el delito continua­
do. En el momento d e individualizar la 

pena, el juez ha de someterse especial­
mente a las reglas del art. 66, que en 
algún supuesto permite rebajar la pena 
en uno o dos grados; en e l delito conti­
nuado, según dispone el art. 74, la pena 
señalada para la infracción más grave se 
podrá imponer en su mitad superior. En 
todos estos casos, la prescripción del 
delito ha de estar en función de la pena 
base y no de la que pueda resultar por 
aplicación del arbitrio judicial. 

IV. Delito continuado. 

El nuevo Código penal se ocupa de for­
ma expresa del delito continuado, al 
establecer respecto al momento de la 
consumación y comienzo de los plazos 
previstos en el art. 131 que «en los ca­
sos de delito continuado y delito per­
manente, tales términos se computarán 
respectivamente, desde el día en que se 
realizó la última infracción y desde que 
se eliminó la situación ilícita» (art. 
132. 1). Por lo que respecta a la pena 
que se ha de tener en cuenta, como se 
apuntó en el apartado anterior, ha de 
ser la pena base correspondiente a la 
infracción más grave 14

• No obstante, en 
la prescripción de la pena sí se tendrá 
en cuenta, a efectos de los plazos de 
prescripción, la pena realmente im­
puesta15, la cual puede llegar a la mitad 
superior de la infracción más grave. 

V. Delitos conexos. 

En estos casos los plazos para la pres­
cripción estarán en función de la pena 
que correspondería al delito más grave; 
mientras éste no prescriba, tampoco 
prescribe el resto16. 

VI. Sentencia firme. 

Cabe la posibilidad de la prescripción 
del delito si entre la fecha de la senten­
cia de primera instancia y la firme del 
tribunal superior haya existido un es­
pacio de tiempo suficiente para que el 
delito prescriba si hubo paralización 
del procedimiento 17

• En el momento en 
que la sentencia es firme cesa toda posi­
bilidad de prescripción del delito para el 
condenado, y comienza el cómputo para 
una eventual prescripción de la pena18. 

VIl. Interrupción de la 
prescripción. 

Dispone el art. 132.2 que «La prescrip­
ción se interrumpirá, quedando sin 
efecto el tiempo transcurrido, cuando el 
procedimiento se dirija contra el culpa­
ble, comenzando a correr de nuevo el 
término de la prescripción desde que se 
paralice el procedimiento o se termine 
sin condena». 
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El problema que se plantea aho­
ra es el que se refiere a qué actuacio­
nes concretas son las que dan lugar 
a la interrupción de la prescripción 
y cuáles no. Un procedimiento inicia­
do puede llegar a paralizarse por falta 
d e continuidad en la actuación judicial, 
abriéndose desde ese momento de nue­
vo el plazo para la prescripción, que co­
mienza otra vez desde cero. Existen una 
serie de actuaciones que no son sufi­
cientes para mantener vivo el procedi­
miento y evitar con ello que continúe 
avanzando el plazo de la prescripción. 
En este sentido, no se considera quepa­
ralice el procedimiento, por ejemplo, la 
fianza para poner en Jibertad al que se 
encuentra preso, una cert ificación, un 
informe pericial, etc.19. En ningún caso 
cabe una interpretación contra reo, 
sino todo lo contrario. 

En los supuestos de rebeldía se ar­
chivará20 y suspenderá la causa respec­
to al rebelde21. 

VIII. La prescripción en el 
Código penal de 1995 y delitos 
cometidos con anterioridad a su 
entrada en vigor. 

A este respecto hay que tener en cuen­
ta lo que establece la disposición tran­
si toria segunda de la L.O. 1.0/1995, de 
23 de noviembre, del Código penal: 
«Para la determinación de cual sea la 
ley más favorable se ten.drá en cuent.a la 
pena que correspondería al hecho en­
juiciado con la aplicación de las normas 
completas d e uno u otro Código». Y e'n 
este sentido se pronunciá la Fiscalía Ge­
neral del Estado22

• + 

*Profesor de Derecho penal y Criminología 
(UNED) 
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Notas 

El Código penal italiano en su art. 157 
establece el plazo de p rescripción de veinte años 
para d elitos que tengan establecidos la pena de 
reclusión no inferior a veinticuatro años; a los 
quince para penas de reclusión no inferiores a 
diez; diez años, para penas no inferiores a cin· 
co; cinco para penas inferiores a cinco o la pena 
de multa; tres años para las contravenciones 
para los que la Ley establece pena de arresto, y 
dos años para los supuestos de contravenciones 
en los que la Ley estab lece pena de enmienda. 
El Código penal portugués de 1995 se ocupa en 
su art. 118 de la prescripción, que la establece: 
quince años para delitos con pena de prisión 
cuyo límite máximo sea superior a diez años; 
diez años cuando la pena sea superior a cinco 
años y no exceda de diez; a los cinco cuando el 
límite máx imo de la pena d e prisión señalada 
al delito sea sup erior a un año e inferior a cin· 
co; y dos años para los restantes casos. El Có· 
digo penal d e Andorra d e 1990, por su parte, en 
su art. 59 establece una prescripción a los q u in· 
ce años pa ra los delitos mayores; seis años para 
los menores; y d os para las contravenciones. En 
su artículo 39 dice e l Código andorrano que la 
pena máxima de prisión aplicable para delitos 
mayores será de treima años, de dos años para 
delitos menores y de dos meses para las con tra· 
venciones penales. 

ANTóN ÜNECA, J., Derecho penal. Parte ge­
neral, Madrid , 1949, págs. 575 y SS. DEL TORO 
MARZAL, A., Commtarios al Código penal, Barcelo· 
na, 1972, 11, págs. 678 y ss. 

Vid. RooRlGUEZ DEVESA - SERRANO 
GóMEZ, Derecho penal español. Parte general, Ma· 
drid, 1995, pág. 681. 

Del tema de las dilaciones indebidas y 
aplicar indulto se ocupan entre otras las sents. 
31 enero, 28 febrero, 26 junio, 6 julio y 30 oc· 
tubre de 1992; 26 enero, 11 febrero, 5 marzo y 
7 de mayo de 1993. En la sent. de 26 de sep· 
tiembre de 1995 se redujo la pena en base a que 
el procedimiento se había prolongado durante 
once años. Los indultos parciales han sido fre· 
cuentes por las dilaciones indebidas. 

En este sentido se pronuncia el Tribunal 
Constitucional en sents. 83/89, 224/91 y 150/93 . 

B.O .C.G., Congreso de los Diputados, 
Serie A, núm. 77 ·6 d e 6 marzo 199 5. El Grupo 
Federal IU·IC presentó la enm. 700 con el si· 
guiente contenido: «ENMIENDA. Al artículo 
131.1 . Sustituir por el siguiente texto: l. Los de· 
ti tos p rescriben: A los quince años, cuand o la 
pena máxima señalada por la Ley sea prisión de 
diez o más años. A los doce, cuando la pena 

máxima señalada por la Ley sea inhabi litación 
por más de diez años, o prisión por más de cin­
co y menos de diez años. A los ocho, los restan­
tes delitos graves. A los cinco, Jos delitos me­
nos graves. Los delitos de calumnia e injuria 
p rescriben al año». MOTIVACIÓN. Adecuar el 
tiempo de p rescripción de los delitos a la reduc­
ción general de penas que se pretende con el 
Proyecto». 

Cortes Generales. Diar io de Sesiones. 
Congreso de los Diputados. Comisiones. Jus­
ticia e Interior. Año 1995, núm. 502, Sesión 
núm. 62 de 31 de Mayo de 1995. El r epresen­
tante d e Izquierda Unida en la sesión celebra· 
da el3l de mayo de 1995 dice: «Por tanto, úni· 
cam ente m antenemos para votación las en· 
m iendas 700 y 702, al artículo 131.1 y al l3 5.1, 
respectivamente. No me voy a detener en el 
detalle de las m ismas ya q ue son consecuencia 
de nuestra posición, ya defendida en el día de 
ayer, en el sentido de que el límite máximo de 
las penas que se impongan no exceda en nin· 
gún caso de 25 años, por tanto, las prescripcio· 
nes deben ponerse en correspondencia con lo 
que nosotros hemos ped ido respecto de las pe· 
nas, aunque nos imaginamos que serán recha· 
zadas al haberlo sido a su vez las p ropuestas 
que ayer defendimos en conexión con las m is· 
masn. 

En el art. 137 del P royecto de 1992 se 
establecía: «pri sión de diez años o más» y «pri· 
s ión por más de cinco y por menos de diez». Lo 
m ismo recogía el art. 104 del Proyecto de 1980. 

RooR!GUEZ DEVESA · SERRANO GóMEZ, 
ob. cit., pág. 683. 

' 0 Por ejemplo, para la determinación de la 
fecha d e la muerte de una persona a través del 
estudio de los huesos, Vid . REVERTE COMA, J.M., 
Antropología forense, Madrid, 1991, págs. 84 y ss. 

" Vid. GóMEZ oE LA EscALERA, J.J., «Nove· 
dades en la prescripción de las infracciones pena­
les y de sus penas», en La Ley, 4 marzo 1996, pág. 4. 

1' La sent. de 1 marzo 1995 recoge: «el 
plazo de prescripción hay que entenderlo des· 
de el día en que se comete el delito hasta a quél 
en que comienzan las actuaciones para su des· 
cubrim iento y persecución, pues a eso equiva· 
le la frase dirigirse el procedimi~nto contra el 
culpable; por procedim iento debe entenderse 
todos los actos encaminados a la instrucción de 
la causa (sentencias de 6 de junio de 1967, 25 
de mayo de 1977, 8 de mayo de 1989, 23 de 
marzo de 1990 y 18 de marzo de 1993). Para la 
sente ncia de 25 de enero de 1994 queda un di· 
lema por resolver; el de que si en la investiga· 
ción deben aparecer nominadas unas determi· 
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nadas personas, o bien si basta únicamente con 
que el procedimiento se abra en averiguación 
del modo y forma de ocurrir los hechos y de sus 
posibles responsables; ante esa dicotomía inter­
pretativa parece lo lógico incl inarse por la pri­
mera solución, pero esto, sin embargo, es una 
pura apariencia en cuanto ha de entenderse, en 
los casos concretos, que ambas interpretaciones 
se conjugan y pueden ser idénticas en su apli­
cación y perfectamente válidas, cuando, dadas 
las características del hecho y los hipotéticos 
resultados que se pudieran extraer, sólo pueden 
haber o ex isti r unas personas perfectamente 
definidas que hub ieran podido cometer la ac­
ción sometida a investigación». 

" La sent. de 23 marzo 1995 dice que la 
prescripción ha d e estar referida a la pena bá­
sica fijada en cada uno de los tipos penales, y 
continúa diciendo que «Así lo exigen los prin ­
cipios de seguridad y certeza que tienden a evi­
tar la aplicación de las llamadas cláusulas ge­
nerales, formuladas en forma tan abierta que su 
aplicación depende del arbitrio de los órganos 
jurisdiccionales. Los delitos que prescriben son 
los contenidos en la parte especial del Código 
Penal en la que se describen las conductas típi­
cas y se establece la pena correspondiente a 
cada una de ellas y donde se recoge la volun­
tad del legislador sobre la naturaleza y exten­
sión de las penas. El institu!O de la prescripción 
actúa sobre las penas básicas y como ya se ha 
dicho las circunstancias modificativas o la uti­
lización del arbitrio judicial no alteran los pre­
supuestos generales establecidos en cuanto al 
cómp uto de los plazos». 

•• Recoge la sent. de 23 marzo 1995: «El 
instituto de la prescripción actúa sobre las pe­
nas básicas, y como ya se ha dicho, las circuns­
tancias modificativas o la uti lización del arbi­
trio judicial no alteran los presupuestos gene­
rales establecidos e n cuanto al cómputo de los 
plazos». 

" Vid. sent. 24 mayo 1995. 

16 Vid. sents. de 25 enero 1990, 6 noviem-
bre 1991 y 18 mayo y 22 junio 1995. 

" Recoge la sen t. de 8 febrero 1995 que 
«No ofrece duda que la prescripción del delito 
puede concurrir y ser estimada después de pro­
nunciada una sentencia carente aún de firmeza >>. 

.. Vid. MANZANARES SAMANIEGO, J . L., 
«Apuntes sobre la prescripción del delito y la 
casación penal. Alegación ex novo, apreciación 
de oficio y posible incidencia durante la trami­
tación del recurso», en Actualidad peua/, 1988, 
pág. 170. Vid. sent. 8 febrero 1995. 

" La sentencia de 8 febrero 1995, tras re­
coger que la rebeldía puede generar y perfeccio­
nar un estado de prescripción, sin que sea obs­
táculo para ello el haberse cursado las oportu­
nas órdenes de búsqueda y captura, continúa 
diciendo: «el cómputo de la prescripción no se 
interrumpe por la realización de diligencias 
inocuas o que no afecten al procedimiento la-

les como la expedición de un testimonio o cer­
tificación, la personación simple de la acusación 
particular o la tramitación de una solicitud de 
pobreza. La sentencia de 10 de julio de 1993 
advierte que las resoluciones si n contenido sus­
tancial no pueden ser tomadas en cuenta a efec­
tos de interrupción. Así no producen tal efecto 
el auto transformando en sumario las diligen­
cias previas (sentencia de 18 de junio de 1992) 
o en general las que no constituyen efectiva pro­
secución del procedi miento contra el culpable, 
como la resolución que simplemente acuerda 
reponer actuaciones al estado anterior (senten­
cia de 31 de octubre de 1992)». 

20 Dispone el art. 841 de la LECrim.: «Si 
al ser declarado en rebeldía el procesado se 
hallare pendiente el juicio oral, se suspenderá 
éste y se archivarán los autos». 

21 V el 842 de la propia LECrim.: «Si 
fueren dos o más los procesados y no a todos se 
les hubiese declarado en rebeldía, se suspende­
rá el curso de la causa respecto a los rebeldes 
hasta que sean hallados, y se continuará respec­
to a los demás». 

22 La F. G. del Estado en la circular 211996 
sobre Régimen transitorio del nuevo Código 
penal «Su incidencia en el enjuiciamiento de 
hechos a nteriores>> recoge en su apartado VII: 
« ... No es posible establecer el plazo de prescrip­
ción con uno de los textos penales utilizando las 
penas fijadas por el otro Código Penal... no será 
dable combinar penas de un Código con plazos 
prcscriptivos del ot ro». 
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PLAZOS DE PRESCRIPCION EN DERECHO PENAL 

~) P.RESCRIP.CION DE DEI!ITOS 

*Redacción 

• • 
Delitos con pena máxima de prisión de 1S o 
más años 

Delitos con pena máxima de inhabilitación 
por más de 1 O años o prisión por más de 1 O 
y menos de 1S 

Delitos con pena máxima de inhabilitación 
por más de 6 años y menos de 1 O, o prisión 
por más de S y menos de 1 O años 

Restantes delitos graves 

Delitos menos graves 

Delitos de calumnia e injuria 

••• ' COMPUTO • 20 años (art. 131 del Código Penal de 1.99S) Desde el día en que se haya cometido la 
infracción punible (art. 132 del C.P) 

1S años (art. 131 del Código Penal de 1.99S) Desde el día en que se haya cometido la 
infracción punible (art. 132 del C.P.) 

10 años (art. 131 del Código Penal de 1.99S) Desde el día en que se haya cometido la 
infracción punible (art. 132 del C.P.) 

S años (art. 131 del Código Penal de 1.99S) Desde el día en que se haya cometido la 
infracción punible (art. 132 del C.P.) 

3 años (art. 131 del Código Penal de 1.99S) Desde el día en que se haya cometido la 
infracción punible (art. 132 del C.P.) 

1 año (art. 131 del Código Penal de 1.99S) Desde el día en que se haya cometido la 
infracción punible (art. 132 del C.P.) 

* Nota: A los efectos de consumación del delito hay que tener en cuenta lo siguiente: 

a) En los delitos instantáneos o de simple actividad el delito se consuma en el momento de realizar la acción. 

b) En los delitos permanentes la consumación tiene lugar cuando la lesión del interés jurídicamente protegido ha cesado. 

e) En los delitos continuados la consumación tiene lugar cuando se realiza la última de las acciones. 

d) En los delitos de omisión pura y en los de comisión por omisión la consumación se produce en el instante 

en que se omite la acción que el sujeto estaba obligado a realizar. 

111}1~:~~1ti:H:ltl[lh'l • ... .......,_,.,... 1 [j.l :1 ~ , :l:l 

PENA PLAZO COMPUTO 
---- -- --- - -·-

Prisión de 1S o más años 2S años (art. 133.1 C.P. de 1.99S) Desde la fecha de la sentencia firme, o desde 
el quebrantamiento de la condena, si hubiese 
comenzado a cumplirse 
(art. 134 C.P. de 1.99S) 

Inhabilitación por más de 1 O años y prisión 20 años (art. 133.1 C.P.) Id e m 
por más de 1 O y menos de 1S años) 

Inhabilitación por más de 6 meses y menos 1S años (art. 133.1 C.P. de 1.99S) Id e m 
de 1 O años y prisión por más de S y menos 
de 10 años) 

Restantes penas graves 1 O años (art.133.1 C.P. de 1.99S) ldem 

Penas menos graves S años (art. 133.1 C.P. de 1.995) Id e m 

Penas leves 1 año (art. 133.1 C.P. de 1.99S) Id e m 

Penas impuestas por genocidio Imprescriptible (art. 133.2 C.P. de 1.99S) * 

®1~:4~'1tl:tl:ltl[lh'l • ... ..___.. lh'J1:1t]ltJ!l-, t 1 ¡., ::(C'\IJ :41 tJ!1 t] 

MEDIDA PLAZO COMPUTO 
--

Privativas de libertad superiores a 3 años 10 años (art. 13S.1 C.P. de 1.995) - Desde la firmeza de la resolución que 
impuso la medida, o desde que debió 
empezar a cumplirse en caso de cumplimiento 
sucesivo (art. 13S.2 C.P de 1.99S) 

- Desde la extinción de la pena, si el 
cumplimiento de la medida es posterior al de 
aquella (art. 135.3 C.P. de 1.995) 

Privativas de libertad iguales o inferiores a 3 S años (art. 13S.1 C.P.) 
años, o de otro contenido *Redacción 
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REGISTRAL 

Caducidad y Prescripción 
en el Registro de la 
Propiedad 

Pedro Á vil a Navarro * 

SUMARIO 
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Esa conocida diferencia entre prescrip­
ción y caducidad, consistente en que la 
primera es susceptible de interrupción 
y la segunda no, tiene una gran impor­
tancia ante el Registro de la Propiedad 
y marca un régimen jurídico totalmen­
te distinto; la diferencia hipotecaria 
consiste sobre todo en que el Registra­
dor puede apreciar la caducidad de un 
derecho o de un asiento y proceder a su 
consiguiente cancelación, mientras que 
para reflejar en el Registro la prescrip­
ción es necesaria una declaración o reco­
nocimiento, del interesado o de la Auto­
ridad, administrativa o, con mayor fre­
cuencia, judicial. De aquí que haya que 
enfocar el estudio de esta materia distin­
guiendo entre las dos figuras jurídicas: 

l. Caducidad de asientos 
registra les 

La caducidad de un asiento se pro­
duce cuando deviene ineficaz por el 
transcurso del tiempo de vigencia 
que se le señalan la Ley o el Regla­
mento; no suele haber una caducidad 
pactada de asientos, porque el funcio­
namiento registra] se rige por normas 
imperativas que no son susceptibles de 
disposición particular (cuando los inte­
resados quieren establecer una limita­
ción de este tipo deben pactar el tiem­
po de duración del derecho inscrito, 
pero no el de la inscripción misma; lo 
que ocurre es que, extinguido el dere­
cho, procede la cancelación del asiento, 
pero sólo a través de esa vía indirecta, 
nunca como pacto de extinción de un 
asiento registra!; más tarde se verá la di­
ferencia entre los dos pactos, el admi­
sible y el inadmisible, a propósito de la 
condición resolutoria en la compraventa). 

Y lo primero que debe adelantarse, 
para salir al paso de un error muy ex­
tendido, es que la caducidad extingue 
el asiento con carácter absoluto, sin dis­
tinguir entre partes ni terceros ni entre 
buena o mala fe de titulares registrales. 
Caducado un asiento es como si no se 
hubiera practicado nunca; posterior­
mente se verá la a pi icación concreta de 
esta idea al embargo y al asiento de 
presentación. 

1.1 Caducidad del asiento 
de presentación 

El asiento de presentación es el que el 
Registrador extiende en el libro diario 
de operaciones para hacer constar el 
momento exacto de ingreso en el Regis­
tro de cada documento inscribible. 

El efecto principal del asiento de 
presentación es la reserva de un ran­
go para el asiento definitivo que en 
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su día se practique sobre el docu­
mento presentado; si éste llega prac­
ticarse, sus efectos se producirán como 
si se hubiese extendido y autorizado el 
mismo día y hora de presentación; si 
no, el asiento de presentación caduca y 
no produce efecto alguno. Así resulta 
del art. 24 LH: se considera como fecha de 
la inscripción para todos los efectos que ésta 
deba producir la fecha de asiento de presen­
tación, que deberá constar en la inscripción 
misma; y esa fecha determina la prefe­
rencia registra): según el art. 25 LH, para 
determinar la preferencia entre dos o más 
inscripciones de igual fecha, relativas a una 
misma finca, se atenderá a la hora de la pre­
sentación en el Registro de los títulos respecti­
vos. De manera que, para apreciar esa pre­
ferencia no ha de atenderse a la fecha de 
la inscripción, que figura al final de la 
misma, y que corresponde al día en que 
la firma el Registrador, sino a la fecha de 
la presentación, cuyos datos figuran tam­
bién en la inscripción, normalmente en el 
último párrafo, al reseñar el título que 
causa la inscripción y su presentación en 
el Registro («así resulta de la escritura ... , 
que fue presentada a las ... horas ... minu-
tos del día ... , asiento de presentación ... 
del diario ... ») 

A) Vigencia del asiento de presentación. 
El plazo de vigencia del as iento de pre­
sentación es de sesenta días hábiles; el 
plazo se deduce de los arts. 17.2 y 255 
LH y 97 y 108 RH; y el que se trate de 
días hábiles, de la regla general del art. 
109 RH (los plazos señalados por días en este 
Reglamento se computarán por días hábiles). 
De manera que llamando día cero al hi­
potético día de la presentación, con in­
dependencia de la hora de ésta, el 
asiento caduca el día número 60, a las 
catorce horas (o una hora más o menos 
en algunos casos de horarios especiales 
de apertura del Registro). El sistema 
ofrece un cómputo más difícil que el de 
los dos meses justos del asiento de pre­
sentación en el Registro Mercantil (art. 
43 RRM), pero tiene la ventaja de que 
es siempre un plazo igual, sea cual sea 
la duración de los meses que compren­
da y los festivos que en ellos haya; 
aquella dificultad se salva con Jos cua­
dros de vencimientos que suele confec­
cionar cada Registro y que, como es ló­
gico, sólo sirven para los Registros del 
mismo distrito, ya que en los demás 
puede haber ligeras variaciones porra­
zón de las fiestas locales (en el Anexo 
1 puede observarse cómo sólo los días 
hábiles se agrupan en columnas de 
treinta, de manera que, partiendo de 
cualquier fecha y corriendo dos colum­
nas a la derecha se encuentra el día de 
caducidad; seis columnas para los cien­
to ochenta días de una anotación de 
suspensión prorrogada). 

Salvo caso de prórroga, el trans­
curso del plazo extingue el asiento 
de presentación; de manera que si en 
ese plazo no se ha despachado el docu­
mento (por defectos del título o porque 
el presentante lo ha retirado sin volver­
lo a presentar) el asiento caduca y debe 
ser cancelado; la caducidad supone ex­
tinción absoluta del asiento; según el 
a rl. 436 RH, transcurrido el plazo de vigen­
cia del asiento de presentación sin haberse des­
pachado el documento, tomado anotación pre­
ventiva por defectos subsanables, en su caso, 
o interpuesto recurso, se cancelará de oficio 
dicho asiento por nota marginal; y según el 
art. 111.2 RH cuando la devolución del do­
cumento defectuoso, una vez subsanados los 
defectos, tenga lugar después de caducado el 
asiento de presentación o la anotación preven­
tiva, en su caso, requerirá nueva presentación, 
que surtirá sus efectos desde la fecha del nue­
vo asiento. 

Es interesante recalcar estos efectos 
extintivos totales de la caducidad; por­
que el asiento de presentación puede 
repetirse cuantas veces desee el intere­
sado; pero hay una creencia vulgar que 
no por simple es menos extendida: ocu­
rre en ocasiones que se presenta un 
documento cuya registración no puede 
hacerse por existir algún defecto, algún 
obstáculo registra!, por falta de pago de 
impuestos, porque e l presentante ha 
retirado el documento sin volverlo a 
presentar después, o por otra causa; y, 
al cad ucar e l asien to, se vuelve a pre­
sentar de nuevo, y así repetidamente; y 
se hace pensando erróneamente que 
con ello se conserva el rango registra! 
de la primera vez que la escritura fue 
presentada, como si la nueva presenta­
ción fuese una prórroga de la primera. 
En realidad, la norma del art. 24 LH, 
de considerar como fecha de la ins­
cripción la del asiento de presenta­
ción, debe referirse al asiento en 
cuya virtud llegue a hacerse la ins­
cripción, o sea, al último; el anterior, 
caducado, no produce efecto alguno. En 
otras ocasiones se justifica aquella pre­
sentación repetida con la pretensión de 
que, aunque el documento no llegue a 
inscribirse, un posible tercero no pue­
de ignorar su existencia ni alegar fren­
te a é l la protección de la fe pública 
registra!, ya que le faltará uno de los 
requisitos de esta protección estableci­
dos en el art. 34 LH: la buena fe; pero 
ni siquiera ese efecto se le puede reco­
nocer a un asiento de presentación ca­
ducado, pues ni el Registrador informa­
rá de él en una certificación o consulta 
del Registro ni, aunque lo hiciese, po­
dría el tercero juzgar por él sobre la va ­
lidez y circunstancias del documento 
fallido. 

La Dirección General ha repetido 
con reiteración esta doctrina; reciente-
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mente, en el ámbito del Registro Mer­
cantil, a propósito de las sociedades 
anónimas que antes del 31 de diciem­
bre de 1995 no hubieran inscrito la ade­
cuación del capital al mínimo legal, y 
que quedarán disueltas según la disp. 
trans. 6.a LSA: según la R. 05.03.96, 
después de aquella fecha no se puede 
inscribir el aumento de capitaL aunque 
la escritura hubiese estado presentada 
en el Registro antes de 31 de diciembre 
de 1995, si el asiento de presentación 
caducó por cualquier causa; porque «es 
doctrina reiterada de este Centro que 
los asientos registrales una vez caduca­
dos carecen de todo efecto jurídico, en 
especial cuando se trata del asiento de 
presentación que, una vez caducado, se 
cancela de oficio y la nueva presenta­
ción del documento dará lugar a un 
nuevo asiento, refiriéndose a la fecha de 
éste su prioridad así como la fecha del 
asiento definitivo que en su día se prac­
tique». La doctrina es igualmente váli­
da para el Registro de la Propiedad. 

B) Prórroga del asiento de presentación. 
El 432 RH regula varios casos de pró­
rroga del asiento de presentación; hay 
que añadir a ellos la prórroga que se 
produce por interposición de recurso 
gubernativo contra la calificación del 
Registrador y la prórroga que, a efectos 
prácticos, supone la anotación preven­
tiva por defecto subsanable: 

1. Prórroga automática hasta diez 
días. • Se concede más al Registra­
dor que al interesado, para dar tiem­
po a aquél para despachar el docu­
mento: si el plazo de sesenta días 
fuese automático e improrrogable 
podría suceder que el presentante 
retirase el documento y no lo volvie­
se a presentar hasta el último día del 
plazo, con lo que el Registrador no 
tendría sino un día, unos minutos 
tal vez, para su despacho; para evi­
tar esto, se le concede una prórroga 
por el tiempo necesario para que 
disponga de diez días (prórroga de 
diez días si se presenta el último día 
de los sesenta, de nueve si el penúl­
timo, etc.) El art. 432 RH se remite 
en primer lugar a los arts. 97 y 111; 
y según el art. 97.2 RH si los documen· 
tos se aportaren dentro de los diez últimos 
días de vigencia del asiento de presenta­
ción, se entenderá prorrogado dicho asien­
to por un período igual al que falte para 
completar los diez días. La prórroga im· 
plicará la de los asientos contradictorios o 
conexos, anteriores o posteriores. 

• Durante ese tiempo, el Registrador 
puede despachar el documento; 
pero debe entenderse que el presen­
tante ya no puede retirarlo, subsa­
nar defectos ni modalizar el proce-
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so de registración, pues entonces 
sería necesaria una nueva prórroga, 
y después otra, y así sucesivamen­
te; esa prórroga repetida no está pre­
vista reglamentariamente. 
Los diez días han de ser hábiles con­
forme a la regla del art. 109 RH, se­
gún el cual los plazos señalados por días 
en este Reglamento se computarán por 
días hábiles. 

(Obsérvese que en el Registro Mer­
cantil esta prórroga es de hasta quince 
días, plazo mayor y más congruente con 
el plazo de despacho de documentos, de 
quince días tanto en el art. 39 RRM 
como en el art. 97 RH.) 

2. Prórroga por pago de impuestos 
por ciento ochenta días.• Cuando, 
retirado el documento para pago de 
impuestos, no se haya devuelto al 
interesado por la Oficina de gestión, 
puede obtenerse una prórroga has­
ta ciento ochenta días desde la fecha 
del asiento; el art. 432.b RH prevé la 
prórroga del asiento de presentación 
en el caso de retirada del documento para 
pago de impuestos sin que se haya devuel­
to al interesado por la correspondiente 
Oficina de gestión. En este caso, a instan· 
cia del presentan te o del interesado, for· 
mulada por escrito, acompañada del do· 
cumento justificativo de aquella circuns­
tancia y presentada en el Registro antes de 
la caducidad del asiento, se prorrogará 
éste hasta ciento ochenta días desde su 
propia fecha: 

• La prórroga requiere, pues, instan­
cia escrita del presentante o del in­
teresado presentada antes de la ca­
ducidad del asiento, pues ya se ha 
dicho que si el asiento caduca, la ca­
ducidad es irreversible y ya no pue­
de ser prorrogado. 

• Debe acompañarse justificación de 
aquella circunstancia siempre que al 
Registrador no le conste la certeza 
del hecho; la justificación habrá de 
hacerse por certificación de la Ofici­
na de gestión; y podrá omitirse si el 
Registrador es a la vez titular de la 
Oficina liquidadora donde se en­
cuentra el documento o le consta el 
retraso por otro medio. 

• Dado el actual sistema de autoliqui­
dación de los Impuestos de Trans­
misiones Patrimoniales y de Actos 
Jurídicos Documentados, es poco 
probable que se tenga que acudir a 
esta prórroga, salvo que la Oficina 
de Gestión retenga excesiva e in­
usualmente el documento para cote­
jo con la copia presentada o para 
comprobación de la eventual exen­
ción o sujeción alegada, o que se tra­
te de un acto sujeto al Impuesto de 
Sucesiones o Donaciones en el que 

se haya optado por la liquidación 
ordinaria y no por la autoliquida­
ción. En definitiva, sucederá lo que 
prevé el art. 99 R.ITP: El Impuesto 
será objeto de autoliquidación con carác­
ter general por el sujeto pasivo con excep­
ción de aquellos hechos imponibles que se 
deriven de las operaciones particionales 
en las sucesiones hereditarias y se conten­
gan en el mismo documento presentado a 
la Administración para que proceda a su 
liquidación por el Impuesto sobre Sucesio­
nes y Donaciones. 

3. Prórroga por despacho previo de 
otro título presentado después. • 
Dice el art. 432.c RH que en el caso de 
que para despachar un documento fuere 
necesario inscribir previamente algún 
otro presentado con posterioridad, el 
asiento de presentación del primero se 
prorrogará, a instancia de su presentan te 
o interesado, hasta treinta días después de 
haber sido despachado el documento pre­
sentado posteriormente, o hasta el día en 
que caduque el asiento de presentación del 
mismo. Un ejemplo relativamente 
frecuente puede ser el de dos escri­
turas, de compra e hipoteca, otorga­
das el mismo día; la compraventa se 
distrae fuera del Registro en otros 
trámites y se presenta sólo la hipo­
teca, que no puede despacharse por 
no estar la finca inscrita a nombre 
del hipotecante; cuando está próximo 
a caducar el asiento de presentación 
de la hipoteca, se presenta la compra­
venta; si el Registrador no despacha­
ra esta última urgentemente, a veces 
en sólo minutos, caducaría el asiento 
del primer documento, y de ahí la 
posible prórroga de éste: 

• Obsérvese que la prórroga se pro­
duce a instancia del presentante o del 
interesado; quizá no se debe calificar 
con mucho rigor el concepto de in­
teresado, pues cualquiera que solí­
cite la prórroga debe de tener inte­
rés en ella; pero sí es interesante 
notar que no se aplica de oficio por 
el Registrador. 
La prórroga es por treinta días des­
de el despacho del segundo docu­
mento; plazo quizá excesivo, que 
contrasta con el de diez días ante­
riormente visto; o hasta el día en que 
caduque el asiento de presentación del 
mismo; la disyuntiva es difícil de in­
terpretar, pero quizá deba entender­
se que si el segundo documento se 
despacha en los últimos días de vi­
gencia de su asiento (cuando falten 
menos de treinta) el primer asiento no 
puede prorrogarse más allá de la vi­
gencia del primero; explicación que 
ha de tenerse en cuenta para no ago­
tar los plazos del segundo asiento en 
una eventual retirada del documento. 
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4. Prórroga por mandamiento en causa 
criminal. • Dice el art. 432.d RH que 
el plazo de vigencia de Los asientos de pre­
sentación podrá ser prorrogado[. .. } en el 
caso de que, vigente el asiento de presen­
tación y antes de su despacho, se presente 
mandamiento judicial en causa criminal 
ordenando al Registrador que se absten­
ga de practicar operaciones en virtud de 
títulos otorgados por el procesado. En este 
supuesto podrá prorrogarse el asiento de 
presentación hasta la terminación de la 
causa: 
Esta prórroga tiene por objeto que 
en su día pueda ejecutarse la deci­
siónjudicial sin obstáculos registra­
les; por eso debe valorarse en cada 
caso la conveniencia de acudir a este 
sistema o a la anotación preventiva 
de la querella o de la actuación ju­
dicial; téngase en cuenta que la pró­
rroga sólo puede hacerse cuando el 
mandamiento judicial llegue al Re­
gistrador antes de que despache el 
documento; la anotación preventiva 
se puede practicar después de des­
pachado el documento, pero sólo 
cuando de la sentencia futura pue­
da derivarse alguna modificación 
registra!. 

• Es un poco extraño ese podrá prorro­
garse, que parece dejar a la estima­
ción del Registrador la prórroga o la 
caducidad de los asientos; más bien 
debiera entenderse que es el Juez el 
que puede decidir la prórroga, y que 
puede decidirla hasta la terminación 
de la causa o por un tiempo menor. 

5. Prórroga por recurso gubernativo.• 
Según el art. 66 LH los interesados 
podrán reclamar gubernativamente con­
tra la calificación del título hecha por el 
Registrador, en la cual se suspenda o de­
niegue el asiento solicitado; los arts. 112 
y ss. RH desarrollan los trámites de 
ese recurso. 

Pues bien, uno de los efectos pro­
pios del recurso gubernativo es la prórro­
ga (o suspensión, como la llama el art. 66 
LH), del asiento de presentación y, en su 
caso, de la anotación preventiva de sus­
pensión; pero debe observarse que el 
efecto de prórroga del asiento de presen­
tación sólo puede producirse si se inter­
pone el recurso en el plazo de sesenta días 
desde la fecha del mismo asiento de pre­
sentación, y no desde la nota del Regis­
trador, pues si el asiento de presentación 
está caducado, no puede prorrogarse. In­
terponer el recurso después de caducado 
el asiento de presentación es peligroso, 
pues puede ocurrir que el recurrente vea 
acogido su recurso y su éxito no le sirva 
para nada, porque se hayan inscrito en­
tre tanto otros títulos incompatibles con 
el suyo. Por ello es conveniente, según 
los casos: 
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Interponer el recurso durante la vi­
gencia del asiento de presentación. 
Si se estima que no va a ser posible, 
solicitar anotación preventiva de 
suspensión, si el defecto es subsana­
ble, para prolongar los efectos del 
asiento de presentación; y recurrir 
con la anotación preventiva vigente. 

• Tras la caducidad del as iento de pre­
sentación, volver a presentar el títu­
lo y recurrir contra la nota que se 
extienda en virtud de esta segunda 
presentación; pero obsérvese en este 
caso que el título presentado, y la 
eventual resolución del recurso, ha­
brán pasado detrás de todos Jos tí­
tulos contradictorios presentados y 
despachados entre el primero y el 
segundo asiento de presentación. 

6. La anotación de suspensión como 
prórroga.• La limitada vigencia del 
asiento de presentación puede re­
sultar insuficiente para el interesa­
do que pretenda subsanar un defec­
to o interponer recurso contra la ca­
lificación del Registrador; ya porque 
se trate de una subsanación o de un 
recurso complicados, ya porque 
haya conocido el defecto al final de 
la vigencia de aquel asiento. La for­
ma de prolongar Jos efectos del 
asiento de presentación es la anota­
ción preventiva por defecto subsa­
nable de Jos arts. 42.9.0 y 96 LH: Po­

drán pedir anotación preventiva de sus res­
pectivos derechos en el Registro correspon­
diente[. .. ] el que presentare en el Registro 
algún título cuya inscripción no pueda ha­
cerse por falta de algún requisito subsana­
ble o por imposibilidad del Registrador. 

La anotación preventiva por de­
fecto subsanable no se toma de oficio, 
sino a solicitud del interesado, en general 
el presentante o la sociedad; y se prac­
tica de forma semejante a la inscripción 
o asiento definitivo, pero advirtiendo 
de su provisionalidad y del defecto; la 
apariencia en el libro es como la de una 
inscripción, aunque se distingue por 
estar señalada con una letra, no con un 
número, y porque al final, en el «acta de 
inscripción», el Registrador no dice que 
inscribe, sino que, «observándose el 
defecto de ... , se toma anotación de sus­
pensión por término de sesenta días ... )) 
Sólo procede por defectos subsanables; 
no, en cambio, cuando el defecto es 
insubsanable y la calificación registra!, 
en consecuencia, de denegación; y es 
procedente no sólo cuando se solicita (y 
se suspende) un asiento de inscripción, 
sino también en los de cancelación, otra 
anotación preventiva o nota marginal; 
supuesto este último que dará lugar no 
a una anotación propiamente dicha, 
sino a la llamada <<nota marginal pre-

ventiva)), Posteriormente, si el defecto 
se subsana, la anotación se convertirá 
en inscripción o asiento definitivo y si 
no, se cancelará. 

El plazo de duración de la anotación 
es de sesenta días (art. 96 LH), compu­
tables igual que los del asiento de pre­
sentación, pero desde la fecha en que se 
practique la anotación misma; por eso, 
y a fin de disponer del mayor tiempo 
posible para la subsanación del defec­
to, convendrá solicitarla cuando esté 
próximo a vencer el plazo de vigencia 
de l asiento de presentación, o antes, 
pero condicionada a la proximidad del 
vencimiento (si se solicitara y obtuvie­
ra al principio de los sesenta días de 
vigencia del asiento de presentación, se 
solaparían los efectos de ambos asien­
tos, presentación y anotación, con lo 
q ue el plazo para subsanar o recurr ir 
sólo se habría alargado unos pocos días, 
o tal vez ni uno solo). 

La anotación puede prorrogarse 
hasta ciento ochenta días desde su fe­
cha, en virtud únicamente de providen­
cia judicial. El procedimiento para con­
seguirla se regula en el art. 204 RH. 

7. Prórroga de títulos contradictorios 
y conexos.• Como la prórroga de 
un asiento podría perjudicar a otros 
relativos a la misma sociedad, el art. 
432, párrafos 3.0 y 4.0

, RH establecen 
q ue la prórroga de los asientos de presen­
tación y, en su caso, de las anotaciones 
preventivas por defectos subsanables lle­
vará consigo la prórroga de los asientos de 
presentación anteriores o posteriores rela­
tivos a títulos contradictorios o conexos. 

8. Constancia de la prórroga.• En 
cualquiera de los casos vistos, la 
prórroga se hace. constar por el Re­
gistrador por nota al margen de los 
asientos de presentación; dice el art. 
432.3.0 RH que la prórroga de los asien­
tos de presentación se hará constar por 
nota al margen de los mismos. 

1.2 Caducidad de la anotación 
de embargo 

A) El tiempo de caducidad. • A la ano­
tación de embargo le resulta plenamen­
te aplicable la regla general del art. 86 
LH: las anotaciones preventivas, cualquiera 
que sea su origen, caducarán a los cuatro años 
de su fecha . No obstante, f ... ] por mandato de 
las autoridades que las decretaron, podrán 
prorrogarse por un plazo de cuatro años más 
( ... ]La caducidad de las anotaciones preven­
tivas se hará constar en el Registro a instan­
cia del dueño del inmueble o derecho real afee­
lado. Transcurridos esos cuatro años, 
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la caducidad se produce automática­
mente (independientemente de que 
sean canceladas más tarde y, mien­
tras tanto, subsistan aparentemen­
te); una vez caducadas, ya no producen 
efecto alguno, ni pueden prorrogarse, 
aunque podrían practicarse de nuevo si 
la finca sigue inscrita a nombre del mis­
mo titular; pero ya, sin preferencia res­
pecto de los que hayan inscrito algún 
derecho entre una y otra anotación. 

Siempre ha sido dudoso en el De­
recho hipotecario el cómputo de 
esos cuatro años; no ya por el sistema 
de computar, que no puede ser otro que 
el del an. 5 C.c.; sino sobre todo por el 
día inicial, que no resulta claro si es la 
fecha misma de la anotación (es decir, 
el día en que el Registrador la firma) o 
la del asiento de presentación (confor­
me a la regla vista del art. 24 LH, de que 
se entiende como fecha de la inscrip­
ción la del asiento de presentación). La 
R. ll.ll. 94, resol viendo directamente 
el primero de estos extremos, se ha pro­
nunciado también, indirectamente, res­
pecto del segundo: 

Dice que los cuatro años de vigen­
cia de la anotación de embargo de­
ben computarse según el art. 5 C.c. 
(si los plazos estuviesen fijados por meses 
o años se computarán de fecha a fecha), 
de fecha a fecha, de manera que el 
día equivalente al inicial del cóm­
puto forma parte del plazo y hasta el 
final de ese día no caduca la anota­
ción; si el mandamiento de prórro­
ga se presenta en esa fecha, podrá 
despacharse todavía. 
Y pone un ejemplo muy ilustrativo: 
la anotación practicada el 1 de di­
ciembre de 1988 (no 1986, como, 
por error, dice el texto del BOE) 
puede prorrogarse si el mandamien­
to de prórroga se presenta el l de di­
ciembre de 1992. Con lo cual, implí­
citamente entiende también la Di­
rección que los cuatro años se cuen­
tan teniendo en cuenta la fecha mis­
ma de la anotación de embargo, y no 
la del día en que se presentó el man­
damiento correspondiente, lo que 
implica una excepción a la regla del 
art. 24 LH antes visto; en cambio, este 
precepto sí se aplica a la anotación de 
prórroga, para la que se tiene en cuen­
ta la presentación y no el día en que 
el Registrador la practica. 

B) Ineficacia de la anotación caducada. • 
Si la anotación no se prorroga, su cadu­
cidad se produce de manera absoluta; la 
anotación no puede revivir; podrá prac­
ticarse otra, con efectos desde el mo­
mento en que se practique, pero no 
apoyada en la anterior; conviene revi- · 
sar varias afirmaciones de la Dirección, 

ilustrativas a este respecto: 

• Las R. 28.09.87 y R. 07.07.89 con­
sideran que, caducada una primera 
anotación de embargo, pasa la se­
gunda a primer rango y ya no es po­
sible su cancelación en virtud del 
mandamiento dictado en el procedi­
miento que provocó la primera. Esta 
doctrina es consecuencia lógica de la 
ineficacia absoluta de la anotación 
caducada; aunque debe salvarse el 
caso especial de la R. 28.07.89, de 
que se haya inscrito la enajenación 
judicial durante la vigencia de la 
anotación, pues la prioridad ganada 
por la anotación se traslada a la ena­
jenación, y permite despachar el 
mandamiento cancelatorio aun des­
pués de caducada la anotación. 

• En el mismo sentido, la R. 06.04.94 
reitera la doctrina de las anteriores 
diciendo que «si del Registro resul­
ta que se ha dejado caducar, por la 
razón que sea, la primera anotación, 
automáticamente pasa la segunda a 
tener primer rango, y ya no es posi­
ble desde entonces proceder a su 
cancelación en virtud de un título, el 
mandamiento a que se refiere el art. 
175 RH ( ... ] que sólo es bastante en 
tanto se trate de segundas anotacio­
nes no preferentes de acuerdo con lo 
previsto en ese artículo y en los arts. 
131 y 133.11 LH». 
Las R. 19.04.88 y R. 11.07.89 dicen 
que no puede prorrogarse una ano­
tación de embargo que ya había ca­
ducado cuando el mandamiento en 
que se ordena fue presentado en el 
Registro, independientemente de 
las causas que hayan podido provo­
car el retraso. La doctrina de la Direc­
ción es también consecuencia de la in­
eficacia de la anotación caducada. 
En el mismo sentido, la R. 13.02.96 
entiende que procede denegar «la 
inscripción de la enajenación judi­
cial alcanzada en autos de juicio eje­
cutivo, por el defecto insubsanable 
de aparecer la finca inscrita a favor 
de persona distinta de los deudores 
con los que se entendieron aquellas 
actuaciones y haber sido cancelada 
por caducidad, el 1 de julio de 1990, 
la anotación de embargo del que 
trae causa dicha enajenación judicial 
( ... ] De acuerdo con la doctrina ex­
presada en la R. 09.09.91, reiterada 
por la R. 27.10.93, es cierto que los 
as ientos practicados a favor de los 
actuales titulares registrales pudie­
ron nacer subordinados a la anota­
ción preventiva de embargo, pero 
también lo es que en el momento en 
que la anotación se extingue, cesa 
aquella situación, se plenifica la ti­
tularidad registra[ afectada y desde 

entonces ya no es posible practicar 
asiento alguno que menoscabe o 
ponga en entredicho la eficacia de 
los asientos vigentes, si no es con el 
consentimiento del respectivo titu­
lar registra[ o por resolución judicial 
dictada en procedimiento entablado 
directamente contra él (arts. L 20, 
40 y 82 LH)». Lo mismo las R. 
25.03.96 y R. 08.02.96. 
La R. 07.10.94 contempla un caso 
en que, caducada una anotación de 
embargo, se inscribe la venta judi­
cial alcanzada en el procedimiento; 
y añade que no puede despacharse 
el mandamiento de cancelación de 
cargas posteriores al embargo; por­
que «la caducidad de los asientos 
que nacen con duración predetermi­
nada se opera de modo radical y 
automático una vez llegado el día 
prefijado, aun cuando no se haya 
cancelado dicho asiento y ello, tra­
tándose de una anotación preventi­
va de embargo, determina su pérdi­
da de prioridad y que las cargas 
posteriores mejoren de rango». 
Efectivamente, cuando caduca un 
asiento es como si no hubiera exis­
tido nunca, y no se puede pretender 
que produzca efecto alguno; pero 
deben distinguirse los dos docu­
mentos que se derivan de la ejecu­
ción forzosa y sus distintos efectos: 
El auto de adjudicación, es decir, la 
enajenación forzosa derivada de la 
subasta, podrá inscribirse, porque la 
anotación registra! no es constituti­
va ni necesaria para la adjudicación 
posterior; pero esa enajenación se 
hará con el rango que corresponda 
al momento de presentación del tes­
timonio del auto; y, por tanto, detrás 
(física y jurídicamente) de todos los 
asientos vigentes, aunque sean pos­
teriores a la anotación caducada, 
que, con esa caducidad, han mejora­
do de rango; y, precisamente por no 
gozar de rango especial, esa enaje­
nación no podrá inscribirse cuando 
la finca esté ya inscrita a nombre de 
persona distinta del deudor perse­
guido. El mandamiento de cancela­
ción de cargas posteriores no podrá 
inscribirse en ningún caso, porque 
la virtualidad cancelatoria de la ano­
tación de embargo se extinguió con 
su caducidad. 

El hecho de que haya tantos recur­
sos sobre esta materia demuestra cier­
ta desorientación práctica sobre el tema; 
se observa que los recurrentes preten­
den hacer valer el embargo caducado 
frente a los que adquirieron la finca con 
el embargo vigente, y aluden con fre­
cuencia a la ausencia de buena fe de és­
tos. Y en realidad el asunto no tiene que 
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ver nada con la buena o mala fe; los ter­
ceros adquirieron con una carga grave, 
pero temporal, y la caducidad de la ano­
tación produce su ineficacia absoluta 
con independencia de la buena fe o del 
conocimiento de los terceros. Cualquier 
pretensión de que estos pasen por el 
embargo o respondan de la deuda tie­
ne que ejercitarse judicialmente (con 
pocas probabilidades de éxito). 

A pesar de todo, hay un caso sin­
gular en la que la eficacia de la ano­
tación (o una parte de su eficacia, la 
cancelatoria) subsiste como anejo de 
la otra parte que se ha ejecutado en 
tiempo (la ejecutiva o de enajena­
ción). Es la interesante doctrina de la R. 
28.07.89: 

Inscrita la enajenación judicial du­
rante la vigencia de la anotación de 
embargo, ésta consuma su virtualidad 
(de ahí que el art. 206.2 RH disponga su 
cancelación); la prioridad ganada por la 
anotación se traslada a la enajenación y, 
por eso, las cargas y gravámenes poste­
riores, registradas s in perjuicio de los 
derechos del anotantc (art. 71 LH), pue­
den ser cancelados si se observaron en 
el proceso de ejecución todos los trámi­
tes legalmente previstos en garantía de 
las mismas, aunque la anotación haya 
cad ucado. Y es que, en efecto, una vez 
inscrita la escritura de venta judicial 
derivada del embargo, la orden o man­
damiento de cancelación de cargas pos­
teriores no obtiene su eficacia de la ano­
tación de embargo, sino de aquella mis­
ma venta. La finalidad de la anotación 
preventiva de embargo es asegurar la 
prioridad de la venta que de ella se de­
rive y, por eso, s i la venta judicia l se 
presenta e inscribe durante la vigencia 
de la anotación, el comprador adquie­
re con prioridad respecto a los actos 
disposit ivos posteriores, como si hubie­
se inscrito su adquisición en la misma 
fecha de la anotación. Esos actos poste­
riores pierden su eficacia frente al com­
prador al consumarse e inscribirse la 
venta; y así, una eventual hipoteca pos­
terior no podría ejecutarse frente al 
comprador derivado del embargo. Pero 
la necesaria discontinuidad de las dos 
fases (escritura de venta y mandamien­
to de cancelación) hace que los asientos 
en que se reflejan esos actos posteriores 
subsistan forma lmente vigentes, con el 
único significado sustantivo del dere­
cho a participar en la li qu idación del 
precio obtenido en la subasta, si hay so­
brante y éste es suficiente para ello. La 
cancelación se convierte así en una ope­
ración puramente formal, cuya finali­
dad es solamente poner el Registro de 
la Propiedad (que publica esos dere­
chos decadentes) con la realidad jurídi­
ca extrarregistral (en la que se ha pro­
ducido la purga de tales derechos). Esa 
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concordancia viene exigida por los arts. 
40.a y 79.2 de la LH, y no puede 
obstaculizarse, porque la imposición de 
la subsistencia de un asiento que publi­
ca un derecho extinguido sería contra­
ria a l orden público. El mandamiento 
de cancelación es, además, una «obliga­
ción>~ del J uez, que, en su papel de 
((vendedor de oficio», asume todas las 
obligaciones del vendedor y, entre 
ellas, la de poner la cosa vendida en 
poder y posesión del comprador (art. 
1.462 C.c.) o, como dice el art. 1.469 
C.c., poner en poder del comprador todo lo 
que se exprese en el contrato; y no puede 
dudarse que el contrato de venta judicial 
supone la expectativa de un poder so­
bre la cosa con liberación de las cargas 
posteriores a la anotación de embargo. 
La segunda obligación del vendedor, la 
de saneamiento, conduce al mismo re­
sultado; en virtud de ell a, el vendedor 
(aquí, el Juez) responde de la posesión 
legal de la cosa (art. 1.474 C.c.), es de­
cir, de la posesión en el estado de car­
gas que debe derivarse del cumpli­
miento del obligado mandamiento de 
cancelación. En resumen, el Juez debe 
ordenar la cancelación de las cargas 
posteriores porque ha vendido la finca 
sin tales cargas, es decir, transmitiendo 
un derecho preferente a las mismas. Si 
e l problema no se entendiese como lo 
ha hecho la Dirección, si se pudiera ha­
cer una radical separación entre la com­
praventa judicial y la cancelación de 
asientos posteriores, surgirían proble­
mas insolubles, como podría ser, por 
((reductio ad absurdum», el de una pos­
terior inscripción que, en lugar de hi­
poteca, fuese de dominio: la admisión 
de la compra y el rechazo de la cance­
lación llevaría a dos inscripciones de 
dominio contradictorias sobre la misma 
finca. 

C) La prórroga de la anotación y su efi­
cacia indefinida.• Según el art. 86 LH 
esas anotaciones que, como regla gene­
ral, duran cuatro años, a instancia de los 
interesados o por mandato de las Autoridades 
que las decretaron, podrán prorrogarse por 
un plazo de cuatro años más, siempre que la 
prórroga sea anotada antes de que caduque el 
asiento; parece, a la vista de este precep­
to q ue no cabe una duración mayor de 
ocho años; pero más tarde, el art. 199.2 
RH añadió que las anotaciones preven­
tivas ordenadas por la Autoridad judicial 
no se cancelarán por caducidad, después 
de vencida la prórroga establecida en el 
artículo 86 de la Ley, hasta que haya 
recaído resolución definitiva firme en el 
procedimiento en que la an otación pre­
ventiva y su prórroga hubieren sido de­
cretadas. Este último precepto, con pa­
labras y conceptos más o menos sutiles, 
viene pues a establecer una duración 

indefinida de la anotación de embargo 
p rorrogada, porque si no se cancela por 
caducidad es que se entiende subsis­
tente y puede apoyar, aun después de 
los ocho años, la inscripción de la ena­
jenación forzosa consiguiente; podría 
decirse que esta solución viola la jerar· 
quía de las normas, porque un precep­
to de la Ley Hipotecaria no puede ser al­
terado por su Reglamento; pero en rea­
lidad el artícu lo reglamentario tiene 
apoyo en otro legal no del todo concor­
dante con el art. 86 LH; es e l art. 83.1 
LH, según el cual las inscripciones o 
anotaciones hechas en virtud de manda­
miento judicial no se cancelarán sino por 
providencia ejecutoria. Esa es la inter­
pretación que la práctica ha dado al 
art. 199 RH, y es la que consagra la 
Dirección General en R. 25.05.90; la 
Dirección sostiene, además, como 
había hecho en anteriores ocasiones, 
que la doctrina del art. 199 RH sobre 
embargos judiciales es aplicable 
también a los administrativos. 

Debe recordarse que es requisito 
de la prórroga, establecido en el mis­
mo art. 86 LH que sea anotada antes de 
que caduque el asiento; en realidad debe 
entenderse que el mandamiento de pró­
rroga sea presentado en el Regis tro an­
tes de que caduque el asiento; este re­
quisito puede plantear problemas si 
se deja para los últimos días, sobre 
todo si esos últimos días coinciden 
con la vacación judicial de agosto, 
porque el plazo no se interrumpe en 
el Registro. En ese sentido, la R. 
14.09.90 entendió que, como ha de con­
siderarse fecha de u'n asiento para todos 
sus efectos la del asiento de presenta­
ción (art. 24 LH), no puede estimarse 
caducada una anotación de embargo 
cuando, d urante su vigencia, se ha pre­
sentado un mandamiento ordenando la 
prórroga, aunque ese mandamiento no 
se ha despachado por mediar algún 
defecto, si su asiento de presentación 
sigue vigente por haberse interpuesto 
recurso gubernativo o por otra causa. Es 
una aplicación bastante lógica del art. 
24 LH (la fecha de presentación como 
fecha de la inscripción), precepto que 
debe aplicarse a cualquier asiento, no 
sólo al de inscripción, y aun cuando 
tenga por objeto la prórroga de otro 
asiento anterior, como una anotación 
preventiva de embargo. 

En cambio no se establece término 
inicial, de manera q ue, cuando se pre­
vea una larga duración del procedi­
m iento, nada impide que sea ordenada 
la anotación de embargo y poco des­
pués, incluso el mismo día, su prórro­
ga, con lo que ya se gana esa vigencia 
indefinida reglamentaria. 
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1.3 Caducidad de otras 
anotaciones 

La regla general en materia de caduci­
dad de anotaciones es la ya vista del art. 
86 LH, de duración por cuatro años con 
posible prórroga de otros cuatro (prác­
ticamente indefinida por obra del art. 
199 RH). 

Pero algunas anotaciones tienen 
plazos especiales de caducidad; no se 
puede hacer aquí un estudio detallado, 
pero sí conviene señalar cuáles son y 
qué preceptos los establecen: 

• Art. 87 LH: La anotación preventiva a 
favor de/legatario que no lo sea de espe­
cie, caducará al año de su fecha. Si el le­
gado no fu ere exigible a los diez meses, se 
considerará subsistente la anotación hasta 
dos meses después de la fecha en que pue­
da exigirse. 
Art. 92 LH: La anotación a favor del 
acreedor refaccionario caducará a los se· 
senta días de concluida la obra objeto de 
la refacción. 
Art. 96 LH: La anotación preventiva por 
defectos subsanables del título caducará a 
los sesenta días de su fecha. Este plazo se 
podrá prorrogar hasta ciento ochenta días 
por justa causa y en virtud de providen­
cia judicial. 

• Art. 161 RH: Siempre que por circuns­
tancias extraordinarias no existan índices 
en un Registro y se solicite una inscripción 
que requiera la consulta de aquéllos, se to­
mará anotación preventiva que subsisti­
rá, no obstante lo dispuesto en el art. 86 
de la Ley, hasta que pueda cancelarse o 
convertirse en inscripción. 
Art. 206.9 RH: Procederá la cancelación 
de las anotaciones preventivas { ... /si hu· 
hiere transcurrido un año desde la fecha 
de la adjudicación para pago de deudas o 
desde que éstas puedan exigirse, y en cual­
quier tiempo que se acredite el pago de las 
deudas garantizadas. 

• Art. 209 RH, respecto de la anota­
ción de derecho hereditario: No se 
cancelará por caducidad esta anotación 
preventiva cuando conste en el Registro el 
acuerdo de indivisión o la prohibición de 
división a que se refieren los arts. 400, pá­
rrafo 2°, y 1.051 del C. c. en tanto no trans­
curran los plazos señalados para la indi­
visión o se justlfique por documento pú­
blico haber cesado la comunidad, o cuan­
do se haya solicitado expresamente por los 
interesados. 
Art. 481 RH: Siempre que el Registra­
dor consultare, conforme al art. 273 de la 
Ley, alguna duda que impida practicar 
cualquier asiento, extenderá la anotación 
preventiva con arreglo al número 9• del 
art. 42 de la misma, que subsistirá hasta 
que se notifique al Registrador la resolu­
ción de la consulta. 

REGlSTRAL 

1.4 Carácter indefinido de las 
inscripciones 

Las inscripciones se definen en De­
recho hipotecario como asientos de­
finitivos, en el sentido de que no se 
extinguen por sí mismos como las 
anotaciones; si acaso una inscripción 
agota su eficacia y procede su cancela­
ción es porque se ext ingue, no el asien­
to mismo, sino el derecho inscrito (la 
muerte del usufructuario, la cancela­
ción de la hipoteca son ejemp los de 
extinción de derechos que conducen a 
la cancelación de asientos) . Sólo ex­
cepcionalmente o por la vía del de­
recho transitorio hay algún caso de 
caducidad de inscripciones. 

Quizá el caso más sobresaliente 
es la caducidad de las inscripciones 
de inmatriculación cuando no se acre­
dita la publicación de edictos; no es 
muy frecuente, porque la publicación 
suele tramitarse directamente entre el 
Registrador y el Secretario del Ayunta­
miento y la relación directa entre los 
dos funcionarios puede salvar cual­
quier problema que se presente. De to­
das formas, la caducidad se establece en 
art. 298 RH; según él, determinadas 
inscripciones de inmatriculación se no­
tificarán a lodos los que pudieran estar in te· 
res a dos en ella, por medio de edictos, que au­
torizará el Registrador; comprenderán las re­
feridas circunstancias esenciales, y se fijarán 
por espacio de un mes en el tablón de anun­
cios del Ayuntamiento donde radique /afin­
ca, acreditándose este hecho por certificación 
o diligencia suscrita por el Secretario del mis­
mo Ayuntamiento a continuación del edicto. 
Este se archivará en el Registro después de ex­
tendida nota al margen de la inscripción ex­
presiva del cumplimiento de la anterior for­
malidad. Si no se presentare el edicto en el Re­
gistro dentro de los tres meses siguientes a la 
fecha de la inscripción, se cancelará ésta de ofi­
cio por nota marginal. 

Todo lo dicho no obsta a que los 
derechos se extingan y, por tanto, pro­
ceda la cancelación de sus respectivas 
inscripciones, cuando los interesados, 
al constituirlos, hubieran determinado 
también su plazo de duración; es decir, 
por caducidad con vencional, como se 
verá a continuación. 

11. Caducidad convencional 
de derechos inscritos 

11.1 la condición resolutoria 
en la compraventa 

La «condición resolutoria explícita>> no 
tiene una caducidad legal; pero fre­
cuentemente se establece una caduci­
dad convencional, es decir, un plazo 

máximo para el ejercicio de la facultad 
resolutoria del vendedor, de tal forma 
que éste consiente que, transcurrido 
dicho plazo, el comprador pueda pedir 
por sí solo la constancia registra! de 
extinción de la «condición >>. Tal vez 
podría mejor llamarse consentimiento 
anticipado, abstracto y con fijación de 
plazo, del vendedor: 

Anticipado, porque se presta en la 
misma escritura de compraventa; si 
no se ha previsto en ésta, la solución 
ya no es posible. 
Abstracto, porque no expresa la cau­
sa, es decir, el pago; de ahí las difi­
cultades para hacer constar éste; 
apoderamiento o algo parecido. 
Con fijación de plazo, porque seña­
la un término final al derecho potes­
tativo de resolución. Esta es la esen­
cia del sistema; es indiferente que se 
haya pagado o no. 

Estas cláusulas nacieron en los años 
70 y se han ido generaliza ndo con el 
loable propósito de que no se eternicen 
en el Registro derechos y amenazas re­
solutorias que han desaparecido de la 
rea lidad pero que no pueden extinguir­
se registralmente mas que por los pro­
cedimientos normales, lentos y dispen­
diosos; han sido y son especialmente 
útiles cuando el vendedor ha fallecido 
o es de difícil localización, cuando se 
trata de una sociedad extinguida, etc.; 
y sería aconsejable que todo pacto de 
«condición resolutoria explícita» lleva­
se esta fijación de un plazo máximo 
para resolver. 

La Dirección General ha tenido 
ocasión de pronunciarse sobre dos 
de estas cláusulas, sentando un cri­
terio distinto según estableciesen la 
cancelación por caducidad del asien­
to o (más acertadamente) por cadu­
cidad del derecho: 

• La R. 11.12.74 contemplaba un 
pacto por e l que la «condición reso­
lutoria explícita >> quedaba extingui­
da si no se ejercitaba en un determi­
nado plazo, prestando el vendedor 
s u consentimiento formal para la 
cancelación, que se practicaría con 
carácter automático, transcurrido el 
plazo, con ocasión de extenderse 
cualquier as iento relativo a la finca, 
o de expedirse certificación de car­
gas, conforme al art. 355 (hoy 353.3) 
RH. La Dirección declara que «no 
obstante la importancia y utilidad 
del innovador artículo 35 del Regla­
mento Hipotecario, no por ello deja 
de ser un precepto de carácter ex­
cepcional dentro de la normativa y 
directrices de nuestro sistema hipo­
tecario que únicamente cabe aplicar 
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en los supuestos concretos a que se 
refiere ... tampoco parece pueda te­
ner acceso al Registro la cláusula 
discutida al amparo de una anticipa­
da petición de cancelación, pues ... 
supondría una extraña anomalía 
respecto a la forma en que aparece 
regulado el principio de rogación en 
las disposiciones legales» . 
La R. 28.11. 78 contemplaba un caso 
en que se establecía, no la caduci­
dad del asiento (como en la ante­
rior), sino la extinción del derecho 
a resolver; y la Dirección entendió 
que «inscrita la cláusula que contie­
ne esta limitación temporal de la 
facultad resolutoriaH, será aplicable 
el art. 82.2. LH, que permite la can­
celación sin los requisitos del párra­
fo primero (consentimiento del in­
teresado o sentencia judicial) cuan­
do el derecho inscrito quede extin­
guido por declaración de la Ley o re­
sulte así del mismo títu lo en cuya 
virtud se practicó la inscripción. 

Es decir, que, pactado un plazo de 

ejercicio de la facultad resolutoria, la 

nota cancelatoria se extenderá a peti­
ción de cualquier interesado (compra­

dor o posterior adquirente o titular de 

derecho real), pero no de oficio por el 
Regi strador; solución que parece acor­

de con los principios hipotecarios, y 

también con los principios fiscales, que 
sujetarán a tributación la instancia de 

cancelación. 
Ahora bien, el comprador, llegado el 

plazo, podrá pedir que se haga constar 

en el Registro la extinción de la facu l­

tad resolutoria del vendedor; pero la 
situación resultante tras la nota cance­

latoria será la misma que se produce en 

una compraventa con precio aplazado 
no garantizado especialmente; es decir, 

el Registro no publicará en lo sucesivo 

la amenaza resolutoria y cualquier cer­
tificación de cargas no se referirá ya en 

absoluto a las derivadas del aplaza­

miento del precio. Pero el que se haya 
extinguido la amenaza resolutoria no 

quiere decir que se haya pagado el pre­

cio, como la extinción de la hipoteca 
por transcurso del plazo pactado no 

supone que se haya pagado la deuda 

garantizada. El art. 10 LH exige que se 
haga constar en la inscripción «la forma 

en que hubiese hecho o convenido el 
pago; y, antes y después de la nota can­

celatoria por transcurso de plazo, e l 

Registro seguirá diciendo que el precio 
quedó total o parcialmente aplazado; 

cierto que esta expresión del aplaza­
miento «no surtirá efectos en perjuicio de 

tercero)) (art 11 LH), pero al titular 
registra) suele resultarle molesta aunque 

solo sea por un motivo estético, o por el 

motivo práctico de no tener que explicar, 
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y convencer, al posible adquirente no le­

trado la doctrina del art. 11 LH. 

11.2 La hipoteca 

A) La caducidad convencional de la 

hipoteca en la R. 31.07 .89.• Según la 
R. 31.07 .89, la cláusula que fija una du­

ración al derecho de hipoteca permite, 
pasado el tiempo fijado, deducir la ex­

tinción del derecho inscrito, y posibilita 
la extinción del asiento, al amparo del 

art. 82.2 LH, en virtud de petición del 

interesado acompañada del mismo títu­
lo que lo motivó. En efecto, en previ­

sión de que el acreedor sea una per­

sona jurídica que pueda extinguirse 
o una persona física que pueda mo­

rir o trasladarse a paradero descono­
cido antes del otorgamiento de la es­

critura de cancelación, la práctica 

introduce en ocasiones un pacto de 
caducidad convencional, en el que 

los interesados establecen un tiempo 

determinado para la eficacia de la hipo­
teca o para el ejercicio de la acción hi­

potecaria. Este pacto viene avalado por 
diversos preceptos de la legislación hi­

potecaria, ya se entienda que hay un 

anticipado consentimiento cancelatorio 
del acreedor (art. 82 . 1 LH), ya que la 

cancelación se hace sin tal consenti­

miento porque el derecho inscrito que­
da extinguido según el mismo título en 

cuya v irtud se practicó la inscripción 

(art. 82.2. LH). Era la primera vez que 

se admitía una cláusula de este tipo en 

la hipoteca, con una doctrina muy su­
gerente y progresista, que superaba el 

principio excesivamente formalista del 

art. 179 RH (aun cuando se haya extinguido 
por pago el crédito hipotecario, no se cancelará 

la correspondiente inscripción sino en virtud de 

escritura publica en la que preste su consenti­
miento para la cancelación el acreedor) . 

Pero en realidad e l pacto no ha sur­

g ido HCX novo)) en la mente de sus au­
tores, sino que viene calcado del que 

nació en los años 70 para facilitar la 

cancelación de la Hcondición resoluto­
ria explícita)) en la compraventa, y que 

fue perfilado por la Dirección General 

en una línea evolutiva que arranca en 
las R. 11.12.74 y R. 28.11.78. Lo mismo 

que en la condición resolutoria resulta­
ba exigible a la caducidad convencional 

de la hipoteca que el pacto se dirigiera 

a la extinción por el transcurso de l 
tiempo del derecho real de hipoteca, y 

más concretamente a la facultad de ejer­

cicio de la acción hipotecaria; pero nun­
ca a una abstracta caducidad de la ins­

cripción de hipoteca (ver anteriormen­

te las dos resoluciones ci tadas). 

B) Las objeciones de las resoluciones 

posteriores. • La jurisprudencia de la 
Dirección en esta materia, tras la re-

solución de 1989, se ha dirigido a re­
chazar supuestos que pretendían 

acogerse a la misma doctrina, pero 

no eran exactamente los mismos; 
debe recordarse que en la resolución de 
1989 se trataba de una cláusula que fi­

jaba una duración al derecho de hipo­

teca y que permitía, pasado el tiempo 
fijado, deducir la extinción del derecho 
inscrito y la consiguiente cancelación 

del asiento, al amparo del art. 82.2 LH, 

en virtud de petición del interesado 
acompañada del mismo título que lo 

motivó. Y puede compararse esa cláu­

sula con las posteriores: 

• La R. 06.02.92 decía que, en princi­
pio, la cancelación de los derechos 
inscritos requiere resolució n judi­
cial firme o consentimiento del titu ­
lar; por lo que para cancelar una hi­
poteca por transcurso del tiempo de 
duración (al amparo del art. 82.2 LH 
y según R. 31.07.89) es necesario que 
aparezca con claridad que las partes 
han pactado un supuesto automático 
de caducidad; no basta, pues, la ex­
presión de que la hipoteca tiene «una 
duración de cinco años». 
La R. 18.05.92, que el pacto de que 
el plazo de duración de la hipoteca 
es improrrogable no autoriza a en­
tender que, transcurrido el mismo, 
ha quedado extingu ida la hipoteca 
automáticamente, para que pueda 
ser cancelada, conforme al a rt. 82. 2 
LH, por instancia privada del deu­
dor; e l carácter excepcional de esta 
cancelación exige que <<la extinción 
del derecho inscrito, según la ley o 
el títul o, resulte de manera clara e 
indubitada)). 

• La R.l7.0l.94tratadedeslindarlos 
dos campos y dice que la hipoteca 
voluntaria, como fruto que es de la 
autonomía de la voluntad, puede 
constituirse por plazo determinado, 
al igual que puede quedar sujeta a 
cond ición; pero no puede confun­
dirse ese p lazo de duración del de­
recho de hipoteca, cuyo transcurso 
faculta al dueño de la finca a pedir 
la cancelación, con el plazo en qu e 
pueden surgir las obligaciones ga­
rantizadas; en este caso, se trata de 
hipoteca condicional y sólo puede 
cancelarse sin consentimiento de su 
titular si se acredita fehacientemen­
te que en la fecha fijada como térmi­
no para la garantía hipotecaria no 
había nacido la obligación. 

C) Caducidad legal de la hipoteca. • 
l. Derecho transitorio. • Una consulta 

que los particulares hacen muy fre­
cuentemente a los Registros de la 
Propiedad es la de si las hipotecas 
caducan y pueden cancelarse sin in-
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tervención del acreedor. Pues bien, 
la disp. trans. 3.• LH dice que cadu­
carán las inscripciones de hipoteca que en 
l. o de enero de 1945 cuenten con más de 
treinta años de antigüedad a partir de la 
fecha del vencimiento del crédito sin ha­
ber sufrido modificación, si dentro del pla­
zo de dos años, contados desde el referido 
día 1. 0 de enero de 1945, no han sido 
novadas, interrumpida su prescripción o 
ejercitada debidamente la acción hipote­
caria, y asimismo, las que, constituidas 
con anterioridad a dicho día, vayan cum­
pliendo en lo sucesivo los treinta años de 
antigüedad, con las mismas condiciones y 
requisitos. Esta disposición sirve de 
respuesta a aquella pregunta: Las 
hipotecas no caducan nunca, sal­
vo esas anteriores a 1945. De ma­
nera que la cancelación de una hipo­
teca necesita siempre consentimien­
to del titular del crédito hipotecario 
o sentencia en un juicio entablado 
contra él por prescripción de la ac­
ción hipotecaria o por otra causa. 

2. La hipoteca de renta.• El art. 157 LH 
contiene una norma para la cancela­
ción de hipotecas en garantía de 
rentas o prestaciones periódicas: 
Salvo pacto en contrario, transcurridos 
seis meses desde la fecha en que, a tenor 
de lo consignado en el Registro, debiera 
haberse satisfecho la última pensión o 
prestación, el titular del inmueble podrá 
solicitar la cancelación de la hipoteca, 
siempre que no conste asiento alguno que 
indique haberse modificado el contrato o 
formulado reclamación contra el deudor 
sobre pago de dichas pensiones o presta­
ciones. Puede parecer una excep­
ción a la no caducidad legal de hi­
potecas, pero es, en realidad, un 
reconocimiento de la caducidad 
convencional o extinción pacta­
da de la renta, en los términos que 
antes se sostenían para la opción de 
compra: según el Registro (o según 
el Registro y <!.lgún documento feha­
ciente, como el certificado de defun­
ción) la renta se ha extinguido y, o 
bien el rentista se preocupa de ha­
cer constar en el Registro la modifi­
cación o la reclamación, o el derecho 
debe entenderse extinguido y, por 
tanto, procede su cancelación; salvo, 
en cualquier casó, el pacto en con­
tra, que puede decidirse por una du­
ración mayor de la garantía. 

11.3 La opción de compra 

La doctrina y la práctica no admiten uná­
nimemente la cancelación de la opción de 
compra por «caducidad», es decir, por 
mero transcurso del plazo pactado para el 
ejercicio de la opción; las dudas se basan 
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en que el art. 82 LH exige para la cance­
lación de un asiento el consentimiento 
del titular del derecho o la resolución ju­
dicial. Pero también cabe entender que 
cuando se pacta un plazo de duración del 
derecho, ya se está consintiendo anticipa­
damente su cancelación. 

La R. 24.02.92 permite deducir 
una doctrina favorable a la cancela­
ción de la opción caducada: En el su­
puesto de hecho, los propietarios de un 
terreno lo transmiten al constructor por 
un precio que se hará efectivo, a elec­
ción de los transmitentes, por su pago 
en metálico o por compensación con el 
de una opción de compra que se esta­
blece a su favor sobre ciertas viviendas 
que se construyan sobre la finca; sega­
rantiza ese «precio» con condición reso­
lutoria explícita de la transmisión. Re­
querido el adquirente en ejercicio de la 
opción, se formaliza la venta de unas vi­
viendas y no de otras, por lo que se le 
vuelve a requerir de resolución. El re­
querimiento llega al Registro después 
del plazo de cuatro años pactado. Y la 
Dirección no admite la resolución por­
que la finca se encuentra en poder de 
terceros y «hay que concluir que los 
terceros adquirentes no se ven afecta­
dos ante el contenido de un asiento que 
publica la caducidad de ese derecho de 
opción, y que era el fundamento bási­
co de la aplicación de la condición re­
solutoria», a más que el incumplimien­
to había sido parcial «y por eso en esta 
materia hay que estar a lo declarado en 
la abundante jurisprudencia de nuestro 
más alto Tribunal, que exige, y refirién­
dose exclusivamente a lo que aquí in­
teresa, la correspondiente sentencia ju­
dicial>>. No aborda directamente el pro­
blema que ahora se trata, pero sí se re­
fiere al «contenido de un asiento que 
publica la caducidad de ese derecho de 
opción», y si ese asiento no va a perju­
dicar a terceros, no sirve de nada dejar­
lo vigente; si es ineficaz, debe ser can­
celado. Esto lleva de la mano al conte­
nido del art. 174 RH, que, suponiendo 
sin duda que el consentimiento del ti­
tular está prestado anticipadamente, 
dice que la misma escritura en cuya virtud 
se haya hecho la inscripción será título sufi­
ciente para cancelarla si resultare de ella o de 
otro documento fehaciente que el derecho ase­
gurado ha caducado o se ha extinguido; ni si­
quiera sería necesario volver apresen­
tar la escritura, pues ese otro documento 
fehaciente puede ser la misma inscrip­
ción del derecho de opción; bastaría 
entonces la instancia del dueño de la 
finca. 

A la alegación de que la opción ha 
podido ser prorrogada o ejercitada ju­
dicial o extrajudicialmente sin que 
aquella prórroga o este ejercicio se ha­
yan reflejado todavía en el Registro ca-

brá responder que el Registrador sólo 
ha de calificar por los documentos pre­
sentados y el contenido del Registro; no 
le corresponde la protección de situa­
ciones extrarr-egistrales que no han bus­
cado el auxilio del Registro; el princi­
pio de legitimación registra!, art. 38 LH, 
consiste en la presunción de que los de­
rechos re a les inscritos en el Registro existen y 
pertenecen a su titular en la forma determi­
nada por el asiento respectivo; y en el caso 
debatido el Registro .publica que hay 
un derecho de opción, pero que ha 
transcurrido el plazo de ejercicio. Si se 
ha prorrogado, el optante debió reflejar 
esa prórroga en el Registro antes de la 
caducidad; si se ha ejercitado, igual; y 
si el ejercicio judicial está en curso, de­
bió pedir la anotación preventiva de la 
demanda. Mantener la vigencia regis­
tra! de un derecho de opción registral­
mente caducado significaría proteger 
por igual al optante negligente que ha 
descuidado aquellas precauciones y al 
diligente que las ha observado. 

Parece, pues, que la opción cadu­
cada debe cancelarse a petición del 
dueño de la finca; y que, la máxima 
protección al eventual optante pue­
de consistir en dos diligencias: 

Exigir la declaración del dueño de 
la finca de que pide la cancelación 
de la opción por haber transcurri­
do el plazo sin ejercitarse. 

• Esperar los ocho días de gracia pre ­
vistos en el art. 177 RH para el re­
tracto convencional, como ahora 
se verá. 

11.4 El retracto convencional 

El art. 23 LH prevé que el cumplimiento 
de las condiciones suspensivas, resolutorias o 
rescisorias de los actos o contratos inscritos, se 
hará constar en el Registro, bien por medio de 
una nota marginal, si se consuma la adqui­
sición del derecho ... ; y tratándose de la 
venta con pacto de retro, llegado el caso 
de consumación del derecho del com­
prador por falta de ejercicio del retrac­
to por el vendedor, el art. 177 RH atien­
de a la extensión casi automática de la 
nota, en lo que podría entenderse como 
caducidad registra! del derecho de saca: 
para extender la nota que previene el art. 23 
de la Ley en los casos de venta con pacto de 
retro, bastará que, transcurridos los ocho días 
siguientes al término estipulado para la retro­
venta sin que exista en el Registro asiento al­
guno que indique la resolución, rescisión o 
modificación del contrato de venta, se haga la 
conveniente petición al Registrador, presm­
tando al efecto el título que produjo la inscrip­
ción, aunque no sea la misma copia inscrita. 

Como en casos vistos anteriormen­
te debe entenderse esta norma salvo 
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pacto en contrario. Y deberá presentar­

se una solicitud al Registrador, acompa­

ñada del título inscrito para cumplir el 

formalismo reglamentario, aunque ese 

título, precisamente por estar ya inscri­

to, no le sirva de mucho al Registrador. 

111. Usucapión 

111.1 Usucapión 
«secundum tabulas)) 

Se llama usucapión Hsecundum ta­

bulasn a la que se produce a favor del 

titular inscrito, de manera que, al 

consumarse, pone de acuerdo la rea­

lidad con un pronunciamiento regis­

tra! hasta entonces erróneo. 
En realidad, si el adquirente reúne 

los requisitos del art. 34 LH no necesi ­

ta ya de la usucapión; la «adquisición 

a non domino» desempeña un papel 

similar, y con idéntica finalidad de se­

guridad jurídica, hasta podría decirse 

que el art. 34 LH consagra una verdade­

ra usucapión instantánea, en la que se 

dispensa el tiempo de posesión: El ter­

cero que de buena fe adquiera a título onero­

so algún derecho de persona que en el Regis­

tro aparezca con facultades para transmitir­

lo, será mantenido en su adquisición, una vez 

que haya inscrito su derecho, aunque después 

se anule o resuelva el del otorgante por virtud 

de causas que no consten en el mismo Regis­

tro; la Ley no se atreve a decirlo clara­

mente y acude a ese eufemismo será 

mantenido en su adquisición, pero en rea­

lidad lo que se está haciendo es privar 

de la propiedad al verdadero propieta­

rio anterior, al propietario civil, e inves­

tir con ella al nuevo titular registra! , 

igual que se hace en la usucapión. 

Pero si falta alguno de esos requis i­

tos, el titu lar registra! no adquiere la 

propiedad aunque el Registro publique 

la adquisición; y entonces puede pro­

ducirse una adquisición por usucapión. 

La Ley, en el art. 35 LH, en tal caso, 

trata también de facilitar las cosas al 

titular inscrito: 

Por una parte, le concede un jus­

to título: A los efectos de la prescripción 

adquisitiva en favor del titular inscrito, 

será justo título la inscripción; es decir, 

aunque el título inscrito no se pu­

diera considerar justo título en el 

Derecho civil, la inscripción sí lo es. 

Por otra, le facilita la prueba de la 

posesión: Se presumirá que aquél ha 

poseído pública, pacífica, ininterrumpi­

damente y de buena fe durante el tiempo 

de vigencia del asiento y de los desusan ­

tecesores de quienes traiga causa. 
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111.2 Usucapión ({contra tabulas)) 

La usucapión en contra del titular 

inscrito perjudica a éste, como es ló­

gico; pero para hacer valer la usuca­

pión registralmente contra él, es de­

cir, para lograr la inscripción en fa­

vor del usucapiente, es preciso que 

el titular registra! reconozca la usu­

capión o que ésta se declare judicial­

mente (con la aconsejable anotación 

preventiva de la demanda, para que 

la sentencia sea eficaz frente al de­

mandado o frente a cualquier adqui­

rente posterior). 
Esta afección del titular inscrito es 

una idea muy elemental y se deduce de 

los principios generales del Derecho 

civil y reg istra!; ni siquiera tiene una 

atención específica en la Ley hipoteca­

ria. Pero lo que preocupaba al legisla­

dor es otro problema más complejo, el 

de la colisión entre el usucapiente y que 

adquiere «a non domino» con los re­

quisitos del art. 34 LH. Pues bien, en 

s íntes is (porque la doctrina es muy 

compleja, quizá más literaria que jurí­

dicamente), puede decirse que el ad­

quirente del art. 34 LH prevalece sobre 

el titular real, sea éste por usucapió n o 

por cualquier otro título. Pero, como 

excepción, el art. 36 LH establece que 

sólo prevalecerá la prescripción adquisitiva 

consumada o la que pueda consumarse den­

tro del año siguiente a su adquisición, en los 

dos supuestos siguientes: ... y esos dos su­

puestos se refieren al conocimiento o 

posibilidad de conocimiento por el ad­

quirente registra! de que la finca estaba 

poseída de hecho y a título de dueño por perso­

na distinta de su transmiten/e o al consenti­

miento expreso o tácito de esa posesión 

dentro del año siguiente a la adquisición. 

IV. Prescripción extintiva 

IV.1 Prescripción 
de derechos inscritos 

La prescripción extintiva de derechos 

inscritos debe traducirse registra! men­

te en una can celación de los mismos. Y 

puede adelantarse para todos los su­

puestos que el Regis trador no puede 

apreciar por sí mismo esa prescripción: 

• Debe reconocerla el titular registra! 

del derecho extinguido. 

• O declararla e l Juez en un juicio de­

clarativo contra ese titular registra!. 

O en expediente de liberación de 

cargas; este es un procedimiento es­

pecial, que tiene como base que las 

cargas hayan prescrito con arreglo a la 

legislación civil, según la fecha que cons­

te en el Registro, es decir, que, según 

los datos registrales, la carga estaría 

prescrita si no se ha producido una 

interrupción extrajudicial; toda la 

tramitación del expediente va diri­

gida en realidad a que el Juez pue­

da llegar al convencimiento de que 

la prescripción se ha producido en 

la real idad y está abierta, sobre 

todo, a las alegaciones de Jos intere­

sados que puedan resultar perjudi­

cados por la declaración de prescrip­

ción. La regulación del expediente 

está en los arts. 209,210 LH y 309 a 

311 RH. 

Por lo demás, la prescripción ex­

tintiva se produce con independen­

cia de los pronunciamientos regís­

trates y no se interrumpe por la 

transmisión del derecho. Dice el an. 

26 LH que la prescripción extintiva de dere­

chos reales sobre cosa ajena, susceptibles de 

posesión o de protección posesoria, perjudica­

rá siempre al titular según el Registro, aun­

que tenga la condición de tercero. Sobre la 

base de este precepto, la doctrina recal­

ca (y a veces critica) que la adquisición 

registra! de un derecho extinguido por 

prescripción no lo hace renacer; el ter­

cer adquirente de un usufructo o de una 

servidumbre prescritos, aunque reúna 

los requisitos del art. 34 LH para la pro­

tección de la fe pública reg istra!, no lo 

adquiere en la realidad ni se convierte 

en titular; y esto para los derechos que 

son susceptibles de p osesión, tal vez 

p orque entiende la Ley que el adqui­

rente, además de la situación registra!, 

ha debido tener la diligencia de com­

probar también la situación posesoria. 

Pero si esa es la razón, la misma doctri ­

na debe aplicarse a otros derechos que 

no implican posesión, pero en los que 

es fácil comprobar si se han ejercitado 

o no; por ejemplo, la hipoteca: el adqui­

rente de un crédito hipotecario cuya 

acción haya prescrito por e l transcurso 

de veinte años sin ejercicio tiene m ás 

datos aún que el adquirente del usufruc­

to para suponer que está adquiriendo un 

derecho extinguido. 

IV.2 Prescripción de impuestos 

Según el art. 254 LH ninguna inscripción 

se hará en el Registro de la Propiedad sin que 

se acredite previamente el pago de los impues­

tos establecidos o que se establecieren por las 

leyes, si los devengare el acto o contrato que se 

pretenda inscribir; el precepto se refiere a 

la inscripción, en sentido amplio, o sea, 

al asiento que se pretende obtener del 

Registro; pero no obsta a que se presen­

ten los documentos aún sin liquidar; de 

hecho es una actuación frecuente la pre­

sentación del documento para obtener 

e l as iento de p resen tación y su rango 
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registra!, y la retirada posterior para la 
tramitación fiscal; el art. 255 LH ya lo 
prevé así. 

Ante un título presentado, el Re­
gistrador ha de calificar si está o no 
sujeto a impuestos que deban cerrar 
el Registro hasta su liquidación; y 
aunque esta calificación no sea decisi­
va a efectos fiscales, sí es necesaria a 
efectos registrales; cuando el art. 122 
R.ITP dice que los Registradores no ad­
mitirán, para su inscripción o anotación, nin­
gún documento que contenga acto o contrato 
sujeto al Impuesto está imponiendo esa 
previa calificación; y cuando los arts. 54 
TR.ITP y 98 R.ITP dicen que no será ne­
cesaria la presentación en las oficinas 
liquidadoras de[. .. ] las copias de las escritu­
ras y actas notariales que no tengan por ob­
jeto cantidad o cosa valuable indican que 
hay documentos en los que el Registra­
dor puede prescindir de la previa pre­
sentación en la Oficina liquidadora. La 
Dirección se ha ocupado en algunas 
ocasiones de esta primera califica­
ción registral: 

Corresponde al Registrador calificar 
s i e l documento que se pretende 
inscribir contiene un acto sujeto al 
Impuesto; y, hecha esta calificación 
en sentido afirmativo, pasa la com­
petencia a la Oficina liquidadora co­
rrespondiente, que realizará la li­
quidación o declarará la extensión o 
prescripción o, incluso, frente a la 
apreciación del Registrador, que el 
acto no está sujeto (R. 29.12.92). 

• De manera que, como es lógico, la 
Oficina liquidadora actúa con inde­
pendencia del criterio del Registra­
dor; si estima que el acto no está 
sujeto o está exento o prescrito, el 
Registrador habrá de inscribir aun­
que opine lo contrario, sin perjuicio de 
poner en conocimiento de la Delegación de 
Hacienda respectiva los errores o deficien­
cias que advirtieren, si lo estimaren pro­
cedente (art. 107 RH). 

• El Registrador puede también pedir 
la calificación de la Oficina fiscal 
por dudas sobre la sujeción o no su­
jeción del acto, para salvar su res-
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CONCEPTO PLAZOS 

Asiento de presentación 60 días hábiles 
(arts. 17.2 y 255 L. H. y 97, 108 y 109 R.H) 

Anotación de embargo - 4 años (art. 86 L.H) 
- Prórroga: 4 años más (art. 86 l.H.) 

Anotación preventiva a favor del 1 año (art. 87 L.H.) 
legatario que no lo sea de especie 

Anotación a favor del acreedor 60 días (art. 92 l.H.) 
refaccionario 

Anotación preventiva por defeáos 60 días (art. 96 l.H.) 
subsanables del título 

Cancelación de Anotaciones preventivas 1 año (art. 206.9 R.H.) 

Anotación del derecho hereditario No se cancelará cuando conste en el Registro el 
acuerdo de indivisión o prohibición de indivisión 
(arts. 400.2° y 1.051 C.c.) mientras no transcurran 
los plazos de indivisión o se justifique por doc. 
público haber cesado la comunidad (art. 209 R. H.) 

Inscripciones (regla general) Son asientos definitivos (sólo puede extinguirse el 
derecho inscrito) 

Inscripciones de inmatriculación si no se 3 meses (art. 298 R.H.) 
acredita la publicación de los ediáos 
para notificar la inscripción a los 
posibles interesados (excepción a la 
regla general) 

Condición resolutoria explicita Posibilidad de pactarlo 

Hipoteca (regla general) 

Hipotecas anteriores al 1.1.45: 
1) que en esa fecha cuenten con más de 
30 años de antigüedad 
2) y las que adquieran dicha antigüedad 
con posterioridad al 1.1.45 

Hipoteca de renta 

Retraáo convenciona 1 

USUCAPION 

Usucapión "contra tabu las" 

(RDGRN 28.11. 78 y art. 82.2 LH) 

No caducan 

2 años si en dicho plazo no son novadas, 
interrumpida su prescripción o ejercitada la acción 
hipotecaria (D.T. 3• L.H.) 

Salvo pacto en contrario, 6 meses, a sol icitud del 
titular del inmueble(art. 157 l. H.) 

8 días, mediante la correspondiente petición al 
registrador (art.23 L.H. y 177 R.H.) 

PLAZO 

Sólo prevalece, frente al tercer hipotecario del art. 
34 L.H, la consumada o que pueda consumarse 
dentro de 1 año (art. 36 L.H.) 

COMPUTO 

Desde el día siguiente al de su fecha (art. 17 l.H .) 

- Fecha de la anotación de embargo (art. 86 l.H. y 
RDGRN de 11 .11.94) 
- Prórroga: fecha del asiento de presentación (art. 24 l.H.) 

Desde su fecha (art. 87 l.H) 

Desde que se concluya la obra objeto de refacción 
(art. 92 L.H.) 

Desde su fecha (art. 96 L.H.) 

Desde la fecha de la adjudicación para pago de deudas 
o desde que éstas puedan exigirse (art. 206.9 R.H.) 

* 

Desde la fecha de la inscripción 
(art. 298 R.H.) 

Según paáo 

Desde el 1.1.45 para las que en dicha fecha cuenten 
con 30 años de antigüedad, y desde que adquieran 
dicha antigüedad después del 1.1.45 

Desde la fecha en que debiera haberse satisfecho la 
última pensión o prestación(art. 57 L.H.) 

Desde la expiración del término estipulado para la 
retroventa sin que exista en el Registro asiento alguno 
que indique la resolución, rescisión o modificación del 
contrato de venta (art. 177 R.H.) 

COMPUTO 

Desde su adquisición, en 2 supuestos: a) cuando el 
adquirente registra! conoció que la finca estaba 
poseída de hecho y a titulo de dueño por persona 
distinta a su transmitente, y b) cuando sin conocer el 
anterior presupuesto, el adquirente inscrito consienta 
expresa o tácitamente esa posesión dentro del año 
siguiente a la adquisición (art. 36 L.H.) 

No cabe hablar propiamente de prescripción extintiva de derechos en el ámbito del Registro de la Propiedad. Esta prescripción: 
a) Debe reconocerla el titular registra! del derecho extinguido 
b) O declararla el Juez en un juicio declarativo contra ese titular registra! 
e) O en expediente de liberación de cargas (arts. 209 y 21 O de la L. H. y 309 a 311 del R. H.). 

*Redacción 
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l. Introducción 

En el número anterior comentamos al­
gunos aspectos sobre la creación de una 
base de datos de expedientes, en esta 
ocasión veremos cómo explotar al 
máximo dicha información. 

Si partimos de la base de que dispo­
nemos de un fichero con toda la infor­
mación básica y de referencia de todos 
nuestros expedientes, ya estamos listos 
para alcanzar una nueva fase en la 
informatización de nuestro sis tema, 
para ello en primer lugar deberemos es­
tablecer exactamente cuáles son nues­
tras necesidades de control en el segui­
miento de cada expediente, como por 
ejemplo: 

1. Registro del Historial del asunto. Don­
de anotaremos todas las gestiones 
realizadas, correspondencia, resolu­
ciones judiciales, providencias, au­
tos, sentencias, etc. 

2. Registro de la Agenda del asunto. Don­
de podremos registrar las visitas, se­
ñalamientos, plazos, juicios, etc. 

3. Registro de Documentos del asunto. 
Donde podremos enlazar los distin­
tos documentos generados en el 
despacho con relación al asunto: de­
mandas, contratos, etc. así como 
cualquier tipo de documento exter­
no siempre que dispongamos de un 
sistema de scanner. 

4. Registro Contable del asunto. Donde 
podremos anotar las provisiones de 
fondos, sup lidos, honorarios, etc. 
así como las facturas emitidas, co­
bros, etc. 

S. Time-Report .Consiste en un control 
de tiempos de dedicación al asunto, 
puede estar íntimamente relaciona­
do con el punto l y 4. 

El sistema consiste en asociar a cada 
expediente uno o varios registros de 
anotaciones en los que podamos intro­
ducir la información descrita en los cin­
co puntos anteriores, de esta forma con­
seguiremos que cuando el usuario del 
sistema desee toda la información res­
pecto a un asunto, le baste con locali­
zarlo para tener acceso inmediato a toda 
la información asociada. 

La ventaja adicional que obtendre­
mos es que todas las anotaciones efec­
tuadas en los asuntos correspondientes, 
podremos listarlas, etc. de forma global, 
es decir, por ejemplo podríamos listar 
todas las anotaciones de agenda para la 
semana que viene ordenadas por fechas 
y por horas con independencia del 
asunto al que pertenezcan, o el tiempo 
dedicado por un letrado a un cliente al 
que se le tramitan varios expedientes 
simultáneamente. 

11. Historial 

Un historial informatizado de los expe­
dientes es una herramienta fundamen­
tal que permite obtener múltiples ven­
tajas, cuanta más información reg istre­
mos en cada anotación mayores serán 
las posibilidades de extraer resultados. 
No obstante, podríamos definir 
como básicos los siguientes campos: 
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1. Referencia al expediente. Cada ano­
tación deberá ir relacionada con un 
único asunto, para ello bastará indi­
car nuestra referencia, que debe ser 
irrepetible, no será valido por tan­
to el número de au tos, etc. 

2. Fecha. Imprescindible para ordenar 
cronológicamente las anotaciones. 
En algunos casos se precisa más de 
una, por ejemplo la de resolución y 
la de notificación, en estos casos de­
bemos valorar entre la simplicidad 
y los resultados a obtener. 

3. Hora. Este campo puede resultar op­
cional, pero en algunos casos, pue­
de resultar de especial in terés ya 
q ue nos permite conocer exacta­
mente cuando se realizó una ges­
tión, por ejemplo, una llamada tele­
fón ica. 

4. Código o clave de anotación. En algu­
nos casos puede ser interesante uti­
lizar una lista predefinida de anota­
ciones con textos asociados que nos 
permitiría ahorrarnos el teclear el 
texto. También podría servir para 
ident ifi car e l tipo de anotación y 
permitir así efectuar listados por ti­
pos, por ejemplo, una lista de todas 
las providencias del mes. 

5. El texto de la anotación. El ideal es 
que sea ilimitado para poder regis­
trar toda la información que desee­
mos en una sola an otación. Atención 
con los texros largos ya que a la hora 
de efectuar listados complican enor­
memente el sistema de formatos. 

6. El usuario. Si a cada anotación le re­
lacionamos una persona responsa­
ble mediante un código, a posterio­
ri, siempre podremos conocer la 
identidad de la persona que redac­
tó un documento, atendió una lla­
mada, o acordó remitir cop ias de 
unos contratos. Además de poder 
listar todas las gestiones realizadas 
por un usuario en un periodo deter­
minado en un expediente, en todos 
los de un cliente, o a nivel global . 

Basta con disponer de listados que 
nos permitan acceder a l historial por 
múltiples campos (por fechas, por 
usuario, por tipo, etc.) para poder ex­
traer el máximo rendimiento a esta in­
formació n. Tengamos en cuenta que el 
historial será una especie de extracto de 
la vida del asunto y que además de 
usarlo como s istema de información 
interno podremos ut ilizarlo para pre­
sentar informes periódicamente a nues­
tros clientes sobre el trabajo realizado 
en sus asuntos o bien intercambiar in­
formación con otros profesionales, pro­
curadores, etc. 
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111. Agenda 

La idea de llevar una agenda por expe­
diente permite que las anotaciones 
consten simultáneamente y medi ante 
una sola introducción en la ficha del 
asunto y en la agenda general. Por otro 
lado facilita que al consultar desde la 
agenda general cualquier anotación de 
un asunto concreto, ésta pueda ir acom­
pañada automáticamente de informa­
ción adicional del asunto, por ejemplo, 
el nombre del cliente, el del contrario, 
una descripción breve del asunto, juz­
gado, procurador, etc. 

Los campos necesarios para una 
anotación de agenda no d ifieren de 
los necesarios para una anotación de 
h istorial, por lo q ue puede aprove­
charse la misma base de da tos y d is ­
ting uir las anotaciones mediante al­
guna marca o clave, ésta la podem os 
utilizar a su vez para distinguir entre 
dist intos tipos de anotación si nos 
conviene, por ejemplo: términos, se­
ñalamientos, visitas, gestiones pen­
dientes, etc. El sistema lo podremos 
sofist icar tanto como deseemos, incl u­
yendo la duración prevista, los usua­
rios implicados, sistemas de cálculo 
de plazos de forma automática (en 
días hábiles y naturales, Jo cual re ­
quiere un calendario de festivos) sis­
temas de aviso an ticipado automático 
y un sinfín de funciones más. 

Una vez más deberemos buscar un 
equilibrio entre los resultados y la com­
plejidad que supone desarrollar todas 
estas posibilidades o nos podemos en­
contrar que anotar una gest ión en la 
agenda resulte una labor tan ardua que 
acabemos por no usarla. 

IV. Documentos del asunto 

El disponer de un registro de la docu­
mentación relacionada con un asunto 
desde la ficha del expediente es una 
función que se puede realizar desde el 
historial, pero aq uí no nos referiremos 
ún icamente al tener una lista, sino a 
poder acceder a una copia electrónica 
de los documentos físicos y poder acce­
der a e llos desde la pantalla. Para ello, 
hay que distinguir entre dos va riantes: 

1. Documentos generados por nuestro 
despacho mediante el tratamientos 
de textos. En este caso, el más sen­
cillo, siempre que guardemos una 
copia del fichero en el o rdenador, 
bastará con registrar en el expedien­
te el nombre del archivo así como su 
ubicación para qu e nuestra aplica­
ción pueda acceder a él y presentar­
lo en pantalla de forma inmediata 
mediante la pulsación de una sola 
tecla. De esta forma bastará con lo-

calizar un expediente determi_nado 
para poder ver una lista de los do­
cumentos relacionados con él y po­
dremos verlos, modificarlos e impri­
mirlos fáci lmente. 

2. Documentos físicos de los que en 
principio sólo disponemos de copia 
en papel. Por ejemplo, escrituras, 
fotocopias, D.N.I, etc. En este caso 
bastará con d isponer de un scan ­
ner para tener un archivo electró ­
nico que contenga la imagen qu e 
contiene el documento físico. Una 
vez hecho esto basta con seguir los 
pasos del p unto l. No obstante, no 
es tan sencillo. En el primer caso 
se trata de archivos de texto que 
podremos editar con un tratamien­
to de textos, hoja de cálculo, etc. en 
el segund o se trata de imágenes 
digitalizadas cuyo tratamiento es 
mucho más complicado por las si­
guien tes razones: 

a) Para digitalizar una imagen precisa­
remos de un scanner. El proceso es 
muy similar al de enviar un fax, por 
tanto s i vamos a digitalizar volúme­
nes importantes de documentos, de­
bemos prever el tiempo que nos 
ocupará la digitalización y la clasi­
ficación. 

b) Los archivos de imagen aunque se 
compriman ocupan un espacio con­
siderable en la memoria de nuestro 
sistema informático. Una vez más, 
para grandes volúmenes como los 
q ue se manejan en despachos jurí­
dicos deberemos prever sis temas de 
almacenamiento masivo de infor­
mación preparados para ampliarse 
en el tiempo, ya que a diferencia del 
uso q ue se le da en otros campos 
profesionales, el profesional del de­
recho puede necesitar el acceso a la 
información en línea sobre el mis­
mo asunto durante varios años. 

e) Los equipos necesarios para poder 
visualizar dichas imágenes digitali­
zadas han de tener grandes presta­
ciones para que dicha consulta sea 
ágil. 

d) Como consecuencia de los tres pun­
tos anteriores llegamos a la conclu­
sión de que para que el sistema sea 
eficaz precisaremos potencia, velo­
cidad y capacidad fuera de lo nor­
mal y eso significa costos elevados, 
aun así, al ritmo que evoluciona la 
informática cada día disponemos de 
soluciones más potentes y económi­
cas. Recomendaría que antes de 
efectuar ninguna inversión en este 
terna nos aseguremos que es real­
mente práctico y si es posible pida­
mos referencias de algún profesio­
nal de nuestro campo que lo utilice, 
ya que es un sistema muy atractivo 
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en su planteamiento pero complejo 
en su puesta en marcha. 
La gestión documental no sólo tie­

ne aplicación desde los expedientes 
sino que podemos usarla asociando ar­
chivos a cualquier registro: una ficha de 
cliente, una anotación de historial, una 
anotación contable, etc. 

V. Contabilidad del asunto 

Este apartado por su extensión conside­
ro que merece un tratamiento aparte por 
lo que lo comentaremos en otra ocasión. 

VI. Time-Report 

El llamado Time-Reporto informe de 
tiempos, requiere el control de los 
tiempos de dedicación del personal 
del despacho a los distintos asuntos. 
Sistema ampliamente utilizado en los 
E.E .U. U. permite aplicar posteriormen­
te los costes a la facturación. 

Aunque actualmente en nuestro país 
no existe un clima favorable hacia este 
sistema ni por parte de los clientes, ni por 
parte de los profesionales, está claro que 
la tendencia será la de controlar los tiem­
pos y repercutir! os sobre los clientes. Po­
demos ir preparándonos poco a poco para 
este sistema y facilitar así una futura im­
plantación, o como mínimo recopilar in­
formación y habituar al personal del des­
pacho a controlar los tiempos y a su vez 

L'i LLA 

CLINICA 
DENTAL 

a apreciar el valor del mismo. 
Implantar un sistema de estas carac­

terísticas es realmente complicado ya 
que requiere : 

l. En primer lugar definir las diferen­
tes actividades que se desarrollan: 
con relación directa con el cliente, 
de estudio, administrativas, etc. 

2. Valorar adecuadamente los costos a 
aplicar al cliente según la persona y 
según la actividad. 

3. Conseguir que todo el personal in­
troduzca los datos. El primer mes 
los datos obtenidos pueden ser un 
auténtico caos. 

Sin embargo, el análisis de la infor­
mación obtenida puede proporcionar­
nos resultados sorprendentes, sobre el 
rendimiento del personal, sobre las ac­
tividades que generan coste sin produ­
cir valor, sobre el tiempo necesario para 
gestionar cada tipo de expediente, en 
definitiva, una valiosa información que 
nos permitirá realizar presupuestos 
ajustados a la realidad, inculcando al 
personal una filosofía de responsabili­
dad en el uso del tiempo. 

En una primera fase podemos asociar 
fáci lmente al historial de nuestros expe­
dientes el que a cualquier anotación en el 
mismo le podamos asignar el tiempo em­
pleado así como la tarifa a aplicar, ya que 
el usuario que lo ha realizado ya se tiene 

en cuenta. Para ello, nos bastará con de­
finir una o varias unidades de tiempo mí­
nimos por gestión (por ejemplo 15 minu­
tos) ya que es más cómodo que trabajar 
con minutos. También definiremos las 
diferentes tarifas de coste por unidad de 
tiempo ya que no cobraremos igual el 
tiempo de estudio del asunto que el tiem­
po empleado en conversaciones telefóni­
cas por ejemplo.). Por supuesto las tari­
fas serán personales, una secretaria tiene 
un coste inferior al de un le trado por la 
misma gestión. 

Bastará con disponer del máximo de 
listados que exploten dicha información 
para poder extraer conclusiones o inclu­
so facturar automáticamente al cliente, 
también podremos comparar los costes 
con la facturación, etc. Sólo es cuestión de 
definir unos criterios claros que puedan 
aplicarse desde un programa informático, 
recordemos que el programa será total­
mente objetivo por lo que no podemos 
pedirle imposibles y tal vez sea ésta la 
razón por la que este sistema tenga tan­
tos detractores. Aun así, podemos utili­
zarlo para facturar a ciertos clientes y para 
el resto usarlo para la determinación de 
costes y por supuesto podemos seguir 
haciéndolo como siempre ya que no todo 
está basado en una cuestión económica y 
a veces incluso es conveniente humani­
zar nuestro trabajo. + 
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Estrategias de motivación 
para los integrantes 
del despacho 

Artículo realizado sobre la base de un estudio 
confeccionado por José Bertrán en Horizonte Empresarial. 

La creación de un determinado 
clima que favorezca la 
permeabilidad de las técnicas 
de marketing dentro de la 
organización, requiere de una 
sistemática aplicación de 
estrategias que estimulen a los 
efectivos del despacho para 
que se sientan 
verdaderamente motivados 
hacia la consecución de los 
objetivos. Se detallan a modo 
de chek list seis reglas 
destinadas a mantener un 
elevado nivel de motivación 
dentro de la firma. 

1. Debe seleccionarse a los 
profesionales adecuados. 

a) Hay que seleccionar dando priori­
dad a las personas que por su ac­
titud y personalidad pueden llevar 
adelante sus funciones priorizán­
dolas ante aquellas que únicamen­
te aportan conocimientos. 

b) Las personas difíciles crean am­
bientes conflictivos y es mejor sus­
tituirlas, dado que antes o después 
surgirá el problema, de forma que 
cuanto antes se adopte la decisión, 
menor serán los perjuicios. 

e) Si el profesional además de estar 
preparado, y de disponer de la ca­
pacidad de adaptación al entorno, 
está bien relacionado o dispone de 
la posibilidad a corto o medio pla­
zo de captar clientes, reunirá las 
condiciones óptimas para su con­
tratación o mantenimiento en la 
empresa. 

2. Establezca con claridad 
los objetivos. 

La necesidad de crear un ambiente de 
gente que cumpla sus cometidos se 
consigue cuando están claramente de­
finidos, con precisión, volumen de 
trabajo, plazos para conseguirlos, pre ­
mios. En este sentido es conveniente 
que cualqu iera que sea la dimensión 
del despacho sean dos o cuarenta pro­
fesionales, involucrar a todos los in­
tegrantes del despacho en Jos objeti-
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vos de productividad, y de entrada de 
nuevos clientes; y ello aunque el pro­
fesional lleve mu y poco tiempo desde 
su incorporación al despacho, y no 
tenga otra vinculación que una mera 
retribución. 

3. Sea participativo y abierto a 
todo tipo de reuniones. 

Se trata de crear un clima que incen­
tive las ideas. 

Escuchar las sugerencias con aten­
ción e interés es un método poderoso 
para crear ambientes de confianza y 
autoestima. 

Tener una reunión una vez al mes 
no sólo los socios, sino todos los pro­
fesionales, incluso los más jóvenes, 
para comentar la evolución de los 
asuntos, la entrada de nuevos clientes, 
así como la pérdida de alguno d e 
ellos, con el posterior análisis, fomen­
ta la potenciación de la marca, y la 
au toestima de todos los componentes, 
toda vez que el profesional por joven 
que sea, se considera importante al ser 
escuchado y valorarse sus opiniones 
frente a los más veteranos, se trata de 
crear un espíritu de equipo y defensa 

a u ltranza de la firma a la que se per­
tenece. Sin duda dichas reuniones 
pueden contribuir para el diseño de 
las estrateg ias de Marketing. Estas re­
uniones deben estimular asimismo la 
creación de círculos de calidad e ideas 
innovadoras mediante brainstormings 
sistemáticos, con la finalidad de gene­
rar ideas libremente, este es el obje­
tivo, no discutir las . 

4. Establezca mecanismos para 
premiar los objetivos 
conseguidos y a incentivarlos 
dentro de la organización. 

Establecer un porcentaje independien­
te por aportación de cliente, y plus en 
función de la facturación, son Jos dos 
principales factores de motivación. 

5. Estimule valores éticos 
dentro de su estructura. 

La honradez, la honestidad y la leal­
tad, son tan importantes como la efec­
tividad en el trabajo, tanto frente a l 
cliente como frente a los compañeros 
de profesión, los crecim ientos espec­
taculares y especul at ivos a costa de 
estos valores se acaban pagando. 

6. Incentive la formación 
continuada. 

Es importante que el profesional este 
al día en las distintas novedades le­
gislativas y jurisprudenciales que se 
vayan produciendo, dado que, habida 
cuenta las constames mutaciones le ­
gislativas, en pocos años el abogado 
puede quedar fuera de los parámetros 
mínimos necesarios para el asesora­
miento. 

*Redacción 
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La ministra de Justicia, 
Margarita Mariscal de Gante, 
habla en exclusiva para 
"Economist & Jurist" 

1° ¿Para ejercer como Abogado cree que 
deberían exigirse otros requisitos ade­
más de la carrera de Derecho, tal como 
ocurre en la mayoría de países de la 
Comunidad Económica Europea? 

En España existe una larga tradición 
en virtud de la cual el título universi­
tario de Licenciado en Derecho consti­
tuye el único requisito de formación 
exigible a quienes pretendan ejercer la 
Abogacía. Esta tradición ha quedado 
reflejada tanto en las disposiciones que, 
desde el siglo pasado, han venido regu­
lando los requisitos de acceso a la pro­
fesión como en las referidas al conteni­
do y orientación de las enseñanzas uni­
versitarias de Derecho. Puedo citar 
como ejemplo un viejo Decreto de 1944, 
sobre ordenación de las Facultades de 
Derecho, que encomendaba a éstas la 
función de proveer a los alumnos de 
una eficaz formación práctica para e l 
ejercicio de la Abogacía. No sé si este 
Decreto sigue o no vigente pero, en 
cualquier caso, demuestra que tradicio­
nalmente se ha venido entendiendo 
que la formación del Abogado corres­
ponde a las Facultades de Derecho en el 
marco de la licenciatura. Por otro lado. 
durante muchos años la pasantía ha 
funcionado de manera espontánea 
como un eficaz mecanismo de forma­
ción profesional para el ejercicio de la 
Abogacía. Este sistema que. insisto. ha 
funcionado bien durante muchos años. 
atraviesa actualmente una situación de 
crisis. relacionada, por un lado, con el 
deterioro de la enseñanza universitaria 
del Derecho como consecuencia de la 
masificación y, por otro, con el desuso 
de la pasantía tradicional, motivado, a 
su vez, por una pluralidad de factores 
que no parece oportuno analizar aquí. 
En todo caso, y respondiendo ya con-

cretamente a su pregunta, me parece 
que es necesario buscar una salida a esa 
situación de crisis por la que atraviesa 
el sistema de formación profesional 
para el ejercicio de la Abogacía, pero 
creo que no es inconveniente abordar 
esa crisis partiendo de una visión, a mi 
juicio, excesivamente simplista del pro­
blema, como es la que lo reduce a la 
cuestión de si el título de licenciado en 
Derecho es o no suficiente para acceder 
a la profesión. 

2° ¿Cuál cree que sería lals medida/s 
idónea/s; Períodos de pasantía en 
despachos de Abogados, cursos en las 
Escuelas de Práctica Jurídica, exáme­
nes de acceso a la profesión ... etc, o 
que el alumno libremente pudiera 
elegir entre alguna de ellas?. 

Creo que antes de plantear medidas 
concretas del tipo de las que Vd. men­
ciona o de cualquier otro tipo es nece­
saria una seria reflexión acerca del al­
cance de la crisis por la que atraviesa 
nuestro sistema tradicional de forma­
ción de Abogados. Y teniendo en cuen­
ta esa tradición de la que antes le habla­
ba, me parece que, antes de pensar en 
cualquier otra medida. conviene agotar 
las posibilidades de formación en la 
práctica profesional que caben en el 
marco de los estudios universitarios de 
Derecho. En este sentido, hay que tener 
en cuenta las interesantes posibilidades 
que se abren con la nueva asignatura 
del "practícum" y con el amplio margen 
de asignaturas optativas que contem­
plan los nuevos planes de estudio. Si, 
agotadas estas posibilidades, fuera pre­
ciso aún algún complemento de la for­
mación adquirida en la licenciatura, no 
me parece que las distintas medidas 
que Vd. menciona sean excluyentes. 
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Creo gue podría articular­
se un sistema flex ible en 
el que tuvieran cabida di­
ferentes vías para adqui­
rir la formación práctica 
necesaria. 

3° ¿Es previsible que se 
adopte alguna de estas 
medidas en los próxi­
mos cuatro años, y en 
su caso se respetará el 
principio genérico de 
irretroactividad de la 
Ley? 

Estamos hab lando de un tema q ue 
preocupa muy esp ecia lmente a la 
Abogacía pero en el que se encu en­
tran también directamente implicados 
otras instituciones y sectores sociales, 
como la Universidad y los propios es­
tudiantes de Derecho. Es preciso, por 
tanto, antes de adoptar un determina­
do sistema de acceso que garantice la 
adecuada formación del abogado, & 
grar el máximo grado de consenso 
posible ent re todos los afectados. En 
esta línea, no me parece prudente 
anunciar la inmedi ata adopción de 
ninguna med ida concreta s in hacer 
previamente un esfuerzo para aproxi­
mar las posiciones, que en este mo­
mento parecen aún algo alejadas, de~ 
Abogacía, la Universid ad y los estu­
diantes, a fin de conseguir que el sis­
tema que finalmente se implante sea 
satisfactorio para todos. Por lo que se 
refiere a la segunda parte de su pre­
gunta, creo que cualquiera que sea la 
solución qu e se adopte, deberá apli ­
carse desde el máximo respeto a las 
legítimas expectativas de quienes ha­
yan comenzado sus estudios de Dere­
cho estando vigente el actual sistema. 

NOTICIAS 

4° ¿Cree que sería conveniente que los 
Abogados pudieran hacer publicidad? 

La prohib ición absoluta e incondi­
cionadá de la publicidad no me parece 
razonable. Ahora bien, la especial tras­
cendencia social de los servicios profe­
sionales del Abogado y la propia dig­
nidad de una profesión tan est recha­
mente vinculada a la Administración de 
Justicia pueden aconsejar e l estableci­
miento de algunos límites, tan to res­
pecto del propio contenido del mensa­
je p ublicitario como respecto de los 
medios de transmisión de dicho men­
saje. En esta línea, me parece muy po­
sitiva la prudente evolución aperturista 
que ya se observa en el ámbito de algu­
nos Colegios de Abogados. 

5° ¿Tiene pensado la adopción de algu­
na medida que pueda evitar o en su 
caso reducir la lentitud de la justicia? 

He dicho en repetidas ocasiones que 
uno de los objetivos fundamentales de 
mi gestión es conseguir una Justicia 
más ág il y eficaz. Con la mira puesta en 
este objetivo, ya estamos trabajando in-

tensamente en la reforma 
de las leyes procesales. El 
anteproyecto de la nueva 
Ley de la Jurisdicción 
Contencioso-Administra­
!lYa....ya está prácticamente 
finalizado y espero q ue 
podrá ser rem itido a las 
Cortes antes de que finali­
ce el presente año y para el 
primer trimestre del próxi­
mo año estará finalizado 
un borrador de la nueva 
Ley de Enjuiciamiento Ci­
vil que simplificará consi­
derablemente los procedi­

mientos y los trámites. También se está 
haciendo un importante esfuerzo, aun­
que la actual coyuntura de austeridad 
presupuestaria no sea precisamente la 
más favorable, para mejorar la dotación 
de medios personales y materiales al 
servicio de la Administración de Justi­
cia. 

6° ¿Cree que la potenciación y creación 
de nuevos tribunales arbitrales pue­
den ayudar a descongestionar la jus­
ticia? 

Ha sido prácticamente un lugar co­
mún, durante estos últimos años, re­
lacionar estrechamente las medidas 
d irigidas a fomentar la utilización del 
arb itraje con el remedio de la sobre­
carga de la Justicia. No voy a negar. 
evidentemente, la utilidad gue puede 
tener el arbitraje. en una sociedad 
moderna, como sistema ágil y flexib le 
de solución de cierto tipo de conflic­
tos entre sujetos particu lares. Y tam­
poco voy a negar que una extensión 
de la utilización por los ciudadanos 
del arbitraje r edundaría en una corre­
lativa disminución de la carga de tra-
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bajo de los tribunales civiles. Ahora 
bien, dicho esto, quiero también su­
brayar que, en mi opinión, la adop­
ción de medidas encaminadas a hacer 
que el arbitraje resulte más atractivo 
y más eficaz no debe hacerse en fun­
ción de la necesidad de reducir la car­
ga de trabajo de los Tribunales de Jus ­
ticia. En particular, creo gue no sería 
admisible ninguna medida Que. di­
recta ni indirectamente, tratara de for­
zar a los ciudadanos a someterse al ar­
bitraje o a soluciones semejantes, o de 
poner trabas al acceso a la jurisdicción 
basadas en la posibilidad de acudir a 
sistem as no jurisdiccionales de solu­
ción de controversias. 

7° Los Abogados de oficio en los próxi­
mos cuatro años seguirán perci­
biendo su actual retribución, o el 
Ministerio tiene previstas mejoras 
que tiendan a retribuciones más 
justas?. 

La defensa de oficio de aquellas 
personas que no disponen de recursos 
suficientes p ara litigar constituye un 
servicio de inestimable valor que la 
Abogacía pres ta a la sociedad. Así lo 
subraya el propio Estatuto General de 
la profesión cuando dispone que la 

Abogacía asume la obligació n de de­
fender de oficio a los litigantes que 
acrediten insuficiencia de recursos y 
cuando, para asegurar el cumplimien­
to de esta obligación asumido por la 
Abogacía, organiza la prestación del 
servicio para garantizar que todo 
aquel que lo neces ite tendrá un Abo­
gado, aunque carezca de recursos para 
pagar los honorarios. Ahora bien, esta 
generosidad de la Abogacía con la so­
ciedad no es incompatible con el pago 
de una justa indemnización a los Abo­
gados que, en cumplimiento de esa 
obligación asumida por la Abogacía, 
defienden a los litigantes s in recursos 
suficientes. En el nuevo Reglamento 
de Asistencia Jurídica Gratuita, de 20 
de septiembre de este año se ha pre­
visto ya un apreciable incremento res­
pecto a las indemnizaciones estable­
cidas por el Decreto de 27 de enero de 
1995. Se prevé, además, una revisión 
anual de dichos importes, en función 
de las dotaciones presupuestarias, 
que permitirá in crementar la indem­
nización al compás de la previsibl e 
mejoría de la situación económica ge­
neral. En cualquier caso, quiero su­
brayar el carácter indemnizatorio de 
estas subvenciones. el turno de oficio 
no debe perder ese carácter de serví-

Principales conclusiones de la entrevista: 

do Que la Abogacía presta generosa­
mente a la sociedad para convertirse 
en una fu ente más de ingresos ordina­
rios de los Abogados. 

8° ¿Conoce personalmente a algún diri­
gente o Decano de alguno de los Co­
legios de Abogados, qué opinión le 
merecen?. 

Conozco a muchos Decanos y miem­
bros de las Juntas de Gobierno y tengo 
una excelente opinión acerca de los actua­
les dirigentes de la Abogacía española. 

9° ¿Cuáles son sus aficiones preferidas? 

Me gusta pasear, la música, leer, la 
pintura, ... Tengo muchísimas aficiones, 
pero muy poco tiempo para disfrutarlas. 

10° ¿Cuál es su plato preferido? 

La paella 

11° ¿Si tuviera que elegir entre una bue­
na película, obra de teatro o un buen 
libro, por cuál se decidiría? 

Me lo pone difícil, pero si m e obli­
garan a elegir probablemente me que­
daría con un buen libro. + 

• El Ministerio no tiene todavía decidido si el título de Licen- • Para agilizar la Justicia entrarán en vigor nuevas leyes que 

ciado será o no suficiente para el ejercicio de la profesión. ya se están finalizando: Jurisdicción Contencioso-Adminis-
trativa y Ley de Enjuiciamiento Civil. No obstante, será difícil 

• En principio el Ministerio cree que las Universidades pueden dotar de más medios personales y materiales a la Adminis-
asumir la formación práctica del abogado por medio de la tración. 
nueva asignatura "practicum", aunque no deben excluirse 

otras vías, como Escuelas de práctica jurídica, pasantía, ... etc. • Reconoce la utilidad de los arbitrajes aunque no es partida-
ria de ninguna medida que, directa ni indirectamente tratara 

No parece, por lo tanto, que de momento se adopte la obliga- de forzar a los ciudadanos a someterse al arbitraje o solu-

toriedad de las prácticas o cursos de práctica jurídica. dones semejantes. 

• De adoptarse algún sistema de acceso a la profesión de • En cuanto a la retribución de los abogados de oficio en el 

abogado deberá consensuarse entre los colegios de aboga- nuevo Reglamento de Asistencia Jurídica Gratuita de 20 de 

dos, las universidades y los estudiantes. septiembre de este año se ha previsto ya un apreciable in-

En el futuro, la adopción de cualquiera de las medidas obli-
cremento respecto a las indemnizaciones establecidas por el 

• Decreto de 27 de Enero de 1.995. No obstante no hay que 
gatorias de acceso a la profesión se hará respetando las esperar que en términos reales aumente dicha retribución. 
legítimas expectativas de quienes hayan comenzado sus 
estudios de Derecho estando vigente el actual sistema. • El Turno de Oficio no debe perder ese carácter de servicio que la 

• El Ministerio es partidario de que los profesionales del Dere-
cho puedan hacer publicidad pero dentro de ciertos límites. 

abogacía presta generosamente a la sociedad para convertirse 
en una fuente más de ingresos ordinarios de los abogados. 

Está muy de acuerdo con la evolución aperturista que ya se • Tiene una excelente opinión acerca de los actuales dirigen-

observa en el ámbito de algunos colegios de abogados. tes de la Abogacía española. 
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Las principales firmas del 
sector apuestan por la 
consultoría y los servicios 
legales para seguir creciendo 

Información facilitada por Expansión 

•••••••••••••••••••• 
Arthur Andersen, 
Price y Ernst 
aparcan el negocio 
de auditoría para 
centrarse en 
asesorar empresas 

Las principales firmas de auditoría que 
operan en España se enfrentan a un cre­
cimiento cero en su negocio de análisis 
y control de las cuentas anuales de las 
empresas. Las grandes auditoras han en­
contrado su tab la de salvación en otro 
tipo de actividades vinculadas al aseso­
ramiento empresarial, como la consulto­
ría, los servicios legales y fiscales o la 
gestión medioambiental. La razón es cla­
ra: la auditoría está estancada, pero la 
consulloría crece a un ritmo vertiginoso. 

Las firmas del sector se refieren a 
menudo a sí mismas como "firmas de 
servicios profesionales". No es una de­
finición casual: los clientes les deman­
dan cada vez trabajos más sofisticados 
y complejos, que requieren un mayor va­
lor añadido y que, por supuesto, reportan 
mayores márgenes a las auditoras. 

Aunque los datos que han facilita­
do las empresas al International Ac­
counting Bulletin (IAB) (ver cuadro 
adjunto) no aparecen desagregados por 
actividades, comparándolos con la in­
formación que estas compañías s umi­
nistran al Instituto de Contabilidad y 
Auditoría de Cuentas (Icac), se des­
prend e que el negocio de auditoría su­
pone una parte cada vez más pequeña 
de la facturación de las empresas, y que 
-lo que es más importante- está estan­
cado. Las seis grandes firmas interna­
cionales que operan en España (Arthur 
Andersen, Price Waterhouse, Ernst & 
Young, Coopers & Lybrand, KPMG 
Peat Marwick y Deloitte &Touche) fac-

turaron en auditoría 26.393 millones en 
1995 - un 0,8% más que el año anterior­
según Jos datos del Icac. Pero sumando 
las cifras aportadas al IAB por estas 
mismas empresas, la facturación ascien­
de a 63.727 millones, con un crecimien­
to del8,7%. Los datos demuestran que, 
en líneas generales, el negocio puro y 
duro de auditoría sólo representa para 
ellos alrededor del cuarenta por dento de 
su cifra de negocio. El resto corresponde 
a actividades como consultoría, asesora­
miento legal y fiscal, y corporatejinance. 

La eco-auditoría, o auditoría medio 
ambiental, es otra de las áreas que está 
creciendo, aunque su presencia todavía 
es reducida. Compañías como Deloitte 
& Touche o Coopers & Lybrand han 
apostado fuerte por este segmento del 
mercado, sabedoras de q ue el medio 
ambiente es una asignatura que cada 
vez más empresas deberán superar. 
Coopers factura quinientos millones de 
pesetas por este concepto, y Arthur 
Andersen, según IAB, ha llegado a los 
250 millones. Price Waterhouse, Audi­
hispana y otras compañías, también 
han entrado en el mercado. Se est ima 
que el mercado de la ecoauditoría, in­
cluyendo los trabajos de mejora de ges­
tión, puede llegar a mover 25.000 mi­
llones de pesetas. 

Legal y fiscal 

Los trabajos legales y tributarios también 
se han convertido en una fuente impor­
tante de ingresos, y las compañías se han 
volcado en esta actividad pese a las acu­
saciones de intrusismo lanzadas por algu­
nos bufetes tradicionales. 

Las firmas que más han aumentado 
su facturación en el área legal han sido 
Arthur Andersen, Ernst & Young y 
Audit (esta última muestra un incre­
mento del 23,6%). Arthur Andersen ha 
optado, por primera vez, por no incluir 
los datos de su sociedad de asesora­
miento legal y t ributari o, Anhur An-
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dersen ALT. Tampoco incluye el nego­

cio de Andersen Consulting, que es una 

firm a independiente. Los principa les 

descensos se han producido en firmas 

pequeñas, como API Spain, Grupo 

Audit Network o Bové Montero y Cía. 

Las que más crecen 

• Arthur Andersen es la empresa que más 

ha crecido gracias a su actividad de 

consultoría y de "corporate finance". 

• La apuesta de fi chajes de Ernst & 

Young en consultoría también ha 

dado buenos resultados. 

Entre las pequeñas, destaca la evo­

lución de Audit. 

Las que bajan 

• Sólo cuatro compañías, fundamen­

talmente de tamaño mediano o pe­

queño, han visto reducir su cifra de 

negocio en e l último ejercicio. 

• Bové Montero y Cía encabeza la caí­

da, seguida del Grupo Audit Net­

work , API Spain, IVC Auditores y 

Moore Stephens España. 

El futuro 

Panorama halagüeño 
para un sector cambiante 

Las firmas de servicios profesionales 

están experimentando cambios profun­

dos. La actividad auditora, su razón de 

ser inicial, les ha impuesto serias limi­

taciones. Las firmas de auditoría no 

pueden hacer publicidad, igual que 

los abogados, lo que ha llevado a al­

gunos grupos a segregar su actividad 

de consultoría, que sí puede publici­

tarse. En conjunto, las firmas son muy 

optimi stas sobre el futuro inmedia to 

del mercado español. La mejora de la si­

tuación económica y la entrada de Es­

paña en la p rimera fase de la Un ión Mo­

netaria han reforzado esa confianza. 

Según José Luis Díez, presid ente de 

Ernst & Young, e l crecimiento el próxi­

mo año rondará el veinte por ciento, y 

José María Revuelta, presidente de 

KPMG Peat Marwick ha cifrado sus 

previsiones en un diez por ciento más 

de la cifra de negocio. La Unión Mone­

taria, además, según Ángel Durández, 

socio de Arthur Andersen, reportará ne­

gocios adicionales de asesoramien to a 

empresas para su implantación en di­

versos ámbitos de actividad. + 

11 8 NOT I C I AS 

•••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••• 
Los líderes en España 

Compañia 

Arthur Andersen !1l 1.574 

Price Waterhouse 1.353 

Ernst & Young 972 

Coopers & Lybrand !4l 903 

KPMG Peat Marwick 775 

Audihispana 12l 358 

Deloitte & Touche 385 

Gassó MRI 346 

Moore Stephens España 289 

Confed. Española de Auditores 216 

Uniaudit Grant Thornton 173 

8DO Binder 117 

Audiberia Faura-Casas !3l 108 

Guerard Mazars S. y Ass. (GMS) 85 

MTR Horwath 61 

Audiec Checkaudit 79 

API Spain 79 

Velasco Gay y Cía. 83 

Grupo Fidunion Hispania 64 

se lnternational 53 

IVC Auditores y Consultores 59 

Grupo Audit Network 100 

Bové Montero y Cía. 71 

Cortés Pérez y Cia. 35 

Audit 24 

Rosés Satorra y Associados 21 

Álvarez Molinero y Cía. 16 

Espaudit 12 

lranzo Prada y Associados 12 

lnterser-lnte. y Serv. lnternac. 7 

Contreras Fernández y Cía. 18 

( 1) No incluye Andersen Consu lting ni ALT. 

(2) Incluye facturación de Cuatr ecasas. 

(3) Agrupación de Inte rés Económico. 

Cierre 

17.537,0 15.004,0 16,9 Agosto 96 

16.730,0 16.525,0 1,2 Junio 96 

9.507,0 8.1 75,0 16,3 Junio 96 

9.575,0 9.010,0 10, 1 Agosto 96 

7. 181,0 7.080,0 1.4 Junio 96 

4.055,0 3.725,0 8,9 Diciembre 95 

3.762,0 3.439,0 9,4 Agosto 96 

2.443,0 2.400,0 1,8 Junio 96 

2.091,0 2.122,0 -1,5 Diciembre 95 

1.628,0 1.596,0 2,0 Junio 96 

1.430,0 1.412,0 1,3 Junio 96 

1.100,0 990,0 11 ,1 Diciembre 95 

1.012,0 955,0 6,0 Agosto 96 

880,0 855,0 2,9 Septiembre 96 

870,0 823,0 5,7 Agosto 96 

630,0 600,0 5,0 Diciembre 95 

564,1 603,7 -6,6 Diciembre 95 

534,0 484,0 10,3 Agosto 96 

435,2 407,0 6,9 Diciembre 95 

414,6 392,4 5,7 Diciembre 95 

385,0 401 ,0 -4,0 Diciembre 95 

305,0 340,0 -1 0,3 Junio 96 

320,0 425,0 -24,7 Abril96 

280,0 250,0 12,0 Diciembre 95 

167,6 135,6 23,6 Diciembre 95 

160,0 150,0 6,7 Diciembre 95 

105,8 103,8 1,9 Diciembre 95 

87,0 82,0 6,1 Octubre 96 

85,0 83,5 1,8 Agosto 96 

38,0 38,0 0,0 Diciembre 95 

11 ,8 11,3 4,4 Diciembre 95 

(4) Incluye ingresos atípicos. 

(*) En millones de pesetas. 

FUENTE: Jnternational Accounting Bulletin 
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+ Galardón para el Colegio de Abo­
gados de Madrid 
El Alca lde de Madrid, José María Alvarez 
del Manzano, hizo entrega solemne al 
Decano, Luís Martí Mingarro, de la Me­
dalla de Oro de la Villa que el Ayunta­
miento había concedido al Colegio con 
mot ivo de la conmemoración de l IV Cen­
tenario. El acto se celebró el 11 de no­
viembre en el Pleno corporativo extraor­
dinario municipal. 

El Decano, en dicho acto, pronunció 
un brillante discurso bajo el tít ulo «Los 
Abogados Anónimos», en el que destacó 
que «Son los Abogados de siempre, 
aquellos a los que no les llega ni la popu­
la ridad efímera ni el brillo de un momen­
to de esplendor. Son los ciudadanos-Abo­
gados del vivir siempre digno y tantas ve­
ces precario. Son los que luchan con or­
gullo y gallardía pidiendo justicia para el 
común de las gentes, para las gentes del 
común. Los que ayer post ulaban con f e 
en las gradas de los Reales Consejos, y 
hoy estarán en la Plaza de Cast illa esfor­
zándose, en muy difíciles condiciones, 
por ayudar a quienes le otorgan su con­
fianza. Esos Abogados, todos los Aboga­
dos son los que han hecho que se cum­
p lieran con honor estos cuatro siglos. 
Son, somos, los que harán que el futuro 
sea un poco mejor, un poco más justo 
cada día» 

+ Consejo General de la Abogacía: 
Convocatoria de Elecciones 
El Consejo General de la Abogacía acor­
dó, en su sesión celebrada el día 8 de no­
viembre de 1.996, convocar elecciones 
para cu brir la plaza de Presidente y S pla­
zas de Consejeros, en cump limiento de la 
actual normativa. 

A dicho cargo aspira el hasta ahora 
Presidente del Consejo, Excmo. Sr. Don 
Eugenio Gay Montalvo, quien dimitió 
previamente para acceder al mismo. 

Dicho candidat o d ispone de los apo­
yos suficientes para acceder holgada­
mente a la reelección. 

+ Sólo pido que se cumpla la Ley de 
Arrendamientos Urbanos, declaró e l 
14 de noviembre, D. Danie l Loscerta les 
Fuertes, director de la revista Sepin, en el 

acto celebrado en Madrid de entrega del 
11 premio jurídico de arrendamientos ur­
banos organizado por esta prestig iosa 
publicación. Loscertales, en una b reve, 
pero bril lante intervención, entro otros 
puntos, evidenció el incumplimiento del 
anterior y actual gobierno en la obliga­
ción de proceder al desarrollo regla men­
tario de la LAU, en relación a ciert as si­
t uaciones en las que los arrendadores no 
pueden actualizar la renta de sus arren­
datarios. Los galardonados fueron los 
letrados, D. Carlos Gortázar (1 er. premio) 
y D. Fernando Baz (accésit) por sus res-

pectivos estudios sobre <da reso lución del 
derecho del arrendador (art. 13 LAU)» y 
sobre <da inscripción o no inscripción de 
los arrendamientos urbanos». 

+ El X Congreso Estatal de Mujeres 
Abogadas ha acordado la petición 
de que se incluyan los delitos con­
t ra la libertad sexual en los juicios 
con jurado, aunque en el mismo se es­
pecificó que en estos casos "se preser­
ve en todo lo posib le la intim idad de 
las personas y especialmente de los me­

nores". 

+ El decano del Colegio de Aboga­
dos de Pamplona, Angel Ruiz de 
Erenchun, ha sido nombrado presi­
dente de la Federación Internacional 
de Colegios de Abogados Pirena icos, 
en la que están int egrados unos cin­
cuenta colegios profesionales de Fran­
cia, España y Andorra. Ruiz de Eren­
chun es el primer español que accede 
a este cargo, desde la creación de la 

organización en 1.990. 

+ El Tribunal Superior de Justicia de 
Madrid ha decidido suspender por el 
momento, y hasta que se pronuncie so­
bre el fondo del asunto, la ejecución de 
la sanción impuesta por el Consejo Gene­
ral de la Abogacía al abogado Jesús 
Santaella, defensor del financiero Mario 

Conde y del Coronel Perote. La sanción 
era de cinco meses de inhabil itación por 
la supuesta mediación de Sant ael la en el 
aparente intento de chantaje de Mario 
Conde al Gobierno Socialista. 

+ Colegio de Abogados de Canarias: 
un nuevo concepto en la seguridad 
del abogado. 
Con gran acierto el il ustre Colegio de 
Abogados de Canarias ha abierto sus 
puertas a la ciudadanía. 

Aunque ciertamente siempre habían 
habido iniciativas de este tipo por parte 
de otros colegios, ha sido dicho Colegio 
el primero que ha consolidado de forma 
estable, amplia y con gran difusión, estas 
tertu lias. En las mismas han sido tratados 
temas tan candentes como la Ley de 
Arrendamientos Urbanos, la Ley de Ex­
tranjería, el intrusismo profesional, la 
nueva reforma laboral, la ley de Espacios 
naturales de Canarias, el turno de oficio, 
etc. .. 

Dichas tertulias son emitidas en direc­
to e incluso reproducidas los domingos 
en varias de las principales cadenas de 
radio de la Comunidad Canaria y cuyas 
conclusiones son pa rcialmente reprodu­
cidas en los principales periódicos. 

Destacamos esta iniciativa porque es 
importante que la sociedad oiga la voz 
del abogado en aquellos temas que son 
propios de su profesión, como el aseso-
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ramiento en temas ecológicos y legislati­
vos de todo tipo y especialmente conso­
l idar la imagen del abogado no sólo 
como un defensor judicial sino también 
como un asesor extrajudicial. 

Se mantiene en secreto la identidad 
de las empresas expedientadas por 
instrusismo 

•••••••••••••••••••• 
EL COLEGIO DE ABOGADOS 
DE MADRID INVESTIGA LAS 
LÍNEAS 906 Y 902 DE 
ASISTENCIA JURÍDICA 

El Colegio de Abogados de Madrid inves­
t iga qu ién está detrás de la asistencia ju­
rídica telefónica ofrecida en las líneas 902 
y 906. 

El Colegio considera que el usuario de 
estas líneas no tiene las garantías nece­
sarias de que, al otro lado del teléfono, 
un letrado en activo preste sus servicios. 
Además, en caso de que el operador sí es­
tuviera colegiado, el usuario queda aún 
en franca desventaja -según el Colegio­
porque, mediante técnicas de telemarke­
ting, la conversación se dilata y, con ello, 
la empresa aumenta su facturación a cos­
ta del abonado. 

En la actualidad, la asistencia jurídica 
telefónica se realiza por tres líneas: 900, 
902 y 906. El colegio recela de las dos úl­
timas. La línea 900 es utilizada por socie­
dades mercantiles, en su mayoría bancos 
y aseguradoras. Este servicio es gratuito 
para el usuario, y las propias entidades 
aseguran que el servicio prestado no vul­
nera las normas éticas de la profesión. Las 
líneas 906 y 902 son privadas, menos con­
troladas, y facturan telefónicamente por 
su servicio . 

Las licencias para este tipo de líneas 
son concedidas por la Dirección General 
de Telecomunicaciones, del Ministerio de 
Fomento. Este órgano exige que quien 
solicite la l icencia sea un letrado colegia­
do, sin embargo no puede controlar ni el 
contenido de las consultas, ni si realmen­
te quien atiende las llamadas telefónicas 
es abogado en activo. 

Registro público 

Debido a que estas líneas se encuadran 
dentro de los servicios de valor añadido, 
no están sujetas a servicio público, por lo 
que es difícil precisar su número. 

Fuentes del Co legio de Abogados 
de Madrid no quieren desvelar la 
identidad de las empresas con expe­
dientes abiertos. "Estos casos son tra­
mitados por la Comisión de Deontolo­
gía y, por este motivo, mantenemos 
en secreto la identidad de los compa-

ñeros expedientados". 
Al desconocerse la identidad de los 

operadores que prestan este tipo de ser­
vicios, el Colegio trata estos casos como 
intrusismo profesional. La Comisión de 
Deontología, Publicidad e Intrusismo del 
Colegio de Abogados de Madrid, ha ma­
nifestado su preocupación por la escasa 
delimitación de la figura del intruso en el 
nuevo Código Penal. 

•••••••••••••••••••• 
BARCELONA ESTRENARÁ 
LA JUSTICIA INMEDIATA 
EN ENERO 

Los juzgados de Barcelona serán los pri­
meros en España en poner en marcha a 
partir de enero del próximo año la llama­
da justicia inmediata, consistente en 
celebrar juicios y dictar sentencias el 
mismo día que una persona pasa a 
disposición judicial. La iniciativa des­
cargará de trabajo a los juzgados de lo 
penal, que en el primer semestre de este 
año han celebrado ya 1.306 juicios rápi­
dos, la mitad de los cuales acabaron con 
una conformidad de las partes. 

La justicia inmediata ya había sido 
proyectada en 1995, pero quedó blo­
queada por falta de presupuesto para 
costear los 17 millones de pesetas que 
valdrá habilitar una sala de vistas en el 
edificio de los juzgados de guardia del 
paseo Lluís Companys, unos locutorios en 
los calabozos para que los abogados pue­
dan entrevistarse con sus clientes y las re­
tribuciones del personal. El nuevo siste­
ma implicará que cada día esté de guar­
dia un juzgado de lo penal de Barcelona 
y únicamente se podrán celebrar los ju i­
cios en los que los afectados se confor­
men con las penas que pida el fiscal en 
ese momento. 

Los casos más frecuentes en los que se 
podrá aplicar serán los de alcoholemia, 
hurtos, lesiones, insultos, desórdenes 
públicos, resistencia, daños y algunos 
robos. En este sentido, fuentes judiciales 
explicaron que el 90 por ciento de los 
casos de alcoholemia celebrados en los 
últimos meses acabaron en conformidad. 

Coincidiendo con la entrada en vigor 
de esta iniciativa, el juez decano de Bar­
celona, Santiago de Torres, ha anuncia­
do también la creación de una oficina 
única de prestación de escritos, que se 
enca rgará de repartir entre los juzgados 
los documentos que presenten los abo­
gados o procuradores, que de esta mane­
ra dejarán de acudir a los juzgados de 
guardia como venía sucediendo hasta 
ahora. 

~~~acio J. Domingo repasa las 
d1f1cultades que están viviendo las 
tres corporaciones de auditoría para 
conseguir su unificación. 

Información facilitada por Expansión 

•••••••••••••••••••• 
EL NUEVO HORIZONTE DE LA 
AUDITORÍA SIGUE SIENDO 
UNA CUESTIÓN POLÍTICA 
La un ificación de las t res corporaciones 
de auditoría es una cuestión política. Este 
planteamiento surgió de los representan­
tes parlamentarios el pasado mes de ju­
lio y fue recogido por la profesión como 
mensaje ineludible para la reforma de 
una ley catalogada de intervencionista. 
Desde ese instante, los censores jurados, 
el registro de economistas y los titulados 
mercanti les han marcado sus líneas de ac­
tuación. 

El Instituto de Censores Jurados de 
Cuentas ha dejado claro que su deseo es 
evolucionar hacia un colegio que dé ca­
tegoría de profesión a una labor -la au­
ditoría- definida legalmente como activi­
dad. 

Posturas 

El Registro de Economistas Auditores 
(REA) y el Registro General de Audi­
tores (REGA) de los titulados mercan­
tiles, se debaten entre modalidades 
de corporación intermedias. Su prin­
cipal obstáculo para llegar a la unión 
es que ya están inmersos en un ente 
colegial. 

En el REGA aseguran que la existencia 
de varias corporaciones no es perjudicial; 
que lo verdaderamente urgente es la nor­
malización de la ley de auditoría y no creen 
el mensaje de los políticos de que se cam­
bie la norma sólo si hay unificación. 

El REA, favorable en p rincipio a la 
unificación, se encuentra en medio de 
una negociación previa transcendental: 
lograr un acuerdo con el Consejo Gene­
ra l de Colegios de Economistas, bien para 
su escisión o para alcanzar mayor inde­
pendencia de su colegio, como ocurre 
con los consultores o los asesores fiscales. 
Gerardo Ortega, decano del colegio ma­
drileño ha sido contundente: "me pare­
ce bien que se extiend.a la profesión de 
auditoría, pero no a costa de los econo­
mistas, que representamos el 65% de los 
auditores de las bíg si;<". 

La unificación, pues, se prevé complica­
da y está creando tensiones entre los eco­
nomistas. Mientras, corre el plazo dado 
por los políticos para debatir la reforma 
de la Ley, fijado, en principio, para el 
próximo mes de marzo. 
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TI TU LO 

La Justicia y sus problemas 
en la Constitución 

AUTOR 

Juan Fernando López Aguilar es catedráti­
co de Derecho constitucional en la Universidad 

de Las Palmas. 

ÍNDI CE 

"La Justicia/Problema" 1 La Justicia en la 

Constitución de 1978: acepciones relevantes 
y principios definitorios 1 Justicia y Estado au­
tonómico: la proyección del modelo de orga­
nización territorial del Estado sobre el " tercer 

poder" 1 Jueces, Poder Judicial y Administra­
ción de Justicia: elementos para una revisión 

crítica 1 El problema constitucional del Minis­
terio fiscal/ Reflexiones críticas sobre la "Jus­
ticia en crisis" : la "crisis" de la Justicia como 
crisis de Estado y crisis en el Estado 1 Tres con­
clusiones para una teoría crítica de la "crisis" 
de la Justicia : transformaciones del Estado y 

en el Estado de Derecho. 

CONTENIDO 

Uno de los lugares comunes del pensamiento 
dominante viene insistiendo en denunciar la gra­
ve crisis de la Justicia. Sea a través de jerga 

tecnificada, sea en versión vulgarizada, la prác­
tica totalidad de los posicionamientos públicos 
en torno a la Justicia en España coincidirá en su­

brayar una percepción negativa del sistema ju­
dicial y la pendencia de cambios apenas todavía 
presentidos. Este estudio enfoca los elementos 

cruciales y rasgos definitorios de este escenario 
de crisis para la significación y configuración po­
sitiva de la función jurisdiccional del Estado y la 

organización de la Administración de Justicia en 
el ordenamiento constitucional español. Se 

apunta a la Justicia como un componente más 
de un sistema complejo, fundado en una Cons­
titución plenamente normativa y jurisdiccionali­
zada, que garantiza, entre otros, el derecho a la 

Justicia y a que ésta sea efectiva. 

UTILIDAD 

Constitucionalistas. Judicatura. 
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Los despidos por causas 
económicas y empresariales. 
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Jesús Cruz Villa Ión (Coord.). Obra colectiva del 

Departamento de Derecho del Trabajo y de la 
Seguridad Social de la Facultad de Derecho de la 
Universidad de Cádiz. 

ÍNDICE 

Alcance y efectos de la reforma legal en mate­
ria de despidos por causas económicas y empre­
sariales 1 Las causas económicas y empresaria­
les de despido 1 El ámbito material de aplicación 

de los despidos colectivos autorizados 1 El perío­
do de consultas en el procedimiento de despidos 

por causas económicas y empresariales 1 El pro­
cedimiento administrativo de autorización de los 

despidos colectivos 1 Despidos colectivos y prin­
cipio de congruencia 1 Aspectos formales y de 
procedimiento en los despidos ipso iure por cau­
sas económicas y empresariales. 

CONTENIDO 

El debate de política legislativa acerca de la fle­
xibilidad del mercado de trabajo se está centran­
do en los últimos tiempos en el régimen jurídico 

del despido y, en particular. en lo que se refiere 

a las extinciones provocadas por causas econó­
micas y empresariales, así como su relación con 

la necesaria protección de la estabilidad en el 

empleo. En este contexto, este libro pretende 
ofrecer un balance completo, extenso y en pro­
fundidad de la situación legal vigente de los des­
pidos por causas económicas y empresariales, 
efectuando, en la medida de lo posible, una va­
loración sobre el grado de rigidez o flexibilidad 
del sistema presente, así como la atención a los 

intereses en juego. 

UTILIDAD 

De interés para asesorías jurídicas de empresas, 

departamentos de recursos humanos, sindicatos, 
en general, especialistas en Derecho laboral. 

TI TU LO 

Teoría y práctica del 
Derecho Constitucional 

AUTOR 

Jorge Rodríguez-Zapata es Magistrado del 
Tribunal Supremo y Profesor Titular de Derecho 
Constitucional. 

ÍNDICE 

Nociones preliminares 1 El Estado español/ La 

Constitución y las fuentes del Derecho 1 Las ga­
rantías de la Constitución y del sistema de fuen­
tes 1 Estructura y funciones del Estado no oficial 

en España 1 Derechos fundamentales y liberta­
des públicas 1 Estructura y funciones del Estado 

oficial español. 

CONTENIDO 

En su dimensión didáctica, la obra explica en 

forma sintética, pero asequible, los conceptos 
esenciales del Derecho Político (liberalismo, mar­
xismo, socialismo, democracia, etc. .. ) y se da 

cuenta de la obra de los pensadores políticos 
más representativos (Maquiavelo, Montesquieu, 

Rousseau, Marx, etc. .. ). En su dimensión prácti­
ca se expone cuál es el estado actual de la juris­
prudencia del Tribunal Constitucional en los di­
versos problemas que se estudian, criticando 
dicha doctrina cuando ha sido superada por la 

de otros Tribunales. 

Contiene una exposición completa del sistema 

de fuentes en la práctica actual del Derecho es­
pañol atendiendo al Derecho comunitario euro­
peo y fuentes de las Comunidades Autónomas. 

Asimismo, contiene una exposición básica de las 
instituciones de la Comunidad Europea, expo­
niendo el Derecho español de acuerdo con la rea­
lidad comunitaria. 

UTILIDAD 

El libro contiene una exposición completa, resu­
mida y didáctica del Derecho Constitucional es­
pañol que se estudia en los dos primeros años 

de las Facultades de Derecho, abordando en for­
ma clara todas las cuestiones en un formato re­
ducido. Interesará también a civilistas y 

administrativistas, así como a internacionalistas 

y especialistas en Derecho comunitario. 
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1· PUESTOS y 
LEGISLACIO FISCAL 

El binomio ideal en materia tributaria 

SI, deseo recibir más información sobre IMPUESTOS y LEGISIACION FISCAL 

Porque IMPUESTOS y 
LEGISLACION FISCAL son unas 
publicaCiones elaboradas por 
expertos de primera categoría 
para hacer llegar a sus manos 
la informaCión JUrídica méts actual 
del mundo de la fiscalidad. 

IMPUESTOS 

pone en práctica lo que 
a usted más le interesa 
mediante secciones 
dedicadas a casos 
de práctica tributaria 
resueltos, explicaciones 
de procedimiento y consultas 
de los suscriptores. 

LEGISLACION FISCAL 

aporta cada qu1nce días toda 
la legislación comunitaria, 
estatal, autonómica y foral 
en materia tributaria, 
así como comentarios a las 
leyes y dispOSiciones más 
relevantes. 
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